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Iniciativas

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 64 BIS 1 DE LA LEY GE-
NERAL DE SALUD Y 46 DE LA LEY GENERAL DE ACCESO

DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, A

CARGO DE LA DIPUTADA NORMA EDITH MARTÍNEZ GUZ-
MÁN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

La que suscribe, diputada Norma Edith Martínez Guz-
mán del Grupo Parlamentario Encuentro Social en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman la Ley General de Sa-
lud y la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A pesar del considerable progreso que se ha hecho en
la reducción de la mortalidad materna e infantil, tan
solo en 2015, “Cada día mueren aproximadamente ca-
si 830 mujeres por causas prevenibles relacionadas
con el embarazo y el parto. Un 99% de la mortalidad
materna corresponde a los países en desarrollo. La
mortalidad materna es mayor en las zonas rurales y en
las comunidades más pobres. El alto número de muer-
tes maternas en algunas zonas del mundo refleja las in-
equidades en el acceso a los servicios de salud y su-
braya las diferencias entre ricos y pobres.”1

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud
(OMS), define a la mortalidad materna como la causa
de defunción de la mujer durante el embarazo, parto o
dentro de los 42 días siguientes a la terminación del
embarazo, debido a cualquier causa relacionada con o
agravada por el embarazo o su atención, pero no por
causas accidentales o incidentales. (OPS/OMS,
1995:139).

Una de las problemáticas que enfrentamos como país
en materia de atención materno infantil cuando se pre-
senta una emergencia obstétrica, es la falta de un pron-
ta respuesta, lo que ha evidenciado la falta de recursos
humanos capacitados, administrativos y económicos,
que responsan a este tipo de problemáticas. Los estu-

dios de las últimas décadas demuestran que las muer-
tes maternas son prevenibles, donde las soluciones son
bien conocidas.

La OMS señala que, las hemorragias graves tras el
parto pueden matar a una mujer sana en dos horas si
no recibe la atención adecuada. Hace la anotación de
que la inyección de oxitocina inmediatamente después
del parto reduce el riesgo de hemorragia. También se-
ñala que  las infecciones tras el parto pueden eliminar-
se con una buena higiene y reconociendo y tratando a
tiempo los signos tempranos de infección. De igual
forma, puntualizan que  en el caso de la preeclampsia
debe detectarse y tratarse adecuadamente antes de la
aparición de convulsiones (eclampsia) u otras compli-
caciones potencialmente mortales. 

Con datos del Observatorio de Mortalidad Materna en
México, en su documento “Emergencias Obstétricas
en México: designación de concepto y uso”, comentan
que la falta de atención pronta y expedita es un indi-
cador del grado de desarrollo social, en el cual se re-
fleja el nivel de injusticia e inequidad al interior de la
sociedad. 

Por tanto y debido a los problemas de funcionamiento
detectados entre los diferentes niveles de atención en
los establecimientos de salud, el objetivo de la presen-
te iniciativa es que se capacite al personal de la aten-
ción a la salud para que  atiendan con prontitud, cali-
dad y calidad, sin violencia y sin discriminación a las
mujeres embarazadas, brindándoles de manera ade-
cuada un trato digno y la capacidad inmediata de reso-
lución del Sistema de Salud y que por alguna circuns-
tancia presentan una emergencia obstétrica.

Como antecedente tenemos que en 1995 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo Número
127 por el que se crea el “Comité Nacional para el Es-
tudio de Mortalidad Materna y Perinatal con el objeto
de contribuir a mejorar los registros y estimaciones de
los indicadores sobre mortalidad, que permitan esta-
blecer estrategias para la reducción de dichas tasas”.2

Como uno de los primeros intentos por atender la pro-
blemática fue que en el 2009 se firmó el Convenio Ge-
neral de Colaboración para la Atención de Emergen-
cias Obstétricas,3 que estableció el compromiso
solidario entre la Secretaría de Salud, el IMSS y el
ISSSTE para atender a toda mujer que presentará una
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emergencia obstétrica en la unidad médica con la ca-
pacidad resolutiva más cercana, independientemente
de su derechohabiencia o afiliación a alguna de estas
instituciones de servicio médico; coadyuvando con
ello a abatir la mortalidad materna a nivel nacional, sin
embargo esto no fue suficiente, ante ello se logró le-
gislar en la materia y se realizaron decretos, esto no ha
sido suficiente ante los evidentes casos de falta de
atención tanto en la unidad médica correspondiente al
paciente, como en las de referencia.

Sin embargo, datos de hechos públicos, podemos de-
ducir que en nuestro país el derecho a la salud presen-
ta problemas graves, como la exclusión y discrimina-
ción que viven miles de mujeres en diversas formas,
más si hablamos sobre el derecho a la atención ante
una emergencia obstétrica, la cual refleja condiciones
deficientes de atención. En el Sistema de Salud predo-
mina la baja capacidad de resolución para la atención
obstétrica de emergencia, por no contar con el perso-
nal capacitado, poco personal y hasta una mala actitud
y trato indigno hacía las pacientes.

Nuestros ordenamientos mandatan  los derechos que
tienen todas las personas, como nuestra Constitución,
que mandata en su artículo 1ro. párrafo cinco que:
“Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social, las condiciones de sa-
lud, la religión, las opiniones, las preferencias sexua-
les, el estado civil o cualquier otra que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas.”

De igual forma, el artículo 4o., párrafo cuarto, refiere
que: “Toda persona tiene derecho a la protección de la
salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el
acceso a los servicios de salud y establecerá la concu-
rrencia de la Federación y las entidades federativas en
materia de salubridad general, conforme a lo que dis-
pone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitu-
ción.”

Atendiendo este precepto, la Ley General de Salud, es-
tipula que la atención materno-infantil tiene carácter
prioritario y no solo eso, sino en su artículo 61 Bis. To-
da mujer embarazada, tiene derecho a obtener servi-
cios de salud en los términos a que se refiere el Capí-
tulo IV del Título Tercero de esta Ley y con estricto
respeto de sus derechos humanos.

En los informes sobre el trato irrespetuoso y ofensivo
durante el parto en centros de salud, se hace mención
a un evidente maltrato físico, una profunda humilla-
ción y maltrato verbal, procedimientos médicos sin
consentimiento o coercitivos (incluida la esteriliza-
ción), falta de confidencialidad, incumplimiento con la
obtención del consentimiento informado completo,
negativa a administrar analgésicos, violaciones fla-
grantes de la privacidad, rechazo de la admisión en
centros de salud, negligencia hacia las mujeres duran-
te el parto —lo que deriva en complicaciones poten-
cialmente mortales, pero evitables—, y retención de
las mujeres y de los recién nacidos en los centros de
salud debido a su incapacidad de pago.(5) Es más pro-
bable que las mujeres adolescentes, las solteras, las de
nivel socioeconómico bajo, las que pertenecen a una
minoría étnica, las inmigrantes y las que padecen VIH,
entre otras, sufran un trato irrespetuoso y ofensivo.4

De acuerdo al ENDIREN 2016, la Violencia obstétri-
ca…
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Respecto a los instrumentos internacionales existen di-
versos documentos que se han alentado para disminuir
y en su caso erradicar la mortalidad materno infantil,
por ejemplo, la 1ra. Conferencia Nacional sobre Ma-
ternidad sin Riesgos (1993),  Declaración y Platafor-
ma de Acción de Beijing, Cuarta Conferencia Mundial
sobre la Mujer (1995),  Programa de Acción de la Con-
ferencia Internacional sobre la Población y el Desarro-
llo, Objetivos de Desarrollo del Milenio, Convención
sobre los Derechos del Niño (1989). 

La Convención de los Derechos del Niño, documento
signado por México, dispone en su artículo 24 que los
Estados deben “asegurar atención sanitaria prenatal o
posnatal apropiada para las madres” y desarrollar aten-
ción sanitaria preventiva, incluyendo “orientación a
los padres, educación y servicios de planificación fa-
miliar.

De acuerdo al Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi) en su boletín “Estadísticas a propósito
del Día de la Madre”5 con datos nacionales, informa
que en 2010 del total de mujeres de 15 años y más,
71.6 por ciento han tenido al menos un hijo nacido vi-
vo y que la preeclampsia fue la principal complicación
de emergencia obstétrica en las mujeres 15 a 49 años
(52.3 por ciento). 

Señala además que “En la etapa de gestación existen
riesgos que ponen en peligro la vida de la mujer y el
producto; aproximadamente 15 por ciento de las mu-
jeres embarazadas presentan alguna complicación
mortal que requiere de atención obstétrica calificada y
en algunos casos intervención obstétrica para que so-
brevivan. Una complicación no diagnosticada oportu-
namente puede agravarse y provocar una emergencia
obstétrica que incrementa el riesgo de morbimortali-
dad materno-infantil.”

También señala el Inegi que “En 2010, del total de
egresos hospitalarios de mujeres de 15 a 49 años por
padecimientos que pueden generar una emergencia
obstétrica, 15 por ciento ocurrieron en los tres prime-
ros meses del embarazo, 68.7 por ciento en la segunda
mitad del mismo, y 9.9 por ciento después del parto; y
las principales complicaciones obstétricas son la pree-
clampsia (causa de hemorragia intracerebral, 52.3 por
ciento), el embarazo ectópico (15 por ciento), la pla-
centa previa (8.3 por ciento) y la hemorragia posparto
(6.4 por ciento).”

“En 2010, la tasa de morbilidad hospitalaria por em-
barazo ectópico en la primera mitad de la gestación se
presenta principalmente entre la población de 25 a 29
años (64 de cada 100 mil mujeres); durante la segunda
mitad del embarazo es la preeclampsia en mujeres de
20 a 24 años (188 de cada 100 mil mujeres de ese gru-
po de edad); las complicaciones por placenta previa se
concentran entre las mujeres de 30 a 34 años (34 de ca-
da 100 mil); éstas junto con el desprendimiento pre-
maturo de placenta, pueden derivar en síndromes fata-
les como la coagulación intravascular diseminada
(microtrombos en los vasos sanguíneos más pequeños)
y hemorragias importantes. Finalmente entre las com-
plicaciones que ocurren postevento obstétrico, está la
hemorragia posparto principalmente por atonía uterina
(26 de cada 100 mil mujeres de 20 a 24 años y 24 en-
tre las de 25 y 29 años), la cual se asocia más con la
mortalidad materna.”

Además de que “En 2011, del total de defunciones por
complicaciones de emergencia obstétrica, en mujeres
de 15 a 49 años, 31 de cada 100 son por hemorragias
posparto y que en el mismo año ocurrieron 50.3 de-
funciones maternas en las mujeres de 15 a 49 años por
cada cien mil nacidos vivos”.

Los datos son muy interesantes, al reflejar de manera
puntual la problemática que se enfrenta en el sistema
de salud, por ejemplo para 2011, la razón de mortali-
dad materna para las mujeres de 15 a 49 años, 24 por
ciento se debieron a defunciones obstétricas indirectas
y 76 por ciento por complicaciones obstétricas direc-
tas, de las cuales, 32 por ciento se debieron a enfer-
medades hipertensivas del embarazo y 30.4 por ciento
por hemorragia del embarazo, parto y puerperio, entre
las más importantes.
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Con un dato más representativo “el número de falleci-
mientos por entidad federativa, de manera global para
el 2010 el Estado de México tuvo el número más ele-
vado de causas maternas con 119 (12 por ciento), se-
guido de Veracruz con 78 (7.9 por ciento) y del Distri-
to Federal con 76 (7.7 por ciento); por su parte Baja
California Sur y Colima no presentan ninguna causa
materna de defunción, seguidas de Campeche y Naya-
rit quienes registran el número más bajo de defuncio-
nes ambas entidades con 8 (0.8 por ciento).”6

En México la razón de la mortalidad materna ha dis-
minuido de manera importante en las últimas décadas:
pasó de 88.7 defunciones maternas por cada 100 000
nacidos vivos en 199013 a 34.6 en 2015.

Para 2015 de los 778 casos de fallecimientos durante
el embarazo, el parto o el puerperio, 232 (29.7 por
ciento) se deben a afecciones obstétricas indirectas, es
decir enfermedades pre-existentes o enfermedades que
evolucionaron durante el mismo, no debidas a causas
obstétricas directas, pero sí agravadas por efectos fi-
siológicos del embarazo. Los trastornos hipertensivos
con 21.2 por ciento son la segunda causa de muerte,
seguida por las complicaciones del trabajo de parto y
del parto que representan 16.1 por ciento del total de
fallecimientos; 9.3 por ciento se debe a embarazos ter-
minados en abortos, así como 9.3 por ciento por pro-
blemas relacionados con el feto y la cavidad amnióti-
ca; 8.6 por ciento por complicaciones relacionadas con
el puerperio y 5.8 por ciento debido a trastornos del
embarazo.

La distribución espacial de la muerte materna en Mé-
xico no es homogénea, ya que como ocurre con otros
fenómenos, se presenta con mayor frecuencia en enti-
dades donde la desigualdad y el rezago social están
más presentes. En 2015, las entidades para las que se
reportó la mayor cantidad de muertes maternas, por
cada 100 000 nacimientos, son Chiapas (68.5) y Na-
yarit (66.9), siendo las únicas con más de 65 muertes.
En oposición, Quintana Roo (20.7), Tlaxcala (20.1) y
Querétaro (14.9) tienen la menor razón de muertes ma-
ternas.

De acuerdo al Observatorio de Mortalidad Materna en
México, para el 2017 se registraron 414 defunciones a
nivel Nacional, siendo Chiapas, Estado de México y
Ciudad de México los primeros lugares respectiva-
mente. 

Por ello, el manejo de complicaciones obstétricas
debe considerarse como una prioridad para los servi-
cios de salud materna, debido a que se tienen datos
de que 80 por ciento de las muertes maternas ocurren
durante el parto y posparto y las mujeres con com-
plicación obstétrica no atendida, fallecen general-
mente en un plazo de 48 horas; la consecuencia por
cualquier demora en la atención de una mujer con al-
guna complicación y la falta de acceso a servicios
con capacidad resolutiva, puede derivar en un alto
porcentaje en su muerte y por consecuencia la del ni-
ño por nacer. 

De acuerdo a especialistas en la materia las complica-
ciones en las mujeres gestantes pueden ser prevenidas
con un diagnóstico adecuado, acceso a atención prena-
tal, hospitalaria y sobre todo de emergencia, siendo es-
te último el proceso que permite una estabilización y
atención urgente de la mujer embarazada.

Durante la cumbre de las Naciones Unidas sobre los
Objetivos del Milenio, celebrada en septiembre de
2010, el Secretario General Ban Ki-moon presentó
una “Estrategia mundial de salud materna e infantil”,
cuyo objetivo es salvar la vida de más de 16 millones
de mujeres y niños durante los próximos cuatro años y
dentro de este proyecto la Organización Mundial de la
Salud ha estado colaborando con los asociados para
alcanzar esta meta

El Informe de Avances 2013 de los Objetivos de De-
sarrollo del Milenio en México, se explica el modelo
de las tres demoras señalando que:  

• La primera demora se refiere al retraso en la deci-
sión de buscar atención por parte de la embarazada;
para evitarlo, el Centro Nacional de Equidad de Gé-
nero y Salud Reproductiva difunde información
preventiva con el fin de que las mujeres determinen
o identifiquen signos de alarma y busquen atención
médica de urgencia.  

• La segunda demora se debe al retraso en la llega-
da al lugar de la atención, por la dificultad en el ac-
ceso a los servicios o por el tiempo de traslado; y  

• La tercera, es el retraso en la obtención de aten-
ción una vez que la mujer ha llegado al servicio mé-
dico.7
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Sobre las cifras arrojadas en la evaluación de la políti-
ca de desarrollo social, desarrolladas en el documento
de SECIP de la Cámara de Diputados, señala que el
Coneval explica que, las pacientes con Enfermedad
Hipertensiva del Embarazo (EHE), además de tener el
índice más alto de mortalidad, son el ejemplo de las
consecuencias de las largas trayectorias que las pa-
cientes con emergencias obstétricas realizan. De las
248 mujeres que murieron de EHE (25 por ciento de la
muestra), 121 fallecieron en la primera unidad de sa-
lud a la que asistieron; de las 127 que llegaron a la se-
gunda, fallecieron 93; y de las 34 que llegaron a la ter-
cera o siguientes unidades de atención médica,
murieron las 34. Esto evidencia que mientras más lar-
ga es la trayectoria que emprende la paciente con EHE
entre unidades médicas para su atención, más probabi-
lidades tiene de morir.

En este informe, el propio Coneval señala sobre esta
problemática que:   

La afiliación a servicios de salud se ha incrementado
considerablemente en los últimos años, pero dicho in-
cremento no ha significado un crecimiento de la cali-
dad en el servicio, como lo muestran los datos sobre
mortalidad materna y atención en los servicios de sa-
lud; por lo tanto, es relevante considerarlo todavía co-
mo un reto.

Por tanto, es necesario priorizar que cuando exista una
emergencia obstétrica se brinde una atención médica
con oportunidad y eficiencia, con la certeza de que se-
rá recibida y atendida con oportunidad y calidad en la
unidad correspondiente o en su caso en la unidad de
destino. 

Complementando además la responsabilidad de todos
los actores que intervienen en la salud, es importante
que en la atención prenatal el médico deba propiciar
que la mujer embarazada y su familia hagan un plan de
contingencia para saber qué hacer y a donde ir en ca-
so de una emergencia obstétrica, siendo 

Es relevante que todos los establecimientos de salud,
tengan conocimiento de las unidades de resolución, es
decir, se tendría como objetivo primordial atender de
forma oportuna los casos presentados estableciendo
una ruta por parte del sistema de salud, en conjunto
con los familiares del paciente con la intensión de dis-
minuir al máximo las muertes maternas.

Por último,  el establecer una atención oportuna, me-
jorar la atención médica con infraestructura adecuada
y personal capacitado, podrían disminuir de manera
importante las defunciones por causas obstétricas di-
rectas; es a través de la prevención la mejor medida
para disminuir condiciones de salud adversas entre las
mujeres embarazadas.

Una atención deficiente en la atención obstétrica tiene
un impacto en la economía, la cascada de intervencio-
nes y complicaciones en su mayoría deriva en más in-
tervenciones con resultados que pueden derivan un
una o varias discapacidad, hasta muertes maternas y de
infantes.

La falta de atención en una emergencia obstétrica de-
be dejar de ser es una consecuencia de las desigualda-
des socioeconómicas del sistema de salud, para pro-
porcionar accesible, equitativo y de alta calidad de la
atención de la salud materna, la atención calificada y
la atención obstétrica de emergencia en caso de com-
plicaciones. 

Por tanto, se pretende que con esta reforma se  capaci-
te al personal de salud para que toda emergencia obs-
tétrica sea atendida de manera adecuada, y se evite la
discriminación. Si bien, la ley establece la capacita-
ción para que el personal para detectar violencia, no
establece la capacitación para no ejercer violencia.

Todas las mujeres tienen derecho a recibir el más alto
nivel de cuidados en salud, que incluye el derecho a
una atención digna y respetuosa en el embarazo y en el
parto, y el derecho a no sufrir violencia ni discrimina-
ción.

Por lo expuesto y motivado someto a consideración de
esta Asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
Decreto que adiciona el artículo 64 BIS 1 de la Ley
General de Salud en materia de atención a emergen-
cias obstétricas.

Por lo expuesto, someto a consideración de la asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 64 Bis 1
de la Ley General de Salud
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Artículo 64 Bis 1. Los servicios de salud a que hace
referencia el artículo 34 de la presente Ley, prestarán
atención expedita a las mujeres embarazadas que pre-
senten una urgencia obstétrica, solicitada de manera
directa o a través de la referencia de otra unidad médi-
ca, en las unidades con capacidad para la atención de
urgencias obstétricas, independientemente de su dere-
chohabiencia o afiliación a cualquier esquema de ase-
guramiento.

El personal médico y administrativo que preste
atención a las mujeres embarazadas que presenten
una urgencia obstétrica, deberá contar con capaci-
tación sobre la atención y prioridad de las mujeres
que presentan esta situación, a través de progra-
mas diseñados a mejorar la calidad de la atención
de la salud materno-infantil.

Los servicios de Salud a que se refiere el presente
artículo realizarán campañas de prevención y erra-
dicación de la violencia durante el embarazo y par-
to por los prestadores de la atención a la salud,
ofreciendo una atención digna y respetuosa.

Segundo. Se adiciona el artículo 46 de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia

Artículo 46.   Corresponde a la Secretaría de Salud:

I. En el marco de la política de salud integral de las
mujeres, diseñar con perspectiva de género, la polí-
tica de prevención, atención y erradicación de la
violencia en su contra;

II. Brindar por medio de las instituciones del sector
salud de manera integral e interdisciplinaria aten-
ción médica y psicológica con perspectiva de géne-
ro a las víctimas;

III. Crear programas de capacitación para el perso-
nal del sector salud, respecto a brindar una aten-
ción digna y respetuosa, a no ejercer ningún tipo
de violencia ni discriminación contra las mujeres,
a que se garantice la atención a las víctimas y la
aplicación de las normas oficiales mexicanas vigen-
tes en la materia;

IV. al XI. 

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs348/es/

2 http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spi/SAPI-ISS-74-15.pdf

3 http://www.dgplades.salud.gob.mx/descargas/convenios_emer-

gencias_obs/ceo_conv.pdf

4

http://apps.who.int/iris/bitstream/10665/134590/1/WHO_RHR_1

4.23_spa.pdf

5 http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/Con-

tenidos/estadisticas/2013/madre0.pdf

6 Mortalidad materna en México. Marco conceptual, derecho com-

parado,  políticas públicas, tratados internacionales, estadísticas y

opiniones especializadas, SEDIA, Cámara de Diputados.

7 Presidencia de la República, Informe de Avances 2013 de los

Objetivos de Desarrollo del Milenio en México

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 diciembre del 2017.

Diputada Norma Edith Martínez Guzmán (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY DEL SERVICIO

PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚ-
BLICA FEDERAL, A CARGO DEL DIPUTADO BENJAMÍN ME-
DRANO QUEZADA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, Benjamín Medrano Quezada, diputado fe-
deral a la LXIII Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, in-
ciso h), de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 47 de la Ley del Servicio Profesional de
Carrera en la Administración Pública Federal, con ba-
se en la siguiente 

Exposición de Motivos

Llevamos dos años escuchando la verborrea de Do-
nald Trump en contra de México y no podemos menos
que permanecer tan indignados como el primer día,
aquél 16 de junio de 2015, fecha en la que afirmó la si-
guiente insensatez:

“Cuando México envía a su gente, no envía lo mejor,
no los envía a ustedes. Están enviando gente con mon-
tones de problemas. Están trayendo drogas, están tra-
yendo crimen, son violadores y algunos asumo que
son buenas personas, pero yo hablo con guardias fron-
terizos y eso tiene sentido común.”1

El sentimiento de repulsa que desde entonces nos em-
barga se encuentra más que justificado, pues el ahora
presidente de los Estados Unidos parte de una genera-
lización injusta para explicar los problemas que aque-
jan a su país y proponer soluciones descabelladas, co-
mo la construcción de un muro que divida a dos
naciones a las que la geografía, la economía, el flujo
de personas y la historia les unen de manera inevitable.
La demagogia de Trump nos ofende aún más, puesto
que ha venido acompañada de medidas hostiles que
atentan en contra de los intereses de dos vecinos que
hasta ahora habían colaborado en ámbitos tan diversos
como la cultura, la seguridad, el combate al crimen, la
preservación del medio ambiente, el uso de recursos
naturales y el fortalecimiento del estado de derecho.
Hablamos de medidas contrarias al derecho y a la mo-

ral, al sentido común y a la dignidad de las personas,
pero, sobre todo, de políticas discriminatorias. 

Sin embargo, para encontrar muestras de discrimina-
ción en contra de los mexicanos no debemos ir tan le-
jos. Es más, ni siquiera requerimos de salir de nuestro
propio territorio, porque es bien sabido que nuestra so-
ciedad es profundamente reproductora de conductas
tendientes a herir la dignidad de las personas, a excluir
por atavismos que continúan vigentes a pesar de los
avances obtenidos en materia de derechos humanos,
en la creación de instituciones encargadas de prevenir
y sancionar aquellas acciones segregacionistas funda-
mentadas en el color de piel, el sexo, la clase social, la
edad, la preferencia sexual o el nivel educativo. 

Nos referimos a ciertos antivalores que se condensan
en palabras como joto, marimacha, indio, naco o ne-
gro; en conductas como apropiarse del espacio públi-
co destinado a enfermos, ancianos o embarazadas; en
la negativa a admitir en discotecas a determinadas per-
sonas por su aspecto físico o forma de vestir; en la im-
posibilidad de obtener trabajo cuando se padecen limi-
taciones físicas; en la negativa a otorgar un salario
digno si no se es varón; en las burlas que se profieren
en las escuelas en contra de los alumnos cuya aparien-
cia difiere de la generalidad; en tantas y tantas con-
ductas que, de tan comunes, se han normalizado a pe-
sar de lo pernicioso de sus efectos. 

La realidad a la que nos referimos no es nuestro desti-
no fatal. Otras sociedades han trascendido de la intole-
rancia a una convivencia mucho más armoniosa entre
grupos cuyo sentido de pertenencia les ha mantenido
en conflicto constante. En honor a la verdad, debe re-
conocerse que una muestra de lo anterior lo son los Es-
tados Unidos de América, que pasó de ser una nación
esclavista a mediados del siglo XIX a un ejemplo de
integración racial, gracias, en parte, a las acciones afir-
mativas. En este sentido, lo que se vuelve una urgen-
cia es llevar a la práctica el contenido del artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, el cual prohíbe “toda discriminación motiva-
da por origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones de
salud, la religión, las opiniones, las preferencias se-
xuales, el estado civil o cualquier otra que atente con-
tra la dignidad humana y tenga por objeto anular o me-
noscabar los derechos y libertades de las personas”.
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Hacer realidad el postulado antes referido no es una
cuestión que conozca de atajos, sino que requiere, pri-
mero, de reconocer el carácter excluyente de nuestra
sociedad, después, de la vocación para impulsar cam-
bios, sobre todo culturales, y, finalmente, de la ejecu-
ción de políticas destinadas a combatir la discrimina-
ción. Si el mueble con el que deseamos desmontar la
discriminación carece de una de estas patas, entonces
llegaremos a un estado peor de cosas: el de la simula-
ción, es decir, la disociación entre lo que mandata
nuestra Carta Magna y lo que ocurre cotidianamente,
pues peor que una sociedad discriminatoria, lo es
aquella que se ufana de no serlo, sólo porque la ley lo
dice. Como si la norma por sí misma bastara para cam-
biar un patrón de conducta enraizado desde hace siglos
y sustentado en creencias caducas. 

Para justificar la validez de nuestra reflexión, acuda-
mos a los resultados de la Encuesta Nacional sobre
Discriminación 2010, efectuada por el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía,2 la cual dio cuenta de
los siguientes resultados: 

• Cuatro de cada diez mexicanas y mexicanos no es-
tarían dispuestos a permitir que en su casa vivieran
personas homosexuales. y tres de cada diez afirman
lo mismo en el caso de personas que viven con
VIH/sida.

• Una de cada cuatro personas considera que se jus-
tifica mucho o algo llamar a la policía cuando uno
ve a muchos jóvenes juntos en una esquina.

• Tratándose de comunidades católicas, una de cada
diez personas opina que las autoridades deben reu-
bicar a los protestantes en otra parte y uno de cada
veinte que deben obedecer lo que decidió la mayo-
ría y sacar a los protestantes. En contraste, más de
la mitad afirma que se deben defender los derechos
de los no católicos a vivir allí.

• Una tercera parte de los encuestados opina que los
derechos de las personas migrantes centroamerica-
nas no se respetan nada. Otra tercera parte señaló
que se respetan poco. Uno de cada cuatro consideró
que se respetan algo y sólo una de cada diez piensa
que se respetan mucho.

• No tener dinero, la apariencia física, la edad y el
sexo, son las condiciones más identificadas por la

población que ha sentido que sus derechos no han
sido respetados por esas mismas causas.

• Cuatro de cada diez personas opinan que a la gen-
te se le trata de forma distinta según su tono de piel.

• Una de cada dos personas lesbianas, homosexua-
les o bisexuales considera que el principal problema
que enfrenta es la discriminación, seguida de la fal-
ta de aceptación y las críticas y burlas.

• El principal problema que perciben las minorías
étnicas es la discriminación; seguido de la pobreza
y el apoyo del gobierno. Es importante destacar que
este grupo opina que la lengua representa uno de
sus principales problemas.

• Casi cuatro de cada diez miembros de un grupo ét-
nico consideran que no tienen las mismas oportuni-
dades que los demás para conseguir trabajo. Tres de
cada diez consideran que no tienen las mismas opor-
tunidades para recibir apoyos del gobierno. Uno de
cada cuatro dijo no tener las mismas oportunidades
para tener acceso a servicios de salud o educación.

• Tres de cada diez personas que pertenecen a algu-
na minoría religiosa consideran que su principal
problema es el rechazo, la falta de aceptación, la
discriminación y la desigualdad; mientras que una
proporción similar considera que su principal pro-
blema son las burlas, las críticas y la falta de respe-
to; solamente el siete por ciento considera que no
tiene problemas por su religión.

• Dos de cada diez personas consideran que el prin-
cipal problema de las mujeres es la falta de empleo,
seguido por los problemas relacionados con la inse-
guridad, abuso, acoso, maltrato y violencia, y la dis-
criminación.

• Tres de cada diez mujeres piden permiso o avisa
para decidir por quién votar, en cambio cuatro de
cada diez piden permiso o avisa para utilizar anti-
conceptivos.

• El principal problema percibido por cuatro de ca-
da diez personas adultas mayores es la dificultad
para encontrar trabajo. Como siguientes problemas
se mencionan, en porcentajes menores, la falta de
salud y la discriminación e intolerancia.
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• Los tres problemas que más señalan las personas
con discapacidad son el desempleo, la discrimina-
ción y el no ser autosuficientes; se mencionan en
menor medida los problemas relacionados con la
salud, la carencia de espacios públicos adecuados y
el respeto a sus derechos.

• Seis de cada diez personas migrantes consideran
que en México se respetan poco sus derechos. Uno
de cada diez señala que no se respetan nada.

• Una tercera parte de las personas que se dedican al
trabajo del hogar señala que el principal problema para
quienes realizan estas tareas es el sueldo bajo, seguido
por abusos, maltrato, humillación y discriminación.

Los resultados antes mencionados pueden ser revertidos.
Desde hace algunos años el Estado Mexicano ha creado
leyes e instituciones cuyo fin va orientado hacia ese ob-
jetivo. La reforma constitucional de 2011 constituye un
esfuerzo inédito en la protección y defensa de los dere-
chos de las personas y los resultados de tal enmienda ya
se empiezan a percibir: juzgadores de todos los niveles y
fueros comienzan a emitir sus resoluciones con base en
lo dispuesto en leyes y tratados internacionales. 

Desde el ámbito de la administración pública, se han
creado o reformado instituciones dedicadas a atender la
situación específica de poblaciones discriminadas, en-
tre otras: el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmuje-
res), el Instituto Nacional de las Personas Adultas Ma-
yores (Inapam), la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), el Centro
Nacional para la Prevención y Control del VIH/Sida
(Censida), el Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad (Conadis),
el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI), el
Instituto Mexicano de la Juventud (Imjuve) y el Con-
sejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Cona-
pred) como la institución rectora en materia de comba-
te a la discriminación y promoción de la igualdad.3

Empero, nada de lo antes señalado será suficiente si el
recurso humano encargado de aplicar las normas y po-
líticas en materia de discriminación carece de los co-
nocimientos suficientes en este importante rubro. So-
bre este particular, cabe señalar que desde hace dos
administraciones se creó el Sistema del Servicio Pro-
fesional de Carrera en la Administración Pública Fe-
deral, con el objetivo de garantizar la igualdad de

oportunidades en el acceso a la función pública con
base en el mérito y con el fin de impulsar el desarrollo
de la función pública para beneficio de la sociedad.

A efecto de lograr un mejor desempeño de sus fun-
ciones, los integrantes del servicio de carrera tienen el
derecho y la obligación de recibir capacitación y ac-
tualización de forma permanente, pero, obviamente, a
nivel de ley no resulta pertinente establecer los alcan-
ces ni contenidos de estas, por lo que es conveniente
dejar al operador del subsistema, que es la Secretaría
de la Función Pública. A pesar de lo anterior, no cree-
mos que sea ocioso señalar como un imperativo legal
que las actividades de capacitación y actualización in-
cluyan contenidos sobre igualdad y no discriminación,
tal y como se establece en el Programa Nacional para
la Igualdad y la No Discriminación 2014-2018. 

La idea de dar alcance transexenal a una idea de esta
índole tiene que ver con la necesidad de contar desde
el gobierno federal con funcionarios comprometidos
con la igualdad de las personas, pero también con la
pretensión de dar alcance a nuestras propias propues-
tas que hemos expresado, tal y como la formulada con
relación a los crímenes de odio, misma que fuera pre-
sentada el pasado 5 de julio ante la Comisión Perma-
nente de este Congreso de la Unión.

A efecto de ilustrar con mayor claridad el sentido de la
presente iniciativa, se agrega el siguiente cuadro com-
parativo: 
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Por todo lo anteriormente expuesto es que sometemos
a la consideración de esta Soberanía la aprobación del
siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 47 de la Ley
del Servicio Profesional de Carrera en la Administra-
ción Pública Federal, para quedar como sigue:

Artículo 47. El programa de capacitación tiene como
propósito que los servidores públicos de carrera domi-
nen los conocimientos y competencias necesarios para
el desarrollo de sus funciones. 

El programa de actualización se integra con cursos
obligatorios y optativos según lo establezcan los Co-
mités en coordinación con la Secretaría. Se otorgará
un puntaje a los servidores públicos de carrera que los
acrediten.

Los programas de capacitación y actualización de-
berán incorporar contenidos sobre igualdad y no
discriminación. 

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Consultado en http://cnnespanol.cnn.com/2015/06/16/trump-

mexicanos-traen-crimen-y-drogas-y-son-violadores/, el 3 de di-

ciembre de 2017 a las 12:40 horas.

2 Fuente: http://www.conapred.org.mx/userfiles/files/Enadis-

2010-RG-Accss-002.pdf. Consultada el 3 de diciembre de 2017 a

las 13:57 horas.

3 Fuente: http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-

go=5343069&fecha=30/04/2014, consultada el 3 de diciembre de

2017 a las 14:07 horas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Benjamín Medrano Quezada (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY MI-
NERA, EN MATERIA DE CONSERVACIÓN DEL AMBIENTE, A

CARGO DEL DIPUTADO ALEJANDRO ARMENTA MIER, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Alejandro Armenta Mier, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Regeneración Na-
cional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción l, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman los artículos 4, úl-
timo párrafo; 7, fracción IV; 27, fracción IV; y 37, frac-
ción II, de la Ley Minera, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México tiene amplia riqueza natural. En él se encuen-
tran diversos ecosistemas, que albergan recursos natu-
rales renovables y no renovables; entre lo recursos na-
turales no renovables se encuentran los minerales,
ampliamente explotados aquí por empresas nacionales
y por extranjeras.

La conservación de la naturaleza y sus recursos es un
fenómeno que afortunadamente se extiende cada día a
sectores más amplios de la población, ya que toda ac-
ción conservacionista que se haya tomado o que se to-
me en el futuro requerirá de la participación y colabo-
ración de toda la población. De otra manera es difícil
pensar que el deterioro de la naturaleza pueda terminar.

Una de las formas más realistas de conservar la natura-
leza es hacerla producir sin destruirla; es decir, obtener
los beneficios que una comunidad natural puede pro-
porcionar sin conducirla hacia un deterioro irreversible.

En el ámbito mundial se han usado los recursos natu-
rales no renovables de maneras diversas y con resulta-
dos muy distintos. Hay países que los han aprovecha-
do para convertirlos en fuente de recursos para el
beneficio social y el desarrollo sostenible, y hay otros
donde han terminado por alimentar sistemas corrup-
tos, dando lugar a la destrucción ambiental y social.

El caso de Chile, donde el Estado participa como so-
cio accionario en la propiedad y gestión extractiva del
Cobre, su principal producto minero; es el país con
mayor inversión de capital de empresas nacionales en
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otros países de la región. Chile es el país de América
Latina que mejor ha logrado relacionar el desarrollo
económico y social con la minería.

Un ejemplo que muestra resultados contradictorios y
cuestionables es Venezuela, donde la extracción petro-
lera es la principal actividad económica, además de
procesos extractivos asociados al hierro, el carbón, el
aluminio y, el oro. Venezuela es un país con alto grado
de dependencia de las rentas asociadas a los procesos
extractivos, pues no ha logrado desarrollar una econo-
mía competitiva, esto se refleja en la composición de
sus exportaciones donde los únicos productos relevan-
tes son petróleo y minerales.

En México, el incremento de otorgamiento de conce-
siones mineras desde el sexenio de Ernesto Zedillo,
ampliándose de manera considerable en los gobiernos
de Vicente Fox y Felipe Calderón, nos ubican en uno
de los primeros lugares de extracción minera, a pesar
de que aparentemente es positivo para la economía de
nuestro país, representa diversas amenazas para la
conservación del ambiente y la calidad de vida de las
poblaciones cercanas a las minas.

Las empresas con derechos de exploración, explota-
ción y beneficio de minerales o de otras sustancias que
requieren ser extraídas de la tierra o aguas nacionales,
no tienen restricciones ambientales suficientes que ga-
ranticen la conservación de los territorios cuando ter-
mine el proceso extractivo.

Trabajos periodísticos e informes como el del Consejo
de Asuntos Hemisféricos y el del Grupo de Trabajo
sobre Minería y Derechos Humanos en América Lati-
na han mostrado que empresas extranjeras, sobre todo
las canadienses, con amplia presencia en México, da-
ñan el medioambiente, fuerzan desplazamientos de
personas, ignoran la voz de comunidades autóctonas,
intentan influir en el diseño de leyes nacionales y apo-
yan la criminalización de la protesta social.

En Canadá, las empresas mineras se rigen por la Ley
de Impuestos Mineros de la Columbia Británica (Mi-
neral Tax Act). De acuerdo con ésta, por la operación
de una mina, una empresa tendría que pagar 2 por
ciento de su ingreso operativo, más 13 por ciento de su
ingreso neto acumulado adicional; dos impuestos so-
bre la renta (ISR), uno provincial de 10 por ciento y
otro federal de 15 por ciento; tendría que haber trami-

tado una licencia social de operación, pagar permisos
y trámites municipales; no disfrutaría una concesión
de 50 años como en México y estaría obligada a seguir
reglas y protocolos ambientales estrictos.

Además, tendría que someterse a la iniciativa Hacia
una Minería Sustentable, elaborada por el gobierno y
organizaciones civiles, lo cual la obliga a aplicar pro-
gramas de protección ambiental, armonía y desarrollo
comunitario e inclusión laboral indígena, entre otros
aspectos.

En México, las empresas sólo tienen que pagar el ISR,
que además es acreditable gracias al Convenio de Eli-
minación de Doble Tributación, lo que implica que
puede acceder a créditos o exenciones fiscales. Aquí el
pago de su concesión es mínimo, por ejemplo, una em-
presa canadiense tiene 70 mil 900 hectáreas concesio-
nadas en Sonora, donde explota una mina de oro. En
2012 sólo esa operación le produjo una utilidad bruta
superior a los 2 mil millones de pesos. Pagó 5.70 pe-
sos semestrales por cada hectárea de la concesión, un
total de 809 mil pesos en el año, equivalentes a 0.039
por ciento de sus utilidades netas.

La legislación vigente sólo exige el pago de derechos
conforme a la fracción II del artículo 27 de la Ley Mi-
nera y al artículo 263 de la Ley Federal de Derechos,
que marcan de 6.77 a 148.06 pesos semestrales por
hectárea. Además de los establecido en el artículo 268
de la Ley Federal de Derechos sobre el pago anual del
derecho especial sobre minería.

Otro factor de riesgo de la explotación minera es que ge-
nera múltiples conflictos sociales, que en algunos casos
han derivado en enfrentamientos armados, desplazamien-
tos forzados de comunidades y aumento de violencia.

Hay una grave amenaza a la integridad cultural y te-
rritorial de los pueblos indígenas, pues para ellos el te-
rritorio va más allá del concepto de espacio; más bien
define su estructura social como resultado de la unidad
hombre-tierra-naturaleza, en muchas ocasiones en la
naturaleza están basadas sus tradiciones y creencias.

México es uno de los países con más conflictos en la
región por motivos socioambientales provocados por
las empresas mineras, en particular por la falta de res-
peto a los territorios de pueblos originarios y la exclu-
sión de sus habitantes.

Gaceta Parlamentaria Jueves 7 de diciembre de 201714



Debe hacerse valer el papel de potencia minera bajo
reglas justas que impacten positivamente a todos los
actores de esta ecuación, y anteponiendo los principios
de conservación del ambiente, garantizando la seguri-
dad de los habitantes de las poblaciones aledañas; pa-
ra realizar de manera responsable y sustentable la ex-
plotación de los recursos no renovables.

Por lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que reforman los artículos 4, último
párrafo; 7, fracción IV; 27, fracción IV; y 37, frac-
ción II, de la Ley Minera

Único. Se reforman los artículos 4, último párrafo; 7,
fracción IV, 27, fracción IV; y 37, fracción II, de la
Ley Minera, para quedar como sigue:

Artículo 4. Son minerales o sustancias que en vetas,
mantos, masas o yacimientos constituyen depósitos
distintos de los componentes de los terrenos los si-
guientes:

I. a IX. …

Quienes estén realizando la exploración o explota-
ción de los minerales o sustancias a que se refiere la
fracción IX anterior, con base en las disposiciones
del derecho común, tendrán derecho preferente pa-
ra obtener la concesión minera correspondiente,
siempre que la soliciten en los términos de esta Ley
y su Reglamento, y se encuentren realizando me-
didas de conservación al medio ambiente en la
realización de las acciones de exploración y ex-
plotación.

Artículo 7. Son atribuciones de la secretaría

I. a III. …

IV. Participar con las dependencias competentes en
la elaboración de las normas oficiales mexicanas y
las normas mexicanas relativas a la industria mine-
ro-metalúrgica en materia de higiene y seguridad en
las minas, salud ocupacional y de equilibrio ecoló-
gico y protección al ambiente, y demás medidas
que garanticen la conservación del ambiente;

IV Bis.…

V. a XVII. …

…

Artículo 27. Los titulares de concesiones mineras, in-
dependientemente de la fecha de su otorgamiento, es-
tán obligados a

I. a III. …

IV. Sujetarse a las disposiciones generales y a las
normas oficiales mexicanas aplicables a la industria
minero-metalúrgica en materia de seguridad en las
minas y de equilibrio ecológico y protección al am-
biente y demás medidas que garanticen la con-
servación del ambiente;

V. a XIV. …

…

…

Artículo 37. Las personas que beneficien minerales o
sustancias sujetos a la aplicación de la presente ley es-
tán obligadas a

I. …

II. Sujetarse a las disposiciones generales y a las
normas oficiales mexicanas aplicables a la industria
minero-metalúrgica en materia de seguridad y del
equilibrio ecológico y protección al ambiente y de-
más medidas que garanticen la conservación del
ambiente;

III. a VI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Alejandro Armenta Mier (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 147 DEL CÓDIGO CIVIL FE-
DERAL, A CARGO DEL DIPUTADO GERMÁN ERNESTO RA-
LIS CUMPLIDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

El proponente, Germán Ernesto Ralis Cumplido, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56,
62 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 147 del código civil federal,
al tenor del siguiente

Exposición de Motivos

Nuestro estilo de vida y forma de pensar y actuar ha
evolucionado, hoy en día la “perpetuación de la espe-
cie”, tal y como lo indica el artículo actualmente no es
la razón por la cual se decide permanecer en pareja.

Este artículo resulta obsoleto a las prácticas actuales.
Nuestra forma de vida ya no se basa en cuántos here-
deros dejas y hemos comprendido que una mujer no lo
es más porque tenga más o menos hijos.

Un buen matrimonio debe ir más allá de la procreación
y consolidarse como una unión de mutuo apoyo antes
o independientemente de la procreación. Un matrimo-
nio sin amor, sin apoyo, pero con hijos no tiene bases
suficientes para dar el ejemplo de apoyo incondicional
que supone la unión matrimonial.

Se ha experimentado una transición en el modelo fa-
miliar que se consideraba tradicional; ya no se trata so-
lo de roles y funciones específicas impuestas princi-
palmente por el sexo de la persona, con la idea de que
el padre es jefe y proveedor de la familia o la madre
tiene su rol cuidando a los hijos y manteniendo la ca-
sa.

El capitalismo, globalización, liberación de la mujer,
conocimiento de otros estilos de vida y la evolución
misma, han conseguido un empuje importante en esta
transición. Hoy en día encontramos realización en co-
sas diferentes, y como tal no todos siguen el camino
tradicional de la paternidad. El decidir tener o no tener

hijos hoy en día es una decisión personal que no afec-
ta la figura del matrimonio.

Por ello propongo lo siguiente:

Fundamento legal

La iniciativa se presenta con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
55, fracción II, 56, 62 y demás relativos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo fundado y expuesto, someto a consideración de
la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 147 del
Código Civil Federal

Único. Se reforma el artículo 147 del Código Civil
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 147. Cualquier condición contraria a la ayu-
da mutua que se deben los cónyuges se tendrá por no
puesta.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY GENERAL PA-
RA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD,
A CARGO DE LA DIPUTADA CARMEN VICTORIA CAMPA

ALMARAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA

ALIANZA

Quien suscribe, Carmen Victoria Campa Almaral, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en
la LXIII legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del pleno de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma
la fracción V del artículo 19 de la Ley General para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad con base
en el siguiente

Planteamiento del problema

En la actualidad se calcula que más de mil millones de
personas, es decir, 15 por ciento de la población mun-
dial, están aquejadas por alguna forma de discapaci-
dad. De éstas, tienen dificultades importantes para
funcionar entre 110 millones (2.2) y 190 millones (3.8)
personas mayores de 15 años. Las tasas de discapaci-
dad están aumentando, debido en parte al envejeci-
miento de la población y al aumento de la prevalencia
de enfermedades crónicas.1

Para la Organización Mundial de la Salud, discapaci-

dad es un término general que abarca las deficiencias,
las limitaciones de la actividad y las restricciones de la
participación, entendiendo que las deficiencias, son
problemas que afectan a una estructura o función cor-
poral; las limitaciones de la actividad, son dificultades
para ejecutar acciones o tareas y, las restricciones de la
participación, son problemas para intervenir en situa-
ciones vitales. Así entendida, la discapacidad es un fe-
nómeno complejo, la cual refleja una interacción entre
las características del organismo humano y las carac-
terísticas de la sociedad en la que vive.2

La Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad, específicamente en el artículo 2o., frac-
ción XXI, define a la persona con discapacidad como
toda la que por razón congénita o adquirida, presenta
una o más deficiencias de carácter físico, mental, inte-

lectual o sensorial; ya sea permanente o temporal y
que, al interactuar con las barreras que le impone el
entorno social, pueda impedir su inclusión plena y
efectiva, en igualdad de condiciones con los demás.3

En nuestro contexto, y hasta 2014, el panorama de la
discapacidad era el siguiente: la prevalencia de la dis-
capacidad en México era de 6 por ciento, las dificulta-
des para caminar y ver fueron de las más reportadas
entre las personas con discapacidad.

Además, se observó que los principales detonantes de
discapacidad en el país son las enfermedades (41.3) y
la edad avanzada (33.1); aunado a ello, 23.1 de la po-
blación con discapacidad de 15 años y más no cuenta
con algún nivel de escolaridad; y de la población con
discapacidad, 83.3 es derechohabiente o está afiliado a
servicios de salud; las personas con dificultades para
ver son las que más asisten a la escuela (42.4) y 39.1
de la población con discapacidad de 15 años y más
participa en actividades económicas, frente a 64.7 de
su contraparte sin discapacidad.4

En mayo de 2011, la Ley General para la inclusión de
las Personas con Discapacidad se hizo pública, tenien-
do como propósito primordial reglamentar el artículo
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, instaurando condiciones que el gobierno
deberá impulsar y cuidar, además de servir como ins-
trumento normativo para garantizar que se ejerzan los
derechos humanos y libertades de las personas con
discapacidad, así como tutelar su inclusión en la so-
ciedad, regidos por el respeto y la igualdad de oportu-
nidades, entre otros principios fundamentales.

Su promulgación significó un gran avance para prote-
ger y defender los derechos humanos con los que
cuentan las personas con discapacidad. No obstante,
algo que sigue siendo un gran problema para las per-
sonas con discapacidad es su nivel de ingresos.

Los gastos excesivos y continuos de las familias desti-
nados a atender las necesidades de sus hijos, hermanos,
o cónyuges que tienen algún tipo de discapacidad, for-
man parte de las razones por las cuales carecen de re-
cursos; y ello impacta directamente en la falta de bien-
es y servicios básicos para poder vivir en bienestar.

Los familiares son las personas más cercanas de quie-
nes padecen alguna discapacidad; por lo cual, son par-
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te fundamental del desarrollo de este grupo social. La
mayoría de las veces, algún miembro de la familia tie-
ne que abandonar su vida laboral y social para realizar
el cuidado de las personas con discapacidad, evidente-
mente, con las consecuencias que esto conlleva, sien-
do la principal, la económica.

Por ello, el objetivo de la presente iniciativa es fomen-
tar la creación de políticas públicas que tengan como
fundamento el lograr la inclusión social e igualdad de
oportunidades a las personas con discapacidad en las
cuales se apoye a su economía, ya que en la mayoría
de los casos, no tienen un ingreso económico laboral,
es así que en Nueva Alianza nos sentimos comprome-
tidos en apoyar a las personas en situación de vulnera-
bilidad, para que éstas logren ser beneficiadas a través
de convenios que se puedan celebrar con los concesio-
narios del transporte público, en la modalidad aérea,
terrestre y marítima.

Exposición de Motivos

Datos emitidos por el Banco Mundial en el tema de la
discapacidad permiten apreciar el panorama general,
donde mil millones de habitantes, es decir 15 por cien-
to de la población mundial, viven con algún tipo de
discapacidad y la prevalencia es mayor en los países
en desarrollo. En éstos, se ubica una quinta parte del
total mundial, una cifra cercana a los 190 millones de
personas que presentan, por lo menos, un nivel de dis-
capacidad considerable.

La gran mayoría de las personas con discapacidad ex-
perimentan situaciones socioeconómicas adversas, ta-
les como menor nivel de educación, peores condicio-
nes de salud, altos niveles de desempleo y tasas más
elevadas de pobreza. Afortunadamente, en el mundo
se observan crecientes niveles de sensibilidad y toma
de conciencia respecto al tema.

Mucho han contribuido los esfuerzos internacionales
en el tema, por ejemplo, la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU), en la reso-
lución 47/3, adoptada en octubre de 1992, que procla-
mó el 3 de diciembre como Día Internacional de las
Personas con Discapacidad, con el objetivo de llamar
la atención y movilizar todo tipo de apoyos para forta-
lecer o emprender aspectos clave, relativos a la inclu-
sión de personas con discapacidad en la sociedad y en
el desarrollo.

La Convención de Naciones Unidas sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo
Facultativo, aprobados el 13 de diciembre de 2006 en
la sede de la ONU, en Nueva York, promueve la plena
integración de ellas en la sociedad. Hasta la fecha, 165
países han firmado la convención, la que puede tener
fuerza de ley a nivel nacional, en función de las refor-
mas constitucionales en materia de derechos humanos,
emprendidas en el país en 2011.

Algunos otros avances que no dejan de ser importan-
tes se integran por diferentes Tratados Internacionales
en esta materia, incluso, ya ratificados por nuestro pa-
ís; caso concreto, la Convención Interamericana para
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra las Personas con Discapacidad, firmado el 8 de
junio de 1999 y publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 12 de marzo de 2001; la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad,
firmada el 30 de marzo de 2007 y publicada el 2 de
mayo de 2008; y el Protocolo Facultativo de la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, publicado el 2 de mayo de 2008.5

De éstos, rescatamos el artículo 27 de la Convención
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,
el cual señala:

Los Estados parte reconocen el derecho de las perso-
nas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condi-
ciones con las demás; ello incluye el derecho a tener
la oportunidad de ganarse la vida mediante un tra-
bajo libremente elegido o aceptado en un mercado
y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos
y accesibles a las personas con discapacidad. Los Es-
tados Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio
del derecho al trabajo, incluso para las personas que
adquieran una discapacidad durante el empleo, adop-
tando medidas pertinentes, incluida la promulgación
de legislación (énfasis añadido).6

En los últimos años, una mayor cantidad de institucio-
nes multilaterales también han desarrollado e impulsa-
do diversas políticas sobre discapacidad, principal-
mente orientando sus esfuerzos en el ámbito de la
asistencia internacional.

En la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible se es-
tablece claramente que la discapacidad no puede cons-
tituir un motivo o criterio para privar a las personas del
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acceso a los programas de desarrollo y el ejercicio de
sus derechos humanos.

El marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible in-
cluye siete metas que se refieren en forma explícita a
las personas con discapacidad y otras seis que involu-
cran a las personas en situaciones vulnerables, inclui-
das las personas con discapacidad; también abordan
temas fundamentales para el desarrollo, como la edu-
cación, el empleo y el trabajo decente, la protección
social, la resiliencia frente a los desastres y la mitiga-
ción de estos, el saneamiento, el transporte y la no dis-
criminación, áreas importantes en las que trabaja el
Banco Mundial, como muestra de las acciones multi-
laterales en la materia.7

La discapacidad puede afectar a cualquier persona de
diferentes maneras durante su ciclo de vida y las cau-
sas que la provocan también son diversas.

Hay personas con discapacidad que la tienen desde el
nacimiento y otras que la adquieren durante su vida, ya
sea por accidente, enfermedad, proceso de envejeci-
miento o un hecho violento. Disponer de datos sobre
el origen de la discapacidad es importante para la im-
plementación de políticas públicas a favor de este sec-
tor de la población.

En el país, el panorama es preocupante, ya que el Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) nos
permite comprender y dimensionar el volumen y las
problemáticas que enfrentan las personas que presen-
tan alguna discapacidad, gracias al panorama sociode-
mográfico de este sector de la población, plasmado en
la Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica, de
cuya última edición, la de 2014, nos permitimos ante-
riormente extraer algunos antecedentes, a los que au-
namos los siguientes.

Según esos resultados, en México cerca 7.2 millones
de personas reportan tener mucha dificultad o no po-
der hacer alguna de las actividades básicas; alrededor
de 15.9 millones tienen dificultades leves o modera-
das para realizar las mismas actividades (personas
con limitación) y 96.6 millones de personas indican
no tener dificultad para realizar dichas actividades.
Esto significa que la prevalencia de la discapacidad
en México para 2014 fue de 6 por ciento de la pobla-
ción nacional.

Además, por cada 100 personas con discapacidad, 41
la adquieren debido a una enfermedad, 33 por edad
avanzada, 11 por nacimiento, 9 por accidente, 5 por
otra causa y 1 por violencia.

Entre la población con discapacidad, los adultos va-
rones participan más en actividades económicas
(73.5 por ciento), con una tasa parecida a la que pre-
sentan los jóvenes sin discapacidad, ni limitación
(72.8), pero muy por debajo de la participación de
los adultos sin discapacidad, ni limitación (97.6).
Sin embargo, la brecha es mayor si se considera la
participación de las mujeres sin discapacidad ni li-
mitación respecto a la correspondiente a las mujeres
con discapacidad, además de que ésta aumenta con
la edad.

La actividad económica de las personas con discapaci-
dad varía en función del tipo de discapacidad, la cual
influye en sus oportunidades de participación en la so-
ciedad.

En 2014, las personas con dificultades severas o gra-
ves para ver participan más en actividades económicas
(39.9 por ciento), le siguen las personas con discapa-
cidad para escuchar (35) y caminar, subir o bajar usan-
do las piernas (32.4); quienes tienen discapacidad pa-
ra aprender, recordar o concentrarse y para mover o
usar brazos o manos presentan un grado de participa-
ción similar (30.7 y 30.2, respectivamente); mientras,
las personas con dificultades severas o graves para ha-
blar o comunicarse y para el cuidado personal son las
que menos participan en actividades económicas (20.8
y 16.1, en ese orden).8

Como observamos, hay diferencias muy claras en
cuanto a la tasa de participación económica y esto es
un indicador de la infinita dificultad que enfrenta la
población discapacitada para lograr entrar y mantener-
se en el mercado laboral, y con esto se corrobora que
el Estado es, sin duda alguna, el generador de oportu-
nidades y condiciones de acceso, rotación y estabili-
dad laboral para reafirmar el derecho de este sector po-
blacional a un trabajo digno.

El entorno económico, legislativo, físico y social de un
país puede subsanar, crear o mantener barreras que di-
ficulten la participación de las personas con discapaci-
dad en la vida económica, cívica y social. Por ello, co-
mo Legisladores, debemos asumir la responsabilidad
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de transformar el entorno en el que cotidianamente
convive este sector vulnerable de la población.

Por ello, tomando conciencia de que hay personas con
discapacidad y otras personas que en su vida se con-
vierten en personas con discapacidad, es de vital im-
portancia incidir en nuestra cultura e integrar en la co-
tidianidad la sensibilidad sobre la discapacidad como
tal.

En diversas oportunidades podemos mejorar su cali-
dad de vida y fortalecer el ejercicio de sus derechos
humanos; en este sentido, sabemos que las tarifas del
transporte público, en la modalidad aéreo, terrestre y
marítimo, materia de la presente iniciativa, son de cos-
tos elevados para las personas discapacitadas, tanto
por su situación económica, como por su situación fí-
sica y ante ello, como una acción afirmativa empren-
dida por el Legislativo e implementada por el Ejecuti-
vo, consideramos que es relevante efectuar cambios en
la ley, a fin de lograr descuentos importantes en las ta-
rifas de dichos medios de transporte público.

Para alcanzar dicho objetivo, el Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza propone una modificación del artí-
culo 19 de la Ley General para la inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, con la finalidad de promover
la creación de porcentajes de descuento tarifarios en
materia de servicios de transporte público terrestre, aé-
reo y marítimo, evitando la obviedad de esas modali-
dades de transporte y dotando de certeza jurídica a una
acción afirmativa del Estado mexicano, a efecto de
que, con la aplicación de esta reforma a través de su
respectiva reglamentación, se contribuya a apoyar la
economía de dichas personas y de sus familias.

Con esta acción legislativa, Nueva Alianza refrenda su
compromiso de continuar promoviendo acciones le-
gislativas, políticas públicas, programas y acciones
institucionales en los diferentes niveles de gobierno,
guiados por la indisoluble tarea de salvaguardar los
derechos humanos de las personas discapacitadas.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en la fracción II del artículo 71 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración del pleno de esta soberanía la iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción V del ar-
tículo 19 de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad

Único. Se reforma la fracción V del artículo 19 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad, para quedar como sigue:

Artículo 19. …

I. a IV. …

V. Promover convenios con los concesionarios del
transporte público a fin de que las personas con dis-
capacidad gocen de descuento en las tarifas de los
servicios de transporte público en las modalidades
aérea, terrestre y marítima.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud. Discapacidad y salud. Nota

descriptiva, noviembre de 2016. 

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs352/es/

2 Organización Mundial de la Salud. Discapacidades. 

http://www.who.int/topics/disabilities/es/

3 Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIPD_171215.p

df

4 Cifras sobre las personas con discapacidad en México.

http://www.gob.mx/gobmx/articulos/cifras-sobre-las-personas-

con-discapacidad-en-mexico
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5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

http://www2.scjn.gob.mx/red/constitucion/TI.html

6 Naciones Unidas. Los derechos y la dignidad de las personas

con discapacidad.

http://www.un.org/spanish/disabilities/default.asp?id=619

7 Banco Mundial. Discapacidad: panorama general.

http://www.bancomundial.org/es/topic/disability/overview

8 La discapacidad en México. Datos a 2014.

http://conadis.gob.mx/gob.mx/transparencia/transparencia_focali-

zada/La_Discapacidad_en_Mexico_datos_2014.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 7
de diciembre de 2017.

Diputada Carmen Victoria Campa Almaral (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 7O. DE LA LEY DE DESA-
RROLLO SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZÚCAR, A CAR-
GO DEL DIPUTADO ALBERTO SILVA RAMOS, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, Alberto Silva Ramos, diputado federal a la
LXIII Legislatura de la honorable Cámara de Diputa-
dos, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso
h), de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma

el artículo 7 de la Ley de Desarrollo Sustentable de la
Caña de Azúcar, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El cultivo de la caña de azúcar constituye una de las
actividades agropecuarias más rentables del sector
agropecuario mexicano. De acuerdo con cifras del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía, la superfi-
cie sembrada de esta planta alcanzó en 2014 las
752,154 has, el mayor de los cultivos perennes, tan só-
lo detrás del café por 10 mil has y el doble de las na-
ranjas. Sin embargo, dentro de esta clase de cultivos,
el de la caña alcanzó en ese mismo año cerca de 50 mi-
llones de ton., 16 veces más que el de naranja.1

Un elemento distintivo del cultivo de la caña lo es su
alta comercialización, pues mientras la producción de
otras plantas como el frijol y el maíz es destinada al
autoconsumo, 20 y 12 por ciento, respectivamente, en
el caso de ésta sólo el 0.7 por ciento se dirige a satis-
facer las necesidades de los propios productores.2 Aso-
ciado a lo anterior, debe decirse que las empacadoras
o industrias procesadoras compran el mayor volumen
de caña de azúcar, 98 por ciento del total vendido, a di-
ferencia del trigo en grano y el maíz blanco, donde la
compra por parte de las procesadoras representa el 42
por ciento y 14 por ciento, respectivamente.3

De acuerdo con cifras del gobierno federal, contenidas
en el Programa Nacional de la Agroindustria de la Ca-
ña de Azúcar, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 2 de mayo de 2014, esta es una de las más
importantes debido a su relevancia económica y social
en el campo mexicano. Esta agroindustria generó has-
ta 2012 más de 440 mil empleos directos y beneficios
indirectos a más de 2.2 millones de personas. Sus ac-
tividades productivas se desarrollaron en 227 munici-
pios de 15 entidades federativas, donde habitan 12 mi-
llones de personas. Ese mismo año, el valor generado
en la producción de azúcar fue por 53.6 mil millones
de pesos y el 57 por ciento se distribuyó entre los 164
mil productores de caña. Esta actividad representó el
4.7 por ciento del producto interno bruto (PIB) del sec-
tor primario y el 2.3 por ciento del PIB manufacturero
en ese año.4

Para el periodo 2007-2012, la superficie industrializa-
da promedio de caña de azúcar fue de 674.4 mil hec-
táreas. En el ciclo 2012/13, en nuestro país se cose-
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charon 780.3 mil hectáreas que abastecieron a 55 in-
genios, superficie 10.9 por ciento superior a la indus-
trializada el ciclo anterior, con siembras realizadas en
el ciclo 2011/13. Durante ese mismo periodo, la pro-
ducción promedio de azúcar fue de 5.1 millones de to-
neladas, mientras que el rendimiento promedio de la
caña de azúcar para el periodo 2007-2012 fue de 67.6
toneladas por hectárea.

Algunos de los retos que presentaba la agroindustria
de la caña de azúcar al inicio de la actual administra-
ción federal, fueron los siguientes: 

• La disminución de la producción de alcohol a par-
tir de mieles, pues al final de la zafra 2012/13 úni-
camente se produjeron 16.7 millones de litros con
sólo cinco ingenios produciéndolo; 

• La falta de inversiones para incrementar la capa-
cidad de cogeneración de energía eléctrica, y

• La sustentabilidad de la actividad.

Sobre este último punto, el Gobierno Federal estable-
ció en el Programa Nacional antes referido que la
agroindustria de la caña de azúcar puede tener impac-
tos negativos en el medio ambiente si no se imple-
mentan prácticas agrícolas sustentables en el manejo
del cultivo, como el uso eficiente del agua, la aplica-
ción de insumos y eliminación de la quema de la caña
en la cosecha, así como el manejo de residuos de los
ingenios, sus efluentes y emisiones a la atmósfera. A
efectos de ilustrar tal afirmación, se menciona que pa-
ra la zafra 2010/11, el Comité Nacional para el Desa-
rrollo Sustentable de la Caña de Azúcar (Conadesuca)
realizó un estudio sobre la sustentabilidad de la
agroindustria, que abarcó 45 ingenios, habiéndose
identificado que en la superficie bajo riego predomina
el riego superficial (70.1 por ciento) que presenta me-
nor eficiencia en el uso de agua, y se cuenta en menor
medida con sistemas de riego tecnificado (29.9 por
ciento) en los que la mayor superficie corresponde a
riego por aspersión. De acuerdo al estudio referido, de
la superficie fertilizada el 64.9 por ciento se realizó
con base en recomendaciones técnicas, se aplicaron
abonos orgánicos en el 4.3 por ciento de la superficie
sembrada, y la aplicación de biofertilizantes es aún
más reducida pues representa únicamente 1.1 por cien-
to de la superficie sembrada. Por su parte el control
biológico de plagas se empleó en el 53.4 por ciento de

la superficie en la que se realizó el control de plagas.
La cosecha en verde representó el 9.9 por ciento de la
superficie cosechada.

Con relación al fenómeno del cambio climático, el
programa refiere que la producción agrícola depende-
rá cada vez más de la cantidad de agua disponible, y
más aún de aquellos que dependan del agua de lluvia,
lo que se refleja en mayor volatilidad de los precios de
las materias primas, como el azúcar. Asimismo, y co-
mo consecuencia del referido fenómeno, se prevé que
habrá una mayor cantidad de insectos, virus y bacte-
rias con lo que aumentará la probabilidad de que la
producción y la productividad agrícola sufran afecta-
ciones; de aquí la importancia de las medidas de sani-
dad e inocuidad alimentaria en la agroindustria de la
caña de azúcar. Por otra parte, la agroindustria de la
caña de azúcar contribuye a la emisión de Gases de
Efecto Invernadero (GEI) en campo debido a la apli-
cación de fertilizantes nitrogenados, el consumo de
energía eléctrica para bombeo del agua de riego, la
quema de caña para cosecha y en fábrica por la emi-
sión de contaminantes a la atmósfera.

Un aspecto fundamental en la sustentabilidad de la
agroindustria cañera lo es el relativo a la cosecha, pues
dependiendo del método que se emplee para la reali-
zación de esta, variarán los efectos sobre el medio am-
biente y la generación de GEI. La actividad de reco-
lección se lleva a cabo entre los once y dieciocho
meses de la plantación, cuando los tallos dejan de des-
arrollarse, la corteza se vuelve quebradiza, y las hojas
se marchitan y caen. La mayor parte de la zafra o re-
colección se realiza de manera manual, previo al cor-
te, se procede a una quema en la plantación para eli-
minar malezas y exceso de follaje, que impiden la
labor de recolección de la caña, así como para erradi-
car plagas y ahuyentar animales que pudiesen causar
daño a los trabajadores.5

Debe advertirse que aun y cuando la quema de la caña
de azúcar antes del corte facilita su cosecha manual; lo
cierto es que reduce la masa a cosechar y ocasiona pro-
blemas como la reducción de la calidad de la caña,
destrucción de la materia orgánica, degradación de las
condiciones de suelo por la pérdida de humedad, con-
taminación atmosférica por la emisión de humo y ce-
niza, e inclusive, pérdida de biodiversidad. Además,
durante el crecimiento del cultivo de caña se generan
condiciones para el establecimiento de diversas espe-
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cies de fauna y dado que el cultivo permanece prácti-
camente sin intervención durante el ciclo (a excepción
del riego), éste resulta un hábitat adecuado para dife-
rentes especies de animales, que lo usan como sitio de
anidamiento, para alimentarse, o inclusive, como co-
rredor para trasladarse de un lugar a otro.6

El proceso al que nos referimos resulta cada vez me-
nos aceptado por las comunidades asentadas en las in-
mediaciones de los ingenios, pese a lo cual, se realiza
en casi todos los países cañeros, excepto Cuba, Sud-
áfrica y Australia. 

Otras consecuencias de la quema son las siguientes:7

• Cuando se efectúa una quema se observa una llu-
via de las mismas sobre las áreas aledañas, las cua-
les van acompañadas de humo y una serie de gases
tales como: monóxido de nitrógeno (el cual tiene
efectos tóxicos sobre los humanos), anhídrido sul-
furoso (que al unirse con el agua atmosférica forma
la llamada lluvia ácida), anhídrido carbónico (en re-
acción fotoquímica produce irritación en los ojos y
afecta las vías respiratorias), monóxido de carbono,
y óxido de azufre. Esas cenizas contienen un alto
contenido de potasio que en presencia de agua tiene
un alto poder corrosivo sobre superficies metálicas;

• La quema de la caña alcanza entre 600 y 735 °C
esterilizando el suelo por la eliminación de la po-
blación microbiana, (organismos formadores del
suelo y fijadores de nutrientes básicos) inhibiendo
la formación de materia orgánica lo que disminuye
la fertilidad de los suelos;

• Se altera el microclima, la humedad, la evapo-
transpiración y hasta las lluvias de la región, y 

• Se imposibilita el uso de las puntas de caña para la
alimentación animal ya sea en fresco o ensilándolo
para las épocas de estiaje, haciendo de la siembra de
caña de azúcar un cultivo de doble propósito.

A fin de prevenir los efectos antes señalados, se han
establecido otros métodos de cosecha, como, por
ejemplo, la cosecha semi mecanizada, en la cual, al
efectuar una quema previa o con las hojas en verde, se
hace un corte de manera manual en el tallo al ras del
suelo, se elimina el follaje y la parte tierna; posterior-
mente se utilizan alzadoras mecánicas para retirar del

suelo la caña que ha sido cortada y pueda ser traslada-
da rápidamente con transporte de carga para su proce-
samiento en las instalaciones de los ingenios azucare-
ros. También tenemos la cosecha mecanizada, misma
que se efectúa con el uso de maquinaria que realiza el
corte de la base de la caña y la parte interna del tallo
simultáneamente; además divide la caña en trozos de
aproximadamente 20 cm y se deposita directamente en
los camiones o remolques que acompañan el proceso,
para finalmente ser transportada para su procesamien-
to en el ingenio azucarero.8

De lo anterior podemos desprender que existen tecno-
logías que pueden traducirse en una cosecha mecani-
zada o semimecanizada que prescinda de la quema y
resulte más acorde con la preservación del medio am-
biente y la disminución en la emisión de GEI. Las ven-
tajas que se pueden desprender de la adopción del cor-
te de caña en verde consisten en el incremento en los
rendimientos de la caña; una mejora en la sostenibili-
dad del suelo, y la protección del ambiente. 

Empero, la adopción de la cosecha de la caña en ver-
de implica cambios tecnológicos para el productor, ya
que se trata de una forma diferente de producción, tal
y como lo han reconocido el CONADESUCA y la
Universidad Autónoma de Chapingo. “Romper con las

tecnologías tradicionales requerirá de capacitación y

de inversiones en maquinaria agrícola específica pa-

ra el laboreo de las tierras, para la cosecha en verde

y para el acarreo de la caña en trozos hacia los inge-

nios azucareros,” señalan ambas instituciones en su
boletín técnico informativo correspondiente al mes de
julio de 2015. Entre los factores que deben tomarse en
cuenta para implementar la cosecha en verde se iden-
tifican los siguientes:9

a) Manejo de los residuos. Identificar alternativas
para su manejo; como podría ser la remoción par-
cial de los residuos o elaboración de pacas para fo-
rraje, lo cual se está aplicando en algunos campos
cañeros;

b) Labranza reducida en la preparación de tierras.
Se requerirá un menor número de labores para un
mejor manejo de los residuos, sobre todo en la re-
novación de plantaciones de caña;

c) Fuentes y manejo de fertilizantes. Por la incorpo-
ración de residuos de cosecha habrá cambios en el
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suelo, lo que requiere un mejor uso de fertilizantes,
sobre todo de nitrógeno, que demanda la descom-
posición de los residuos;

d) Dinámica de población de insectos. Debido al
cambio en la cosecha, de caña quemada a caña en
verde, es importante el monitoreo constante de las
plagas para determinar los mecanismos de control,
y

e) Manejo del riego. La cantidad abundante de resi-
duos de caña después de la cosecha puede represen-
tar dificultades en la aplicación del riego, debido a
que los métodos tradicionales son por gravedad y
por surco.

Cumplir con los requerimientos antes mencionados re-
quiere de la aplicación de recursos, los cuales, de so-
bra está decir, no son abundantes para los productores,
a pesar de que éstos se encuentran dentro de un rango
de obtención de crédito muy superior al de otros, ya
que éste alcanzó en 2014 al 39.5 por ciento de las uni-
dades de producción que lo solicitaron o les fue ofre-
cido10

Es por esto que proponemos una reforma al artículo 7
de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de
Azúcar, a efecto de establecer como una facultad a car-
go de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación, ofrecer apoyos a
los productores, a fin de evitar la quema de caña de
azúcar mediante la cosecha en verde y así contribuir a
la reducción de emisiones de carbono negro. De ser
aprobada la presente iniciativa, también habremos
contribuido a dar alcance transexenal a la línea de ac-
ción de acción 4.1.4 contenida en el Programa Espe-
cial de Cambio Climático, con cuya finalidad y objeti-
vo compartimos a cabalidad. 

Para ilustrar mejor nuestra propuesta adjuntamos el si-
guiente cuadro comparativo: 
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Por todo lo anteriormente expuesto es que sometemos
a la consideración de esta Soberanía la aprobación del
siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo el artículo 7 de
la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar,
para quedar como sigue:

Artículo 7. La Secretaría, en coordinación con las de-
pendencias y entidades competentes de los gobiernos
federal, estatales y del Distrito Federal, así como de
los municipios, en el ámbito de sus atribuciones reali-
zará lo siguiente:

I. a XVI. … 

XVII. Promover la conciliación y el arbitraje de las
controversias de la agroindustria de la caña de azú-
car en los términos del Sistema Nacional de Arbi-
traje que establece la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable y esta Ley; 

XVIII. Ofrecer apoyos a los productores, a fin de
evitar la quema de caña de azúcar mediante la
cosecha en verde y así contribuir a la reducción
de emisiones de carbono negro, y

XIX. Las demás que esta Ley y su Reglamento es-
tablezcan.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación. 

Notas

1 Fuente: Encuesta Nacional Agropecuaria 2014, Instituto Nacio-

nal de Estadística y Geografía, consultada en 

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/agro-

pecuarias/ena/ena2014/, el 3 de diciembre de 2017 a las 18:50 ho-

ras.

2 Fuente: http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/proyectos/en-

cagro/ena/2014/doc/ena2014_pres.pdf. Consultada el 3 de diciem-

bre de 2017 a las 18:57 horas.

3 Fuente: 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2015/especiales/e

speciales2015_08_8.pdf, consultada el 3 de diciembre de 2017 a

las 19:01 horas.

4 Fuente: 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5343244&fe-

cha=02/05/2014, consultada el 3 de diciembre de 2017 a las 19:15

horas.

5 Fuente: http://www.conadesuca.gob.mx/atlas/Atlas_HD.pdf,

consultada el 3 de diciembre de 2017 a las 19:59 horas.

6 Fuente: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

le/114363/1.-_Boletin_Julio_2015.pdf, consultada el 3 de diciem-

bre de 2017 a las 20:03 horas.

7 Fuente: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

le/114363/1.-_Boletin_Julio_2015.pdf, consultada el 3 de diciem-

bre de 2017 a las 20:10 horas.

8 Fuente: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

le/114363/1.-_Boletin_Julio_2015.pdf, consultada el 3 de diciem-

bre de 2017 a las 20:16 horas.
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9 Fuente: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

le/114363/1.-_Boletin_Julio_2015.pdf, consultado el 3 de diciem-

bre de 2017 a las 20:33 horas.

10 Fuente: http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boleti-

nes/2015/especiales/especiales2015_08_8.pdf, consultada el 3 de

diciembre de 2017 a las 20:48 horas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Alberto Silva Ramos (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO, A CARGO DEL DIPUTADO

FRANCISCO JAVIER PINTO TORRES, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE NUEVA ALIANZA

Quien suscribe, Francisco Javier Pinto Torres, diputa-
do federal e integrante del Grupo Parlamentario Nue-
va Alianza en la LXIII legislatura de la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a la consideración del pleno de esta soberanía, la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman diversas disposiciones de la Ley General
de Cambio Climático, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

De acuerdo con nuestra legislación, el cambio climáti-
co es aquella “variación del clima atribuido directa o
indirectamente a la actividad humana, que altera la
composición de la atmósfera global y se suma a la va-
riabilidad natural del clima observada durante perío-
dos comparables”. En el contexto de la política am-

biental, el concepto “cambio climático” ha llegado a
considerarse como sinónimo de “calentamiento glo-
bal”, debido a que el aumento de las temperaturas es
consecuencia de la acción de los seres humanos y no
por procesos naturales atribuibles a la tierra o del sis-
tema solar.

A partir de la Revolución Industrial se han incentiva-
do los procesos mecánicos que requieren la quema de
combustibles fósiles, tales como petróleo, gas y gaso-
lina, mismos que generan gases (bióxido de carbono,
principalmente) que se liberan a la atmósfera y cam-
bian su composición. 

De manera paralela se ha incrementado el proceso de
pérdida de bosques y vegetación en amplias regiones
del planeta. Baste señalar que, en México, se ha perdi-
do, por lo menos, la mitad de sus bosques desde la
época Colonial hasta nuestros días. Según el Programa
de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNU-
MA), México ha talado 6.3 millones de hectáreas de
sus bosques, ocupando el segundo lugar en América
Latina en destrucción forestal, sólo después de Brasil. 

La convergencia de estos procesos, ha propiciado que
la mayoría de los científicos de todos los países del
mundo afirmen que se está produciendo un cambio en
el clima planetario, cuyos efectos se han observado y
se seguirán presentando de decenas a cientos de años. 

Como se ha mencionado, con la Revolución Industrial,
en el planeta comenzó a aumentar la producción de
bióxido de carbono, hasta incrementar su generación
hasta en un 30 por ciento. Lo relevante de este exceso,
es que el planeta se calienta y trata de redistribuir la
energía que ya no puede liberar al espacio. Ante esto,
se presenta una de sus manifestaciones más relevantes:
el calentamiento de la superficie terrestre y marina,
con lo cual, aumenta el nivel del mar, se presentan
cambios en los patrones de lluvia y, esporádicamente,
puede aumentar las ondas de calor, así como otros
eventos climáticos que afectan no sólo a la sociedad,
sino también, a diversas especies animales y vegetales.

En diez años, los efectos del cambio climático y la de-
gradación ambiental se intensificaron; como muestra
de ello podemos señalar que, en México, las sequías,
inundaciones y ciclones entre los años 2000 y 2010
provocaron aproximadamente cinco mil muertes, trece
millones de afectados y pérdidas económicas por 250
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mil millones de pesos, esto de acuerdo a datos del Ins-
tituto Nacional de Ecología y Cambio Climático.i

Como parte de los esfuerzos internacionales para en-
frentar los efectos del cambio climático, partir de no-
viembre de 2016 entró en vigor el Acuerdo de París
(del cual nuestro país forma parte), estableciendo di-
versos compromisos entre los que destaca la reducción
de manera no condicionada del 22 por ciento de las
emisiones nacionales de gases de efecto invernadero y
del 51 por ciento de carbono negro, sobre la línea ba-
se para el año 2030.

Uno de los instrumentos con los que cuenta México
para dar cumplimiento a este esfuerzo internacional es
la Ley General de Cambio Climático, aunada a estra-
tegias y programas locales, como el inventario nacio-
nal de emisiones de compuestos y gases de efecto in-
vernadero y el Atlas Nacional de Vulnerabilidad al
Cambio Climático, los cuales tienen el objetivo común
de contribuir, desde el ámbito nacional, a evitar que la
temperatura del planeta no rebase los dos grados cen-
tígrados, conforme a lo señalado por el Acuerdo de
Copenhague, y otras declaraciones internacionales, en
las cuales se ha afirmado que el aumento promedio de
las temperaturas mundiales se debe limitar a dos gra-
dos centígrados o menos, ya que el cambio climático
ha causado un impacto irreversible en la temperatura y
el nivel del mar. 

Al respecto, la Oficina de Programas de Información
Internacional del Departamento de Estado de Estados
Unidos (IPP por sus siglas en inglés), ha señalado que
el cambio climático también es causa del aumento en
la frecuencia, fuerza y duración de las inundaciones,
sequías y olas de calor, así como del incremento co-
rrelativo en las enfermedades humanas y la muerte.ii

México no ha sido omiso ante la problemática antes
señalada; de ahí su adhesión a los Acuerdos Interna-
cionales que tienen por objetivo la lucha contra las
causas del cambio climático, y prueba de ello es la Ley
General del Cambio Climático. Sin embargo, esta nor-
matividad no ha sido lo suficientemente clara en lo re-
lativo a la supervisión y establecimiento de sanciones
que realiza la Procuraduría Federal de Protección al
Medio Ambiente (Profepa) a aquellas empresas e ins-
tituciones que no acatan la normatividad en cuanto a lo
que se refiere sobre la emisión de contaminantes. 

Incluso, de acuerdo a los informes de la Auditoría Su-
perior de la Federación, la Profepa incumple con su
función como autoridad encargada de la inspección y
vigilancia en materia ambiental; de ahí la necesidad de
fortalecer esta etapa del proceso medir-reportar-verifi-
car en el marco normativo correspondiente, lo cual, a
través de las reformas que se proponen, encaminadas a
incrementar la capacidad sancionadora de la autoridad
ambiental, se contribuirá a mitigar los efectos del ca-
lentamiento global, dentro de lo que corresponde al
ámbito de responsabilidad asumido por nuestro país.

Argumentación

Durante décadas, los temas relativos al medio ambien-
te fueron soslayados, pues se les brindaba una atención
secundaria con respecto a los problemas de carácter
económico, social y político, lo que se debía, princi-
palmente, a que se ignoraba tanto el impacto que tiene
descuidar el medio ambiente como la necesidad de
atender a la brevedad las causas que los producen, da-
do que sus efectos son irreversibles.

Así, el cambio climático actualmente se manifiesta co-
mo uno de los problemas más graves que se han pro-
ducido al ambiente, puesto que afecta a todo el plane-
ta, el cual, al no tener fronteras, requiere de un
esfuerzo de todas las naciones para ser controlado.
Otro aspecto que representa un reto, es que se requie-
re de acciones firmes y sostenidas para detener sus
efectos.

A efecto de clarificar la problemática a la cual nos es-
tamos enfrentando, es relevante señalar que los gases
de efecto invernadero (GEI) no son una creación del
hombre, se han generado desde hace millones de años,
provenientes de fuentes naturales como las erupciones
volcánicas, la respiración de los animales y las plantas,
así como la descomposición de residuos orgánicos y
los océanos. Sin embargo, los seres humanos hemos
participado en gran medida en acelerar su generación,
sobre todo a partir del desarrollo industrial y el uso de
los combustibles de origen fósil.

Como se ha mencionado, el calentamiento global es el
aumento de la temperatura que presenta la atmósfera
terrestre, al cual se ha dado seguimiento desde finales
del siglo XIX, realizando un seguimiento a la tempe-
ratura planetaria de manera confiable desde 1980, año
a partir del cual se ha detectado un incremento de
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aproximadamente 0.8° C, lo que ha generado que los
especialistas concluyan de que “existe una certeza del
90 por ciento (actualizada a 95 por ciento en el 2013)
de que la causa del calentamiento es el aumento de ga-
ses de efecto invernadero que resultan de las activida-
des humanas como la quema de combustibles fósiles
(carbón, gasolina, gas natural y petróleo) y la defores-
tación”.iii

Con el incremento actual de temperatura, el mar ha su-
bido su nivel en 17 centímetros; sin embargo, el au-
mento en la temperatura es sólo uno de los síntomas
más palpables, ya que de acuerdo a la IPP, si la tem-
peratura mundial media aumenta dos grados centígra-
dos, el aumento en el nivel del mar y el derretimiento
de los polos y el hielo en todo el planeta podrían su-
mergir a muchos países pequeños y causar daños se-
veros a aquellos que están a un nivel del ligeramente
superior al mar,iv los ríos y las playas desaparecerán,
se verán comprometidos los campos de cultivo debido
a la temperatura y a la escasez de agua, lo cual impac-
tará también en las ciudades, entre otras consecuen-
cias.

En este sentido, nuestro país es uno de los más sensi-
bles a los efectos del cambio climático. “El Banco
Mundial señala que México es uno de los países más
vulnerables, ya que el 15 por ciento de su territorio, el
68 por ciento de su población y el 71 por ciento de su
economía están expuestos a este fenómeno. Entre los
estados más vulnerables están Baja California y Baja
California Sur, Nuevo León, Veracruz, Jalisco y la
Ciudad de México y su zona conurbada, la cual alber-
ga al 18 por ciento de la población nacional. Según la
ENCC, se encuentran en riesgo de desastres catastró-
ficos 1,385 municipios y 27 millones de habitantes, es
decir, casi una cuarta parte de la población”.v

México ha asumido un papel activo en la lucha global
para detener y controlar las actividades que fomentan
la generación de los gases que provocan el calenta-
miento global, siendo uno de sus manifiestos esfuer-
zos, la ratificación del Acuerdo de París; sin embargo,
el cambio climático representa un reto de muchas di-
mensiones y requiere la acción coordinada de gobier-
nos, empresas, sociedad civil y comunidad científica,
lo cual agudiza la problemática, si consideramos que
nuestro país enfrenta una creciente desconfianza entre
los actores antes mencionados. 

Por un lado, la sociedad civil y los círculos científicos
se concentran en la urgencia de reducir las emisiones
contaminantes; mientras que, por otro lado, las empre-
sas se interesan principalmente en los estímulos eco-
nómicos que habrán de recibir para invertir en tecno-
logías que permitan mejorar sus procesos de
producción, a fin de que éstos sean más limpios.

A fin de resolver estas disyuntivas, en el plano nacio-
nal se aprobó la Ley General de Cambio Climático,
que tiene como propósito establecer una estrategia na-
cional para combatir tal problemática; no obstante, el
desempeño de la Profepa, como ente garante de la vi-
gilancia en materia ambiental, ha sido cuestionada por
la ASF, la cual ha expresado graves deficiencias en la
labor que realiza, tales como:

• “Respecto de las acciones de control de la conta-
minación ambiental, de un total de 7 mil 394 medi-
das dictadas en 2014, el 28.1 por ciento quedaron
sin cumplirse (2 mil 079).

• Las delegaciones federales de la Profepa presenta-
ron 50 denuncias ante el Ministerio Público Federal
por presuntos delitos penales derivados de la conta-
minación del aire, agua y suelos, pero no informa-
ron al titular de la Dirección General de Delitos Fe-
derales Contra el Ambiente y Litigio, quien funge
como enlace con la Procuraduría General de la Re-
pública (PGR), sobre las denuncias presentadas.

• Se carece de un mecanismo para el seguimiento de
las denuncias, y no existe coordinación entre Profe-
pa y PGR pese a que existen convenios y bases de
operación entre ambas. Tampoco elaboraron el pro-
grama para desarrollar políticas integrales de pre-
vención de daños al ambiente y gestión ambien-
tal”.vi

De ahí que el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza
en esta LXIII Legislatura, apegados a la Agenda Par-
lamentaria que ha guiado nuestra participación en este
Congreso Federal, considere necesario que la Ley Ge-
neral de Cambio Climático sea enfática en los alcances
que tiene la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente (Profepa), en cuanto a la obligatoriedad de esta-
blecer sanciones a las personas, físicas o morales, que
incumplan con la normatividad aplicable, la cual, co-
mo se encuentra vigente, deja abierta la posibilidad de
multar o no a la infractora.
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Asimismo, se juzga necesario agregar la figura de
clausura, como una sanción a quien reincida en la pre-
sentación de documentación falsa en las inspecciones
que realiza la autoridad competente. En ese tenor, tam-
bién es importante reforzar los puentes de comunica-
ción que habrá de establecerse entre la Profepa y la
PGR, a fin de incrementar la eficiencia en la preven-
ción, a través de la inspección de los Centros de Con-
taminación Ambiental de competencia federal, con el
objetivo de controlar la contaminación.

Finalmente, en apego a las disposiciones que deriva-
ron en la expedición de la Ley para Determinar el Va-
lor de la Unidad de Medida y Actualización el pasado
30 de diciembre de 2016, se actualizan y armonizan la
referencia que existe en esta Ley General, respecto del
“salario mínimo general vigente en el Distrito Fede-
ral”, reformándola por la de “Unidad de Medida y Ac-
tualización” (UMA), la cual es la referencia económi-

ca en pesos para determinar la cuantía del pago de las

obligaciones y supuestos previstos en las leyes federa-

les, de las entidades federativas y del Distrito Federal,

así como en las disposiciones jurídicas que emanen de

todas las anteriores.vii

Si bien es cierto que el cambio climático es una pro-
blemática que nos afecta y requiere el esfuerzo de to-
dos, también debemos reconocer que las personas de
escasos recursos son quienes más padecen los estragos
de sus efectos al habitar en construcciones que adole-
cen del cumplimiento a las normas de seguridad, o que
no cuentan con la reserva de los recursos alimenticios
o económicos para hacer frente a un desastre natural
provocado por el cambio climático; tal situación, que
los deja en un nivel de vulneración constante nos debe
forzar a realizar los cambios legislativos necesarios, a
fin de enfrentar la realidad a la cual nos enfrentamos.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de
Diputado Federal e integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, nu-
meral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someto a consideración del Pleno de esta
Soberanía, la presente Iniciativa con Proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General de Cambio Climático

Artículo Primero. Se reforma la fracción IX del artí-
culo 102, el artículo 113, el artículo 114 y los párrafos
primero, segundo y tercero del artículo 115; todos, de
la Ley General de Cambio Climático, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 102. En materia de mitigación al cambio cli-
mático la evaluación se realizará respecto de los obje-
tivos siguientes:

I. a VIII. …

IX. El establecimiento de metodologías que permi-
tan medir, reportar y verificar las emisiones, así co-
mo la revisión del mecanismo de sanciones al in-
cumplimiento de la normatividad aplicable;

X. a XV. …

Artículo 113. Cuando de las visitas de inspección rea-
lizadas a las personas físicas o morales responsables
de las fuentes emisoras sujetas a reporte se determine
que existe riesgo inminente derivado de contravenir
las disposiciones de la presente Ley y la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente;
asimismo, cuando los actos u omisiones pudieran dar
lugar a la imposición de sanciones, la Secretaría podrá
deberá ordenar las medidas de seguridad previstas en
la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente.

Artículo 114. En caso de que las personas físicas o
morales responsables de las fuentes emisoras sujetas a
reporte no entreguen la información, datos o docu-
mentos requeridos por la Secretaría en el plazo señala-
do, la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
podrá deberá imponer una multa de quinientos a tres
mil veces la Unidad de Medida y Actualización, ele-
vada al día, sin menoscabo del cumplimiento inme-
diato de dicha obligación.

Artículo 115. En caso de encontrarse falsedad en la in-
formación proporcionada, así como incumplir con los
plazos y términos para su entrega, la Procuraduría Fe-
deral de Protección al Ambiente aplicará una multa de
tres mil y hasta diez mil veces la Unidad de Medida
y Actualización, elevada al día. La multa será inde-
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pendiente de cualquier otra responsabilidad de los ór-
denes civil y penal que pudieran derivarse. 

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
tendrá la obligación de hacer del conocimiento de la
Procuraduría General de la República (PGR) y de-
más autoridades competentes dichos actos en un pe-
riodo no máximo a 10 días hábiles posteriores a la
detección del incumplimiento de una disposición
normativa.

En caso de reincidencia, el monto de la multa podrá
ser hasta por tres veces del monto originalmente im-
puesto, en caso de no atenderse oportunamente las
sanciones establecidas se procederá con la clausu-
ra.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vi-
gor al día siguiente de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo Segundo. La Secretaría contará con 180 días
naturales para actualizar las disposiciones reglamenta-
rias que deriven del presente Decreto.

Notas

i Disponible en: http://www.cronica.com.mx/no-

tas/2017/1003082.html consultado el 3 de julio de 2017.

ii Ibídem

iii Disponible en: http://cambioclimaticoglobal.com/, consultado

el 10 de julio de 2017.

iv Disponible en: http://www.cronica.com.mx/no-

tas/2017/1003082.html consultado el 3 de julio de 2017. 

v Disponible en: http://horizontal.mx/pensar-el-cambio-climatico-

mexico-y-los-limites-de-lo-publico-y-lo-privado/ , consultado el 7

de julio de 2017.

vi Disponible en: http://www.sinembargo.mx/opinion/07-03-

2016/46973, consultado el 12 de julio de 2017.

vii Disponible en: http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyec-

tos/uma/default.aspx

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, a los 7 días del mes de diciembre de 2017.

Diputado Francisco Javier Pinto Torres (rúbrica)

DE DECRETO, PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL

MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DE LA CÁMA-
RA DE DIPUTADOS EL NOMBRE DE JESÚS REYES HERO-
LES, A CARGO DEL DIPUTADO ALBERTO SILVA RAMOS,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, Alberto Silva Ramos, diputado federal a la
LXIII Legislatura de la honorable Cámara de Diputa-
dos, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso
h), de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se inscribe
con letras de oro en el Muro de Honor del salón de se-
siones de la Cámara de Diputados el nombre de Jesús
Reyes Heroles, con base en la siguiente: 

Exposición de Motivos

Durante cerca de cinco décadas el régimen emanado
de la Revolución Mexicana otorgó estabilidad al país,
generó crecimiento económico e insertó al país dentro
del concierto de las naciones. La paz social de que go-
zó México constituyó un ejemplo de gobernabilidad
en medio de un escenario dominado por la lucha de
dos grandes potencias, diferenciándose sobremanera
respecto de los regímenes dictatoriales que en aquella
época gobernaron América Latina, pero marcando cla-
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ramente sus discrepancias con respecto a la política de
los Estados Unidos, la nación hegemónica en el he-
misferio occidental. 

El periodo comprendido entre 1929 y 1970 constituyó
una etapa de construcción de instituciones. Un espacio
de tiempo en el que el ejercicio a derechos tales como
la salud y la educación se hizo posible, una etapa que
trajo la modernidad y dio pie a la urbanización, la in-
dustrialización y la creación de infraestructura como
nunca se había visto en nuestra historia. Se trató de
una época cuyos avances fueron condensados en la
idea del “Milagro Mexicano”.

A pesar de los notables avances obtenidos, para finales
de la década de los sesenta el sistema político empe-
zaba a dar muestras de agotamiento. Algunos segmen-
tos de la sociedad dejaron de sentirse identificados con
el régimen de la Revolución. No fueron pocos los in-
telectuales que advirtieron sobre posibles desviacio-
nes, Octavio Paz y Daniel Cosío Villegas, los más lú-
cidos de ellos. Muchos jóvenes dejaron de ver a la
gesta de 1910 como un paradigma y voltearon su mi-
rada hacia otras experiencias cercanas, como la enca-
bezada en Cuba por Fidel Castro, pues necesitaban de
un referente, de una utopía digna de emular. 

Hasta que llegó 1968. 

Tras los dolorosos sucesos ocurridos hace casi cin-
cuenta años, la oposición, sobre todo de izquierda, se
enfrentó al dilema de acceder al poder por la vía pací-
fica o a través de las armas. Los acontecimientos se
encargarían de acreditar la inutilidad de la segunda
vía, lo insensato de sus pretensiones, el rechazo que
sus métodos y objetivos generaron entre el grueso de
la población. Al final, esta ruta terminó cancelada, pe-
ro antes de arribar a dicha conclusión, el país debió pa-
sar por momentos amargos y de confrontación innece-
saria. 

Así como entre la oposición existió la disyuntiva entre
la forma de ejercer la política, también al régimen se
le planteó la posibilidad de abrir las vías de participa-
ción o restringirlas de forma tal que no hubiera cam-
bios significativos. Para el presidente José López Por-
tillo nunca hubo tal dilema. Su convicción iba en el
sentido de realizar profundos cambios al sistema polí-
tico, sin generar sobresaltos, de forma responsable,
partiendo de la estabilidad como un valor digno de ser

conservado y una condición para enfrentar los retos
del momento. Una vez aceptada la necesidad de reali-
zar modificaciones, lo que se requería era de un perso-
naje con la solvencia moral e intelectual necesarias pa-
ra diseñar y llevar a la práctica tales cambios, sin los
cuales no sería posible refrescar al sistema político
mexicano. Fue en esa coyuntura donde emergió, con la
talla de estadista, el maestro Jesús Silva Herzog, un
hombre hecho bajo las reglas del régimen, pero dota-
do de la inteligencia necesaria para advertir cuáles
eran las zonas de oportunidad, para reconocer aliados,
para acercar a los contrarios e incorporarlos a la cons-
trucción de instituciones, sin que ello implicara la
claudicación a sus ideas, el abandono vergonzante de
sus luchas. 

Reyes Heroles, a diferencia de otros intelectuales de su
época, tuvo el temple de enfrentar sus convicciones
con el muro de la realidad. Generaba opiniones, sí, pe-
ro no con la pretensión de abstraerse del mundo, de
acrecentar su vanidad u obtener reconocimientos, sino
como piedra de arranque para la praxis política, gene-
rando así una poderosa pasión que combinó el aula
con el ejercicio del servicio público, la producción li-
teraria con el diseño de políticas públicas, ganándose
así el respeto y admiración de quienes con él coinci-
dieron en la vida pública. “A quienes esgrimen ideas,

combatámoslos con ideas”, decía y hacía Reyes Hero-
les.

La abundante obra escrita de Reyes Heroles aún resul-
ta imperdible, pues combina la afortunada suma de un
extenso bagaje cultural con el de una exitosa carrera
en la administración pública; la claridad del pensa-
miento con el temple adquirido a lo largo de una vida
política intensa, desprovista de pausas o remansos.
Quien se adentre en conocer la trayectoria del también
jurista puede partir de su gestión como director gene-
ral de PEMEX y del IMSS, o de la lectura de “El Li-

beralismo Mexicano”, un clásico de la historia y la
ciencia política de nuestro país. 

E 1º de diciembre de 1976, durante su toma de pose-
sión, el presidente López Portillo expresó: 

“A los extremistas les pido que posterguen la vio-
lencia que engendra su vocación de justicia y den
fértil destino a su desesperación para transformar la
realidad, conmovedora pasión por la impotencia;
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”A los que critican y procuran una sociedad mejor
les pido que nos ayuden a luchar en favor de las
grandes causas más que en contra de sus semejan-
tes”. 

Entre quienes escuchaban el mensaje del nuevo man-
datario estaba Reyes Heroles, el hombre encargado de
hacer del llamado presidencial una política de Estado.
Una nueva forma de hacer política. Amparado por el
vigor de su personalidad, su luz intelectual y sus con-
vicciones liberales, Reyes Heroles obtuvo del Consti-
tuyente Permanente la aprobación de su proyecto de
reforma política, a través de la cual se amplió la parti-
cipación política a fuerzas que hasta entonces habían
sido proscritas, se estableció un modelo de comunica-
ción y se crearon instituciones especializadas en la or-
ganización de los procesos electorales. 

Reyes Heroles, reflexionó sobre el espíritu que guiaba
tales cambios constitucionales. Fue el 1º de abril de
1977, en Chilpancingo, donde estableció de manera
clara el dilema entre autoritarismo o apertura, entre
violencia e institucionalidad:

“Hay quienes pretenden un endurecimiento del go-
bierno, que lo conduciría a la rigidez. Tal rigidez
Impediría la adaptación de nuestro sistema político
a nuevas tendencias y a nuevas realidades: supon-
dría ignorarlas y desdeñarlas. El sistema, encerrado
en sí mismo, prescindiría de lo que está afuera en el
cuadro social y reduciría su ámbito de acción al em-
pleo de medidas coactivas, sin ton ni son, canali-
zando al fortalecimiento de la autoridad material
del Estado recursos que demandan necesidades eco-
nómicas y sociales. Es la prédica de un autoritaris-
mo sin freno, ni barreras.

“Endurecernos y caer en la rigidez es exponernos al
fácil rompimiento del orden estatal y del orden po-
lítico nacional. Frente a esta pretensión, el Presi-
dente López Portillo está empeñado en que el Esta-
do ensanche las posibilidades de la representación
política, de tal manera que se pueda captar en los
órganos de representación el complicado mosaico
ideológico nacional de una corriente mayoritaria, y
pequeñas corrientes que, difiriendo en mucho de la
mayoritaria, forman parte de la nación.

“La unidad democrática supone que la mayoría
prescinda de medios encaminados a constreñir a las

minorías e impedirles que puedan convertirse en
mayorías; pero también supone el acatamiento de
las minorías a la voluntad mayoritaria y su renuncia
a medios violentos, trastrocadores del derecho.

“Quiere esto decir que el gobierno de México sabrá
introducir reformas políticas que faciliten la unidad
democrática del pueblo, abarcando la pluralidad de
ideas e intereses que lo configuran. Mayorías y mi-
norías constituyen el todo nacional, y el respeto en-
tre ellas, su convivencia pacífica dentro de la ley es
base firme del desarrollo, del imperio de las liberta-
des y de las posibilidades de progreso social.

“Que queden dos cosas muy claras: la política in-
mediata no reduce nuestras perspectivas, de ella
parte la elaboración y ejecución de una política pa-
ra lo mediato; y que se trata de realizar una reforma
política, no para favorecer o perjudicar a uno u otro
grupo, sino para acelerar sólidamente la evolución
política nacional.

“Quienes estamos convencidos de que la subordi-
nación de gobernantes y gobernados a la ley es cla-
ve de convivencia pacífica, no admitimos para na-
die el derecho de tolerar, y menos aún el de no
tolerar modos de pensar distintos al suyo. La liber-
tad de pensamiento obviamente da lugar a distintos
modos de pensar; todos con derecho a la existencia
y a su manifestación o expresión. Rechazamos acti-
tudes que, a título de un modo de pensar, condenan
otros e invocan el derecho a la intolerancia. Cuando
no se tolera se incita a no ser tolerado y se abona el
campo de la fratricida intolerancia absoluta, de to-
dos contra todos. La intolerancia sería el camino se-
guro para volver al México bronco y violento.

“En una sociedad decidida a que la unidad demo-
crática no excluya la pluralidad de ideas, es natural
el encuentro entre éstas; pero realizado este en-
cuentro en la discusión, en el dialogo, en la búsque-
da de simpatías, tratando de convencer de la bondad
de las ideas que se profesan y no de la maldad de las
ideas en que no se cree.

“Algunos, ante enfrentamientos ideológicos, desea-
rían que surgiera la autoridad sin derecho, la que
comprime y actúa sin norma que la preceda. Por
otro lado, están los que recurriendo a las vías de he-
cho, violentas o atentatorias de derechos, desearían
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que en México se diera el triste caso del derecho sin
autoridad. En contra de unos y otros, la posición del
gobierno federal es bien clara: ni autoridad sin de-
recho, ni derecho sin autoridad.”

Dicha enmienda, a decir de José Woldenberg, no fue
terminal, “sino inaugural. Una reforma que desenca-
denó nuevas y más profundas reformas. Si en un inicio
se trató de abrir una puerta para el ingreso de los ex-
cluidos y ofrecerles un espacio en la Cámara de Dipu-
tados, con posterioridad las nuevas y viejas oposicio-
nes reclamaron otras operaciones transformadoras:
órganos y procesos electorales imparciales, condicio-
nes de la competencia equitativas, tribunales para dar
certeza al procesamiento de las controversias. (…) La
reforma diseñada por Jesús Reyes Heroles tenía un ca-
rácter preventivo, era una especie de válvula de esca-
pe a la creciente tensión política y social.”

Reyes Heroles ocuparía nuevas responsabilidades y su
fama y prestigio se acrecentaron con el tiempo. Desde
la Secretaría de Educación Pública se propuso la tarea
de reformar al sistema nacional de enseñanza, a fin de
consolidarlo como una pieza fundamental para el de-
sarrollo del país, pero tal propósito se vio truncado por
su muerte, acaecida el 19 de marzo de 1985.

Los vientos de cambio no dejarían de soplar. Nuevas
aproximaciones nos acercarían a la conformación defini-
tiva de un régimen democrático, pero ninguna sería im-
pulsada con la fuerza y la determinación de un intelectual
tan sólido y de un político tan completo como lo fue Je-
sús Reyes Heroles, a quien, por su calidad como jurista,
altura de estadista y compromiso con las instituciones del
país, se le debe conceder el honor de inscribir su nombre
con letras de oro en el muro de esta Cámara de Diputa-
dos, un merecimiento que hasta ahora, y de manera inex-
plicable, no hemos tenido la atingencia de conceder. Ha-
gámoslo ya y por lo que hemos hecho, pero también por
el horizonte que tenemos frente a nosotros.

Por todo lo anteriormente expuesto es que sometemos
a la consideración de esta soberanía la aprobación del
siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Primero. Inscríbase con letras de oro en el
Muro de Honor del Salón de Sesiones de la Cámara de
Diputados el nombre de Jesús Reyes Heroles.

Artículo Segundo. Se instruye a la Mesa Directiva de
esta Cámara para que, en coordinación con la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamen-
tarias, organice la ceremonia en que se dé cumpli-
miento a este decreto.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Referencias

https://www.gob.mx/sedena/prensa/la-secretaria-de-la-defensa-na-

cional-activa-el-plan-dn-iii-e-en-area-metropolitana-de-la-ciudad-

de-mexico

https://www.gob.mx/presidencia/prensa/las-fuerzas-armadas-

siempre-han-tenido-el-respeto-y-el-carino-de-los-mexicanos-hoy-

esta-conexion-ha-adquirido-una-dimension-epn

https://www.forbes.com.mx/en-esto-consiste-plan-mx-activo-epn-

sismo/

http://www.radioformula.com.mx/notas.asp?Idn=712892&idFC=

2017

https://www.gob.mx/semar/prensa/arriba-buque-bahia-kino-de-la-

armada-de-mexico-a-oaxaca-con-117-5-toneladas-de-ayuda-hu-

manitaria

https://www.gob.mx/semar/prensa/arriba-buque-bahia-kino-de-la-

armada-de-mexico-a-oaxaca-con-117-5-toneladas-de-ayuda-hu-

manitaria

https://www.gob.mx/semar/prensa/arriba-buque-zapoteco-de-la-

armada-de-mexico-a-oaxaca-con-112-toneladas-de-ayuda-huma-

nitaria

https://www.gob.mx/semar/prensa/arriba-buque-zapoteco-de-la-

armada-de-mexico-a-oaxaca-con-112-toneladas-de-ayuda-huma-

nitaria

https://www.gob.mx/semar/prensa/se-informa-sobre-las-acciones-

de-busqueda-y-rescate-de-personas-realizadas-en-la-ciudad-de-

mexico-ante-el-sismo-del-pasado-19-septiembre?idiom=es

https://www.gob.mx/semar/prensa/la-secretaria-de-marina-ar-

mada-de-mexico-implementa-plan-marina-en-su-fase-de-recu-

Jueves 7 de diciembre de 2017 Gaceta Parlamentaria33



p e r a c i o n - t r a s - e l - s i s m o - r e g i s t r a d o - e n - l a - c i u d a d - d e -

mexico?idiom=es

http://www.eluniversal.com.mx/nacion/sociedad/policia-federal-

participa-en-rescates-tras-sismo-en-la-cdmx

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Alberto Silva Ramos (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 48, 50 Y 67
DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NI-
ÑOS Y ADOLESCENTES, A CARGO DEL DIPUTADO LUIS AL-
FREDO VALLES MENDOZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE NUEVA ALIANZA

Quien suscribe, Luis Alfredo Valles Mendoza, diputa-
do integrante del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por la fracción II, del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77,
numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración del pleno de esta so-
beranía, la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En nuestro país, uno de los problemas que más aque-
jan a nuestros jóvenes es el de los embarazos tempra-
nos, pues de acuerdo con la información observable en
la Encuesta Nacional de la Juventud del año 2015, 49

por ciento de los jóvenes no utiliza algún método anti-
conceptivo en su primera relación.

Este revelador dato no hace extrañar que se posicione
a México como el país de la Organización para la Co-
operación y el Desarrollo Económicos (OCDE) con la
mayor tasa de madres adolescentes de entre los 15 y
los 19 años edad.

Lo anterior es por demás grave, ya que si comparamos
los riesgos que presentan otras mujeres con respecto a
las jóvenes adolescentes, encontramos que éstas últi-
mas presentan un mayor riesgo de sufrir complicacio-
nes y hasta la muerte a consecuencia de su embarazo.

De acuerdo con la información publicada en el año
2014 por la Organización Mundial de la Salud (OMS),
las menores de 15 años de edad tienen cinco veces más
probabilidades de morir en el parto que las mujeres de
más de 20 años; aunado a esto, también se indica que
en los países en desarrollo, las complicaciones relacio-
nadas con el embarazo y el parto son la causa de muer-
te más importante entre mujeres de 15 a 19 años.1

En nuestro país, la mayor cantidad de los embarazos
de este tipo se presentan en contextos pobres, con ba-
jo nivel educativo o rurales, si consideramos que, de
acuerdo con estimaciones del Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Cone-
val) recientemente publicadas en 2016, 43.6 por cien-
to2 de la población mexicana vive en condiciones de
pobreza, entonces se vuelve indispensable y urgente
impulsar acciones determinantes para abatir las cifras
de embarazos en nuestros adolescentes.

Si en los contextos más desarrollados es posible que
los adolescentes se sientan cohibidos para solicitar ser-
vicios de anticoncepción; puede que los anticoncepti-
vos les resulten costosos o que no sea fácil conseguir-
los. Incluso si es fácil conseguir anticonceptivos, las
adolescentes con vida sexualmente activa son menos
propensas a usarlos que las mujeres adultas. Ahora
imaginemos lo complejo que resulta el acceso a los
métodos anticonceptivos en un país donde casi la mi-
tad de sus habitantes vive en pobreza. La situación em-
peora para aquellas jóvenes que son víctimas de abuso
sexual, las cuales suelen ser sin protección.

Es inminente que asumamos el compromiso de esta-
blecer acciones que permitan disminuir los embarazos
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no deseados o a corta edad, y con ello evitar la muer-
te materna. Por ello todos los adolescentes deben tener
acceso no sólo a la información en materia de planifi-
cación familiar, sino a métodos anticonceptivos acce-
sibles como el condón.

Al respecto cabe señalar que la Organización Mundial
de la Salud (OMS) recomienda que para evitar los em-
barazos a temprana edad: “todas las mujeres, y en par-
ticular las adolescentes, deben tener acceso a la con-
tracepción, a servicios que realicen abortos seguros en
la medida en que la legislación lo permita, y a una
atención de calidad tras el aborto”.3

En Nueva Alianza reconocemos que aún queda mucho
por discutir en la arena social y legislativa en el tema
del aborto, sin embargo, la opinión de la OMS da una
perspectiva del nivel de urgencia con el que se debe
atender el tema de los embarazos en adolescentes, de
ahí que consideremos necesario que la orientación que
actualmente se brinda en planteles escolares vaya
acompañada de la distribución de condones, por ser
uno de los métodos anticonceptivos que pueden estar
al alcance de más jóvenes.

Este grupo parlamentario considera necesario que la
ley que promueve la protección de los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes haga explícito que los servi-
cios de salud deben promover la prescripción y sumi-
nistro de algún método de anticoncepción de
emergencia dentro de las 72 horas siguientes a una re-
lación sexual producto de violencia sexual. Asimismo,
proporcionar la información sobre anticoncepción de
emergencia a cualquier persona cuando la solicite.

Argumentación

De acuerdo con cifras de la Encuesta Intercensal de
20154, el número de jóvenes de 15 a 29 años en nues-
tro país ascendió a 30.6 millones, que representan
prácticamente más de la cuarta parte de la población a
nivel nacional, con 25.7 por ciento de la población.

Del total de la población joven, 35.1 por ciento se en-
cuentra conformado por adolescentes de entre 15 a 19
años. Este porcentaje es relevante porque refleja la ne-
cesidad de realizar un diagnóstico sobre las caracterís-
ticas y necesidades de este grupo social, a fin de esta-
blecer directrices normativas que orienten las políticas
públicas que incentiven su desarrollo integral.

En 2015, la tasa media de natalidad a nivel mundial,
entre jóvenes adolescentes, fue de 49 nacimientos por
cada mil mujeres, ocupando nuestro país el primer lu-
gar en fecundidad entre adolescentes dentro de los
países que forman parte de la Organización para la Co-
operación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

Tan sólo un año antes, el Observatorio de Mortali-
dad Materna en México (OMM), informó que la Ta-
sa Específica de Fecundidad de mujeres adolescen-
tes fue la más alta en el país y la única que ha
mostrado un aumento sostenido en años recientes,
tendencia que se apreció en el año 2015, cuando el
7.8 por ciento de las mujeres mexicanas de entre 12
y 19 años había tenido un hijo nacido vivo5 y en
2016, la tasa referida alcanzó 77 alumbramientos
por cada mil mujeres, 63 por ciento más que el año
previo, lo que nos mantuvo en el primer lugar de la
estadística que abarca a los 34 países que integran la
citada OCDE.

El gobierno federal ha mostrado interés por atender la
problemática que aqueja a los adolescentes mexicanos
al desarrollar la Estrategia Nacional para la Preven-
ción del Embarazo en Adolescentes (Enapea), presen-
tada en febrero de 2015 y coordinada por el secretario
de Gobernación. A la estrategia se le dio el estatus de
alta prioridad nacional y se establecieron metas a lar-
go plazo, las cuales se estima cumplir en el año 2030,
entre las que se encuentra “disminuir a cero el número
de nacimientos en niñas de 10 a 14 años y reducir en
50 por ciento la Tasa Específica de Fecundidad (TEF)
de las adolescentes de 15 a 19 años. Lo cual implica
alcanzar una tasa de 32.9 nacimientos por cada 1000
mujeres en ese grupo de edad”.6

La ejecución de la estrategia contempla la coordina-
ción interinstitucional entre la federación y los gobier-
nos estatales, donde habrán de conformarse grupos in-
terinstitucionales a fin de atender la problemática
desde un punto de vista integral, en el cual se contem-
ple el aspecto educativo, la salud, el desarrollo social,
así como los derechos indígenas.

A simple vista, la iniciativa del gobierno federal pro-
mete ser eficaz en el alcance de sus objetivos; sin em-
bargo, a dos años de su lanzamiento se observan defi-
ciencias en su diseño, entre ellos, su operación con
presupuesto cero, bajo el entendido de que los recur-
sos a utilizarse provendrían de los recursos con que ya
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cuentan las instituciones involucradas, lo cual implica
que tendrían que descuidarse otros programas ya com-
prometidos, a fin de dar cumplimiento a los estableci-
dos en la estrategia.

Medios periodísticos dan cuenta del lento avance en la
implementación de la estrategia; no obstante, el obje-
tivo de nuestro grupo parlamentario no es soslayar los
esfuerzos que realiza el Poder Ejecutivo en esta mate-
ria, sino destacar la importancia de impulsarlos desde
el Poder Legislativo, subrayando el enfoque de protec-
ción a las niñas, niños y adolescentes, quienes, como
ya se ha mencionado, ponen en peligro su salud, desa-
rrollo integral, e incluso su vida, al vivir un embarazo
temprano.

Al hacer explícito en la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes mecanismos dirigidos
exclusivamente para nuestros adolescentes, estamos
visibilizando el tema del embarazo temprano en un
sector de la población que, aunque es el rostro nume-
roso y dinámico de nuestro país, parece ser un tema no
profundizado desde el aspecto legislativo.

Si faltase sensibilización y concientización sobre esta
problemática, que se refleja en las cifras líneas arriba
reportadas, lo que ya constituye un panorama lo sufi-
cientemente desalentador para nuestros jóvenes, en-
tonces, debemos agregar que casi 30 millones de me-
xicanos mayores de 15 años se encuentran en una
situación de rezago educativo; es decir, tienen estudios
de secundaria trunca, de acuerdo a la última Encuesta
Nacional de Hogares del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía Inegi7, que entre los factores re-
portados para abandonar sus estudios se encuentra,
precisamente, el embarazo a temprana edad.

Lo anterior nos indica que el embarazo entre adoles-
centes tiene implicaciones sociales y económicas ne-
gativas para los involucrados, sus familias y la comu-
nidad; además de que esto trasciende la cuestión de la
mortalidad durante el parto, lo cual ya es de suyo una
situación por demás grave.

Los estudios, informes y estadísticas reportan que la
mayoría de las adolescentes embarazadas se ven obli-
gadas a abandonar la escuela; en cuanto a los jóvenes
varones que deciden asumir sus nuevas responsabili-
dades, también se ven forzados a abandonar sus estu-
dios a fin de buscar un empleo y así, generar los re-

cursos suficientes para dar cumplimiento a las nuevas
responsabilidades.

Sin embargo, no todos deciden apoyar a la pareja, de-
jando a la mujer asumir la responsabilidad total del
embarazo, lo cual se observa en el aumento de hoga-
res encabezados por una mujer, como lo demuestra la
Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo8 del año
en curso, en donde se aprecia que la cifra ha aumen-
tado de 24.6 por ciento, en 2010, a 27.4 por ciento en
el 2016. Este dato también da cuenta de su posición
de mayor vulnerabilidad para sufrir pobreza; lo cual,
a su vez, puede tener un alto costo económico para el
país, puesto que se afectan diversos indicadores co-
mo el del grado de alfabetización, egreso de la edu-
cación básica, así como menores índices de producti-
vidad, ya que se pierden los ingresos anuales que una
mujer joven hubiera generado a lo largo de su vida
con mejor preparación, de no haber tenido un emba-
razo precoz.9

Debido a esto, retomamos el énfasis que ha expues-
to el estado de Baja California Sur, el cual señala a
través de su Ley de Salud la importancia de propor-
cionar a las personas que han tenido una práctica se-
xual no protegida o han sufrido violencia sexual, la
información relativa a los métodos anticonceptivos
de emergencia, antes de las 72 horas posteriores al
suceso.10

Por lo antes expuesto, en Nueva Alianza consideramos
es un imperativo disminuir el número de embarazos
entre adolescentes, lo cual permitirá disminuir a corto
plazo el número de muertes de mujeres por causas vin-
culadas a la maternidad, y a largo plazo, disminuir los
índices de pobreza del país.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de di-
putado e integrante del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno de esta soberanía, la presente iniciati-
va con proyecto de 
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Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo Único. Se adiciona un párrafo tercero al artí-
culo 48; se reforma la fracción VI del artículo 50, y se
adiciona una fracción VI al artículo 67; todos, de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, para quedar como sigue:

Artículo 48. … 

…

A fin de facilitar la recuperación integral de aque-
llas niñas o adolescentes que han sufrido abuso se-
xual, los servicios de salud públicos y privados pro-
moverán que dentro de las 72 horas siguientes a
dicho abuso les sean prescritos y suministrados los
métodos de anticoncepción de emergencia.

Artículo 50. …

I. a V. …

VI. Establecer las medidas tendentes a prevenir em-
barazos de las niñas y las adolescentes, a través de
mecanismos que les faciliten el acceso a métodos
anticonceptivos y de emergencia, lo cual podrá
realizarse a través de centros educativos, comu-
nitarios o culturales, de acuerdo a las particula-
ridades de cada estado.

VII. a XVIII. ...

…

…

…

Artículo 67. …

I. a V. …

VI. La difusión de las implicaciones educativas,
laborales y de desarrollo integral de los embara-
zos en niñas y adolescentes, a fin de concienti-
zarlas en la pertinencia de ejercer su sexualidad
de manera libre y responsable.

Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud, Disponible en:

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs348/es/, consultado

el 30 de agosto de 2017.

2 Disponible en: http://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Docu-

ments/Pobreza_16/Pobreza_2016_CONEVAL.pdf. Consultado el

1 de septiembre de 2017.

3 Organización Mundial de la Salud, Disponible en: 
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el 30 de agosto de 2017.

4 Disponible en: http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposi-

to/2016/juventud2016_0.pdf, consultado el 1 de septiembre de

2017.

5 Disponible en: http://www.animalpolitico.com/blogueros-blog-

invitado/2017/08/23/escasa-colaboracion-para- prevenir-embara-

zo-adolescente/, consultado el 25 de agosto de 2017.

6 Disponible en: http://www.animalpolitico.com/blogueros-blog-
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zo-adolescente/, Consultado el 30 de agosto de 2017. 

7 Disponible en: 
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pana-embarazo-adolescente, consultado el 31 de agosto de 2017.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 58 DE LA LEY FEDERAL DE

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, A CARGO DEL DIPUTADO

RICARDO GARCÍA PORTILLA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PRI

El suscrito, diputado Ricardo García Portilla, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6o., frac-
ción I, y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, presenta al pleno de este órgano legislativo la pre-
sente iniciativa, iniciativa con proyecto de decreto por
el cual se reforma el artículo 58 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, para garantizar que las per-
sonas no puedan ser privadas de los servicios básicos,
con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Los servicios públicos básicos como el agua potable,
electricidad, saneamiento y alcantarillado, son compo-
nentes esenciales en los que se sustenta el desarrollo
humano y, por ello se les reconoce su condición como
el derecho humano a su acceso, sin embargo este con-
senso sobre el derecho de todos a estos servicios, no
concuerda con la realidad, donde vemos que millones
de familias carece de lo básico, ya sea por la falta de
infraestructura o que por su condición socioeconómi-
ca no está en posibilidad de  obtener estos servicios. El

negar a  cualquier persona la oportunidad de tener  ac-
ceso a los servicios básicos mencionados, representa-
ría estar violando sus derechos humanos. Es una reali-
dad incuestionable, los servicios públicos de calidad
son una condición fundamental para la erradicación
efectiva de la pobreza. 

En este sentido, el 28 de julio de 2010, a través de
la Resolución 64/292, la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas reconoció explícitamente el derecho hu-
mano al agua y al saneamiento, reafirmando que un
agua potable limpia y el saneamiento son esenciales
para la realización de todos los derechos humanos. La
Resolución exhorta a los Estados y organizaciones in-
ternacionales a proporcionar recursos financieros, a
propiciar la capacitación y la transferencia de tecnolo-
gía para ayudar a los países, en particular a los países
en vías de desarrollo, a proporcionar un suministro de
agua potable y saneamiento saludable, limpio, accesi-
ble y asequible para todos, con esta resolución, se da-
ba continuidad a la Observación General nº 15 sobre el
derecho al agua, de noviembre de 2002, donde el Co-
mité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
expresó en su artículo I.1. que “El derecho humano al
agua es indispensable para una vida humana digna”.
Asimismo, la Observación nº 15 también define el de-
recho al agua como el derecho de cada uno a disponer
de agua suficiente, saludable, aceptable, físicamente
accesible y asequible para su uso personal y domésti-
co.

En el marco de estos importantes acuerdos, el Secreta-
rio General de la ONU, Ban Ki-moon, en su mensaje
al Foro Mundial Urbano de Río de Janeiro sostuvo que
ayudar a la población pobre a reclamar sus derechos
fortalece a las sociedades y frena la degradación am-
biental. Agregó que los niños que carecen de agua lim-
pia, las mujeres que temen por su seguridad por falta
de alumbrado y los jóvenes que no tienen oportunida-
des de educación tienen derecho a una vida mejor. “Y
nosotros tenemos la responsabilidad de ayudarlos a
conseguirla”, recalcó. “Toda la gente tiene derecho a
beber agua limpia, a la sanidad, el albergue y los ser-
vicios básicos. Toda la gente tiene derecho a vivir con
una sensación de seguridad. Toda la gente debe tener
la oportunidad de luchar por un futuro mejor”, apuntó.

En este contexto, son los gobiernos  y las autoridades
competentes, las responsables en último término de
garantizar el acceso universal a los servicios básicos
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de todas las personas, a través de marcos normativos
que prevean que bajo ninguna circunstancia se pueda
privar a las personas  de este derecho y que aún en un
nuevo marco de competencia y privatización en el sec-
tor de los servicios, existan las condiciones para que
ningún hogar o familia de México se vea privado de la
oportunidad de tener acceso a estos servicios, ya que
la vinculación de la pobreza y la marginación con la
falta de acceso al agua potable  y servicios básicos es-
tá claramente documentada.

Con base en lo ya mencionado, partimos de aceptar
que todos los ciudadanos tienen el derecho al acceso,
disposición y saneamiento del agua para satisfacer sus
necesidades tanto personales como de uso doméstico
en forma suficiente, salubre y aceptable; así como de
un alumbrado y electricidad para sus hogares y entor-
no, sin embargo los programas y acciones de gobierno
privilegia la atención de las zonas urbanas hacen que
quienes más padecen la carencia de agua en nuestro
país sean las zonas rurales o asentamientos margina-
les, por ejemplo, de acuerdo con los datos de cobertu-
ra en México que se presentan en el Programa Nacio-
nal Hídrico 2014-2018: “ 35 millones de mexicanos se
encuentran en situación de poca disponibilidad de
agua en términos de cantidad y calidad.” y la disponi-
bilidad de agua en México es de casi 4,000
m3/hab/día, considerada baja de acuerdo a los están-
dares del Programa de Naciones Unidas para el Desa-
rrollo. 

En este mismo sentido, al 31 de diciembre de 2012 se
alcanzaron coberturas de agua potable y alcantarillado
del 92.0 y 90.5 por ciento, respectivamente. 

En cuanto al servicio eléctrico, antes de los cambios a
la Constitución General de la República que dieran lu-
gar a la denominada Reforma Energética de 2013, el
marco legal aplicable establecía que la electricidad en
México era un servicio público que debería ser presta-
do exclusivamente por el Estado. Esta disposición se
basaba en los artículos 27 y 28 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley del
Servicio Público de Energía Eléctrica vigente hasta
entonces. 

Lo anterior significaba que el Estado tenía exclusiva-
mente a su cargo las actividades de generar, transfor-
mar, distribuir energía eléctrica y en general, ponerla a
disposición de la población en general. Tales activida-

des se dividían en tres funciones principales: genera-
ción, transmisión y distribución y con el fin de pro-
porcionar este servicio público, en 1937 se creó el Sis-
tema Eléctrico Nacional (SEN) y la Comisión Federal
de Electricidad (CFE)

Derivado de la Reforma Energética de 2013, se permi-
tió la inversión privada en la generación y distribución
para suministrar electricidad a la población en general.
Uno de los puntos más importantes de esta reforma es
que la CFE y PEMEX cambiaron su naturaleza jurídi-
ca para convertirse en “empresas productivas del Esta-
do”. Para ello, diseñarán un régimen especial para re-
gular las adquisiciones y obras públicas, entre otras
actividades. Debe señalarse que a partir de la reforma
el marco jurídico fundamental de la CFE, –la Ley del
Servicio Público de Energía Eléctrica– le confiere una
esfera de facultades lo suficientemente amplias y dis-
crecionales para tomar una serie de decisiones respec-
to del rumbo de la industria eléctrica en México. 

Sin embargo lo que es de interés para el presente pro-
yecto, se refiere a los aspectos relacionados con el ser-
vicio al consumidor final. Al respecto, debe señalarse
que la prestación de servicios de electricidad al públi-
co consumidor –ya sean del ramo industrial, de zonas
rurales, del sector servicios o de consumidores domés-
ticos, se ha caracterizado por ser una de las actividades
que mayor impacto tiene en la sociedad en general, por
lo que contar con el servicio de manera oportuna y
continua constituye una condición para una buena ca-
lidad de vida. 

De acuerdo con los datos de la Procuraduría Federal
del Consumidor, los usuarios acuden a esa dependen-
cia para resolver las inconformidades o cuando se
sienten afectados en el costo o prestación del servicio.

Del universo de quejas, prevalecen las que se refieren
a los cobros excesivos a los usuarios que deben ser cu-
biertos o serán sujetos de corte del servicio, si bien los
consumidores tienen la opción de acudir a la Profeco,
la situación es que mientras se resuelve la inconformi-
dad se está sujeto a que se le suspenda el servicio con
las consecuencias que esto tiene para las personas que
se verán privadas de un servicio básico fundamental
para su calidad de vida, poniéndose en riesgo su segu-
ridad y salud. Considero que la determinante impor-
tancia de la electricidad en la sociedad contemporánea
obliga a hacer un alto en el camino y discurrir sobre las
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expectativas de esa actividad, examinando su nuevo
marco regulatorio, y  el nuevo papel del sector priva-
do en el mercado de la energía.

Si bien coincido en que es un servicio que tiene varia-
ciones en su costo por el tipo de insumos que  se re-
quieren para su generación y distribución, considero
que no puede ser tratado como cualquier mercancía,
por lo que se requiere que en la Ley se establezca con
certeza que cuando se trate de servicios como el agua
potable y la energía eléctrica, estos no pueden ser ob-
jeto de suspensión inmediata por motivos de pago. 

Como ya se mencionó en nuestro país hay un total 588
864 hogares que no disponen de energía eléctrica, de
estos, los estados con mayor porcentaje de hogares sin
servicio eléctrico son: Veracruz con 13.9 por ciento,
Oaxaca 9.7 por ciento, Chiapas 8.4 por ciento, Gue-
rrero 6.85 por ciento, San Luis Potosí 5.24 por ciento,
Chihuahua 5.14 por ciento y México 4.99 por ciento,
del total de hogares sin luz eléctrica (INEGI). De los
estados que tienen más cantidad de hogares sin servi-
cio eléctrico, se explica porque las comunidades, se
encuentran muy dispersas y están en terrenos de difí-
cil acceso, sin caminos ni otro tipo de infraestructura,
lo que dificulta la extensión de las líneas de electrici-
dad, ante lo que se plantea la opción de generar medios
alternativos para llevar electricidad tales como la
construcción de aerogeneradores, medida que benefi-
ciaría a las comunidades rurales y que podría en el lar-
go plazo a reflejarse en tarifas más accesibles. 

Es decir, que aún en las condiciones actuales, CFE es-
tá en posibilidades de desarrollar la capacidad de ofre-
cer un servicio de calidad a todos los mexicanos en to-
dos los rincones de la república, además, y por la
trascendencia del servicio que presta, abrir canales y
espacios de resolución de las controversias con los
consumidores y usuarios sin recurrir a métodos como
el corte del servicio, acción que puede derivar en una
afectación mayor a las personas además de constituir
una violación de sus derechos humanos. 

Y prevenir esta afectación a la seguridad y al derecho
de acceso a los servicios públicos básicos es precisa-
mente el motivo del presente proyecto, que además de
sustentarse en lo ya citado con anterioridad, se apoya
en una resolución de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, instancia que a partir del siguiente cuestio-
namiento ¿por qué el agua y la energía son derechos

fundamentales?, resuelve que en cuanto al líquido po-
table “que existen circunstancias especiales en las que,
pese al incumplimiento del pago de los servicios pú-
blicos, no se puede efectuar la suspensión del mismo,
ya que se vulneraría la disponibilidad del derecho al
agua”, y que “el agua potable es un recurso natural in-
sustituible y al mismo tiempo es condición indispen-
sable para el disfrute de otros derechos como la vida,
la salud y la dignidad humanas”.

Sobre la energía eléctrica, la Corte afirma que este ser-
vicio hoy está relacionado con el bienestar de las per-
sonas y condiciones elementales de comodidad. Dice
que “varias de las actividades de la vida cotidianas que
hoy se dan por dadas y parecen naturales solo pueden
llevarse a cabo por el acceso a las redes de energía
eléctrica. 

Participar de la riqueza económica, cultural, informá-
tica, vivir en un espacio con la adecuada calefacción,
conservar y refrigerar los alimentos es posible, única-
mente, porque se cuenta con acceso a electricidad”.  Y
estableció entonces que la energía no es un derecho
único de quienes puedan pagarla, sino una condición
necesaria para el bienestar. Esto, en el caso de “perso-
nas en estado de vulnerabilidad”, como niños, ancia-
nos, discapacitados y mujeres embarazadas.

Y en ese sentido se propone la reforma del artículo 58
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, incor-
porando en síntesis la disposición para que cuando se
trate de servicios básicos, éstos sean prestados sin in-
terrupción; si bien esto no significa que se proporcio-
ne de manera gratuita, lo que se propone es que las
empresas o instancias que ofrezcan estos servicios,
consideren factores como la imposibilidad de pagar y
la afectación que puede provocar en sectores vulnera-
bles, que las personas tienen que pagar, pero las em-
presas deben buscar acuerdos que les permitan cum-
plir la deuda y que no solo caben en este grupo
personas, sino entidades: hospitales, centros peniten-
ciarios o educativos.

Lo que se pretende con la presente propuesta es que
los prestadores de este tipo de servicios construyan es-
pacios de resolución de controversias sin imponer al
consumidor un alto costo económico o violentar sus
derechos humanos. La considero una medida necesa-
ria, más aún en un contexto como el actual, en el que
millones de mexicanos continúan viviendo en la po-
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breza, situación  que se agudiza ante el alza de precios
de los servicios o por el en muchos casos abuso en el
cobro de las tarifas. 

Con una medida como la que se contiene en la presen-
te iniciativa, se brinda a los usuarios la oportunidad de
defender sus derechos sin verse afectados en su cali-
dad de vida, sin privar al prestador de servicios el exi-
gir una remuneración por el mismo. 

Con base en las consideraciones expuestas, someto a
la consideración de esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el cual se reforma el artículo 58 de la
Ley Federal de Protección al Consumidor

Artículo Único. Se reforma el artículo 58 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor y su primer pá-
rrafo para quedar como sigue:

Artículo 58. El proveedor de bienes, productos o ser-
vicios no podrá negarlos o condicionarlos al consumi-
dor por razones de género, nacionalidad, étnicas, pre-
ferencia sexual, religiosas o cualquiera otra
particularidad. Cuando se trata de servicios públicos
básicos, como el agua potable, alumbrado y alcan-
tarillado, deben ser proporcionados de manera regular
y continua, de tal manera que no haya interrupción en
su prestación. 

Los proveedores de bienes y servicios que ofrezcan és-
tos al público en general, no podrán establecer prefe-
rencias o discriminación alguna respecto a los solici-
tantes del servicio, tales como selección de clientela,
condicionamiento del consumo, reserva del derecho
de admisión, exclusión a personas con discapacidad y
otras prácticas similares, salvo por causas que afecten
la seguridad o tranquilidad del establecimiento, de sus
clientes o de las personas discapacitadas, o se funden
en disposiciones expresas de otros ordenamientos le-
gales. Dichos proveedores en ningún caso podrán apli-
car o cobrar tarifas superiores a las autorizadas o re-
gistradas para la clientela en general, ni ofrecer o
aplicar descuentos en forma parcial o discriminatoria.
Tampoco podrán aplicar o cobrar cuotas extraordina-
rias o compensatorias a las personas con discapacidad
por sus implementos médicos, ortopédicos, tecnológi-
cos, educativos o deportivos necesarios para su uso
personal, incluyéndose el perro guía en el caso de in-

videntes. Cuando se trate de servicios públicos bá-
sicos, en caso de controversia o inconformidad, por
la calidad del servicio, falta de pago, cobro excesi-
vo o algún perjuicio sufrido por el consumidor; por
ningún motivo procederá la suspensión del servi-
cio, hasta la resolución de la controversia y conci-
liación con el consumidor.  

…

Transitorio

Artículo Único.- El presente decreto entrará en vigor,
al siguiente día de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro 
el 7 de diciembre de 2017 

Diputado Ricardo García Portilla (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA LEY DEL INSTITU-
TO MEXICANO DE LA JUVENTUD, A CARGO DEL DIPUTADO

JESÚS RAFAEL MÉNDEZ SALAS, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE NUEVA ALIANZA

Quien suscribe, Jesús Rafael Méndez Salas, diputado
federal e integrante del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza en la LXIII legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por la fracción II, del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77,
numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a la consideración del pleno de esta
soberanía, la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman las fracciones XII y XIII
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del artículo 4 de La Ley del Instituto Mexicano de la
Juventud, con base en el siguiente

Planteamiento del problema

Datos emitidos por la Encuesta Intercensal 2015, ela-
borada y dada a conocer por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), permiten apreciar que
la población en México continúa siendo predominan-
temente joven, al ser, del total nacional en la categoría
de jóvenes de 15 a 29 años, unos 30.6 millones, equi-
valente al 25.7 por ciento de los habitantes del país;
también, indica que la población en ese rango que asis-
te a la escuela, es de 10.1 millones de personas, lo que
representa el 33 por ciento de ese total.

En cuanto a los niveles de escolaridad de la población
joven, los resultados muestran que, de los jóvenes de
15 a 29 años de edad, 2.9 millones tiene inconclusos
sus estudios de primaria, y por grupos de edad destaca
que el 3.9 por ciento de los jóvenes de 25 a 29 años no
han concluido ese nivel formativo.

Continuando con estos datos, el 33.4 por ciento de las
mujeres jóvenes cuenta con, al menos, un año en edu-
cación media superior, que es un punto porcentual más
que el alcanzado por la misma categoría y grupo de
hombres jóvenes. 

Respecto a la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-
pleo (ENOE), también del Inegi, en el primer trimes-
tre de 2017, 15 millones de jóvenes de 15 a 29 años se
encuentran ocupados; sin embargo, 60.6 por ciento (9
millones) de ellos lo está en el sector informal.

La tasa de desocupación para adolescentes y jóvenes,
de 15 a 29 años, es de 6 por cada 100 personas econó-
micamente activas. Desagregando estas cifras, los
adolescentes, de 15 a 19 años, muestran un nivel de
desocupación de 6.9 por ciento y los jóvenes, de 20 a
24 años de edad, de un 6.5 por ciento; mientras que pa-
ra el grupo de 25 a 29 años es menor la tasa de des-
ocupación, al no superar el 5.1 por ciento. 

El 19.8 por ciento de los jóvenes desocupados se en-
cuentran dentro de los que registran falta de expe-
riencia laboral, mientras que, del total de adolescen-
tes y jóvenes no económicamente activos, poco más
del 16.2 por ciento, declararon disponibilidad para
trabajar, pero dejaron de buscar trabajo o no lo bus-

can porque piensan que no tienen oportunidad para
ello.i

Derivado de lo anterior, podemos observar que los jó-
venes del país enfrentan un adversario tan fuerte como
lo es el desempleo y el subempleo; no solo en México,
es un problema mundial para la mayoría de la pobla-
ción de este segmento y el conflicto ha ido en aumen-
to en los últimos tiempos, consecuencia de la rescisión
global por la que están pasado la mayoría de las eco-
nomías nacionales, donde los más afectados, son los
países en desarrollo. 

Un aspecto a considerar, es que el crecimiento econó-
mico no siempre va acompañado del crecimiento del
empleo, a lo que deberemos añadir otros problemas
que enfrentan nuestros jóvenes, como el alfabetismo o
una insuficiente capacitación, pudiendo notar lo ad-
verso que es la situación a la cual se enfrentan en su
afán por contribuir al desarrollo, a través de la bús-
queda de mejores condiciones de vida.

La situación es de tal dimensión, que los jóvenes con
una educación no adecuada, o trabajadores inexpertos,
pueden engrosar las filas de desempleados porque al-
gunos contratistas creen que no rendirán lo suficiente
como para pagarles el salario mínimo legal.

Por otra parte, es muy común que las empresas discri-
minen algunos grupos sociales por su sexo, raza, reli-
gión, edad u origen étnico; tal segregación puede lle-
gar a contribuir en la generación de una tasa
demasiado alta de desempleo en este segmento pobla-
cional, sin perder de vista, que es del conocimiento de
todos, que por lo general, requieren de experiencia y
para este sector, es casi imposible, pues la mayoría no
cuentan con ello, lo que implica una grave contradic-
ción.

Es por ello que, teniendo presente las contradicciones
imperantes en nuestra realidad, como Grupo Parla-
mentario, atentos a nuestra Agenda Legislativa, impul-
samos la presente Iniciativa que tiene como objetivo
generar mejores escenarios de desarrollo en favor de
los jóvenes, a través de implementar en la ley, el acom-
pañamiento intensivo que les permita convertirse en
agentes productivos, recibiendo para ello, de manera
coordinada, a nivel gubernamental y educativa, los es-
quemas estratégicos que los orienten en los ámbitos
del emprendimiento y desarrollo productivo, lo cual
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pretende que nuestros jóvenes sean considerados co-
mo recursos humanos mejor calificados.

Exposición de Motivos

Los Estados miembros de las Naciones Unidas, como
el nuestro, han convenido en trabajar por el logro de
los propósitos y principios de la Carta de las Naciones
Unidas; entre ellos, el fomento de niveles de vida más
elevados, el pleno empleo y condiciones de progreso y
desarrollo económicos y sociales. 

En este marco de acción, la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU), ha reconocido que la imagina-
ción, los ideales y la energía de los jóvenes son vitales
para el desarrollo continuo de las sociedades en las
que habitan; es por ello que el Programa de Acción
Mundial para los Jóvenes (PAMJ), desempeña un pa-
pel fundamental en el desarrollo de la juventud, al pro-
porcionar un marco de políticas públicas y directrices
prácticas para la acción nacional y el apoyo interna-
cional, mismas que están orientadas a mejorar su si-
tuación; además, contiene las propuestas de acción
que fomenten las condiciones y los mecanismos para
mejorar su bienestar y sus medios de vida, enfocándo-
se en las medidas para aumentar la calidad y la canti-
dad de oportunidades para participar, de manera plena,
efectiva y constructiva en la vida de la sociedad.

Los jóvenes de todas partes del mundo, aunque vivan
en países en diferentes etapas de desarrollo y en dife-
rentes ámbitos socioeconómicos, aspiran a la plena
participación en la vida en sociedad, disfrutando de de-
rechos y libertades como las que están dispuestas en la
Carta de las Naciones Unidas, entre ellas, el acceso a
oportunidades de empleo a la par de sus habilidades.ii

Sin embargo, a pesar de las máximas aspiraciones de
desarrollo y sociales que están plasmadas e impulsa-
das por las Naciones Unidas, la realidad a la que se en-
frenta este sector poblacional son sumamente adver-
sas; así lo demuestran diversas proyecciones de la
Organización Internacional del Trabajo (OIT), a través
de la información emitida el 24 de agosto, 2016, en
donde dan cuenta que el desempleo juvenil mundial
alcanzará un 13.1 por ciento a finales del 2016 y se
mantendrá en ese nivel durante el 2017.

En su Informe global de tendencias y perspectivas de

empleo, la OIT precisó que, con relación al Índice de

2015 (12.9 por ciento), el aumento de dos décimas
porcentuales es el primero en tres años, lo que signifi-
ca que medio millón de jóvenes entrarán a las filas de
los desocupados, para sumar 71 millones a fin de cada
año. 

Esa agencia de la ONU señaló que es alarmante la can-
tidad de jóvenes que viven en condiciones de pobreza
extrema o moderada en los países en desarrollo; inclu-
so, teniendo trabajo, y detalló que 156 millones, o 37.7
por ciento de la fuerza laboral joven, se encuentra en
la pobreza extrema, mientras que esa cifra se reduce a
26 por ciento, en el caso de los adultos que trabajan.iii

Por ello, no es extraño observar que la falta de empleo
juvenil afecte los mercados de todo el mundo, lo cual
hace que sea tomado en cuenta como una de las prin-
cipales problemáticas en todos los gobiernos, recono-
ciendo que su origen tiene varias vertientes, siendo la
primera, y la más básica, la falta de experiencia y de
confianza en nuestros jóvenes.

Un factor más a tomar en cuenta es la llamada sobre-
calificación, que implica no poder acceder a vacantes
que se encuentran disponibles, simplemente porque el,
o la candidata cuenta con un perfil más alto del reque-
rido y las empresas prefieren contratar otro tipo de
personal, cuya calificación o preparación sea exacta-
mente como lo establecen sus requisitos. 

Existen algunas hipótesis sobre las razones que han
hecho explotar la crisis de empleo juvenil en el mun-
do, muchas de ellas, brindando argumentos aislados en
su interpretación; sin embargo, lo difícil del fenómeno
ha orillado a que la mayoría de los países impulsen es-
pecíficos planes de acción, ajustados al contexto histó-
rico, social y económico de cada uno. 

No obstante, históricamente, en México y el mundo
los jóvenes se han encontrado con una serie de adver-
sidades que reproducen con mayor intensidad, el cada
vez más el alto déficit laboral juvenil y esto se ha con-
vertido en un gran reto a superar internacionalmente,
sobre todo, en países en desarrollo como el nuestro.

Los jóvenes se encuentran en un contexto social en el
cual las oportunidades de empleo están vinculadas di-
rectamente con el nivel de escolaridad y experiencia;
no obstante, ya no existen los trabajos que eran prácti-
camente vitalicios, circunstancia que agrega más pre-
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sión a un contexto donde los jóvenes que son mayori-
tariamente excluidos social, laboral, económica y po-
líticamente, lo cual da como resultado el incremento
en las dificultades que tienen los jóvenes para encon-
trar un empleo estable. 

En mucho ha contribuido el que los sectores producti-
vos estén más atentos en la formación académica, así
como en la capacitación y el adiestramiento laboral
que puede llegar a ofrecer la población juvenil. Por
ello los gobiernos, junto con los organismos producti-
vos y las instituciones educativas de nivel Medio y Su-
perior, deben fortalecer sus canales de coordinación y
vinculación, a fin de impulsar el desarrollo y egreso de
jóvenes con talento especializado, además de impulsar
programas de formación profesional en el interior de
las empresas, así como ofrecer opciones de emprendi-
miento productivo, haciendo patente el interés en este
sector de la población, que como ya se mencionó, es
reconocido por su imaginación, ideales y energía.

En este último aspecto debemos profundizar en su
análisis, ya que la mayoría de los estudiantes de uni-
versidad o alumnos en proceso de formación técnico o
profesional, cuando finalizan sus estudios les es difícil
encontrar una oportunidad laboral; por lo tanto, el au-
toempleo se vuelve una opción viable para quienes se
llegan a encontrar en esa situación, teniendo como ra-
zones a favor el trabajar para sí mismo y sin jefes, ob-
tener beneficios económicos y desarrollo profesional,
y, principalmente, contribuir, mediante su autosufi-
ciencia, con la economía nacional.

Bajo estas condiciones, cualquier plan, proyecto o pro-
grama de política pública dirigida a la juventud, debe,
en principio, tener el respaldo de un mandato jurídico
que tome en cuenta las necesidades de los jóvenes me-
xicanos, a fin de lograr contextualizar el diseño e im-
plementación de políticas públicas, en donde se inclu-
ya el desarrollo laboral y profesional de los mismos,
como una de sus principales directrices.

En el ámbito nacional, la creación del Instituto Mexi-
cano de la Juventudiv fue el resultado de atender a un
sector poblacional, comprendido entre los 12 y 29
años, que, por su importancia estratégica para el desa-
rrollo del país, es sujeto de la definición e implementa-
ción de una política nacional que los incorpore plena-
mente al ejercicio de derechos, como la salud o el
empleo, o la recepción de herramientas que mejoren su

calidad de vida, como la capacitación, la prevención de
adicciones y el deporte, entre otras; además, fue visua-
lizado para tener como su función principal el promo-
ver y fomentar las condiciones que aseguren el desa-
rrollo de la juventud, a través de políticas, programas,
servicios y acciones de gobierno.v

Atentos al papel que desempeña en el Estado mexica-
no dicho Instituto, es que vemos pertinente intervenir
jurídicamente su base normativa, a efecto de fortalecer
sus atribuciones y facultarlo, así, en la atención efecti-
va de un indisoluble problema por el que atraviesa la
juventud mexicana, fundamentado en el desempleo.

Por ello, el Grupo Parlamentario Nueva Alianza, pre-
senta esta Iniciativa que tiene como fin, coadyuvar a la
atención del desempleo por el que atraviesan los jóve-
nes del país con medidas claras, viables y factibles, a
través del fortalecimiento de acciones y directrices que
los inserte en el ámbito laboral; para lograr lo anterior,
es que proponemos reformar las fracciones XII y XIII
del artículo 4 de la Ley del Instituto de la Juventud, es-
tableciendo explícitamente la facultad de que reciban
la asesoría de carácter legal, técnica y económica que
les auxilie y oriente para el acceso y ejercicio de re-
cursos que los potencialice como unidades producti-
vas.

Asimismo, se inserta el que las dependencias, las enti-
dades de la administración pública federal y las insti-
tuciones educativas trabajen conjuntamente para que,
entre otros temas estratégicos y de interés para la ju-
ventud, se incluya el emprendimiento y el desarrollo
productivo, contribuyendo a enriquecer su tarea de
ofrecer mejores condiciones educativas, formativas y
profesionales a ese amplio sector de poblacional.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de
Diputado Federal e integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, nu-
meral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someto a consideración del Pleno de esta
soberanía, la presente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforman las fracciones XII y
XIII del artículo 4 de la Ley del Instituto Mexicano
de la Juventud

Artículo Único. Se reforman las fracciones XII y XIII
del artículo 4 de la Ley del Instituto Mexicano de la
Juventud, para quedar como sigue:

Artículo 4. …

I. a XI. …

XII. Diseñar, implementar y ejecutar, con una pers-
pectiva de transversalidad, programas destinados al
aprovechamiento de las capacidades y potencialida-
des de los jóvenes: en su desarrollo económico y
productivo, a través de la incorporación laboral, o
mediante la asesoría de carácter legal, técnico y
económico que les auxilie y oriente en el acceso y
ejercicio de fondos destinados a la generación y
fortalecimiento del autoempleo, donde los jóvenes
tengan participación directa ya sea en su creación,
desarrollo o inclusión laboral; en su desarrollo so-
cial, a través del conocimiento, aprecio y creación
de la cultura en los ámbitos de expresión de las ar-
tes y del humanismo, la organización juvenil, el li-
derazgo social y la participación ciudadana; y en
general en todas aquellas actividades que, de acuer-
do a su capacidad presupuestal, estén orientadas al
desarrollo integral de la juventud; 

XIII. Elaborar, en coordinación con las dependen-
cias, las entidades de la Administración Pública Fe-
deral y las Instituciones Educativas, programas y
cursos de orientación e información sobre adiccio-
nes, nutrición, educación sexual y sobre salud re-
productiva, derechos humanos, cultura de la no vio-
lencia y no discriminación, equidad de género,
medio ambiente, emprendimiento; apoyo a jóve-
nes en situación de exclusión y vivienda; desarro-
llo productivo;

XIV. a XVI. …

Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Nota

i Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Juventud. 12

de agosto del 2017. http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/apropo-

sito/2017/juventud2017_Nal.pdf 

ii Programa de Acción Mundial para los Jóvenes, Naciones Uni-

das. http://www.un.org/esa/socdev/documents/youth/publica-

tions/wpay2010SP.pdf

iii La Organización Internacional del Trabajo (OIT) alerta sobre

nuevo aumento del desempleo juvenil, Centro de Noticias ONU.

http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=35686#.WZ

HTelEjGM8

iv Como un organismo público descentralizado de la Administra-

ción Pública Federal, con personalidad jurídica, patrimonio pro-

pio, autonomía técnica, operativa y de gestión, que tiene por obje-

to la generación de políticas, programas, servicios y acciones, sin

distinción de origen étnico o nacional, género, discapacidad, con-

dición social, condiciones de salud, religión, opiniones, preferen-

cias, estado civil o cualquier otra, para fomentar el desarrollo inte-

gral de mexicanos comprendidos entre los 12 y los 29 años de

edad.

v Ley del Instituto Mexicano de la Juventud. http://www.diputa-

dos.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/87_020415.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Jesús Rafael Méndez Salas (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES GENERALES DE SALUD, Y DE EDUCACIÓN, A
CARGO DEL DIPUTADO RICARDO GARCÍA PORTILLA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado Ricardo David García Portilla,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los
artículos 6o., fracción I, y 78, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta al pleno de este órga-
no legislativo la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los artículos 27, 115,
421 y se adiciona un 115 Bis a la Ley General de Sa-
lud y se reforma el artículo 14 de la Ley General de
Educación, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

A pesar de los enormes avances que en los últimos
años ha experimentado México en materia de nutri-
ción; la obesidad infantil -por un lado- y la desnutri-
ción infantil -por otro-, continúan siendo fenómenos
urgentes de atender en el país. La desnutrición, afecta
de un modo significativo a la región sur, y la obesidad
principalmente en las zonas urbanas a lo largo de todo
el territorio nacional poniendo de manifiesto la urgen-
cia de incrementar los esfuerzos en la instrumentación
de acciones que promuevan una dieta saludable y
equilibrada con especial énfasis en niños, niñas y ado-
lescentes. Sólo con este tipo de medidas se podrán ge-
nerar condiciones para atacar un problema que mues-
tra cifras alarmantes, basta mencionar que de acuerdo
con cifras del Instituto Nacional de Salud Pública, en
el grupo de edad de cinco a catorce años la desnutri-
ción crónica es de 7.25 por ciento en las poblaciones
urbanas, cifra que sin embargo se duplica en las zonas
rurales, lo que da como consecuencia que el riesgo de
fallecimiento para un niño o niña indígena por diarrea,
desnutrición o anemia sea tres veces mayor que para
niños o niñas no indígenas.

En ese mismo sentido, de acuerdo con los resultados
del informe “El costo de la doble carga de la malnutri-
ción” presentado por la Comisión Económica para
América Latina (CEPAL) se muestra que la malnutri-
ción tiene repercusiones serias en la economía de las
naciones. En el caso de México en los últimos 65 años,
la desnutrición crónica ha causado más de dos millo-

nes de muertes prematuras y se calcula que aproxima-
damente una de cada seis infecciones respiratorias
agudas y entre el 3 por ciento y 4 por ciento de los epi-
sodios de diarrea pueden atribuirse a la desnutrición,
situación que afecta principalmente a los niños, da-
ñando su rendimiento escolar, desarrollo cognitivo y
capacidad de aprendizaje, lo que se traduce en una al-
ta probabilidad de incorporación tardía, repetición y
deserción. Lo cierto es que los niños que padecen des-
nutrición tienen una probabilidad 11 veces menor de
completar la educación secundaria respecto a los niños
que no la padecen; asimismo, el 16 por ciento de las
repeticiones de cursos se atribuyen a esta condición,
en resumen y para efectos de la economía, este fenó-
meno le cuesta al país el equivalente al 2.3 por ciento
del PIB por año.

No podemos ignorar la dimensión del problema, pues
enfrentamos una crisis de salud pública tal como lo de-
muestran los datos mencionados y lo ratifican los re-
sultados de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
de Medio Camino 2016 (Ensanut MC 2016), donde se
confirma que México vive una epidemia de obesidad y
sobrepeso, mismas que se constituyen como factores
detonantes de la epidemia de diabetes y enfermedades
hipertensivas que afectan a una parte significativa de
la población. 

El Instituto Nacional de Salud Pública destaca que de
acuerdo con los datos registrado a través de la Ensanut
MC 2016, se puede tener una radiografía de los hábi-
tos alimenticios de nuestra población, de esta manera
vemos que entre la población de niñas y niños en edad
escolar y entre la población adolescente (12 a 18
años), únicamente el 26.9 por ciento consume regular-
mente verduras, sólo 63.1 por ciento consume regular-
mente leguminosas, mientras que el porcentaje de
quienes consumen regularmente frutas es de 39.2 por
ciento. En contraste con lo anterior, señala el INSP:
“Se observó una elevada proporción de consumidores
de grupos de alimentos no recomendables para consu-
mo cotidiano: 83.9 por ciento consumen regularmente
bebidas azucaradas no lácteas, 59.4 por ciento bota-
nas, dulces y postres y 50.3 por ciento cereales dul-
ces”. Entre la población adulta se repiten prácticamen-
te estos patrones: bajo consumo de verduras, frutas y
legumbres, y un alto consumo de alimentos y bebidas,
los cuales son factores detonantes y causantes de obe-
sidad y sobrepeso.
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Es importante mencionar que diversos estudios confir-
man que estos hábitos de consumo, tienen como sus
peores consecuencias el elevado número de personas
diagnosticadas con diabetes mellitus, pues, según los
datos de la misma encuesta, son actualmente 6.46 mi-
llones de personas las que padecen esta enfermedad.
Asimismo, se refleja en la elevada prevalencia de hi-
pertensión arterial, pues en números absolutos, los da-
tos reportados indican que hay en el país 10.39 millo-
nes de personas que ya enfrentan este padecimiento.

Es evidente con estos datos que estamos ante un esce-
nario que demanda medidas inmediatas pues en pocos
años se corre el riesgo de que se rebase la capacidad
del Estado para atender las consecuencias derivadas de
la obesidad y mala alimentación, pues de acuerdo con
datos reportados por el Inegi se ha registrado que en-
tre los años 2006 y 2015 han fallecido 1,716,985 per-
sonas a causa de la diabetes, hipertensión y enferme-
dades del corazón, males asociados a la obesidad:
ocupando el primer lugar la diabetes mellitus, con 823
mil 100 defunciones; en segundo lugar, las isquemias
del corazón con 699 mil 064 casos; y en tercer sitio,
las enfermedades hipertensivas, con 182 mil 856 ca-
sos; mientras que por obesidad han fallecido 11 mil
965 personas. Es decir que en su conjunto, estos cua-
tro padecimientos provocan 20 defunciones por hora
en nuestro país.

Ante esta situación es urgente que las autoridades y to-
dos los actores reforcemos las medidas para contener
este deterioro de la salud de millones de mexicanos, y
de manera paralela prever que se cuenten con las con-
diciones y medios para atender a quienes ya son vícti-
mas de los padecimientos asociados a la obesidad, en-
tre las primeras, sin duda la más importante y efectiva
medida es el impulso de políticas de prevención, in-
formación y educación sobre cómo llevar una vida sa-
ludable.

Es evidente que para atacar cualquier problema, la pri-
mera condición a cumplir es contar con un diagnósti-
co certero, mismo que ya se tiene a partir de diversos
informes y estudios realizados por instituciones públi-
cas y privadas, por ejemplo de acuerdo con la Organi-
zación Mundial de la Salud (OMS), uno de los facto-
res de mayor peso en esta epidemia de obesidad está
en el alto consumo de bebidas azucaradas y alimentos
con alto contenido calórico, por lo que entre sus reco-
mendaciones destacan las que se refieren a la imposi-

ción de impuestos a estos productos, medida que ya se
aplica en México con relativo éxito.

De acuerdo con la OMS, a nivel global una de cada
tres personas tiene sobrepeso y 42 millones de niños
menores de cinco años entran en esta categoría (once
millones más que en el año 2000), ante esta situación
es evidente que, frenar esta tendencia al incremento de
personas que padecen obesidad, pasa por reducir el
consumo de alimentos con azúcar añadida, pero sobre
todo de bebidas azucaradas, en las que el contenido de
dulce es mayor y que además son muy populares entre
los niños y jóvenes. Basta mencionar que por ejemplo,
una lata de refresco contiene 40 gramos de azúcar li-
bre (monosacáridos, como fructuosa o glucosa). Esto
significa que con una sola de estas bebidas un adulto
ya consume el máximo recomendado de la ingesta dia-
ria de azúcar y el doble de los 20 gramos diarios que
la OMS considera realmente saludable.

En este mismo sentido, la OMS revela que el mayor
consumo de ese tipo de bebidas ha pasado de Estados
Unidos a Latinoamérica, con Chile y México como los
mayores consumidores del mundo, siendo México el
que está al nivel de los EE UU, es decir que México
ocupa el segundo lugar en obesidad en adultos del
mundo, mientras que en obesidad infantil ocupamos el
primer lugar. Y aquí es donde se encuentra el mayor
problema, en virtud de que la obesidad infantil tiene
como repercusión que influye directamente en la mor-
bilidad y mortalidad en la adultez.

Como se menciona al inicio de la presente exposición,
tradicionalmente en el tema de nutrición en México, se
le prestaba atención a la desnutrición, no a la mala nu-
trición por exceso. Sin embargo, la urbanización y el
desarrollo económico han producido cambios que han
tenido como consecuencia las modificaciones de algu-
nos patrones de conducta como cambios de dieta y en
la actividad física; lo que ha incrementado dramática-
mente el riesgo de padecer obesidad.

Adicionalmente a lo anterior están los factores Bioló-
gicos/fisiológicos, pues la obesidad puede tener múlti-
ples causas, dentro de las que están las de carácter bio-
lógico que son de importancia cuando se quiere
entender el problema de forma integral, tales como la
herencia genética que determina el comportamiento
del cuerpo desde el metabolismo hasta ciertas discre-
pancias en el sistema endocrino que potencializan la
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incidencia de sobrepeso u obesidad, es decir que pa-
dres con obesidad incrementan el riesgo de obesidad
en los hijos en por lo menos 10 veces más que en los
padres que no padecen ese mal, otros factores son los
socioeconómicos, en donde se puede ver que la fre-
cuencia de obesidad se presenta en más del doble de
los casos en las mujeres de nivel socioeconómico ba-
jo, ya que mujeres de nivel socioeconómico alto cuen-
tan con más tiempo y recursos para hacer dietas y ejer-
cicios que previenen esta condición.

En el caso de la obesidad infantil, lo que mayor preo-
cupación genera es el hecho de que 1 de cada 3 ado-
lescentes de 12-19 años presenta sobrepeso u obesi-
dad, siendo la principal causa los malos hábitos de
alimentación, con los consecuentes efectos de largo
plazo: Diabetes, Infartos, altos niveles de colesterol -
Insuficiencia renal, etc. Y es precisamente en estos há-
bitos de alimentación donde se debe buscar poner un
alto al problema, pues como ya se mencionó es la dia-
betes el mayor problema que enfrenta el sistema de sa-
lud, siendo la principal causa de muerte en adultos y la
primera causa de demanda de atención médica, ade-
más de que esta enfermedad consume el mayor por-
centaje de gastos en las instituciones de salud pública.

Ante esta situación, más allá de la pretensión de igno-
rar el problema y considerarlo un tema de elección
personal, considero que legisladores tenemos que par-
tir de un hecho ineludible: el derecho a la salud es un
derecho humano fundamental e indispensable para el
ejercicio de los demás derechos humanos y todo ser
humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel po-
sible de salud que le permita vivir con dignidad y de-
recho a un sistema de protección de la salud que le
brinde oportunidades iguales para disfrutar del más al-
to nivel posible de salud, en ese sentido, la efectividad
del derecho a la salud sólo se puede alcanzar median-
te procedimientos complementarios, como la formula-
ción de políticas y programas en materia de salud de
alcance general.

En este sentido coincido con la Organización Mundial
de la Salud (OMS), que propone como una estrategia
fundamental, la promoción de hábitos de vida saluda-
bles, actividad que debe ser impulsada por los sistemas
sanitarios en coordinación y con el apoyo de la admi-
nistración educativa, es decir que la promoción de la
salud tiene como herramienta fundamental la Educa-
ción para la Salud y para que la educación para la sa-

lud resulte efectiva y eficiente, debe regirse por los
principios de trabajo multidisciplinario, multisectorial,
participativo y coordinado.

La educación para la salud debe tener como objetivo el
de proporcionar a las personas la información y las he-
rramientas adecuadas para tomar las decisiones correctas
por sí solas respecto a su salud, en cualquier momento y
lugar; es decir, debe orientarse a la capacitación, para la
prevención, con lo que se disminuirá sin duda la morbi-
lidad y la mortalidad. Ahora bien, es importante consi-
derar que el problema ya afecta a millones de mexicanos
y que toda medida que se tome a partir de este momen-
to se enfoca a la prevención desde la edad infantil y ju-
venil, puesto que la mayoría de los hábitos adquiridos a
esas edades suelen persistir durante toda la vida de las
personas, por ello, el carácter obligatorio de la educación
básica hace de la escuela el entorno idóneo para la edu-
cación para la salud, la experiencia en otros países nos
muestran modelos de éxito, siempre que se logre esta-
blecer una relación coordinada entre los centros educati-
vos y de salud; poniendo en marcha proyectos conjuntos
que estrechen lazos entre profesionales sanitarios y pro-
fesionales del ámbito educativo, fomentando la forma-
ción de todos los miembros de la comunidad educativa
en temas de salud.

Es importante considerar que cuando hablamos de
educación para la salud, nos referimos a un proceso de
desarrollo, fomento y motivación, de las habilidades
personales y de autoestima, necesarias para que los in-
dividuos adopten las medidas necesarias para mejorar
su salud. Es decir que la educación para la salud con-
templa no sólo la información relativa a las condicio-
nes sociales, económicas y ambientales que influyen
en la salud, sino también la que se refiere a los facto-
res de riesgo y comportamientos de riesgo. La educa-
ción para la salud designa “las ocasiones de aprendi-
zaje deliberadamente puestas en marcha para facilitar
los cambios de comportamiento en vista de alcanzar
un objetivo determinado con anticipación”. Tal proce-
so ayuda a los individuos y a los grupos a tomar con-
ciencia de los problemas que pueden constituir una
amenaza a su calidad de vida y los incita a crear y a
reivindicar condiciones favorables a su salud. Además
“la educación para la salud es un proceso planificado
y sistemático de comunicación y de enseñanza apren-
dizaje orientado a hacer fácil la adquisición, elección
y mantenimiento de las prácticas saludables y hacer
difíciles las prácticas de riesgo”.
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En este contexto, la Educación para la Salud es una es-
trategia fundamental para la promoción de la salud y
específicamente para promover comportamientos y
por ende estilos de vida saludables en la población. En
un sentido amplio “La Educación para la Salud es to-
da actividad libremente elegida que participa en un
aprendizaje de la salud o de la enfermedad, es decir, es
un cambio relativamente permanente de las disposi-
ciones o de las capacidades del sujeto. Una educación
para la salud, eficaz, puede así producir cambios a ni-
vel de los conocimientos, de la comprensión o de las
maneras de pensar; puede influenciar o clarificar los
valores; puede determinar cambios de actitudes y de
creencias; puede facilitar la adquisición de competen-
cias; incluso puede producir cambios de comporta-
mientos o de modos de vida

Sin embargo es importante entender que para que sean
efectivas estas acciones deben contar con el soporte y
la participación de los grupos organizados de la comu-
nidad y apoyadas por las medidas de políticas públicas
y las acciones legislativas que se estimen necesarias.
Con la prevención de la enfermedad, a través de la
educación, se trata de reducir la incidencia de enfer-
medades específicas mediante intervenciones concre-
tas y puntuales basadas en los conocimientos científi-
cos aportados por la medicina y la información que
brindan los estudios y datos que se generan día a día
sobre esta problemática. 

En este escenario, el papel de la escuela puede consti-
tuir una base fundamental para la promoción de las
dietas saludables y la actividad física como base de lu-
cha contra la epidemia de obesidad infantil, en virtud
de que los niños y los adolescentes pasan una parte im-
portante de su vida en la escuela, sin duda el entorno
escolar es ideal para obtener conocimientos sobre op-
ciones dietéticas saludables y la actividad física, con lo
cual la escuela y los docentes puede tener un impacto
duradero en el modo de vida del alumno.

Por ello considero que es precisamente en el ámbito
escolar donde con la participación de la Secretaría de
Salud se puede consolidar un sólido programa de
educación para la salud que contemple entre otras co-
sas; educación sanitaria que ayude a los estudiantes a
adquirir conocimientos, actitudes, creencias y aptitu-
des necesarias para tomas decisiones fundamentadas,
tener conductas saludables y crear condiciones propi-
cias para la salud; que incrementen la disponibilidad

de alimentos saludables en las escuelas (por ejemplo,
desayuno, almuerzo o refrigerios a precios reduci-
dos); que autoricen solo la venta de alimentos salu-
dables, como agua, leche, frutas y verduras, sándwi-
ches y refrigerios con pocas grasas; es decir que se
estaría garantizado que los alimentos servidos en las
escuelas cumplirán con los requisitos nutricionales
mínimos.

La realidad es que uno de los ambientes en donde los
niños tienen mayor acceso a comida “chatarra” es pre-
cisamente los planteles escolares. Los niños constitu-
yen un mercado cautivo en estos espacios que son uti-
lizados por las empresas procesadoras de alimentos
para generar hábitos de por vida. Los alimentos y las
bebidas que predominan en las escuelas no son reco-
mendables y contradicen la información que existe en
los libros de texto en los que se promueven el consu-
mo de frutas, verduras, granos integrales y la hidrata-
ción en base a agua.

Si bien desde hace poco más de dos años se inició la
implementación de unos lineamientos que tienen co-
mo propósito la regulación el tipo de alimentos y be-
bidas que pueden ofrecerse al interior de los planteles
escolares. Lo cierto es que la versión original de estos
lineamientos fue modificada permitiendo que se conti-
nuaran ofreciendo productos altamente procesados y
bebidas azucaradas, en los planteles escolares.

En la edad en la que se encuentran, los niños y las ni-
ñas requieren de un buen consumo de frutas, verduras
y cereales integrales, que son ricos en vitaminas, mi-
nerales y fibra, para un crecimiento físico óptimo, así
como para su desarrollo cognitivo, pues como ya se
mencionó, los niños se encuentran aún en etapa de de-
sarrollo y por ello requieren de mayores cantidades de
macro y micronutrientes. Existe una sólida evidencia
científica para comprobar que la fórmula que predo-
mina en los productos que se ofrecen en las escuelas y
los que se publicitan, en especial, a la infancia, genera
adicciones desde temprana edad. Una vez que los
alumnos se acostumbran al consumo de bebidas y ali-
mentos altamente endulzados, difícilmente consumen
agua o alimentos saludables, aunque estén disponibles.
Se ha observado que los productos “chatarra” tienen
un carácter competitivo con los productos naturales, es
decir, su consumo tiende a desplazar el consumo de
alimentos naturales.
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Esto es porque ningún producto natural podrá contener
las cantidades tan elevadas de azúcar, grasa y/o sal que
contienen los productos industrializados disponibles
en las escuelas.

Por todo esto, dentro de los planteles escolares sólo
deben estar disponibles alimentos saludables, ya que
cuando los niños se encuentran dentro de las escuelas
están bajo la responsabilidad del Estado, por lo que el
mismo Estado está obligado a ofrecer una buena dis-
ponibilidad de alimentos saludables y agua a la pobla-
ción infantil.

En este sentido, la Comisión Federal de Mejora Regu-
latoria (Cofemer) recomendó que se prohíba en forma
expresa la venta de refrescos y bebidas azucaradas en
las escuelas del país, y que esa disposición se incluye-
ra en el proyecto de Lineamientos para la venta de ali-
mentos y bebidas preparadas y procesadas en el siste-
ma educativo nacional.

La legislación vigente señala que de lunes a jueves las
cooperativas escolares sólo podrán ofrecer frutas, ver-
duras y cereales integrales y que las escuelas están
obligadas a dar acceso a agua potable a los estudian-
tes. Además, estos lineamientos establecen multas pa-
ra el personal educativo que “promueva o propicie la
preparación, distribución y venta de alimentos prohi-
bidos por el reglamento”. 

Es evidente que para que se cumpla la regulación, es
necesario que la Secretaría de Salud establezca briga-
das e imparta talleres dentro de las escuelas a profeso-
res y directivos para explicar los detalles de los nuevos
lineamientos. Se necesita una campaña pública para
que los padres de familia conozcan los lineamientos y
sean ellos los que vigilen lo que se está dando o ven-
diendo, asimismo, también es importante que los pa-
dres de familia conozcan qué tipo de almuerzo deben
preparar a sus hijos, pues no todos compran alimentos
en las tienditas escolares y en el lunch que les envían
también deben cuidar el contenido calórico.

De acuerdo con la a Organización Mundial de la Salud
(OMS), una dieta debe contener 2 mil calorías en pro-
medio al día, de las cuales sólo 10 por ciento debe pro-
venir de los líquidos. Sin embargo, el consumo de be-
bidas azucaradas como refrescos, jugos, aguas de
sabor, entre otros, representa la quinta parte de la ener-
gía total recomendada por día, es decir, 400 calorías

provienen de este tipo de líquidos. Por ser bebidas con
azúcar añadido, uno de los efectos inmediatos y muy
conocidos es el aumento de peso y la obesidad. Aun-
que constantemente se advierte de este riesgo, es im-
portante no sobreestimarlo.

Lo anterior porque en México las muertes asociadas
por el consumo de este tipo de bebidas ascienden a 15
mil al año, afirma el médico Dariush Mozaffarian, de
la Escuela de Salud Pública de Harvard.

Como ya se mencionó, este tipo de líquidos contienen
las llamadas “calorías muertas”, que no aportan ni vi-
taminas ni minerales, por el contrario, contribuyen a
que el cuerpo genere un exceso de insulina.

Lo grave para las niñas y los niños además de los efec-
tos sobre la epidemia de obesidad está en que los ali-
mentos con azúcar añadido alteran las funciones neu-
rológicas relacionadas con la memoria, al tiempo que
provocan la reducción de neurotrofinas, moléculas que
actúan como un mecanismo de protección contra
muerte neuronal. Estas facilitan las tareas cognitivas
como el aprendizaje y la formación de memoria, afir-
ma un artículo publicado en la revista Neuroscience.

Por ello, todos los expertos en nutrición sugieren no
consumir bebidas azucaradas.

A efecto de contrarrestar el daño que provocan las be-
bidas azucaradas, en el mes de mayo de 2014, se in-
corporó a la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, la disposición para que el Instituto Nacio-
nal de la Infraestructura Física Educativa (Inifed)
“procurará que las instalaciones del Sistema Educati-
vo Nacional cuenten con la infraestructura de bebede-
ros de agua potable en un plazo máximo de 3 años a
partir de la publicación del decreto”.

De acuerdo al propio Inifed, en 2014 se instalaron mil
175 bebederos y en 2015 -ya con presupuesto etique-
tado proveniente de lo recabado por el impuesto a be-
bidas azucaradas, implementado en 2014- mil 500
más, como parte del Programa Escuelas Dignas, y que
se sumaban a las escuelas que ya contaban con el ser-
vicio. 

En este mismo sentido, para el ciclo escolar 2015-
2016, la ASA puso en marcha el programa “Mi escue-
la saludable”, que recaba información sobre los hábi-
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tos de consumo en las escuelas y sobre la existencia de
bebederos. De los casi mil reportes de escuelas, el 53
por ciento indicaba que sí contaban con bebederos.

Es importante redoblar esfuerzos, continuar con la
prevención y concientización de las consecuencias que
provoca el sobrepeso la obesidad y los trastornos de la
conducta alimentaria.

Es por ello, que se presenta esta propuesta la cual pre-
tende prevenir, y combatir de manera frontal desde el
ámbito de la Ley la obesidad, el sobrepeso y los trans-
tornos de la conducta alimentaria como la bulimia y
anorexia.

Cabe mencionar, que esta Iniciativa trata reforman di-
versos preceptos en los cuales se pretende que estos
problemas de salud mencionados como los es la obe-
sidad, sobrepeso y los transtornos de la conducta ali-
mentaria como la bulimia y anorexia, sean materia de
salubridad pública.

Asimismo ya en el artículo 6 de la Ley General de Sa-
lud, se dispone que el sistema nacional de salud tenga
por objetivo diseñar y ejecutar políticas públicas que
propicien y promuevan cambios hacia una alimenta-
ción correcta y Contrasten eficientemente al sobrepe-
so, obesidad, desnutrición y transtornos de la conduc-
ta alimentaria como la anorexia y la bulimia.

Por ello se propone introducir en el art. 27 de la Ley
General de Salud, como servicio básico de salud, la
orientación alimentaria y la alimentación correcta, el
mejoramiento de la nutrición. Así mismo, se pretende
que la educación para la salud entre otros rubros, con-
templado abordar los problemas de sobrepeso, la obe-
sidad y los trastornos de la conducta alimentaria.

Por otra parte, cuando se habla en el artículo 115 de le
Ley citada, marca que la Secretaría de Salud tendrá a
su cargo diferentes atribuciones, entre ellas se propo-
ne establecer un sistema permanente de vigilancia epi-
demiológica de sobrepeso, obesidad, desnutrición y
los trastornos de conducta alimentaria. Que cuantifi-
que y analice periódicamente la prevalencia de la obe-
sidad y el impacto de las estrategias implementadas.

Y un tema que no puede quedar fuera, son los estable-
cimientos donde se maneja la modalidad de refill o re-
lleno que no es más que “relleno gratis” o “refresco sin

fin”, esto se utiliza mucho como herramienta de mar-
keting en casi todos los restaurantes de América del
Norte, donde uno puede “saciar” su sed con toda la
bebida que apetezca sin costo adicional, es decir paga
por su bebida una sola vez y puede tomar y rellenar su
vaso, de forma ilimitada. Sin embargo como bien sa-
bemos el agua es el líquido que trae las propiedades
para saciar la sed no así y una bebida gaseosa y azu-
carada. Hoy en día en nuestro país, según cifras del
Instituto Mexicano de la Juventud, solamente 37 por
ciento de los jóvenes entre 12 y 29 años consumen fru-
tas diariamente y 36 por ciento verduras, lo que es si-
milar al consumo de refrescos que alcanza el 37 por
ciento. Esto se suma al 60 por ciento de los jóvenes
mexicanos que no practica ninguna actividad física,
además de la falta de consumo de alimentos que pro-
porcionen nutrientes y no solamente azúcar y grasas.
México es el principal consumidor de refrescos en el
mundo, con 163 litros en promedio por personas al
año, 40 por ciento más que Estados Unidos, que ocu-
pa el segundo lugar, con un promedio de 163 litros por
persona al año.

Es por lo anterior, que se propone en el artículo 115 en
su fracción IV que en los tipos de establecimientos que
marca el artículo en comento, no se podrá expender en
estos establecimientos aquellas gaseosas y/o bebidas
azucaradas, en la modalidad de relleno o “refill”.

Por otra parte en aras de que los infantes de México
tengan un mayor control en su nutrición se pretende
que la Secretaría de Salud, para prevenir, detectar, tra-
tar y controlar padecimientos como sobrepeso, obesi-
dad y trastornos de la conducta y en coordinación con
la Secretaria de Educación Pública, llevará cabo la de-
tección y seguimiento de peso, talla e índice de masa
corporal, en los centros escolares de educación básica;

Asimismo, ante la grave situación que vive la pobla-
ción infantil en cuanto al sobrepeso y la obesidad, es
en las escuelas de educación básica del Sistema Edu-
cativo Nacional donde existe la oportunidad de modi-
ficar patrones conductuales de alimentación a través
de la renovación de la oferta de productos alimenti-
cios, junto con acciones de orientación y educación so-
bre los hábitos alimentarios que se mantendrán en las
diferentes etapas de la vida; acciones en las cuales de-
be establecerse la corresponsabilidad de la comunidad
escolar para ofrecer alimentos y bebidas nutritivas que
favorezcan la salud de los estudiantes. Lo anterior,
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también deberá estar acompañado por la responsabili-
dad de los padres y hacer lo mismo en el seno del ho-
gar, pues no se debe olvidar que la escuela es sólo
complemento de la formación, por lo tanto, padres y
escuela deben ser copartícipes en la formación de há-
bitos adecuados de alimentación de los niños mexica-
nos.

Al ser un tema primordial la alimentación que se su-
ministra por parte de los educandos en los centros es-
colares, se considera que es ahí la parte medular para
comenzar a atacar el gran problema de salud pública
ya mencionado, es por ello que se pretende que la Se-
cretaría de Salud en coordinación con la Secretaría de
Educación propongan, los menús o los alimentos y be-
bidas preparados y procesados que se expendan o dis-
tribuyan de manera directa o a través de terceros, den-
tro de los centros escolares, los cuales serán variados
y equilibrados teniendo como prioridad aquellos ali-
mentos que lleven a buenos hábitos alimenticios y una
buena nutrición. Así mismo, se deberá informar a los
padres de familia o tutores de la población escolar, los
menús que se propongan, los cuales estarán supervisa-
dos por profesionales en nutrición.

En este sentido dentro de estos centros escolares, se
elimina el consumo y expendio de alimentos y bebidas
con alta densidad energética y bajo contenido nutri-
mental.

Hoy en día los consumidores no tienen la suficiente in-
formación nutrimental en la publicidad o empaques de
los productos, o tal vez muchas veces no se entiende.
Como bien sabemos se ha intentado tanto por parte del
poder Ejecutivo como el Legislativo, regular y modi-
ficar el etiquetado en los alimentos para saber cuántas
calorías consume la persona, es por ello que se preten-
de regular las etiquetas de los productos, para que se
especifique por empaque o envase individual y por
contenido calórico, y por porciones, en cada tipo de
presentación, de conformidad con lo señalado por las
normas oficiales mexicanas o disposiciones aplicables
así como tener elementos comparativos con los reco-
mendados por las autoridades sanitarias, a manera de
que contribuyan a la educación nutricional de la po-
blación.

El sustituir el consumo de bebidas azucaradas por
agua es sumamente importante ya que el agua sacia la
sed las bebidas azucaradas no. Por ello se pretende que

en “Los planteles de educación básica y media supe-
rior o equivalente, contarán con depósitos de agua
equipados con filtros y bebederos públicos. Así mismo
la Secretaría de Salud, en coordinación con la Secreta-
ría de Educación Pública y los gobiernos de las enti-
dades federativas, garantizarán el cumplimiento de lo
dispuesto en el párrafo anterior”.

Por último, cabe decir que en la escuela, es donde se
da el aprendizaje, donde se absorben los hábitos y
donde se tornea la educación para el futuro del edu-
cando, es por ello que esta propuesta pretende que se
incorpore dentro del programa de educación básica la
asignatura que incluya temas de alimentación correc-
ta, las causas y consecuencias de la desnutrición, so-
brepeso, obesidad y trastornos de la conducta ali-
mentaria; así como beneficios de la actividad física
constante.

Por todo lo anterior es que se somete a esta honorable
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforman y adicionan diversos artícu-
los de la Ley General de Salud y de la Ley General
de Educación

Artículo Primero: Se reforma los artículos; 27, 115,
421 y se adiciona el artículo 115 bis., todos de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protec-
ción de la salud, se consideran servicios básicos de sa-
lud los referentes a:

I. a VIII…

IX. La promoción de un estilo de vida saludable, la
orientación alimentaria y la alimentación co-
rrecta;

X.… XI…

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su car-
go:

I… III…

IV.…
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Supervisar que en estos establecimientos, se pro-
híba ofrecer las bebidas gaseosas y/o azucaradas
en la modalidad de relleno o “refill”.

V. a VIII. …

IX En coordinación con las entidades federati-
vas, instrumentar programas para prevenir, de-
tectar, tratar y atender padecimientos como so-
brepeso, obesidad y trastornos de la conducta
alimentaria; y en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública desarrollara acciones para
el seguimiento de peso, talla e índice de masa
corporal de los alumnos y alumnas, en los cen-
tros escolares de educación básica.

X. . Difundir en los entornos familiar, escolar, labo-
ral y comunitario la alimentación nutritiva, sufi-
ciente y de calidad; y en coordinación con la Se-
cretaría de Educación Pública proponer, los
menús o los alimentos y bebidas preparados y
procesados que podrán estar a la venta o distri-
buirse en los centros escolares, teniendo como
prioridad aquellos que lleven a buenos hábitos
alimenticios y una buena nutrición.

Se prohibirá el expendio de alimentos y bebidas
con alta densidad energética y bajo contenido
nutrimental.

XI…

Artículo 115 Bis. Los planteles de educación bá-
sica y media superior o equivalente, contarán
con depósitos de agua equipados con filtros y/o
bebederos públicos.

Artículo 421. Se sancionará con una multa equivalen-
te de seis mil hasta doce mil unidades de medida, la
violación de las disposiciones contenidas en los artí-
culos 67, 101, 125, 127, 149, 193, 210, 212, 213, 218,
220, 230, 232, 233, 237, 238, 240, 242, 243, 247, 248,
251, 252, 255, 256, 258, 266, 301, 306, 308, 309, 315,
317, 330, 331, 332, 334, 335, 336, 338, último párra-
fo, 342, 348, primer párrafo, 350 bis 1, 365, 367, 375,
376, 400, 411 y 413

Artículo Segundo: Se reforma el artículo 14 de la
Ley General de Educación, para quedar como si-
gue:

Artículo 14.…:

I. … XII Quáter...

XII Quintus… Instrumentar un sistema accesible a
los ciudadanos y docentes para la presentación y se-
guimiento de quejas y sugerencias respecto del ser-
vicio público educativo.

XIII. Incorporar dentro del programa de educa-
ción básica la asignatura que incluya temas de
alimentación correcta, las causas y consecuen-
cias de la desnutrición, sobrepeso, obesidad y
trastornos de la conducta alimentaria; así como
beneficios de la actividad física constante; y

XIV. Las demás que con tal carácter establezcan es-
ta Ley y otras disposiciones aplicables.

Artículo Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro 
el 7 de diciembre de 2017.

Diputado Ricardo David García Portilla (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10 Y 25 DE LA LEY DE LOS

DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES, A

CARGO DEL DIPUTADO ÁNGEL GARCÍA YÁÑEZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA

Quien suscribe, Ángel García Yáñez, diputado federal
e integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En la actualidad, el envejecimiento de la población es
uno de los fenómenos demográficos de mayor trascen-
dencia en el mundo y nuestro país no ha quedado
exento de este fenómeno global. 

Las cifras del Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi) señalan que actualmente, el 11.5 por
ciento de la población tiene 60 o más años de edad.
Las proyecciones indican que para el año 2030, el nú-
mero de adultos mayores será de 20.4 millones, lo que
representará el 14.8 por cientoi de la población del pa-
ís, misma que para el año 2050 alcanzará el 22 por
ciento; es decir, casi la cuarta parte de la población na-
cional estará en la senectud. 

Este incremento en el porcentaje de personas seniles
se produce debido al aumento de la esperanza de vida
secundaria, que es una consecuencia de las mejoras
ocurridas en los sistemas de salud, aunada a la dismi-
nución de la natalidad, entre otros factores. 

Este cambio de estructura poblacional también se pre-
senta en los países desarrollados, donde los ancianos
constituyen aproximadamente el 20 por ciento de la
población, así como en aquellos en vías de desarrollo,
donde viven alrededor de las tres cuartas partes de es-
te grupo poblacional.ii

El envejecimiento de un porcentaje significativo de la
población no es sólo un asunto que atañe a quienes se

encuentran en ese sector; por el contrario, nos debe in-
teresar a toda la sociedad, debido a las fuertes impli-
caciones que tiene en el ámbito social, cultural e, in-
cluso, presupuestal. 

Además, en función a la heterogeneidad de factores
que rodean al tema de la vejez, se considera que no
hay una sola vejez, sino múltiples; ello implica, no só-
lo considerar la edad, sino también las relaciones per-
sonales y la interacción social, así como la percepción
que en el imaginario colectivo se tiene de esta condi-
ción.iii

Debido a que el acelerado envejecimiento de la pobla-
ción tiene implicaciones que requieren acciones inte-
grales y de amplio alcance en materia de salud, educa-
ción, laboral y social, se requiere el esfuerzo conjunto
de diversas instituciones públicas, tal como se señala
en la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores.

Al respecto, en la citada Ley, se señala al Instituto Na-
cional de las Personas Adultas Mayores (Inapam) co-
mo la dependencia responsable de coordinar los pla-
nes, programas y proyectos tendientes a mejorar las
condiciones que impliquen su desarrollo integral; en
específico, su artículo 25 señala:

Artículo 25. Este organismo público es rector de la
política nacional a favor de las personas adultas ma-
yores, teniendo por objeto general coordinar, pro-
mover, apoyar, fomentar, vigilar y evaluar las ac-
ciones públicas, estrategias y programas que se
deriven de ella, de conformidad con los principios,
objetivos y disposiciones contenidas en la presente
Ley.

No es omiso señalar que el artículo 81 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social otorga al Consejo Nacional
de Evaluación de la Política de Desarrollo (Coneval)
la facultad de evaluar las políticas y programas ten-
dientes a superar las condiciones de pobreza, lo cual,
de manera transversal, involucra a las personas adultas
mayores que se enfrentan a esta condición; en concre-
to, dicho artículo mandata lo siguiente:

Artículo 81. El Consejo Nacional de Evaluación de
la Política de Desarrollo Social es un organismo pú-
blico descentralizado, con personalidad jurídica,
patrimonio propio, autonomía técnica y de gestión

Gaceta Parlamentaria Jueves 7 de diciembre de 201754



de conformidad con la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales. Tiene por objeto normar y coordi-
nar la evaluación de las Políticas y Programas de
Desarrollo Social, que ejecuten las dependencias
públicas, y establecer los lineamientos y criterios
para la definición, identificación y medición de
la pobreza, garantizando la transparencia, objetivi-
dad y rigor técnico en dicha actividad.

Sin dejar de reconocer la virtud y alcances obtenidos
en la evaluación institucional de la política social, a
juzgar por los objetivos que sus respectivas leyes les
confieren tanto al Inapam, como al Coneval, conside-
ramos relevante atender la antinomia existente en am-
bas disposiciones legales, a fin de fortalecer la facul-
tad central que tiene el Inapam de fomentar el
desarrollo integral de las personas adultas mayores, re-
conociendo a éste último, como organismo rector de
las políticas públicas en la materia, por lo que, en sus
atribuciones generales, deberá estar explicita la eva-
luación de dicha política, aspecto que actualmente no
está así considerado. 

La pertinencia de destacar la supremacía que debe os-
tentar el Inapam en este tema, sin que ello implique la
supresión de la evaluación de esa política social que re-
aliza el Coneval, se debe a que, como lo señala Veróni-
ca Montes de Oca, Coordinadora del Seminario Uni-
versitario Interdisciplinario sobre Envejecimiento y
Vejez, la atención eficaz a la problemática que enfren-
tan quienes se encuentran en esta etapa de la vida im-
plica reflexionar en torno a ellos, a fin de reforzar los re-
cursos necesarios que les permitan, a su vez, enfrentar
situaciones de desprotección social, dependencia física
o socioeconómica, así como los cambios derivados de
la transición de la adultez a la vejez,iv partiendo de la
evaluación de la política que específicamente se realice.

Aunado a lo anterior, se considera pertinente que, a fin
de evaluar de manera puntual tanto los procesos como
los resultados de los planes y programas, el Inapam se
debe encontrar expresamente facultado para realizar
evaluaciones, principalmente de impacto, de aquellos
factores que combaten e inhiben el desarrollo pleno de
nuestros adultos mayores, en reconocimiento a que es
la institución que cuenta con el pulso directo sobre los
retos a los cuales se enfrentan.

La centralidad que se le debe reconocer al Inapam, ra-
dica en que la problemática a la cual se enfrentan nues-

tros adultos mayores no se ciñe sólo a la superación de
los indicadores de pobreza, los cuales de manera pun-
tual son evaluados por el Coneval; sino que, como ya
se ha expuesto, implican un mosaico más complejo de
factores por atender.

Argumentación

El Siglo XX trajo consigo un fenómeno conocido co-
mo explosión demográfica, la cual, como consecuen-
cia del avanzado proceso de transición demográfica
que se está viviendo, dio paso a la globalización del
envejecimiento. 

En América Latina se ha observado que este fenóme-
no se presenta, sobre todo, en los estratos socioeconó-
micos más altos y, posteriormente, se esparce en el
resto de la sociedad. Asimismo, se aprecia que el en-
vejecimiento demográfico está más avanzado en los
países con mayor desarrollo, en donde también se ha
apreciado el incremento de iniquidades sociales, las
cuales se manifiestan en la afectación del bienestar de
esta población con rezago, lo que trae consigo la apa-
rición de críticas y discusiones de diversa índole res-
pecto al impacto de las políticas públicas en el ajuste
de las desigualdades que surgen de las relaciones al in-
terior de la familia, lo cual obliga a un replanteamien-
to de los estándares éticos vigentes.

De acuerdo con Juan Chackiel, reconocido docente,
analista agudo y pionero profesional en materia de de-
mografía, así como principal analista del Centro Lati-
noamericano y Caribeño de Demografía, “en las so-
ciedades actuales hay dos hechos que llaman la
atención en torno al tema del envejecimiento: las per-
sonas viven en promedio más años que antes y hay un
importante crecimiento en el número de personas en
edades avanzadas. Estos dos aspectos constituyen con-
ceptos diferentes, aunque relacionados. El primero es
la prolongación de la vida de los individuos; el segun-
do corresponde al envejecimiento de las poblaciones,
que generalmente se expresa en un aumento en la pro-
porción de personas mayores”;v por tanto, el bienestar
en nuestros adultos mayores está influido por las con-
diciones de vida que les ofrezca el medio en que se
desenvuelven, mismos que exigen la satisfacción de
necesidades de tipo psicológico, socioeconómico, bio-
lógico y funcional, factores que tienen una indisoluble
interrelación y, ante los cuales, el Estado se encuentra
obligado a atender a través de sus instituciones.
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En este sentido, el aumento de este sector de la pobla-
ción implica el diseño, implementación y evaluación
de mejores políticas públicas, además de estar focali-
zadas y destinadas a atender un amplio abanico de fac-
tores, desde aspectos psicológicos, laborales, familia-
res e, incluso, de asignación presupuestal. Ante lo
cual, es imprescindible reconocer que sea el Instituto
Nacional de las Personas Adultas Mayores (Inapam),
la institución que coordine, con mejores herramientas,
los esfuerzos gubernamentales destinados a promover
óptimas condiciones de vida de quienes se encuentran
en la etapa de vejez.

Como se ha expresado, el progresivo aceleramiento
del envejecimiento poblacional es un efecto de dos va-
riables; por un lado, la disminución de la natalidad y,
por el otro, el aumento de la esperanza de vida. Ante
ello, es necesario reflexionar que esta transformación
de la estructura por edades representa un aumento en
las demandas sociales, económicas y políticas que el
país debe atender. 

Bajo esta tesitura, en el Grupo Parlamentario Nueva
Alianza creemos que la mejora continua de los planes,
programas o servicios que sean implementados por
cualquier institución pública, y que estén dirigidos a la
atención de las personas adultas mayores, deberán ser
sometidos a evaluaciones de impacto por parte del Ins-
tituto Nacional de las Personas Adultas Mayores, a fin
de verificar que el uso de los recursos destinados cum-
plan con los objetivos establecidos en la Política Na-
cional respectiva.

En resumen, con esta intervención legislativa Nueva
Alianza, en congruencia con su Agenda y propósitos
legislativos, propone reconocer y fortalecer la facultad
central que tiene el Inapam, como organismo rector de
las políticas públicas de fomento al desarrollo integral
de las personas adultas mayores, a través de la facultad
del ejercicio sistemático de evaluaciones de impacto de
aquellos programas, acciones o instituciones que coad-
yuvan al desarrollo pleno de ese grupo poblacional.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de
Diputado Federal e integrante del Grupo Parlamenta-
rio Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II

de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, nu-
meral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someto a consideración del pleno de esta
soberanía, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores

Artículo Único. Se reforman la fracción V del artícu-
lo 10 y el artículo 25; todos, de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, para quedar como
sigue:

Artículo 10. Son objetivos de la Política Nacional so-
bre personas adultas mayores los siguientes:

I. a IV. …

V. Impulsar la atención integral e interinstitucional
de los sectores público y privado y, de conformidad
con los ordenamientos de regulación, vigilar y
evaluar el funcionamiento de los programas y ser-
vicios de acuerdo con las características de este gru-
po social;

VI. a XXI. …

Artículo 25. Este organismo público es rector de la
política nacional a favor de las personas adultas ma-
yores, teniendo por objeto general coordinar, promo-
ver, apoyar, fomentar, vigilar y evaluar de manera sis-
temática y periódica, las acciones públicas,
estrategias y programas que se deriven de ella, de con-
formidad con los principios, objetivos y disposiciones
contenidas en la presente Ley.

El Instituto establecerá indicadores de gestión, a fin
de evaluar si los planes, programas, acciones o ser-
vicios incentivan el desarrollo humano integral de las
personas adultas mayores, entendiéndose por éste, el
proceso tendiente a brindar a este sector de la pobla-
ción, empleo u ocupación, retribuciones justas, asis-
tencia y las oportunidades necesarias para alcanzar ni-
veles de bienestar y alta calidad de vida, orientado a
reducir las desigualdades extremas y las inequidades
de género, que aseguren sus necesidades básicas y des-
arrollen su capacidad e iniciativas en un entorno social
incluyente.
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Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. El Instituto contará con 180 días
naturales para actualizar las disposiciones reglamenta-
rias que deriven del presente decreto.

Notas

i Disponible en: http://www.elfinanciero.com.mx/economia/en-

2030-habra-20-millones-de-adultos-mayores-conapo.html, con-

sultado el 21 de agosto de 2017.

ii Disponible en: 

h t t p : / / w w w. m e d i g r a p h i c . c o m / p d f s / c u b a y s a l u d / p c s -

2014/pcs141f.pdf, consultado el 16 de agosto de 2017.

iii Disponible en: http://enes.unam.mx/?lang=es_MX&cat=socie-

dad&pl=para-el-2050-mas-de-la-cuarta-parte-de-la-poblacion-en-

mexico-sera-vieja, consultado el 18 de agosto de 2017.

iv Disponible en: http://www.excelsior.com.mx/nacio-

nal/2017/06/28/1172441#view-1, consultado el 18 de agosto de

2017.

v Disponible en: http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_art-

text&pid=S1726-569X2001000100003, consultado el 18 de agos-

to de 2017. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, a los 7 días del mes de diciembre de 2017.

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 115, 210, 212 Y 301 DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO RI-
CARDO GARCÍA PORTILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PRI

El suscrito, diputado Ricardo David García Portilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y los artículos
6o., fracción I, y 78, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta al pleno de este órgano legislativo
la presente iniciativa con proyecto decreto por el que
se reforma la fracción VII del artículo 115, se adi-
ciona el segundo párrafo del artículo 210, se refor-
ma el artículo 212 y se modifica el artículo 301 de la
Ley General de Salud, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Desde su origen, las Naciones Unidas han establecido
el acceso a una alimentación adecuada como derecho
individual y responsabilidad colectiva. La Declaración
Universal de Derechos Humanos de 1948 proclamó
que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida
adecuado que le asegure, así como a su familia, la sa-
lud y el bienestar, y en especial la alimentación...” Ca-
si 20 años después, el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales (1996) elaboró es-
tos conceptos más plenamente, haciendo hincapié en
“el derecho de toda persona a un nivel de vida ade-
cuado para sí y su familia, incluso la alimentación…”

Así pues ¿qué diferencia hay entre el derecho a estar
protegidos contra el hambre y el derecho a tener una
alimentación adecuada? El primero de estos derechos
es fundamental. Significa que el Estado tiene la obli-
gación de asegurar, por lo menos, que las personas no
mueran de hambre. Como tal, está intrínsecamente
asociado al derecho a la vida. Además, no obstante, los
estados deberían hacer todo lo posible por promover
un disfrute pleno del derecho de todos a tener alimen-
tos adecuados en su territorio, en otras palabras, las
personas deberían tener acceso físico y económico en
todo momento a los alimentos en cantidad y de calidad
adecuadas para llevar una vida saludable y activa. Pa-
ra considerar adecuados los alimentos se requiere que
además sean culturalmente aceptables y que se pro-
duzcan en forma sostenible para el medio ambiente y
la sociedad.
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En el caso de nuestro país, con la reforma a los artícu-
los 4o. y 27 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos mediante las cuales se reconocen el
derecho a la alimentación, el Estado adquirió obliga-
ciones tal como lo establece en su texto el artículo 4o.
“Toda persona tiene derecho a la alimentación nutriti-
va, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.”
Asimismo, en el artículo 27 se establece que “el desa-
rrollo rural integral y sustentable a que se refiere el pá-
rrafo anterior también tendrá entre sus fines que el Es-
tado garantice el abasto suficiente y oportuno de los
alimentos básicos que la ley establezca”.

Esta reforma constituyó en su momento un paso adicio-
nal en la gran transformación constitucional que el Esta-
do mexicano en materia de derechos humanos y fue par-
ticularmente oportuna para remontar la crisis alimentaria
que afecta a miles de personas garantizando el derecho
básico a la alimentación’’. Con esta modificación cons-
titucional, el Estado Mexicano estaba atendiendo las
obligaciones internacionales adquiridas sobre el derecho
a la alimentación establecidas en varios instrumentos in-
ternacionales de derechos humanos, tales como la De-
claración Universal de Derechos Humanos (art. 25), el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (art. 11), el Protocolo adicional a la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos en materia de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 11), la
Convención sobre los Derechos del Niño (art. 24), la De-
claración sobre el Derecho al Desarrollo (art. 8), la De-
claración Mundial sobre Nutrición, la Declaración Uni-
versal sobre la Erradicación del Hambre y la
Malnutrición, la Declaración de Roma sobre la Seguri-
dad Alimentaria Mundial, el Plan de Acción de la Cum-
bre Mundial sobre la Alimentación, la Declaración y
Programa de Acción de Viena, entre otros.

En este sentido, se dice que la alimentación es el pri-
mer aprendizaje social del ser humano y que para lle-
var una vida sana, es importante que adoptemos una
educación alimentaria y nutricional, de acuerdo con
especialistas, esta se define como “la combinación de
estrategias educativas, acompañadas de ambientes fa-
vorables, diseñadas para facilitar la adopción volunta-
ria de conductas, comportamientos y elecciones ade-
cuadas en alimentación y nutrición para mantener o
mejorar la salud y el bienestar”.

En México, instituciones como el, el Instituto Mexica-
no del Seguro Social y la Secretaría de Salud cuentan

con la “Guía de alimentos para la población mexica-
na”, que sirve para medir las porciones y el contenido
energético de los alimentos que consumimos, sin em-
bargo ¿cuántos de nosotros revisamos la información
nutrimental de un producto alimenticio? Hoy, gran par-
te de los productos que se encuentran en el supermer-
cado cuentan con etiquetado frontal y por ejemplo,
echando un vistazo al contenido energético de algunos
productos podemos ver que: un paquete de galletas
Ritz de 67.5 gramos contiene 300 kcal; una barra Stila
Quaker de 25 gramos, 88 kcal; una lata de 355 milili-
tros de Sprite Zero, 0 kcal; un jugo Del Valle de 250
mililitros de durazno, 100 kcal; una porción de miel or-
gánica Aires de Campo de 21 gramos, 72 kcal; entre
muchos otros, que informan lo que contienen. La reali-
dad es que son pocas las veces que leemos a concien-
cia la información nutrimental o que esta sea lo sufi-
cientemente clara para constituir una ayuda para los
consumidores, a pesar de que conocer estos datos nos
pueden ayudar a seleccionar los alimentos que mejor
contribuyan a una tener una alimentación adecuada.

Por alimentación adecuada como ya se mencionó, se
entiende que es la que debe satisfacer las necesidades
de dieta, teniendo en cuenta la edad de la persona, sus
condiciones de vida, salud, ocupación, sexo, etcétera.
Por ejemplo, si la alimentación de las y los niños no
contiene los nutrientes necesarios para su desarrollo fí-
sico y mental, no es adecuada. Asimismo, la alimenta-
ción con gran densidad de energía y escaso valor nu-
tritivo, que puede contribuir a la obesidad y otras
enfermedades, podría ser otro ejemplo de alimenta-
ción inadecuada.

En este sentido, los alimentos deben ser seguros para
el consumo humano y estar libres de sustancias noci-
vas, como los contaminantes de los procesos indus-
triales o agrícolas, incluidos los residuos de los pla-
guicidas, las hormonas o las drogas veterinarias, y es
el Estado el responsable de promover que cada uno de
los ciudadanos de nuestro país tenga una alimentación
saludable.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) reafirmó
sobre tres ejes la estrategia mundial para la prevención
y el control de enfermedades no transmisibles: vigilar,
prevenir y fortalecer los sistemas de salud, esto como
una respuesta integral ante el crecimiento de la obesi-
dad y el sobrepeso, misma que se reflejó en la Estrate-
gia Mundial sobre Alimentación Saludable, Actividad
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Física y Salud para la prevención de enfermedades
crónicas, a la cual México se adhirió en 2004. En el
marco de esta estrategia se contempló la implementa-
ción de estrategias globales en apoyo al combate a la
obesidad y sobrepeso tales como, la reducción de con-
sumo de sal, y la reducción de grasas trans (AGT) en
alimentos procesados, en virtud de que diversos estu-
dios han demostrado que el consumo de AGT está vin-
culado con alteraciones del metabolismo de lípidos en
la sangre, inflamación vascular y desarrollo de enfer-
medades cardiovasculares.

Existen dos tipos de grasas: las saturadas y las insatu-
radas. Las grasas saturadas son las que encontramos
mayoritariamente en los alimentos de origen animal,
como carnes, lácteos enteros y derivados (como la
mantequilla o la nata). Las insaturadas son un tipo de
grasas que encontramos principalmente en los alimen-
tos de origen vegetal como los aceites vegetales (de
oliva, girasol, etcétera), los frutos secos o las margari-
nas. Sin embargo, dentro de los insaturados se en-
cuentran los ácidos grasos trans, que son compuestos
generados durante la fabricación de algunas grasas
(como la mayoría de las margarinas) durante un pro-
ceso conocido como “hidrogenación parcial” de los
aceites vegetales. Además, estos compuestos también
se forman en los aceites utilizados para freír, como los
que han sido calentados durante largos períodos de
tiempo, así como los que se emplean para elaborar co-
mercialmente papas fritas, papas a la francesa y pro-
ductos empacados.

Así, la industria alimentaria ha desempeñado un papel
relevante, al presentarle al consumidor grasas con una
mejor textura y estabilidad, modificando los ácidos
grasos contenidos en los triacilglicéridos naturales du-
rante los procesos de extracción y purificación de los
mismos, como un efecto secundario al proceso. Los
ácidos grasos trans (AGT) no sólo aumentan la con-
centración de lipoproteínas de baja densidad (LDL) en
la sangre sino que disminuyen las lipoproteínas de al-
ta densidad (HDL, responsables de transportar lo que
llamamos el “colesterol bueno”), provocando un ma-
yor riesgo de sufrir enfermedades cardiovasculares.
Estos ácidos grasos pueden ser particularmente peli-
grosos para el corazón y se asocian con el mayor ries-
go de desarrollo de algunos cánceres. Los estudios
más recientes demuestran que las concentraciones más
altas de ácidos grasos trans pueden incrementar el ries-
go de diabetes de tipo II.

Ante las evidencias mencionadas sobre los efectos ne-
gativos de las AGT sobre la salud, la OMS y la Orga-
nización Panamericana de la Salud (OPS), han elabo-
rado recomendaciones para la sustitución de AGT en
alimentos procesados y de los que se sirven en restau-
rantes, indicando que su presencia no debe ser mayor
al 2% del total de grasas presentes en aceites vegetales
y margarinas blandas y no mayor al 5% de grasa de
alimentos procesados, e incluso se ha impulsado una
tendencia hacia el abandono del uso de las grasas sa-
turadas y de AGT (OPS, 22 de junio de 2008). La po-
sición de estas instituciones se orienta a promover la
sustitución de las grasas AGT por aquellas preferente-
mente de origen vegetal, por ejemplo, el aceite de gi-
rasol rico en ácido oleico, o de la familia omega 3. 

El llamado para la eliminación de las AGT del abasteci-
miento global de alimentos, se ha identificado como
una de las “mejores inversiones” en materia de inter-
venciones de salud pública para países con ingresos ba-
jos y medios, por ello, se abogó por esta medida en la
Declaración Política de la Reunión de Alto Nivel de la
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la Pre-
vención y el Control de las Enfermedades No Transmi-
sibles en septiembre de 2011. En este sentido, en no-
viembre de 2013, autoridades de seguridad alimentaria
de Estados Unidos de América (EUA) adoptaron medi-
das para avanzar hacia la prohibición del uso de las
AGT por considerar que son una amenaza para la salud.

Como primer paso de esta medida, se inició un perio-
do de consulta a efecto de recabar y sistematizar la in-
formación y datos sobre los efectos de la propuesta, al
concluir el periodo de consulta la Administración de
Alimentos y Medicamentos (FDA, por sus siglas en
inglés) de Estados Unidos de América espera contar
con las condiciones para vetar gradualmente las AGT,
de todos los alimentos en Estados Unidos.

Con esta medida, las autoridades sanitarias de los
EUA atienden el llamado que desde 2011, hizo la
OMS para la eliminación de las AGT del suministro
global de alimentos. En este mismo sentido, los nutri-
cionistas han criticado desde hace tiempo su uso, ase-
gurando que no tienen elementos nutritivos y que con-
tribuyen a enfermedades del corazón en mayor
proporción que las grasas saturadas. 

Es evidente que en los E.U.A. ya es una tendencia a re-
ducir y eliminar estas sustancias en los alimentos, es
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un hecho que la presencia de AGT en diversos ali-
mentos se ha reducido a partir de 2006. Antes de ese
año, los estadounidenses consumían 4,6 gramos de es-
tas grasas al día; en 2012 ingerían un gramo diario. Sin
embargo, la FDA señala que incluso un pequeño con-
tenido de esta sustancia artificial puede acumularse y
suponer riesgo para la salud. De ahí que, el paso para
vetarlas definitivamente ha sido bien recibido por los
responsables de salud pública estadounidenses.

Por ejemplo, de acuerdo a la política de control im-
puesta por la FDA, para marzo de 2009 ya todos los
productos en el mercado deberían tener la información
sobre el contenido de AGT en las etiquetas. Con el
propósito de revisar su cumplimiento se visitó Caroli-
na del Sur en Estados Unidos durante el mes de abril,
y en varios Centros comerciales se revisó la etiqueta
de algunos alimentos. La sorpresa fue que todos los
alimentos tenían en la etiqueta el contenido de AGT.
Lo cual habla de acciones eficaces en materia de salud.
Un aspecto que se debe señalar es que la regulación es
tan estricta que hasta algunas verduras de marca tení-
an la información de los AGT y como era de esperar-
se con contenido de cero. A este punto, se sugiere que
la información del contenido de AGT se debe destinar
sólo a los alimentos que por su naturaleza y proceso
industrial, presentan en su composición grasa y AGT.

Para México, lo anterior tiene una gran trascendencia
considerando la situación económica y de salud de la
población, de acuerdo con análisis recientes de en-
cuestas y estadísticas nacionales, México está experi-
mentando cambios importantes en su perfil epidemio-
lógico, caracterizado por un rápido incremento de la
obesidad y las enfermedades crónico no-transmisibles
asociadas con la nutrición; al mismo tiempo, se obser-
va una disminución importante en las enfermedades
infecciosas y transmisibles; a este fenómeno se le co-
noce como transición epidemiológica. Las estadísticas
muestran que las tasas de mortalidad por infarto agu-
do del miocardio, hipertensión y diabetes han aumen-
tado aproximadamente en 160% en los últimos 18
años, y la prevalencia de obesidad en adultos ha au-
mentado cerca de 165% en los últimos 11 años, y ha
llegado a ser mayor a 40% en adultos mayores de 40
años de edad.

Estos cambios se asocian a modificaciones en los pa-
trones de alimentación y estilos de vida de los mexi-
canos. Durante los últimos 20 años, las encuestas na-

cionales han mostrado una disminución aproximada-
mente de 30 por ciento en el consumo de alimentos sa-
ludables, tales como las frutas y verduras, y a la vez un
incremento de 40 por ciento en el consumo de refres-
cos y alimentos industrializados con alto contenido ca-
lórico y ricos en grasas saturadas, que se presentan sin
distinción de edad, sexo o condición social. Aunada a
esto, existe una disminución importante en la activi-
dad física en general.

Lo más grave es que la obesidad en niños y adoles-
centes se expresa ya como un problema de salud pú-
blica que continua en incremento tal como lo indican
los estudios nacionales. El aumento en la prevalencia
combinada de sobrepeso y obesidad para niños en
edad escolar (5 a 11años) fue de 39.7 por ciento. El in-
cremento más alarmante fue de 77 por ciento en la pre-
valencia de obesidad en niños del sexo masculino. En
el caso de los adolescentes de acuerdo con datos re-
gistrados en la Encuesta Nacional de Salud y Nutri-
ción ENSANUT 2016, 4 de cada 10 adolescentes pre-
senta sobrepeso u obesidad (prevalencia combinada de
36.3 por ciento). En 2012, esta cifra era de 34.9 por
ciento; en mujeres adolescentes, se observó un aumen-
to del 2.7 puntos porcentuales en sobrepeso, alcanzan-
do un nivel de 26.4 por ciento. La prevalencia combi-
nada de sobrepeso y obesidad en mujeres adolescentes
fue de 39.2 por ciento y en hombres adolescentes se
presenta una reducción, de 34.1 por ciento a 33.5 por
ciento en prevalencia combinada.

Como ya se mencionó, en Estados Unidos de Améri-
ca, la FDA reglamentó a partir del 1 de enero de 2006,
que todos los alimentos deberían presentar en su eti-
queta el contenido de AGT dado los efectos a la salud
ya señalados. En el caso de México la NOM-043-
SSA2- 2005, menciona que se debe disminuir el con-
sumo de alimentos que presenten grasas en general y
AGT, para la prevención de enfermedades cardiovas-
culares.

Al revisar y analizar la Ley General de Salud, así co-
mo el Reglamento correspondiente al Control Sanita-
rio de Actividades, Establecimientos, Productos y Ser-
vicios, de la Secretaría de Salud, es evidente que no
existe una normatividad que regule el uso de los AGT,
ni el etiquetado que informe al consumidor sobre su
contenido en forma específica, pero sí la manera de
cómo lograr su control, incluso en lo que se refiere al
etiquetado, estableciendo en la ley la obligación para
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que se eliminen de manera gradual, y de manera in-
mediata se precise en las etiquetas el tipo de grasas
contenidas; además de adicionar una leyenda con el
fin de orientar a la población sobre los beneficios o da-
ños a la salud por el consumo de éstas.

Es evidente que en nuestro país, a pesar de la normati-
vidad ya mencionada, y de contar con algunos produc-
tos en el mercado que presentan información del con-
tenido de AGT, existe un vacío legal en la información
en comparación con otros países. Si bien los cambios
son progresivos, es urgente promover el diseño de una
regulación estableciendo plazos y con fundamento en
un análisis de riesgos a la salud.

Respecto a los productos considerados “Fast food”

como las hamburguesas, pollo frito, papas, helados,
postres, entre los principales, los consumidores no tie-
nen posibilidad de tener información sobre lo que es-
tán consumiendo. Los consumidores son incapaces de
detectar con la vista, el gusto o el olfato si los produc-
tos que consumen han sido o no cocinados con este ti-
po de grasas.

Esta situación debe cambiar, es urgente tomar las me-
didas necesarias para que nuestras autoridades garan-
ticen a la población mexicana del goce de los mismos
derechos de protección a la salud que los de los ciuda-
danos de EUA. Ya que los alimentos elaborados con
AGT y cuyos riesgos de su consumo no son adverti-
dos, son productos inseguros y no aptos para el consu-
mo saludable. Los consumidores, ante la omisión de la
información, no tienen forma de protegerse.

Enfrentamos una situación grave ante la casi nula re-
gulación en materia de AGT, la demanda aumenta en
productos de marca extranjera, con precios atractivos
y estos productos no son ya permitidos en su país, pe-
ro sí en México. Si a esto se suma la desinformación,
se incrementan los riesgos a la salud. Así que la lla-
mada de atención es para que tomen acciones y se re-
visen las legislaciones en materia de nutrición y ali-
mentación, así como las normatividades.

Contenido de la iniciativa

Se recoge la preocupación de académicos, estudiosos
de la nutrición e investigadores, ante el hecho de que
en México se utilizan indiscriminadamente las AGT,
sustancias que como ya se mencionó, están siendo pro-

hibidas en diversos países como Estados Unidos, Ca-
nadá, Dinamarca, Brasil, etcétera. La mayor parte de
las compañías transnacionales y procesadoras de ali-
mentos rápidos usan este tipo de grasas, sin informar o
poner al alcance del consumidor, la posibilidad de te-
ner conocimiento de los riesgos que enfrenta al consu-
mir los AGT, que están asociados a padecimientos que
pueden provocar la muerte.

La presente propuesta tiene por objeto subsanar este
vacío legal, propongo legislar en materia de etiqueta-
do de los alimentos para que productores y empresa-
rios den cuenta del uso de las grasas parcialmente hi-
drogenadas, además de otros componentes en cada
uno de los productos y se plantea la necesidad de esta-
blecer la regulación para que se prohíba en los ali-
mentos empacados los AGT, por sus efectos sobre la
salud.

Si bien las medidas voluntarias de la industria son
bienvenidas, se necesitan disposiciones reglamenta-
rias para proteger de manera más rápida y eficaz la
salud de la población. Además, el marco normativo
sirve para nivelar “el campo de juego” para toda la
industria local e internacional, pequeña y grande y
además asegura que se proporcionen los mismos be-
neficios a todos los sectores de la sociedad (en parti-
cular a las poblaciones rurales y pobres), basándose
en datos fidedignos sobre los costos, los avances téc-
nicos y cuestiones de suministro, la eliminación de
los AGT de producción industrial es factible y reali-
zable; la velocidad de avance en el logro de esta me-
ta en el tiempo debe considerar las diversas realida-
des locales.

La medida normativa clave e inmediata es adoptar,
mediante medidas legislativas una regulación estricta
que establezca límites de <2 por ciento de la cantidad
total de AGT en los aceites vegetales y las margarinas
blandas para untar y de <5 por ciento para los demás
alimentos, como se ha propuesto por la OMS, con el
propósito de avanzar hasta su eliminación total de los
alimentos. Otras posibles medidas normativas son: a)
el etiquetado nutricional para dar a conocer el conteni-
do de AGT de los alimentos; b) el establecimiento de
normas para reglamentar las afirmaciones sobre pro-
piedades saludables de los alimentos y c) la declara-
ción de los tipos de grasas y aceites, en especial los
trans, que contienen los alimentos que se sirven en res-
taurantes, en los programas de ayuda alimentaria y de
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alimentación escolar; y otros proveedores de servicios
de alimentación.

Para mandatar a la Secretaría de Salud el cumplimien-
to se reforma la fracción VII del artículo 115 de la Ley
General de Salud, incorporando la obligación de regu-
lar el etiquetado y la prohibición del uso de AGT en
los alimentos y productos envasados que se expenden
en nuestro país.

Adicionalmente y con el propósito de fomentar una
alimentación saludable a través del enriquecimiento
nutrimental de uno de los alimentos básicos de la po-
blación, se propone incorporar a la ley la disposición
obligatoria para enriquecer y fortificar la masa de ma-
íz nixtamalizada, indicando los nutrientes y las canti-
dades que deberán incluirse, con el objeto de poner al
alcance de la población un alimento con alto conteni-
do nutritivo.

Con el propósito de dimensionar los efectos de esta
medida, creo necesario hacer algunas precisiones: El
“nixtamal” es el maíz cocido con agua y cal, este pro-
ceso tiene la finalidad de hacer el grano más digerible
así como el de aumentar su valor proteínico, la con-
centración de calcio aumenta en 20 por ciento, la de
fósforo en 15 por ciento y la de hierro en 37 por cien-
to. La “Masa de nixtamal” es el producto que se obtie-
ne de la molienda húmeda de granos de maíz nixtama-
lizado, misma que se utiliza para la elaboración de la
tortilla, uno de los alimentos básicos de los mexicanos.

En este sentido, la fortificación de alimentos se define
generalmente como la adición de uno o más nutrientes
a un alimento con la finalidad de mejorar su calidad,
reducir y controlar su carencia de nutrientes. Si parti-
mos de que la desnutrición afecta en México a 1.8 mi-
llones de niños menores de cinco años, de los cuales al
menos 170 mil habitan las zonas marginadas de las
ciudades y el campo presentan una situación aguda y
mueren por enfermedades infecciosas, es evidente que
una medida como la mencionada, puede contribuir a
fortalecer la nutrición de estos sectores.

De hecho, desde 1998, la industria harinera de maíz
nixtamalizado acordó voluntariamente con el gobierno
federal a petición de este último, realizar acciones de
enriquecimiento nutricional a la harina producida en
paquete por esta industria. Esta acción se volvió obli-
gatoria, al plasmarse en la Ley General de Salud pu-

blicada el 12 de julio de 1998 en el Diario Oficial de
la Federación y que en su artículo 115, fracción VII,
dice a la letra: “...establecer las necesidades nutritivas
que deban satisfacer los cuadros básicos de alimentos.
Tratándose de las harinas industrializadas de trigo y de
maíz, se exigirá la fortificación obligatoria de éstas,
indicándose los nutrientes y las cantidades que debe-
rán incluirse...”

Desde esa fecha, la industria harinera ha cumplido con
este acuerdo beneficiando nutricionalmente a los con-
sumidores de harina de maíz nixtamalizado en paque-
te, aunque, la venta de este producto es una mínima
parte de la producción total de la industria harinera. La
mayor parte de la producción de este producto se rea-
liza con el método tradicional de la masa nixtamaliza-
da, por lo que el objetivo central del gobierno federal
de ofrecer un valor nutricional mayor a la población
que más lo requiere, no abarca a toda la población, es-
pecialmente la de menor ingreso que tienen a la torti-
lla como base de su alimentación.

Es una realidad que el consumo de tortilla es parte sus-
tancial de la dieta de los mexicanos, diariamente se
consumen alrededor de 325 gramos de este alimento,
y en zonas rurales provee cerca del 70 por ciento del
total de calorías y el 50 por ciento de las proteínas. Si
bien la tortilla fortificada existe desde hace años, y en
México se han discutido diversas iniciativas que pro-
ponían impulsar su uso como medio para llevar nu-
trientes a los más necesitados y combatir la desnutri-
ción, hoy en día miles de niños mexicanos crecen sin
acceso a las dosis necesarias de hierro, zinc y ácido fó-
lico entre otros micronutrientes esenciales, lo que aca-
ba impactando su desarrollo, con efectos como un me-
nor crecimiento, fortaleza física e inclusive deficiente
desarrollo intelectual.

Con la modificación propuesta, se pondrá al alcance
de los mexicanos y mexicanas de menores recursos, un
producto alimenticio con alto valor nutritivo y se con-
tará con un medio eficaz para combatir la desnutrición
de miles de mexicanas y mexicanos.

En este sentido, considero que son diversas las medi-
das que se deben de promover para que además de po-
ner al alcance de todos los mexicanos una alimenta-
ción adecuada, logremos combatir de manera seria el
enorme problema en que se ha convertido la obesidad
y el sobrepeso de millones de mexicanos. De acuerdo
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con información del Instituto Nacional de Salud Pú-
blica (INSP) y diversas instituciones, el sobrepeso y la
obesidad, ha alcanzado a 7 de cada 10 adultos y a uno
de cada tres niños en nuestro país. 

En este contexto, organizaciones no gubernamentales
y expertos integrantes de la Alianza por la Salud Ali-
mentaria, se han sumado a la demanda de investigado-
res y académicos, para exigir una política integral que
ataque la raíz de este grave problema de salud, ya que
de no tomar medidas urgentes “nuestro país caerá en
un espiral de enfermedades provocadas por el sobre-
peso y obesidad, con graves consecuencias para la sa-
lud’’. Las propuestas de la Alianza por la Salud Ali-
mentaria, se orientan a la necesidad de desarrollar una
política integral, basada en el establecimiento de regu-
laciones efectivas que ordenen el etiquetado de ali-
mentos para brindar información veraz a los consumi-
dores; proteger a los niños de la publicidad de comida
chatarra; establecer medidas fiscales para desincenti-
var el consumo de refrescos (medida que ya se con-
templan en la Ley de Ingresos y han demostrado su
eficacia) y favorecer el consumo de alimentos saluda-
bles, garantizando el acceso a agua potable en escue-
las y espacios públicos y el desarrollo de campañas
efectivas de orientación alimentaria.

De éstas medidas, creo que una de las más urgentes y
más viables se refiere a la regulación del etiquetado y
la publicidad de alimentos y bebidas procesadas que se
expenden en los establecimientos mercantiles. En el
caso de estos productos, a pesar de las distintas normas
establecidas no se ha logrado que las etiquetas ofrez-
can al consumidor una información clara que le per-
mitan tomar una decisión sobre su consumo.

Por el contrario, la Procuraduría Federal del Consumi-
dor ha observado diversas irregularidades en el etique-
tado, al no cumplir con lo que en ellas se declara. Así,
en al menos nueve de las muestras analizadas, se de-
tectaron edulcorantes sintéticos no calóricos que no se
mencionan; en seis más hubo conservadores que nun-
ca se mencionaron en la etiqueta, y en seis productos
más se ofrecen menos mililitros de los que afirma te-
ner.

Es evidente que las empresas hacen uso de etiquetados
engañosos y de la publicidad, para promover el consu-
mo de sus productos, sin tomar en cuenta los efectos
de éstos sobre la salud, es práctica común que las ta-

blas de ingredientes, componentes y la cantidad conte-
nida en diversos alimentos y bebidas presentan una in-
formación poco clara que le permita al consumidor to-
mar una decisión sobre el consumo responsable de
estos.

Es urgente que las autoridades intervengan en la regu-
lación, de tal manera que se puedan modificar estas
prácticas en el etiquetado con el fin de que le permita
al consumidor realizar elecciones saludables.

Como ya se mencionó, actualmente vemos que la de-
claración nutrimental en el etiquetado, no es respetada,
y se observan claramente productos que no cumplen la
normatividad vigente; un ejemplo serían los empaques
que promueven o incentivan la compra de alimentos
que prometen ser de mejor calidad que los productos
originales usando términos como light o “ligero”, “ba-
jo en grasas”, “alto en fibra”, o cualquier otra afirma-
ción, en ocasiones sin fundamento real.

Con un etiquetado que ofrezca información clara,
completa, útil y precisa acerca de los valores nutricio-
nales de los alimentos, se cumple con una función so-
cial importante, al contribuir en la educación alimen-
taria y nutricional de la población, además de ser útil
al consumidor para el cuidado de la salud.

Ese es otro de los propósitos de la presente iniciativa,
mismo que cobra mayor importancia, ante la ausencia
de una cultura de información sobre los contenidos y
las porciones adecuadas de alimentos que deben con-
sumir las personas.

Asimismo, la leyenda que se pretende integrar con es-
ta propuesta legislativa, al etiquetado de todos los ali-
mentos y las bebidas azucaradas y carbonatadas, tiene
el objeto de informar con claridad los riesgos que de-
rivan del consumo excesivo o recurrente de dichos
productos.

Para ello, los datos que deben aparecer en la etiqueta
tienen que indicarse con caracteres claros, visibles, in-
delebles y en colores contrastantes, fáciles de leer por
el consumidor en circunstancias normales de compra y
uso. Cuando el envase esté cubierto por una envoltura,
debe figurar en ésta toda la información aplicable, a
menos de que la etiqueta del envase pueda leerse fá-
cilmente a través de la envoltura exterior.
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Los alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados
deben ostentar la información obligatoria en el idioma
español, sin perjuicio de que se exprese en otros idiomas.
Cuando la información se exprese en otros idiomas debe
aparecer también en español, cuando menos con el mis-
mo tamaño y de manera igualmente ostensible.

La información de las etiquetas debe ser escrita o grá-
fica y debe contener el porcentaje de los valores nutri-
mentales de referencia (VNR ) y la ingesta diaria re-
comendada (IDR) así como el tamaño de la ración
detalladamente y legible, bajo el título “ Información
nutricional.

Dicha etiqueta debe contener además, las instruccio-
nes de uso cuando sean necesarias incluida la recons-
titución, si es el caso, para asegurar una correcta utili-
zación del alimento o bebida no alcohólica
preenvasado y cuando se empleen designaciones de
calidad, éstas deben ser fácilmente comprensibles, evi-
tando ser equívocas o engañosas en forma alguna para
el consumidor. Asimismo debe indicar que el alimento
o bebida no alcohólica preenvasado no afecta el am-
biente.

En este sentido, la iniciativa plantea plasmar en la Ley
General de Salud, las disposiciones para el cumpli-
miento obligatorio de las normas implantadas por la
Secretaría de Salud en materia de etiquetado de ali-
mentos y bebidas preenvasadas para que de este modo
se evite el sesgo en su aplicación y se logre estandari-
zar, y así constituya un verdadero apoyo a la población
en general para la toma de decisiones al seleccionar
alimentos que posean un adecuado valor nutricional y
coadyuve a una dieta saludable, promueva el óptimo
desempeño intelectual, el sano desarrollo de la pobla-
ción y apoye la lucha contra la obesidad.

Se propone adicionar un segundo párrafo al artículo
210 de la Ley General de Salud, en el cual se expone
que el objeto del etiquetado nutricional es proporcio-
nar más herramientas a los consumidores, para que
puedan seleccionar los alimentos de forma responsa-
ble e informada, haciendo uso de su derecho a la libre
elección y a recibir una información veraz y oportuna
sobre los productos que adquiere, asimismo tener la
posibilidad de conocer la cantidad de calorías, grasas
o azúcares que están consumiendo, para prevenir en-
fermedades como la obesidad o las de carácter cardio-
vascular.

Se reforma el segundo párrafo del artículo 212, en el
cual se expone que la información sobre los compo-
nentes de los alimentos ha sido siempre importante pa-
ra el control de la calidad de los alimentos y de las be-
bidas saborizadas, que hoy en día constituyen
productos de alto consumo en todo el mundo, espe-
cialmente entre la población joven, lo que representa
un problema importante para la salud, no sólo por el
contenido, sino también por los alimentos que despla-
zan de la dieta.

El alto consumo de bebidas saborizadas, se asocia a
una ingesta más baja de numerosas vitaminas minera-
les y fibra. Siendo un factor de riesgo importante para
la salud en general, ya que contribuyen, sin lugar a du-
da, con el incremento del fenómenos del sobrepeso y
la obesidad. A la vez que incrementan el riesgo de os-
teoporosis, problemas dentales, gástricos, renales y
cardíacos entre otras enfermedades.

Considero necesario poner al alcance de los consumi-
dores, información de los efectos que sobre su salud
puede tener el consumo excesivo de las bebidas sabo-
rizadas no alcohólicas o refrescos, es cierto que las au-
toridades han instaurado diversas medidas y acciones;
pero hasta el momento ha resultado insuficiente; se re-
quiere hacer más. En esta iniciativa se busca reforzar
la ley en la materia para contribuir a que la población
tome sus decisiones de manera informada.

En este mismo sentido, se propone modificar el artícu-
lo 301 para incorporar la disposición que establezca la
obligación de que los alimentos procesados deberán
incorporar, aparte de la información nutricional, una
etiqueta que cubra un porcentaje del empaque con una
advertencia sobre los riesgos del consumo en exceso
de grasas, azúcar, sal y calorías.

Es un hecho confirmado por diversos estudios que el
consumo de bebidas azucaradas constituye una de las
principales causas de obesidad, diabetes, enfermeda-
des cardiovasculares y severos daños en la salud. En
México el alto consumo de estas bebidas representa
70.3 por ciento de la ingesta diaria de azúcares añadi-
dos en la población y la evidencia científica es con-
cluyente: estas bebidas producen daños a la salud e in-
dependientemente del aumento de peso, los efectos
nocivos incluyen alteraciones metabólicas que se re-
flejan apenas dos semanas después de iniciar el consu-
mo, y constituyen un factor de riesgo para desarrollar
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enfermedades crónicas y finalmente, tener un riesgo
mayor de muerte por esta causa.

Pero lo relevante es que ante la baja de consumo de es-
te tipo de productos, se promoviera que las familias
orientaran ese ahorro a la compra de alimentos más sa-
nos, o se establecieran mecanismo de acceso a opcio-
nes nutritivas e información sobre los efectos nocivos
del consumo de alimentos con alto contenido calórico,
ante el grave daño que pueden causar en la salud y des-
empeño diario, en este sentido, un estudio publicado
en 2011 en el American Journal of Clinical Nutrition

reveló que las personas saludables que comían comida
basura durante tan sólo 5 días obtenían resultados ba-
jos en pruebas cognitivas que evaluaban la atención, la
velocidad y el humor. Una de las conclusiones soste-
nía que comer comida basura durante 5 días de forma
regular puede deteriorar la memoria, lo que segura-
mente deriva del hecho de que las dietas pobres y tó-
xicas pueden generar ciertas reacciones químicas que
llevan a la inflamación del hipocampo, asociada a la
memoria y el reconocimiento.

En este contexto y para mejores resultados, considero
que es necesario fortalecer la implementación de cam-
pañas de información como parte de una política integral
que incluya medidas eficientes para reducir el consumo
de bebidas azucaradas y comida chatarra, con énfasis en
que la información sea clara y de fácil lectura, ante la ne-
cesidad de un etiquetado que permita advertir a un padre
de familia que la cantidad de azúcar que contiene una
botella de refresco excede la cantidad máxima permitida
en un día, así lo pensaran dos veces antes de dársela a sus
hijos; se necesita también que niñas y niños se desen-
vuelvan en un ambiente saludable, sin la influencia del
marketing agresivo que emplea la gran industria para in-
centivar la compra de sus productos.

Con base en los considerandos expuestos y fundadas
en mi calidad de diputado federal de la LXIII Legisla-
tura, someto a la consideración de esta soberanía el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción VII del
artículo 115, se adiciona el segundo párrafo del ar-
tículo 210, se reforma el artículo 212 y se modifica
el artículo 301 de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma la fracción VII del artícu-
lo 115, se adiciona el segundo párrafo del artículo 210,

se reforma el artículo 212 y se modifica el artículo 301
de la de la Ley General de Salud para quedar como si-
gue:

Artículo 115. …

I. a VI. …

VII. Establecer las necesidades nutritivas que de-
ban satisfacer los cuadros básicos de alimentos.
Tratándose de las harinas industrializadas de trigo y
de maíz, de la masa de maíz nixtamalizado, se exi-
girá la fortificación obligatoria de éstas, indicándo-
se los nutrientes y las cantidades que deberán in-
cluirse; tratándose de alimentos industrializados
deberá regular la información en el etiquetado y
la prohibición del uso de grasas vegetales hidro-
genadas en su elaboración.

VIII. …

Artículo 210. …

Se establece con carácter de obligatorio incorporar
en las etiquetas la declaración nutrimental y la in-
formación nutrimental complementaria de la Nor-
ma Oficial Mexicana que se refiere al etiquetado de
alimentos y bebidas no alcohólicas pre-envasados,
necesaria para informar al consumidor sobre las
propiedades nutrimentales de un alimento o bebida
no alcohólica preenvasada.

Artículo 212. …

Las etiquetas o contra etiquetas para los alimentos y
bebidas no alcohólicas, deberán incluir datos de valor
nutricional e información sobre su composición y ti-
po de endulzantes y aditivos reales, tener elementos
comparativos con los recomendados por las autorida-
des sanitarias, a manera de que contribuyan a la edu-
cación nutricional de la población y, en su caso, se
pueda consumir una porción que no constituya un
factor de riesgo para la salud nutricional.

…

Artículo 301. Será objeto de autorización por parte de
la Secretaría de Salud, la publicidad que se realice so-
bre la existencia, calidad y características, así como
para promover el uso, venta o consumo en forma di-
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recta o indirecta de los insumos para la salud; la pu-
blicidad para las bebidas no alcohólicas endulzadas
con fructuosa, que deberán presentar en la etique-
ta o contra etiqueta el mensaje “El consumo fre-
cuente o excesivo de este producto contribuye al
aumento de peso, e incrementa el riesgo de des-
arrollar diabetes y enfermedades cardiovascula-
res”; las bebidas alcohólicas, así como los productos
y servicios que se determinen en el reglamento de es-
ta Ley en materia de publicidad.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Los Congresos de los estados y la
Asamblea Legislativa de la Ciudad de México, reali-
zarán las adecuaciones correspondientes en su legisla-
ción en términos de 180 días naturales a partir de la
publicación del presente decreto.

Artículo Tercero. Se concede un plazo de trescientos
sesenta y cinco días naturales, contados a partir de la
entrada en vigor para que fabricantes, embotelladores,
comercializadores, distribuidores o establecimientos
mercantiles que ofrecen alimentos y bebidas no alco-
hólicas con azúcar o sustancia afín para que puedan
hacer las adecuaciones pertinentes en el etiquetado,
contra etiquetado o envase de este tipo de productos,
así como las modificaciones en la publicidad a fin de
acatar lo establecido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
el 7 de diciembre de 2017.

Diputado Ricardo David García Portilla (rubrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 5O. Y 132 DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SUSCRITA POR LOS INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA

ALIANZA

Quienes suscriben, diputados federales e integrantes
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo
71, fracción II de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo, al tenor del
siguiente

Planteamiento del problema

Septiembre de 2017 será recordado como uno de los
meses más tristes para nuestro país, ya que sufrimos
tres eventos sísmicos que dejaron un saldo de 457 per-
sonas fallecidas: 95 víctimas mortales por el evento
del 7 de septiembre,i 360 corresponden al terremoto
del día 19ii y 2 decesos a consecuencia del sismo del
23 de septiembre.iii

De acuerdo con diversos especialistas, considerando
las características que presentó el terremoto del pasa-
do 19 de septiembre puede sostenerse que tal fenóme-
no registró mayores niveles de intensidad en compara-
ción con el sismo de 1985.iv

De ahí, las severas consecuencias ocurridas en la Ciu-
dad de México, estado de México, Guerrero, Morelos,
Oaxaca, Puebla y Tlaxcala, entidades que se destaca-
ron por el amplio número de derrumbes de inmuebles
que, en el mejor de los casos, dejaron a sus habitantes
sin un lugar en el cual vivir o en el cual laborar y, en
el peor de los escenarios, los derrumbes arrebataron la
vida de un número significativo de personas.

Si bien es cierto que la devastación aún se aprecia en
todas las entidades mencionadas, y que la fase de re-
construcción será larga, costosa y dolorosa, también es
nuestro deber reconocer que este tipo de eventos de-
ben tener, al menos, dos consecuencias trascendentes:
en primer lugar, a todos los habitantes nos obliga a re-
valorar qué hemos aprendido en materia de protección
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civil y, en segundo término, que no es menor, a quie-
nes tenemos el compromiso de representar a la ciuda-
danía, nos obliga a observar y corregir aspectos que el
marco jurídico actual no considera y que son funda-
mentales para la protección de todos los mexicanos; en
el caso particular que nos ocupa, debemos referirnos a
los trabajadores del país.

Entre las múltiples deficiencias que salieron a la luz a
partir de la tragedia, destaca la falta de protección de
los derechos de los trabajadores, muchos de los cuales,
sufrieron la presión de sus patrones para retornar a sus
centros de trabajo, aún sin tener la certeza de que las
instalaciones contaran con las condiciones de seguri-
dad necesarias.

Este tipo de empleadores sometieron a un estrés cons-
tante a sus trabajadores, no sólo por la falta de garan-
tías que ofrecían las instalaciones laborales; también,
por ser insensibles ante el peligro que puede mante-
nerse o manifestarse en ciertas zonas donde se resien-
te con mayor intensidad los estragos de los sismos an-
tes citados. A este escenario, debemos sumar la
irregularidad e interrupción en las rutas habituales pa-
ra transportarse.

Lo anterior cobra relevancia si consideramos que, de
los 3,000 edificios que sufrieron algún tipo de daño,
1,192 corresponden a empresas privadas y dependen-
cias de gobierno, call centers, tiendas departamenta-
les, empresas de servicios y escuelas, entre otros,v lo
cual provocó, en muchos de los casos, la suspensión
de actividades laborales en tanto que otros centros de
trabajo esperan ser reubicados o remodelados.

La situación de emergencia provocada por los sismos
ha causado estragos tanto en el sector privado como en
el público, donde los trabajadores sienten temor de re-
gresar a los inmuebles que sufrieron algún tipo de da-
ño y que provocan alguna sospecha de fallas estructu-
rales en función de que se han presentado algunas
situaciones donde los patrones han realizado obras
menores para resanar fracturas o presentar Dictámenes
a modo, sin firma de quien lo realiza, causando sospe-
cha sobre la formalidad con que se realizó. 

Ante esta situación, para el Grupo Parlamentario
Nueva Alianza en la LXIII Legislatura federal, resul-
ta necesario establecer en la Ley Federal del Trabajo
los elementos jurídico normativos que permitan pro-

teger la integridad física de los trabajadores, a fin de
que al término de un desastre natural o levantada la
contingencia que tal situación provocó, al reanudarse
las labores se tenga la certeza de que las instalaciones
son técnicamente seguras y aptas para ejercer el de-
recho al trabajo en un ambiente sano y adecuado pa-
ra ello.

Argumentación

En septiembre pasado, específicamente los días 7, 19
y 23, siete entidades: Chiapas, Ciudad de México, Mo-
relos, Guerrero, Estado de México, Oaxaca y Puebla,
sufrieron los estragos de sismos de magnitud 8.2, 7.1
y 6.1 en la escala de Richter, respectivamente. 

De acuerdo con la Universidad Nacional Autónoma de
México (UNAM), a partir del primer sismo del 7 de
septiembre ha resultado relevante señalar que existe
una diferencia entre los conceptos de magnitud e in-
tensidad, siendo la primera, la magnitud de la energía
liberada en el epicentro del sismo, mientras que la se-
gunda, mide la manera en que esta energía se propaga
a través del subsuelo.

Lo anterior viene a colación pues nos permite com-
prender por qué un sismo como el de 1985, con mag-
nitud 8.1 y epicentro en las costas de Michoacán (a ca-
si 400 kilómetros de distancia de la CDMX), ocasionó
niveles de intensidad y destrucción equiparables a los
del terremoto de 2017, el cual registró una magnitud
de 7.1 y  epicentro en Puebla-Morelos (a 160 kilóme-
tros de la CDMX).vi De este modo, es posible enten-
der la magnitud de las afectaciones que sufrieron mi-
les de inmuebles y que dejaron sin vivienda o sin lugar
de trabajo a tantos mexicanos, además de arrebatar la
vida de más de 400 personas.

Aunado a los razonamientos técnicos arriba señalados,
debemos agregar que, en función del horario en que se
suscitaron, particularmente el acontecido el pasado 19
de septiembre del año en curso, cientos de empleados
se han negado a ingresar o retornar a sus lugares y
centros de trabajo, hasta en tanto se garantice en su to-
talidad su seguridad. Ante ello, la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social (STPS), informó el pasado 27
de septiembre que, hasta ese momento, 9 Centros la-
borales estaban impedidos para garantizar el retorno
seguro a trabajar; asimismo, había recibido 477 quejas
por casos de inmuebles que, de acuerdo con la denun-
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cia, se encuentran dañados y los dueños exigen a los
trabajadores ingresar a ellos.vii

Sin embargo, hay una cifra mayor sin poder precisar,
que es la de empleadores que han presionado a sus tra-
bajadores para que retornen a inmuebles presumible-
mente inseguros. Los empleados, ante el temor de que
se les descuenten los días que se ausenten o, peor aún,
a ser despedidos, se ven presionados a trabajar en me-
dio del temor, con el estrés que, como puede suponer-
se, provoca esta condición.

La amplia cobertura mediática que se brindó a los
eventos telúricos mencionados permitieron dar cuenta
de una situación que se volvió recurrente, sobre todo
en la Ciudad de México como consecuencia del terre-
moto del 19 de septiembre, el cual dejó más de 3,000
edificios dañados, de acuerdo con cifras del Jefe de
Gobierno de la Ciudad.viii

A través de las redes sociales, un amplio número de
personas manifestó su inconformidad por tener que re-
gresar a trabajar en inmuebles que no garantizaban (o
garantizan) su seguridad física. Si bien sus superiores
les aseguraban que la infraestructura era segura, resul-
taba evidente, incluso para quienes no son expertos en
la materia, que los daños no eran superficiales.

Hubo casos en que se amenazó con descontar de su
sueldo el tiempo que se ausentaran a laborar e, inclu-
sive, hubo despidos a trabajadores que exigían a su pa-
trón la exhibición de un Dictamen Técnico como ga-
rantía de que su centro de trabajo era un sitio habitable
y seguro.

Receptivas a estos casos de irresponsabilidad e insen-
sibilidad con que presumiblemente actuaron algunos
mandos de instituciones públicas y privadas, hubo per-
sonas que se organizaron para visibilizar la problemá-
tica. Fue así como surgieron grupos multidisciplina-
rios que se han esforzado por realizar un diagnóstico
del número real de centros de trabajo sin las condicio-
nes adecuadas de seguridad para laborar.

Uno de estos grupos, denominado Red de solidaridad

con los trabajadores en riesgo-mx, formado por vo-
luntarios y expertos, detectaron situaciones adversas
para los trabajadores, en las cuales se les condiciona-
ban los pagos o bonos, o que el día del sismo sería des-
contado, debido a que lo tomaron como descanso. In-

cluso, se detectaron casos en que los empleadores no
permitieron que Protección Civil u otras autoridades
acudieran a realizar la revisión respectiva.

Al día 4 de octubre, la Red había recibido 2,266 de-
nuncias anónimas, correspondientes a 1,261 centros
de trabajo.ix Así, de acuerdo con los datos aportados,
el 90 por ciento de los empleados manifestaron sen-
tirse inseguros en su trabajo, al 72 por ciento se les
condicionó el pago de su salario, bono o prestaciones
si decidían ausentarse y sólo al 10.6 por ciento se le
mostró un documento que certifica que las instala-
ciones en las que laboran son seguras. A fin de veri-
ficar la información recabada, a través de cuestiona-
rios digitales, los miembros de la Red se organizaron
en brigadas y se presentaron en los lugares reporta-
dos con el propósito de entrevistarse directamente
con los empleados.

La labor que ha realizado la sociedad civil para visibi-
lizar un problema de esta índole ha sido muy valiosa;
ante lo cual, corresponde ahora a la autoridad dar se-
guimiento y sancionar a quienes hayan puesto en peli-
gro la integridad de sus trabajadores. No obstante,
también los Legisladores tenemos la responsabilidad
de adecuar el marco normativo a las condiciones en las
cuales se encuentra asentado nuestro país. 

Es cierto que los sismos del pasado septiembre nos si-
tuaron en una posición de gran vulnerabilidad; sin em-
bargo, los sismos no son los únicos desastres naturales
a los que se enfrentan las entidades federativas. Los
tornados y huracanes también han cobrado vidas hu-
manas y han dañado inmuebles que albergan centros
de trabajo; es por ello que ahora nos corresponde a
nosotros, como representantes populares, evitar que se
siga poniendo en peligro la integridad de los trabaja-
dores mexicanos.

Situados en contexto, es pertinente hacer notar que el
actual marco jurídico no brinda las garantías necesa-
rias a los trabajadores en este aspecto, ya que la Ley
Federal del Trabajo considera, entre las obligaciones
de los patrones, garantizar la seguridad, pero sólo des-
de el punto de vista de los riesgos intrínsecos al traba-
jo, sin suponer las condiciones que atenten contra la
seguridad de los que ahí laboren o presten sus servi-
cios, pero que tengan como origen, un desastrex natu-
ral intrínseco.
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Actualmente existe el Sistema Nacional de Protección
Civil, cuyo principal objetivo es coordinar el trabajo
individual y colectivo de los tres órdenes de gobierno
en caso de emergencia o desastre, cuyo origen sea pro-
vocado por factores naturales o humanos, a fin de mi-
nimizar o eliminar el número de víctimas mortales, así
como reducir la destrucción que éstos fenómenos pue-
dan provocar. 

Para el logro de tal objetivo, el Sistema se sustenta en
la Ley General de Protección Civil y diversas Normas
en la materia; también existe la Norma Oficial Mexi-
cana NOM-003-SEGOB-2011, denominada “Señales
y Avisos para Protección Civil. - Colores, formas y
símbolos a utilizar”, la cual, sólo regula lo relativo a la
señalización en inmuebles. Empero, existe un vacío le-
gal en lo relativo a los factores que se deben atender en
materia laboral; es decir, la norma no tiene establecido
el qué hace cuando los patrones deciden, de manera
unilateral y atendiendo a intereses mezquinos, que sus
trabajadores deben regresar a trabajar.

Tal como está ahora, la Ley Federal del Trabajo sólo
considera las emergencias de carácter sanitario, sin
considerar que la situación geográfica y geología de
nuestro país lo coloca en una situación de vulnerabili-
dad ante una amplia diversidad de desastres naturales,
tales como sismos, huracanes y tornados, los cuales,
llegan a causar devastación en inmuebles que alojan
centros de trabajo, cuyos mandos pueden, al día de
hoy, decidir arbitrariamente si el sitio cuenta o no con
las características y condiciones necesarias para brin-
dar seguridad a quienes ahí se encuentran, llegando a
poner en peligro no sólo a aquellos que ahí laboran, si-
no también, a quienes se encuentran haciendo una di-
rigencia, e incluso, a quienes transitan alrededor.

Bajo estas consideraciones, en el Grupo Parlamentario
Nueva Alianza creemos que resulta pertinente refle-
xionar sobre la pertinencia de mantener la obligación
patronal de garantizar, sólo en los centros de trabajo
con más de 50 trabajadores, la exigencia de contar con
instalaciones adecuadas para el acceso y desarrollo de
actividades de las personas con discapacidad, ya que
deja desprotegidos a las personas con algún tipo de
discapacidad que labore en microempresas. 

También, vemos la pertinencia de agregar que no es
suficiente contar con instalaciones adecuadas, sino
con las condiciones necesarias para realizar eficiente-

mente el trabajo; es decir, no sólo basta con un inmue-
ble estructuralmente seguro, sino con las condiciones
que garanticen la realización del trabajo en condicio-
nes dignas y sin hacinamiento.

Los sismos de septiembre de 2017 han dejado tras de
sí una estela de dolor, pero también han permitido ob-
servar y demostrar diversas carencias que tenemos en
materia de derechos laborales; ante lo cual, las y los
Diputados de Nueva Alianza nos pronunciamos por
realizar cambios normativos que respondan a las nece-
sidades de seguridad de los ciudadanos que día con
día, con su esfuerzo, enaltecen a esta noble nación.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, quienes suscribimos,
en nuestra calidad de Diputados Federales e integran-
tes del Grupo Parlamentario Nueva Alianza de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como por y los artículo 6, numeral 1, fracción I; 76,77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
sentamos ante esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se adiciona una fracción XIV al artí-
culo 5o., y reforman las fracciones XVI, XVI Bis,
XVII, XVIII y XIX Bis del artículo 132; todos, de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 5o. Las disposiciones de esta Ley son de or-
den público por lo que no producirá efecto legal, ni
impedirá el goce y el ejercicio de los derechos, sea es-
crita o verbal, la estipulación que establezca:

I. a XIII. ...

XIV. Realizar la jornada en un centro de traba-
jo que no garantice la seguridad de sus trabaja-
dores y de cualquier persona que ahí se encuen-
tre.

…
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Artículo 132.- Son obligaciones de los patrones:

I. a XV. ...

XVI. Instalar y operar las fábricas, talleres, ofici-
nas, locales y demás lugares en que deban ejecutar-
se las labores, de acuerdo con las disposiciones es-
tablecidas en el reglamento y las normas oficiales
mexicanas en materia de seguridad, protección ci-
vil, salud y medio ambiente de trabajo, a efecto de
prevenir accidentes y enfermedades laborales. Asi-
mismo, deberán adoptar las medidas preventivas y
correctivas que determine la autoridad laboral;

XVI Bis. Contar, en los centros de trabajo que ten-
gan más de 50 trabajadores, con instalaciones y
condiciones adecuadas para el acceso y desarrollo
de actividades de las personas con discapacidad;

XVII. Cumplir el reglamento y las normas oficiales
mexicanas en materia de seguridad, protección ci-
vil, salud y medio ambiente de trabajo, así como
disponer en todo tiempo de los medicamentos y ma-
teriales de curación indispensables para prestar
oportuna y eficazmente los primeros auxilios;

XVIII. Fijar visiblemente y difundir en los lugares
donde se preste el trabajo, las disposiciones condu-
centes de los reglamentos y las normas oficiales
mexicanas en materia de seguridad, protección ci-
vil, salud y medio ambiente de trabajo, así como el
texto íntegro del o los contratos colectivos de traba-
jo que rijan en la empresa; asimismo, se deberá di-
fundir a los trabajadores la información sobre los
riesgos y peligros a los que están expuestos;

XIX. …

XIX Bis. Cumplir con las disposiciones que, en ca-
so de emergencia sanitaria o desastre natural, fije
la autoridad competente, así como proporcionar a
sus trabajadores los elementos y condiciones que
señale dicha autoridad, para prevenir enfermedades
en caso de declaratoria de contingencia sanitaria y
para enfrentar los riesgos que representa la
emergencia;

XX. a XXVIII. ...

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. La Secretaría deberá realizar en un
periodo de 180 días naturales las adecuaciones regla-
mentarias necesarias para la aplicación de las disposi-
ciones del presente decreto.

Notas

i Disponible en: http://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/na-

cional/2017-09-11/suman-95-muertos-sismo-mexico-mayoria-oa-

xaca/, consultado el 14 de octubre de 2017.

ii Disponible en: http://www.proceso.com.mx/505624/fatidico-

septiembre-termina-360-muertos-sismo-del-19, consultado el 14

de octubre de 2017.

iii Disponible en: http://www.animalpolitico.com/2017/09/sismo-

6-4-epicentro-oaxaca-despierta-los-mexicanos-este-sabado/  Con-

sultado el 14 de octubre de 2017

iv Disponible en: 

http://www.huffingtonpost.com.mx/2017/09/22/el-sismo-de-2017-

registro-mayor-intensidad-en-la-cdmx-que-el-terremoto-de-1985-

segun-datos-de-la-unam_a_23219535/, consultado el 29 de sep-

tiembre de 2017.

v Disponible en:   http://www.eitb.eus/es/noticias/internacional/de-

talle/5108006/terremoto-mexico-19-septiembre-2017-noticias-sis-

mo-dia-27/ 

vi http://www.huffingtonpost.com.mx/2017/09/22/el-sismo-de-

2017-registro-mayor-intensidad-en-la-cdmx-que-el-terremoto-de-

1985-segun-datos-de-la-unam_a_23219535/

vii Disponible en: http://www.capitalmexico.com.mx/metropolita-

no/danos-sismo-lugares-trabajo-centros-laborales-negativa-traba-

jadores/ cifra al día 27 de septiembre de 2017.

viii Disponible en: http://expansion.mx/carrera/2017/09/27/como-vol-

ver-a-la-oficina-tras-el-sismo, consultado el 17 de octubre de 2017.

ix Disponible en: http://www.eluniversal.com.mx/cartera/econo-

mia/empleados-bajo-riesgo-la-incertidumbre-de-trabajar-entre-

grietas, consultado el 13 de octubre de 2017.
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x De acuerdo con el artículo 3, fracción XVIII, de la Ley General

de Protección Civil, desastre se entiende como el estado en que la

población de una o más entidades federativas, sufre severos daños

por el impacto de una calamidad devastadora, sea de origen na-

tural o antropogénico, enfrentando la pérdida de sus miembros, in-

fraestructura o entorno, de tal manera que la estructura social se

desajusta y se impide el cumplimiento de las actividades esencia-

les de la sociedad, afectando el funcionamiento de los sistemas de

subsistencia. Disponible en: 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=2054798&fe-

cha=31/12/1969, Consultado el 16 de octubre de 2017.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la Cámara de Diputados honorable Congreso de la
Unión, a los 7 días del mes de diciembre de 2017.

(Rúbrica)

Diputados: Luis Alfredo Valles Mendoza, Mirna Isabel Saldívar

Paz, Luis Manuel Hernández León, María Eugenia Ocampo Bedo-

lla, Carlos Gutiérrez García, Karina Sánchez Ruiz, Ángel García

Yáñez, Jesús Rafael Méndez Salas, Francisco Javier Pinto Torres,

Melissa Torres Sandoval, Carmen Victoria Campa Almaral, Angé-

lica Reyes Ávila.

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LOS CÓDIGOS PENAL FEDERAL, Y NACIONAL DE PROCE-
DIMIENTOS PENALES, ASÍ COMO DE LA LEY ORGÁNICA

DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, A CARGO DEL

DIPUTADO DAVID SÁNCHEZ ISIDORO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado David Sánchez Isidoro, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, de la LXIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que
le confieren los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; numeral 1, fracción I, 77 numeral 1, y 78 del Re-

glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el Código Penal Fede-
ral, el Código Nacional de Procedimientos Penales y la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
atento al siguiente

Planteamiento del problema

Partiendo de un ámbito general, hoy día es la seguri-
dad pública la prioridad número uno de nuestra pobla-
ción, por encima incluso de la necesidad de empleo,
este sentimiento es generalizado en la sociedad mexi-
cana y, radica por un lado, en la realidad de que la in-
cidencia delictiva se ha elevado, y por otro, en que las
autoridades de prevención del delito, procuración y
administración de justicia del país, se encuentran reba-
sadas, por lo que se percibe para la delincuencia un
ambiente ideal de impunidad.

México padece una evidente crisis de seguridad ante
los ojos del mundo, crisis que es sensible en la vida co-
tidiana de los mexicanos, en los últimos años, la inse-
guridad y la violencia han incidido de manera consi-
derable en el sentir social, en el que la gente ya está
cansada de comparativos con porcentajes delictivos,
entre un periodo y otro, lo que se quiere, es que los de-
litos vayan a la baja, a través de un verdadero comba-
te y prevención.

Es por ello que ante la creciente capacidad organizati-
va y movilidad de la delincuencia organizada, el Esta-
do mexicano no debe ni puede hacerle frente median-
te una estrategia desarticulada, sino que es necesario
que los tres niveles de gobierno articulen sus poten-
cialidades y compensen sus insuficiencias en materia
de seguridad pública. La corresponsabilidad de cada
uno de ellos en un fin común garantizará que los órga-
nos constitucionales que dan cuerpo al federalismo
participen, con iguales derechos y en condiciones
equitativas en la realización de un deber común, que
garantice la seguridad y la tranquilidad de la pobla-
ción, de ahí que la presente iniciativa que reforma y
adiciona el Código Penal Federal, el Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, y la Ley Orgánica
del Poder Judicial, dará certeza a la actuación de las
instituciones de seguridad pública, procuración e im-
partición de justicia, al identificar a sus elementos y
vehículos automotores con las insignias y logotipos de
la institución a la que pertenecen, esto con el objeto de
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dar certidumbre a los principios de legalidad, eficien-
cia, profesionalismo y honradez, imperativos de toda
autoridad.

Argumentación

En una democracia deben tenerse en cuenta los impe-
rativos del orden público formal y material, pero como
factor de convivencia es muy importante el último,
que puede definirse como la ausencia de agresión físi-
ca procedente de los hombres. Es precisamente ante
este tipo de alteración del orden público, e incluso,
cuando por factores naturales se altere la estabilidad
del mismo, en donde el estado tiene la responsabilidad
de actuar a fin de procurar su salvaguarda.

El orden público en sentido amplio debe entenderse
como sinónimo de orden jurídico, del orden estableci-
do por el derecho, así es posible establecer una distin-
ción conceptual entre orden público –protección libre
del ejercicio de los derechos fundamentales– y seguri-
dad ciudadana –protección de las personas y bienes
frente a las acciones violentas o agresiones, situacio-
nes de peligro o calamidades públicas, como base fun-
damental de toda organización social y política.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos ha establecido en su artículo 21 que la seguridad
pública “es una función a cargo de la federación, las
entidades federativas y los municipios, que compren-
de la prevención de los delitos; la investigación y per-
secución para hacerla efectiva…”, por su parte la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública
Reglamentaria del Artículo 21 Constitucional, estable-
ce en su artículo 2, que la seguridad pública “…tiene
como fines salvaguardar la integridad y derechos de
las personas, así como preservar las libertades, el or-
den y la paz públicos y comprende la prevención es-
pecial y general de los delitos, la sanción de las in-
fracciones administrativas, así como la investigación y
la persecución de los delitos y la reinserción social del
sentenciado…”

El precepto previene la coordinación y articulación de
los tres niveles de gobierno para llevar a cabo el obje-
tivo de la seguridad pública, a los gobernados en su
persona, bienes y derechos, no sufrirán ataques vio-
lentos de terceros, garantizándoles para ello protec-
ción y, en su caso, reparación.

Jurídicamente, los conceptos de garantías individuales
y seguridad pública no sólo no se oponen, sino se con-
dicionan recíprocamente. No tendría razón de ser la
seguridad pública si no se buscara con ella crear con-
diciones adecuadas para que los gobernados gocen de
sus garantías. Es un hecho notorio en la sociedad ac-
tual la proliferación de delitos: robo con violencia a
casas habitación y negocios, robo de vehículos y asal-
tos en la vía pública, aun durante el día y con lujo de
violencia, homicidios intencionales, narcotráfico, con-
trabando, secuestro, se producen reiteradamente en de-
trimento de los gobernados. La prensa y los noticieros
de radio y televisión informan cotidianamente de esos
sucesos que afectan a los individuos en sus propieda-
des, posesiones, derechos y en su propia vida.

La encuesta más reciente sobre seguridad pública ur-
bana, publicada el 26 de septiembre de 2017, por el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi),
afirma que la percepción de inseguridad ha aumentado
4 por ciento en los últimos doce meses.

En el mes de junio de 2017, 74.9 por ciento de los me-
xicanos manifestaron sentirse inseguros viviendo en
su ciudad, mientras que en junio de 2016 a marzo de
2017 fue de 70 por ciento a 72.9 por ciento de la po-
blación la que dio la misma respuesta.

Aduce la encuesta que las mujeres son las más teme-
rosas por la inseguridad en sus ciudades. 80.2 por
ciento de las encuestadas reconoció sentirse insegura
en el lugar donde vive. Esta es la cifra más alta medi-
da por el instituto estadístico desde el nacimiento de
esta encuesta, en septiembre de 2013. Los hombres es-
tán por debajo, con 68.9 por ciento de percepción de
inseguridad.

La Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana
también midió la confianza ciudadana en las autorida-
des encargadas del combate a la delincuencia. La me-
jor evaluada es la Marina, considerada efectiva por
85.6 por ciento de la población. Le sigue el Ejército
con 82.4 por ciento y, en tercer sitio, la Gendarmería,
con 69 por ciento, un cuerpo de la Policía Federal, que
es percibida menos eficaz (62.9 por ciento). Las poli-
cías estatales (47.6 por ciento) y municipales (37.3 por
ciento) son las peor evaluadas aunque ambas han re-
puntado si se les compara con resultados anteriores de
la encuesta.
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Las ciudades con mayor percepción de inseguridad
fueron: Villahermosa, Coatzacoalcos, la región norte
de la Ciudad de México, Reynosa, Ecatepec de More-
los y la región oriente de la Ciudad de México.

Por otro lado, las ciudades cuya percepción de insegu-
ridad es menor fueron: Mérida, Puerto Vallarta, Pie-
dras Negras, Saltillo, Durango y Tepic, con 29.5, 30.7,
35.3, 35.7, 37.8 y 48.6 por ciento, respectivamente.

Entre los efectos adversos, producto de la desconfian-
za se encuentra la pérdida del principio de autoridad a
las instituciones de seguridad pública, de investiga-
ción, administración y procuración de justicia.

Del estudio también se advierte que si los delitos vio-
lentos generan el suficiente miedo y desconfianza en
la población, ésta puede optar por utilizar medios ilíci-
tos para garantizar su seguridad personal. Debido a es-
to, la medición de la inseguridad y de la percepción de
seguridad pública (entendida como la sensación de
vulnerabilidad personal ante la violencia) es de vital
importancia para el Estado, ya que estos elementos tie-
nen un impacto negativo en la calidad de vida de la
ciudadanía y producen una pérdida de confianza en las
instituciones.

Una arista que se sumó hace ya varios años y preocu-
pa más aun, es que quienes tienen la obligación y res-
ponsabilidad de brindarnos seguridad, administración
y procuración de justicia, se coludan, corrompan el es-
tado de derecho y gocen de impunidad.

Para la mayoría de los ciudadanos es casi una rutina
pensar y actuar, a su vez, de esta manera “para que
denuncio a un servidor público si sus jefes trabajan
ahí con él, lo van a defender, sólo perderé tiempo y
dinero”.

En especial las corporaciones encargadas de la seguri-
dad pública, ministeriales y prevención del delito, en-
frentan grandes retos como atenuar los niveles de vio-
lencia, generar confianza en las mismas, establecer
vínculos de comunicación y mayor eficiencia en los
tiempos de reacción, todo ello para lograr seguridad
como un derecho de cada uno de los habitantes de es-
ta ciudad.

Tan sólo por mencionar un ejemplo; resalto los exce-
sos que sufren y sufrimos las y los ciudadanos con los

actos de algunos policías ministeriales, federales o
municipales, quienes al omitir usar en el desempeño
del servicio, los distintivos y medios de identificación
que les son asignados a ellos y a sus unidades móviles,
bajo el amparo de sus superiores jerárquicos, comente
una serie de atropellos a las garantías individuales y a
los derechos humanos de las personas, ya que no hay
forma de identificarlos a ellos y mucho menos saber la
corporación a la que pertenecen, por demás está el
querer identificar los vehículos que utilizan para llevar
acabo sus actividades ilícitas y fuera de toda norma.

Esto genera nuevos actos de impunidad, porque al no
poder identificarlos ni a ellos ni a los vehículos se pro-
ducen abusos de autoridad en el mejor de los casos, ya
que esta modalidad es copiada por la delincuencia or-
ganizada y utilizada como modus operandi para actuar
en similitud de condiciones a una policía de seguridad
pública o investigadora, generando con ello corrup-
ción, robo, extorsión, secuestro, intimidación, y muer-
te en algunos casos.

¿Quién de nosotros o de nuestros familiares y ami-
gos no hemos vivido una situación así?

Estamos sabedores que existe un marco jurídico que
establece las reglas para la investigación y trabajos de
inteligencia, sin embargo y en honor a la verdad es or-
dinario, cotidiano y hasta parte de nuestras rutinas, to-
parnos con servidores públicos y con supuestos servi-
dores públicos que cubren el mismo perfil antes
mencionado.

Los delitos cometidos por servidores públicos investi-
gadores de los estados, son competencia de los jueces
del fuero común, es decir en muchos de los casos exis-
te tolerancia, instrucción, coordinación, amistad y por
ende encubrimiento, por lo que resulta inútil llevar
acabo la denuncia; en resumen son, parte, investigado-
res y sancionadores; cuando ex profesamente existe
normatividad que impide eso, sin embargo es el día a
día al interior de las instituciones policiacas y de in-
vestigación.

Esto conlleva a reforzar y actualizar las conductas
del delito de abuso de autoridad, a especificar las
obligaciones de la policía investigadora y a otor-
garles la competencia a jueces federales para que
conozcan de estas nuevas modalidades que corrom-
pen el estado de derecho y vulneran a la sociedad y
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por ende a reforzar el nuevo sistema penal adver-
sarial acusatorio.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se adicionan y reforman diver-
sas disposiciones del Código Penal Federal, el Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales y la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación

Código Penal Federal

Capítulo III
Abuso de Autoridad

Artículo 215. Cometen el delito de abuso de autoridad
los servidores públicos que incurran en alguna de las
conductas siguientes:

I. al XVI. …

…

XVII. Omitir el uso de los distintivos y medios de
identificación que le sean asignados para el ejer-
cicio de su función, salvo en los casos debida-
mente establecidos por las leyes.

Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los
términos previstos por las fracciones I a V, X a XII y
XVII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión y
de cincuenta hasta cien días multa. Igual sanción se
impondrá a las personas que acepten los nombramien-
tos, contrataciones o identificaciones a que se refieren
las fracciones X a XII.

…

Código Nacional de Procedimientos Penales

Capítulo VI
Policía

Artículo 132. Obligaciones del Policía.

El policía actuará bajo la conducción y mando del Mi-
nisterio Público en la investigación de los delitos en
estricto apego a los principios de legalidad, objetivi-

dad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a
los derechos humanos reconocidos en la Constitución.
Para los efectos del presente código, el policía tendrá
las siguientes obligaciones:

I. Usar en ejercicio de su función, los distintivos y
medios de identificación que les sean asignados así
como los vehículos oficiales que identifiquen la ins-
titución a la que pertenecen.

…

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

Capítulo II
De sus atribuciones

Artículo 50. Los jueces federales penales conocerán:

I. de los delitos de orden federal

f) Los cometidos por un servidor público o em-
pleado federal, en ejercicio de sus funciones o
con motivo de ellas, particularmente aquellos
que lleven a cabo actos que afecten los dere-
chos de las personas, sin los distintivos que los
identifiquen y en vehículos particulares, esto
con independencia de los delitos que deriven
de su conducta.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente
decreto, la Procuraduría General de la República, las
instituciones de procuración justicia de las entidades
federativas y las instituciones de seguridad pública de-
berán implementar lo necesario.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado David Sánchez Isidoro (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 74 DE LA LEY FEDERAL DEL

TRABAJO, A CARGO DEL DIPUTADO RICARDO TAJA RAMÍ-
REZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado Ricardo Taja Ramírez, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional en la LXIII Legislatura, con fundamento
en lo establecido en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 74 de la Ley Federal del Trabajo con base en la
siguiente

Exposición de Motivos

El 8 de diciembre de 2005, la Comisión del Trabajo y
Previsión Social en sesión ordinaria dictaminó y apro-
bó, en conjunto, varias iniciativas cuyo objeto es im-
plantar los fines de semana largos; para tal efecto se
recorrió la obligatoriedad del descanso que correspon-
día a tres días feriados señalados en el artículo 74 de la
Ley Federal del Trabajo por el lunes más cercano; así
los empleados disfrutarían de tres días consecutivos de
descanso que les permitiría tener la posibilidad de una
mayor convivencia y esparcimiento con sus familias,
fomentándose al mismo tiempo el crecimiento y desa-
rrollo del sector terciario en lo que se refiere a la pres-
tación de servicios turísticos.

Al respecto, en el rubro de consideraciones referidas
en el cuerpo del dictamen de mérito, se señala que las
implantaciones de fines de semana largos generarían
entre otros beneficios:

“En primer lugar, brindaría certeza a las familias me-
xicanas de que independientemente del día de la se-
mana en el cual se registre el evento cívico motivo del
descanso obligatorio, podrán tener seguros cuatro días
de descanso acumulados a cuatro fines de semana al
año, y podrán planear la convivencia familiar, el des-
canso o la salida a cualquier destino turístico nacional
o internacional.

En segundo lugar, las empresas se verían beneficia-
das por la eliminación de los llamados puentes que
tienen lugar cuando el día festivo cae en jueves o en
martes, o cuando los trabajadores se toman el día lu-

nes alterando así la productividad de los centros la-
borales.

En tercer lugar, se generaría una derrama económica
adicional por la activación del turismo interno en los
diferentes destinos turísticos nacionales e internacio-
nales, al saber por ley, los fines de semana específicos
que se pueden tomar como largos durante el año para
vacacionar.1

Como podemos apreciar, la comisión dictaminadora
considera tres criterios primordiales para aprobar las
iniciativas presentadas en ese momento de manera
conjunta, la convivencia familiar, la productividad en
los centros laborales y la activación del turismo me-
diante la visita de connacionales y extranjeros a los lu-
gares de esparcimiento y diversión que existen en el
país.

Estas consideraciones llevaron a la comisión a elabo-
rar en sentido positivo el dictamen que fue aprobado
por el pleno de la Cámara de Diputados, pasando al
Senado en donde es aprobado de igual manera para
posteriormente ser publicado por el Ejecutivo federal
en el Diario Oficial de la Federación el 17 de enero de
2006, por lo que a partir de ese año se implementan los
llamados “fines de semana largos.”

La reforma hecha al artículo 74 de la Ley Federal del
Trabajo establece tres fechas en las que el día de des-
canso obligatorio se cambia hacia el lunes más cerca-
no de la fecha a conmemorar, estas son: 5 de febrero,
aniversario de la promulgación de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 21 de marzo,
al recordarse el natalicio del Benemérito de las Améri-
cas, y el 20 de noviembre, en el aniversario del inicio
de la Revolución Mexicana.

Es preciso señalar que el modelo educativo vigente en
nuestro país contempla la realización de ceremonias
en planteles educativos para conmemorar los hechos
históricos que marca el calendario cívico nacional, de
esta manera se preservan en nuestra sociedad estas fe-
chas que nos dan identidad como nación; cumpliéndo-
se además, la intensión del legislador al reformar el ar-
tículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, que ha sido
fortalecer la convivencia familiar, propiciar el descan-
so de los trabajadores, evitar los llamados “puentes
largos ” que propiciaban la disminución de la produc-
tividad en los centros laborales, pero además se incen-
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tiva al turismo que tanto beneficio ha generado a los
estados que tienen esta vocación, lo cual se ve refleja-
do en la derrama económica que genera la creación de
empleos tanto de manera permanente como temporal,
en la ocupación hotelera que ha llegado al cien por
ciento en estas fechas y que beneficia igualmente ser-
vicios como restaurantes, centros de esparcimiento y
diversión entre otros.

Al respecto refiero las siguientes cifras que correspon-
den a una entidad federativa con vocación turística como
lo es el estado de Guerrero, lo que nos da idea de cómo
un fin de semana largo puede beneficiar las economías
regionales del país reflejándose en zonas turísticas llenas
de visitantes, de esta manera y de acuerdo a información
brindada por la Secretaría de Turismo local, la ocupación
hotelera en el Puerto de Acapulco, en un fin semana or-
dinario es de un 63.1 por ciento; en el pasado periodo va-
cacional correspondiente al verano de 2017, la entidad
tuvo una afluencia de 690 mil 631 turistas, con una de-
rrama económica de 2 mil 762 millones de pesos, la ocu-
pación hotelera en este periodo fue de una media de 66.5
por ciento; para un fin de semana largo se tuvo una
afluencia turística de 183 mil 570 personas, elevándose
la ocupación hotelera a 89.6 por ciento con una derrama
económica de 461 millones de pesos2.

El dato anterior hace referencia a un servicio que in-
dudablemente que beneficia a otros servicios más, in-
cluso estos fines de semana largos permiten a aquellas
personas que no tienen un empleo fijo, tener alguna
actividad que les permite obtener un ingreso económi-
co para su manutención y el de su familia.

Con el propósito de fundamentar esta propuesta de re-
forma a la Ley Federal del Trabajo, quiero referirme al
propio argumento de la comisión dictaminadora que
en el año 2005, elaboró el dictamen que aprueba los fi-
nes de semana largos, y en el que se refieren a estudios
de la Secretaría de Turismo (Sectur), en la que estiman
que “el hecho de aprobar la creación de fines de sema-

na largos impactaría diversos sectores con diversos
efectos, entre ellos, económicos y sociales”.

a) Efectos económicos

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi), la composición del pro-
ducto interno bruto (PIB) generado por el turismo es la
siguiente:

Con estos datos, la Sectur estima que “un fin de sema-
na largo” garantizaría una ocupación de cien por cien-
to en los destinos turísticos del país y calcula la gene-
ración de ingresos adicionales por doscientos
cincuenta millones de dólares, que acumulando los
cuatro fines de semana largos propuestos, generarían
un estimado de mil millones de dólares anuales de in-
gresos por este concepto. 

Por otro lado, la Asociación Mexicana de Parques
Acuáticos y Balnearios, ha estimado que tan sólo en
este sector, la demanda de visitantes crecería en diez
por ciento (10 por ciento) anual, sobre la base de 80
millones de visitantes hoy recibidos.

b) Efectos sociales

Otro estudio realizado por la Secretaría de Turismo so-
bre la cultura de viaje de los mexicanos encontró que
en dos de cada tres casos sesenta y siete por ciento (67
por ciento) de las personas entrevistadas afirman que
acostumbran viajar con la familia, siendo hasta otro
trece por ciento quien lo hace con su cónyuge y cinco
por ciento más con sus padres. Estas cifras arrojan co-
mo resultado un ochenta y cinco por ciento de los con-
sultados que acostumbran viajar con miembros de su
núcleo familiar próximo.

También se identificó que noventa por ciento de los
entrevistados está de acuerdo con la idea de que las
personas viajan con la intención de convivir con la fa-
milia.”3

En el aspecto de la convivencia familiar, es importan-
te señalar que los fines de semana largos hacen posible
que ésta pueda darse, considerando que en las actuales
circunstancias ésta se ve imposibilitada en muchos ca-
sos cuando los horarios de trabajo de los padres en sus
trabajos son extenuantes y, los de los hijos en sus cen-
tros escolares impiden la coincidencia para que se pro-
picie la comunicación.

En razón de lo anterior, y con el fin de ampliar los be-
neficios de los denominados fines de “semana largos”,
planteo ante esta honorable asamblea se incorporen
tres fechas más, el 16 de septiembre, conmemoración
de la Independencia Nacional; el 12 de octubre, con-
memoración del Día de la Raza, y una fecha más que
si bien no es cívica, se convierte en los hechos en día
feriado ya que se trata de una de las tradiciones con
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más raigambre en el país, el 2 de noviembre, en el que
la tradición popular conmemora a los muertos.

Las fechas propuestas complementan un ciclo que ini-
cia en febrero con el primer fin de semana largo y ce-
rrarían con el último correspondiente al mes de no-
viembre; abarcando meses como octubre, en el que las
zonas turísticas ven una notable baja en el número de
visitantes, con el consecuente estancamiento de la eco-
nomía de estas regiones, lo que puede subsanarse con
la aprobación de esta iniciativa que tengo a bien pre-
sentar, quedando de la siguiente manera:

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, el que
suscribe somete a la consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se reforma el artículo 74 de la Ley
Federal del Trabajo, adicionándole las fracciones V, VI
y VII; recorriéndose las actuales V, VI, VII, VIII y IX
para ser VIII, IX, X, XI respectivamente.

Artículo 74. Son días de descanso obligatorio:

I. El 1o. de enero;

II. El primer lunes de febrero en conmemoración
del 5 de febrero;

III. El tercer lunes de marzo en conmemoración del
21 de marzo;

IV. El 1o. de mayo;

V. El segundo lunes de septiembre en conmemo-
ración del 16 de septiembre;

VI. El segundo lunes de octubre en conmemora-
ción del 12 de octubre.

VII. El primer lunes de noviembre en conmemo-
ración del 2 de noviembre.

VIII. El tercer lunes de noviembre en conmemo-
ración del 20 de noviembre;

IX. El 1o. de diciembre de cada seis años, cuan-
do corresponda a la transmisión del Poder Eje-
cutivo federal;

X. El 25 de diciembre, y

XI. El que determinen las leyes federales y loca-
les electorales, en el caso de elecciones ordina-
rias, para efectuar la jornada electoral.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Notas

1 Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados del H. Congreso de

la Unión, 8 de diciembre de 2005.

http://www.datatur.sectur.gob.mx/RAT/RAT-2017-08(ES).pdf

2 Estadística correspondiente al fin de semana del 20 al 22 de oc-

tubre de 2017, Secretaria de Turismo del Estado de Guerrero.

3 Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados del H. Congreso de

la Unión, 8 de diciembre de 2005.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Ricardo Taja Ramírez (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 141 DE LA LEY GENERAL

DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, Y
32 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚ-
BLICA FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA ARACELI

GUERRERO ESQUIVEL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

La que suscribe, diputada Araceli Guerrero Esquivel,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional de esta LXIII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ar-
tículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona un párrafo al artículo 141 de la Ley Gene-

ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; y
se adiciona un párrafo a la fracción VII del artículo 32
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el contexto de la globalización en la que México se
encuentra inmerso, existe un conjunto de desafíos so-
ciales que es importante estudiar y analizar para im-
pulsar alternativas de solución que permitan mejorar
las condiciones de vida de sectores sociales de la po-
blación mexicana, en situación vulnerable. 

Por naturaleza jurídica, uno de los sectores sociales
que el Estado está obligado a atender es el de la niñez
y adolescencia. De acuerdo con la Encuesta Intercen-
sal 2015, el Inegi reportó que 39.2 millones de perso-
nas menores de 18 años vivían en México. De este uni-
verso, el 50.6 por ciento son hombres, mientras que el
49.4 por ciento son mujeres. 

Este sector se encuentra distribuido de la siguiente for-
ma: el 32.4 por ciento son niñas y niños de 0 a 5 años
de edad; el 33.7 por ciento de 6 a 11 años y el 33.9 por
ciento de 12 a 17 años. 

En 2014, el 53.9 por ciento de niñas, niños y adoles-
centes eran pobres, de los cuales, 1 de cada 5 se en-
contraba en situación de pobreza extrema. De esta po-
blación, el 62.6 por ciento presentó carencias de
acceso a seguridad social; el 27.6 por ciento, de acce-
so a la alimentación; el 24.8 por ciento, de servicios
básicos en sus viviendas; el 16.7 por ciento, en la cali-
dad o en los espacios de su vivienda; el 16.2 por cien-
to en servicios de salud; y 8 por ciento, se encontraba
con rezago educativo.

A partir de los resultados de la Encuesta Intercensal
2015, se ha estimado que de los 6.4 millones de niñas,
niños y adolescentes que residían en los municipios de
alta y muy alta marginación, 536 mil 310 habitaban en
viviendas sin drenaje o excusado, 275 mil 630 sin
energía eléctrica y 1 millón 120 mil 632 sin agua en-
tubada en la vivienda.

El escenario de este sector es todavía más crítico si ob-
servamos que en 2010, el Censo de Población y Vi-
vienda indicó que 6.1 millones de niñas, niños y ado-
lescentes no acudían a la escuela. 
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La ausencia de este sector social en los centros de en-
señanza responde a diversos factores; según el Fondo
de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF, por sus
siglas en inglés), su inasistencia se asocia con la per-
sistencia de barreras, tales como la lejanía de los cen-
tros educativos de sus comunidades, la falta de docen-
tes capacitados en la lengua materna de los niños y
niñas, la falta de registro de nacimiento, la ausencia de
maestros capacitados para incluir a niños y niñas con
discapacidades o dificultades de aprendizaje, situación
de violencia en la escuela e inequidad de género, así
como la falta de recursos financieros para la compra
de uniformes y materiales escolares (PND 2013-2018;
página 45).

En este renglón, los esfuerzos del gobierno de la repú-
blica durante la presente administración han sido sig-
nificativos a partir de la reforma constitucional, en ma-
teria educativa, promulgada en febrero de 2013 que
implicó la creación de un nuevo marco legal, la profe-
sionalización de la actividad docente, la obligación del
estado de garantizar la educación de calidad para los
niveles básico y medio superior, la creación del Siste-
ma Nacional de Evaluación Educativa y la autonomía
del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educa-
ción (INEE).

El diagnóstico presentado en 2016 por UNICEF y el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social (Coneval) encontró que más de la mi-
tad de los cerca de 40 millones de personas menores
de 18 años que vivían en México en 2014 se encontra-
ban en situación de pobreza. La investigación encon-
tró que 1 de cada 2 niños, niñas y adolescentes en Mé-
xico era pobre; mientras 1 de cada 9 se encontraba en
pobreza extrema (UNICEF; 2016, página 10). 

De acuerdo con el reporte, aunque la pobreza extrema
de niños y adolescentes disminuyó de 14.0 por ciento
a 11.5 por ciento entre 2010 y 2014, la pobreza gene-
ral de niños, niñas y adolescentes prácticamente no ha
cambiado en ese periodo, colocándose en 53.9 por
ciento en 2014, mientras que en 2010 fue de 53.7 por
ciento 

En este esquema, tanto UNICEF como el Coneval re-
saltaron la necesidad de que la inversión en la infancia
sea suficiente, oportuna, eficaz, equitativa y pertinen-
te para atender los desafíos de cada etapa del ciclo de
vida. (Comunicado, 2016).

En las últimas décadas la población de niñas, niños y
adolescentes en nuestro país se encuentra en un con-
texto altamente vulnerable que va desde la violencia y
maltrato en el interior de la familia, el acoso escolar en
sus diferentes rostros, de la discriminación hasta la de-
lincuencia organizada, manifiesta en el tráfico y escla-
vitud de este sector infantil y adolescente.

Derivado en gran parte por el escenario antes descrito,
el Estado mexicano hoy tiene un problema más que
atender, es el fenómeno conocido como los niños en
situación de calle.

Encontramos que en las calles miles de niños, niñas y
adolescentes son obligados a trabajar o pedir limosna,
situación que los coloca en alto riesgo o vulnerabilidad
de sufrir agresiones físicas y verbales o abusos sexua-
les, negligencia y explotación; es decir, los niños, ni-
ñas y adolescentes en situación de calle, se ven obli-
gados a valerse por sí mismos, sufriendo abandono,
hambre y pobreza; además, son víctimas de estigmas y
prejuicios; asimismo, se ubican en alto riesgo de ser
arrastrados al consumo de drogas, violencia y delin-
cuencia.

Hay ocasiones en que las autoridades, incurren en ac-
tos negativos contra este sector, pues no sólo los de-
tienen arbitrariamente, sino que los golpean, abusan de
ellos y los maltratan.

Oficialmente, no hay datos que nos indiquen el núme-
ro determinado de niñas, niños y adolescentes que des-
arrollan su vida en la calle; se ha dificultado realizar
un conteo por el grado de movilidad que presentan
tanto a nivel local como nacional y por los marcos
conceptuales y metodológicos con los que han tenido
lugar diversos esfuerzos (Garza; 2009), impulsados
por el Sistema para el Desarrollo Integral de la Fami-
lia (DIF) y el UNICEF, como se muestra en la si-
guiente tabla:
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Fuente: Tabla tomada de Garza (2009, página 130).  

Como se observa en la tabla 1, los trabajos iniciaron en
el año de 1990, esto en virtud de que el estado mexi-
cano no ha sido ajeno a la situación vulnerable en la
que se encuentran la niñez y juventud nacionales; en
aquel año México fue uno de los promotores de la
Cumbre Mundial a favor de la Infancia, evento que dio
lugar a la Declaración Mundial sobre Supervivencia y
Desarrollo del Niño en la que el compromiso conjun-
to fue brindar a cada niño un mejor futuro (UNICEF,
1990).

En 1991, México ratificó su compromiso en la Con-
vención sobre los Derechos del Niño y consecuente-
mente, en ese mismo año creó la Comisión Nacional
de Acción a Favor de la Infancia con carácter intersec-
torial e interinstitucional e inmediatamente después,
presentó el Programa Nacional de Acción en Favor de
la Infancia. 

Para el año 2000, México había mostrado avances sig-
nificativos en la atención a la infancia ya que, de las 26
metas establecidas en la Cumbre Mundial de 1990,
nuestro país había logrado 20. Aunque de 2000 al 2006
hubo esfuerzos importantes, no se observó el mismo
desempeño de la década anterior y el esfuerzo fue me-
nor del 2006 al 2012, tomando en cuenta que en éste

último año se creó, por Acuerdo presidencial, el Con-
sejo Nacional para la Infancia y la Adolescencia. No
obstante, los resultados fueron opacos. (Cfr. Cárdenas,
2016. páginas 44-45).

Durante la presente administración los avances alcan-
zados por los poderes ejecutivo y legislativo, los go-
biernos estatales, los órganos autónomos y la sociedad
civil organizada, en la defensa de los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes, han sido significativos. 

El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) la Ley General de Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA), or-
denamiento que derivó en la promulgación de las leyes
estatales en esta materia y en la creación del Sistema
de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, integrado por diversas dependencias del Ejecutivo
Federal, los Gobernadores de las Entidades Federati-
vas, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
y el Instituto Federal de Telecomunicaciones.

Uno de los objetivos de la Ley GDNNA es el crear y
regular la integración, organización y funcionamiento
del Sistema Nacional de Protección Integral de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de
que el Estado cumpla con su responsabilidad de ga-
rantizar la protección, prevención y restitución inte-
grales de los derechos de niñas, niños y adolescentes
que hayan sido vulnerados (artículo 1, fracción III).

De conformidad con el artículo 13 del mismo ordena-
miento legal, son derechos, de manera enunciativa
más no limitativa, los siguientes:

I. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desa-
rrollo;

II. Derecho de prioridad;

III. Derecho a la identidad;

IV. Derecho a vivir en familia;

V. Derecho a la igualdad sustantiva;

VI. Derecho a no ser discriminado;

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y
a un sano desarrollo integral;
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VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la in-
tegridad personal;

IX. Derecho a la protección de la salud y a la segu-
ridad social;

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adoles-
centes con discapacidad;

XI. Derecho a la educación;

XII. Derecho al descanso y al esparcimiento;

XIII. Derecho a la libertad de convicciones éticas,
pensamiento, conciencia, religión y cultura;

XIV. Derecho a la libertad de expresión y de acce-
so a la información;

XV. Derecho de participación;

XVI. Derecho de asociación y reunión;

XVII. Derecho a la intimidad;

XVIII. Derecho a la seguridad jurídica y al debido
proceso;

XIX. Derechos de niñas, niños y adolescentes mi-
grantes, y

XX. Derecho de acceso a las tecnologías de la in-
formación y comunicación, así como a los servicios
de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el
de banda ancha e Internet, en términos de lo previs-
to en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión. Para tales efectos, el Estado establece-
rá condiciones de competencia efectiva en la
prestación de dichos servicios.

En esta tesitura y para brindar atención especial a
la población infantil y adolescente en situación vul-
nerable, el Estado mexicano ha creado un marco
legal específico, como la Ley de Asistencia Social,
la cual establece que son sujetos de atención, todas
las niñas, niños y adolescentes, en especial aquellos
que se encuentren en situación de riesgo o afecta-
dos por vivir en la calle (artículo 4, fracción I, in-
ciso f), 

Recientemente, la Ciudad de México realizó un censo
de la población en situación de calle en el que encon-
tró 4 mil 354 personas viviendo en vía pública y 2 mil
400 en albergues (Reforma, 2017). 

Los resultados de este ejercicio plantean la necesidad
de conocer detalladamente la situación de este sector
social en toda la República, por ello, la presente ini-
ciativa tiene como objetivo establecer que el Sistema
Nacional de Protección Integral de Niñas Niños y
Adolescentes realice un censo nacional de niñas, niños
y adolescentes en situación de calle.

Adicionalmente, el conocimiento cuantitativo de este
sector social vulnerable debe contribuir a la elabora-
ción de políticas públicas de carácter nacional, que
tengan como objetivo sacar adelante a esta población
y sentar las bases para su inclusión social, desarrollo
integral y el mejoramiento de su futuro.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artícu-
lo 141 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes; y se adiciona un párrafo a la
fracción VII del artículo 32, de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal

Primero. Se adiciona un segundo párrafo al artículo
141 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes en los siguientes términos:

Artículo 141. …

El Sistema Nacional de Protección Integral debe
elaborar el Censo Nacional de Niñas, Niños y Ado-
lescentes en Situación de Calle en coordinación con
las autoridades federales, de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México.

Segundo. Se adiciona un segundo párrafo a la fracción
VII del artículo 32 de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal para quedar como sigue:

Artículo 32…
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Elaborar políticas públicas en coordinación con las
dependencias integrantes del Sistema Nacional de
Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes,
a partir del Censo Nacional de Niñas, Niños y Ado-
lescentes en Situación de Calle, con el objetivo de
sentar las bases para la inclusión social, desarrollo
integral y mejorar las condiciones de vida de esta
población infantil y adolescente.

Transitorios

Primero: El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Sistema Nacional de Protección Inte-
gral de Niñas, Niños y Adolescentes tendrá seis me-
ses, a partir de la entrada en vigor del presente De-
creto, para iniciar los trabajos relativos al Censo
Nacional de Niñas, Niños y Adolescentes en Situa-
ción de Calle. 
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Marco legal

• Ley de Asistencia Social

• Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

• Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 7 de diciembre de 2017.

Diputada Araceli Guerrero Esquivel (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 47 Y 49 DE LA LEY GE-
NERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE

DE VIOLENCIA, A CARGO DE LA DIPUTADA BRENDA BO-
RUNDA ESPINOZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La suscrita, Brenda Borunda Espinoza, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de la Cámara de Di-
putados la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se reforma el artículo 47 y se adiciona la
fracción X Bis a la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia; y se reforma el ar-
tículo 49 y se adiciona la fracción XXIV Bis de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, los derechos de las mujeres están protegi-
dos por la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, por la Declaración Universal de los Dere-
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chos Humanos y por leyes que emanan de estas dos le-
yes (o normas) superiores, tales como la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, y su reglamento, que entraron en vigor el 1 de fe-
brero de 2007 y el 11 de marzo de 2008, respectiva-
mente.

Esta ley fue una respuesta a la alarmante situación en
México, donde durante 2006 el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), registró que 67 por
ciento de las mujeres del país había sufrido algún tipo
de violencia, en cualquiera de sus formas (laboral, do-
cente, familiar, sexual, y demás consideradas en la Ley
General de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de
Violencia), independientemente de su edad, escolari-
dad, estado civil o si habitan en zona rural o urbana.

Para 2011, la cifra disminuyó de 67 a 62.8 por ciento.
Ello demuestra que más de la mitad de las mexicanas
seguía sufriendo de violencia, aun cuatro años después
de promulgada la ley creada para protegerlas.

En su publicación más reciente, el Inegi dio a conocer
las cifras de mujeres violentadas apenas en 2016, arro-
jando que 66.1 por ciento es o ha sido víctima de vio-
lencia en su contra. Este nuevo hallazgo es sin duda
alarmante, ya que no sólo sigue sufriendo violencia
más de la mitad de las mexicanas a 10 años de la pro-
mulgación de la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia, sino porque el por-
centaje aumentó respecto al de 2011.

Lo anterior demuestra que si bien la promulgación de
la ley y su reglamento, que insta a diversas entidades a
coadyuvar en la erradicación de la violencia contra las
mujeres, busca sumar esfuerzos para lograr el acceso
de las mujeres a una vida libre de violencia, no ha si-
do suficiente, pues las cifras del año anterior a la pro-
mulgación de la ley, 2006, y las cifras de 2016, a 10
años de su entrada en vigor son muy similares, con 67
y 66.1 por ciento, respectivamente.

El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia
va más allá de cualquier límite territorial, pues se con-
sidera un derecho humano universal, que el gobierno
mexicano se comprometió a proteger con la ratifica-
ción de la Convención Interamericana de los Derechos
Humanos (Pacto de San José) el 3 de febrero de 1981,
con la ratificación de la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación contra la

Mujer, el 23 de marzo de 1981; la Convención sobre
los Derechos de la Niñez, ratificada el 21 de septiem-
bre de 1990; y la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu-
jer (Belem Do Pará), ratificada el 19 de junio de 1998.

No obstante lo anterior, en México la situación de vul-
nerabilidad que expone a las mujeres y niñas de sufrir
violencia perpetrada en su contra no ha mejorado aun-
que se haya registrado un pequeño decremento por-
centual en 2011, para 2016 esta cifra volvió a repuntar
alcanzando casi la cifra registrada un año antes de la
promulgación de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia.

Esta situación puede tener dos causas probables: que
no se cuente con protocolos o, en caso de contar con
ellos, no se les ha dado suficiente difusión por lo que
no se sabe que existen; o que la presentación de de-
nuncias no se pueda realizar de manera rápida y senci-
lla, en cualquiera de los casos no se estaría cumplien-
do con lo establecido en esta ley que obliga a la
creación y difusión de protocolos pata atender la vio-
lencia contras las mujeres.

El objetivo de esta iniciativa es asegurar la creación y
difusión de protocolos para atender de manera expedi-
ta todos los tipos de violencia contra las mujeres con-
templadas en la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia para facilitar la atención
de denuncias.

Por tanto, se adiciona a la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia estipula en
la sección novena, “De la Procuraduría General de la
República”, en el artículo 47, fracción X, que corres-
ponde a la Procuraduría General de la República, para
quedar como sigue:

Artículo 47. Corresponde a la Procuraduría General
de la República

I. a X. …

X Bis. Las instancias contempladas en el título
III, artículos 35 y 36 de la Ley General de Acce-
so de las Mujeres de una Vida Libre de Violen-
cia, se encargarán de la elaboración y difusión de
protocolos para la atención inmediata a los casos
de violencia psicológica, física, patrimonial, eco-
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nómica, sexual, docente y laboral contra las ni-
ñas y mujeres.

XI. a XII. …

Se adiciona a la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia estipula en la Sec-
ción Décima Primera. De las Entidades Federativas,
en el artículo 49, fracción XXIV que corresponde a las
Entidades Federativas y al Distrito Federal de confor-
midad con lo dispuesto por la ley y ordenamientos lo-
cales aplicables en la materia para quedar como sigue:

Artículo 49. Corresponde a las entidades federati-
vas y al Distrito Federal, de conformidad con lo dis-
puesto por esta ley y los ordenamientos locales apli-
cables en la materia

I. a XXIV. …

XXIV Bis. Las instancias contempladas en el Tí-
tulo III, artículos 35 y 36 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, se encargarán de la elaboración y difu-
sión de protocolos para la atención inmediata a
los casos de violencia psicológica, física, patri-
monial, económica, sexual, docente y laboral
contra las niñas y mujeres.

XXV …

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencia. 

Artículo Único. Se adicionan las fracciones X Bis del
artículo 47 y XXIV Bis del artículo 49 de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, para quedar como sigue:

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se concede un plazo de 90 días naturales,
contados a partir de la fecha en que entren en vigor es-
tas modificaciones, para que todas las instancias con-
sideradas en el título III, artículos 35 y 36, presenten y

difundan protocolos para la atención expedita de los
casos de cualquier tipo de violencia contra mujeres y
niñas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputada Brenda Borunda Espinoza (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 102 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA HINOJOSA, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado federal Álvaro Ibarra Hinojosa,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; numeral 1, fracción I, del ar-
tículo 6; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados; y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el párrafo noveno del
apartado B del artículo 102 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de motivos

El 10 de junio de 2011, México cambió un paradigma
fundamental: la traslación de las garantías individuales
como un otorgamiento de derechos del Estado al ciu-
dadano, para ahora pasar a una visión de reconoci-
miento de derechos inherentes al ser humano, que el
Estado tiene la obligación de garantizar y proteger. Tal
como ahora reza el artículo 1 constitucional: Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos
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Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas

las personas gozarán de los derechos humanos re-

conocidos en esta Constitución y en los tratados in-

ternacionales de los que el Estado Mexicano sea

parte, así como de las garantías para su protección,

cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,

salvo en los casos y bajo las condiciones que esta

Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se in-

terpretarán de conformidad con esta Constitución y

con los tratados internacionales de la materia fa-

voreciendo en todo tiempo a las personas la protec-

ción más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-

tencias, tienen la obligación de promover, respetar,

proteger y garantizar los derechos humanos de con-

formidad con los principios de universalidad, inter-

dependencia, indivisibilidad y progresividad. En

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar,

sancionar y reparar las violaciones a los derechos

humanos, en los términos que establezca la ley.

Para efectos de garantizar los mismos, además de la
obligación de toda autoridad de hacerlo, existen en
nuestro país órganos políticos con autonomía a nivel
federal y locales que tienen la facultad de emitir reco-
mendaciones a las autoridades que violen dichos dere-
chos.

Estas autoridades encuentran su fundamento en el ar-
tículo 102, apartado B, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, que a letra dice:

Artículo 102.

A…

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las

entidades federativas, en el ámbito de sus respecti-

vas competencias, establecerán organismos de pro-

tección de los derechos humanos que ampara el or-

den jurídico mexicano, los que conocerán de quejas

en contra de actos u omisiones de naturaleza admi-

nistrativa provenientes de cualquier autoridad o

servidor público, con excepción de los del Poder

Judicial de la Federación, que violen estos dere-

chos.

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior,

formularán recomendaciones públicas, no vincula-

torias, denuncias y quejas ante las autoridades res-

pectivas. Todo servidor público está obligado a res-

ponder las recomendaciones que les presenten

estos organismos. Cuando las recomendaciones

emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las au-

toridades o servidores públicos, éstos deberán fun-

dar, motivar y hacer pública su negativa; además,

la Cámara de Senadores o en sus recesos la Comi-

sión Permanente, o las legislaturas de las entidades

federativas, según corresponda, podrán llamar, a

solicitud de estos organismos, a las autoridades o

servidores públicos responsables para que compa-

rezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de

que expliquen el motivo de su negativa.

Estos organismos no serán competentes tratándose

de asuntos electorales y jurisdiccionales.

El organismo que establezca el Congreso de la

Unión se denominará Comisión Nacional de los

Derechos Humanos; contará con autonomía de

gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y

patrimonio propios.

Las constituciones de las entidades federativas es-

tablecerán y garantizarán la autonomía de los or-

ganismos de protección de los derechos humanos.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos

tendrá un Consejo Consultivo integrado por diez

consejeros que serán elegidos por el voto de las dos

terceras partes de los miembros presentes de la Cá-

mara de Senadores o, en sus recesos, por la Comi-

sión Permanente del Congreso de la Unión, con la

misma votación calificada. La ley determinará los

procedimientos a seguir para la presentación de las

propuestas por la propia Cámara. Anualmente se-

rán substituidos los dos consejeros de mayor anti-

güedad en el cargo, salvo que fuesen propuestos y

ratificados para un segundo período.

El presidente de la Comisión Nacional de los Dere-

chos Humanos, quien lo será también del Consejo

Consultivo, será elegido en los mismos términos del

párrafo anterior. Durará en su encargo cinco años,

podrá ser reelecto por una sola vez y sólo podrá ser

removido de sus funciones en los términos del Títu-

lo Cuarto de esta Constitución.
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La elección del titular de la presidencia de la Co-

misión Nacional de los Derechos Humanos, así co-

mo de los integrantes del Consejo Consultivo, y de

titulares de los organismos de protección de los

derechos humanos de las entidades federativas, se

ajustarán a un procedimiento de consulta pública,

que deberá ser transparente, en los términos y

condiciones que determine la ley.

El presidente de la Comisión Nacional de los De-

rechos Humanos presentará anualmente a los Po-

deres de la Unión un informe de actividades. Al

efecto comparecerá ante las Cámaras del Congre-

so en los términos que disponga la ley.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos

conocerá de las inconformidades que se presenten

en relación con las recomendaciones, acuerdos u

omisiones de los organismos equivalentes en las en-

tidades federativas.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos

podrá investigar hechos que constituyan violacio-

nes graves de derechos humanos, cuando así lo juz-

gue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal,

alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión,

los titulares de los poderes ejecutivos de las entida-

des federativas o las Legislaturas de éstas.

Como se observa del precepto constitucional, se con-
templa que la elección de los organismos de protec-
ción de los derechos humanos de las entidades federa-
tivas (así como el nacional), se ajusten a un
procedimiento de consulta pública, con el requisito de
transparencia del mismo, sin embargo, en el párrafo
subsecuente, se prevé la obligación de rendición de
cuentas únicamente para el presidente de la Comisión
Nacional, y no así para aquellos de las entidades fede-
rativas. Situación por la cual queda este último caso a
discreción de las entidades federativas la regulación
sobre si es necesaria o no la presentación de un infor-
me anual ante los poderes locales.

En definitiva, prever en la ley suprema general no só-
lo la obligación de transparencia y consulta pública en
el proceso de selección de los titulares de los órganos
protectores de derechos humanos locales, sino, el de-
ber también de rendición de cuentas ante los poderes
locales, ambos son sin duda necesarios para generar
una mayor transparencia y responsabilidad de aquellos

que están llamados a velar por la protección de los de-
rechos humanos ante las quejas ciudadanas en contra
de actos u omisiones de naturaleza administrativa pro-
venientes de cualquier autoridad o servidor público,
que violen estos derechos.

En ese sentido, se proponen realizar las siguientes mo-
dificaciones al texto constitucional:

Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el párrafo noveno del apartado B
del artículo 102 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 102. 
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A…

B…

…

…

…

…

…

…

…

El presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos y los presidentes de los organismos
de protección de los derechos humanos de las enti-
dades federativas presentarán anualmente a los Po-
deres de la Unión, o los poderes de las entidades fe-
derativas, según corresponda, un informe de
actividades. Al efecto comparecerán ante las Cáma-
ras del Congreso, o de las legislaturas de las entida-
des federativas, según corresponda, en los términos
que disponga la ley.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a los siete días del mes de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA HINOJOSA, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado federal Álvaro Ibarra Hinojosa,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; numeral 1, fracción I, del ar-
tículo 6; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados; y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por la que se adiciona un sexto párrafo a la
fracción I del artículo 116 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de motivos

La reforma constitucional en materia política-electo-
ral se publicó en el Diario Oficial de la Federación el
10 de febrero de 2014, por lo que en cumplimiento a
esta reforma el 23 de mayo fueron publicados en el
mismo Diario Oficial en materia electoral los decre-
tos que expiden las leyes generales de Delitos Elec-
torales, de Instituciones y Procedimientos Electorales
y de Partidos Políticos, así como las modificaciones
a la Ley General del Sistema de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral, por lo que en dicha mate-
ria los principales puntos de la reforma son los si-
guientes:

* Reelección legislativa federal consecutiva, hasta
por 12 años siempre por la misma vía. (Regulada su
vigencia en el transitorio decimoprimero del decre-
to.)

* Reelección legislativa local consecutiva hasta por
tres periodos consecutivos. (Regulada su vigencia
en el transitorio decimotercero del decreto.)

* Reelección consecutiva municipal, hasta por un
periodo adicional. (Regulada su vigencia en el tran-
sitorio decimocuarto del decreto.)

* Se transforma el IFE en INE, éste como un orga-
nismo constitucionalmente autónomo.
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* Da cabida a las OPLES, que son los organismos
que tienen a su cargo la organización de las elec-
ciones en el ámbito local.

* Establece un sistema de coordinación entre la au-
toridad electoral nacional y los organismos locales.
Para ello se crea una Comisión de Vinculación.

* Se transforma a los tribunales electorales en au-
toridades jurisdiccionales de carácter local, ajenas
a los Poderes Judiciales de las entidades federati-
vas.

* Se eleva en un punto porcentual el umbral para
mantener el registro como partido político. 

* Se rediseña y se vuelve más claro el sistema de
coaliciones entre los partidos políticos para partici-
par en una elección.

* Se señalan los términos para realizar los dos de-
bates obligatorios entre candidatos a la Presidencia
de la República, y se establece que los concesiona-
rios de uso comercial estarán obligados a transmi-
tirlos.

* Se establece la obligación de transparentar el fi-
nanciamiento, la metodología y los resultados de las
encuestas relativas a las preferencias electorales
que se difundan.

* Se definen a los artículos promocionales utilita-
rios que tengan por objeto difundir la imagen y pro-
puestas del partido político.

* Se incorpora la figura de la Oficialía Electoral.

* Se establece que los partidos políticos estarán
obligados a garantizar que el 50 por ciento de sus
candidaturas a legisladores federales y locales sean
ocupadas por mujeres.

* Se da cabida a las candidaturas independientes.

* Se amplía y garantiza el derecho al voto de los
mexicanos residentes en el extranjero.

* Se establecen nuevas reglas para el financiamien-
to privado de los partidos políticos.

* Se crea la figura de los gobiernos de coalición.

Este último punto (los gobiernos de coalición) es un
ejemplo muy reciente de esta muestra de elementos
novedosos del parlamentarismo en el sistema prepon-
derantemente presidencial mexicano, que permiten un
equilibrio entre los Poderes de la Unión, esta opción
de que el presidente de la república genere gobiernos
de coalición, figura jurídica insertada en nuestra
Constitución Política federal desde la publicación en
el Diario Oficial de la Federación del 10 de febrero del
2014, en el que, el presidente puede optar por un go-
bierno en el que se realice una agenda parlamentaria-
ejecutiva en conjunto con las principales fuerzas polí-
ticas, lo que sin duda fortalece la obtención de
consensos y la pluralidad de visiones en la formula-
ción de políticas públicas.

En este sentido, los gobiernos de coalición se encuen-
tran regulados en nuestra Carta Magna de la siguiente
manera:

Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cáma-

ra de Diputados: 

I. … 

II. … 

III. Ratificar el nombramiento que el presidente de

la república haga del secretario del ramo en mate-

ria de Hacienda, salvo que se opte por un gobier-

no de coalición, en cuyo caso se estará a lo dis-

puesto en la fracción II del artículo 76 de esta

Constitución; así como de los demás empleados su-

periores de Hacienda; 

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado: 

I. …

II. Ratificar los nombramientos que el mismo

funcionario haga de los Secretarios de Estado, en

caso de que éste opte por un gobierno de coali-

ción, con excepción de los titulares de los ramos

de Defensa Nacional y de Marina; del secretario

responsable del control interno del Ejecutivo fe-
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deral; del secretario de Relaciones; de los emba-

jadores y cónsules generales; de los empleados

superiores del ramo de Relaciones; de los inte-

grantes de los órganos colegiados encargados de

la regulación en materia de telecomunicaciones,

energía, competencia económica, y coroneles y

demás jefes superiores del Ejército, Armada y

Fuerza Aérea nacionales, en los términos que la

ley disponga; 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del pre-

sidente, son las siguientes:

I. … 

II. Nombrar y remover libremente a los secretarios

de Estado, remover a los embajadores, cónsules ge-

nerales y empleados superiores de Hacienda, y

nombrar y remover libremente a los demás emplea-

dos de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no

esté determinado de otro modo en la Constitución o

en las leyes; 

Los secretarios de Estado y los empleados superio-

res de Hacienda y de Relaciones entrarán en fun-

ciones el día de su nombramiento. Cuando no sean

ratificados en los términos de esta Constitución, de-

jarán de ejercer su encargo. 

En los supuestos de la ratificación de los secreta-

rios de Relaciones y de Hacienda, cuando no se

opte por un gobierno de coalición, si la Cámara

respectiva no ratificare en dos ocasiones el nom-

bramiento del mismo secretario de Estado, ocupa-

rá el cargo la persona que designe el presidente de

la república; 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del pre-

sidente, son las siguientes:

I a XVI…

XVII. En cualquier momento, optar por un go-

bierno de coalición con uno o varios de los parti-

dos políticos representados en el Congreso de la

Unión. 

El gobierno de coalición se regulará por el conve-

nio y el programa respectivos, los cuales deberán

ser aprobados por mayoría de los miembros pre-

sentes de la Cámara de Senadores. El convenio es-

tablecerá las causas de la disolución del gobierno

de coalición. 

Como se puede observar, la figura actualmente sólo
está prevista en la Constitución General, para el ámbi-
to federal, quedando a discreción de las legislaturas lo-
cales regular o no esta institución jurídica.

Como legisladores, debemos ser responsables ante
estos nuevos tiempos y retos que exige la pluralidad
de las decisiones públicas, y las formas cada vez más
complejas de enfrentar las problemáticas sociales a
nivel federal y local. Por lo que, sin duda, el privile-
giar los consensos por encima de las diferencias en
los órganos públicos, es una tarea de todo servidor
público. 

Una forma innovadora de resolver el rezago en dife-
rentes aspectos estratégicos y prioritarios para el país,
fue el Pacto por México, en el que nuestro presidente
Enrique Peña Nieto, con visión de Estado, convocó a
las principales fuerzas políticas del Congreso de la
Unión, a fin de generar una agenda conjunta, que tra-
jo como resultado 13 grandes reformas constituciona-
les y legales, todas estructurales en diversas mate-
rias.1 Este sin duda fue el antecedente de los
gobiernos de coalición, y que es una gran muestra de
los beneficios que pueden llegar a obtenerse de su uti-
lización.

Es por ello que nuestra Carta Magna debe contemplar
esta posibilidad para las entidades federativas, a fin
que éstas a su vez, en sus constituciones locales, con-
templen esta figura jurídica.

En ese sentido, se proponen realizar las siguientes mo-
dificaciones al texto constitucional:
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Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un sexto párrafo a la fracción I del
artículo 116 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 116. … 

… 

I. … 

… 

… 

…

…

Las constituciones de los estados y sus leyes de-
berán prever la posibilidad para que el Ejecuti-
vo local, en cualquier momento, pueda optar por
un gobierno de coalición con uno o varios de los
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partidos políticos representados en el Congreso
del estado.

El gobierno de coalición se regulará por el con-
venio y el programa respectivos, los cuales debe-
rán ser aprobados por la mayoría de los miem-
bros presentes del Congreso del estado. El
convenio establecerá las causas de la disolución
del gobierno de coalición.

En el supuesto de optar por un gobierno de coa-
lición, el Congreso del estado deberá ratificar los
nombramientos que el Ejecutivo realice de los
secretarios de despacho, con la previa elabora-
ción de una amplia consulta a la sociedad civil
para cada uno de los cargos, convocando para
tales efectos a las universidades públicas y pri-
vadas, institutos de investigación, asociaciones
civiles, organizaciones no gubernamentales, de-
más organismos interesados y ciudadanos, en
términos de la ley de participación ciudadana. 

El Congreso del estado deberá aprobar, por ma-
yoría de sus miembros presentes, el convenio y el
programa respectivo, para el caso de que el Eje-
cutivo opte por un gobierno de coalición.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los congresos locales deberán realizar las
reformas correspondientes a sus constituciones y le-
gislación secundaria en un plazo no mayor a 180 días
naturales siguientes a la entrada en vigor de presente
Decreto.

Tercero. En relación a la amplia consulta a la socie-
dad civil prevista en el presente Decreto, el Ejecuti-
vo recibirá las propuestas para ocupar los cargos de
secretarios de despacho, quienes tendrán que poseer
una antigüedad mínima de cinco años en el ramo res-
pectivo.

En el proceso de designación de los secretarios de des-
pacho del Ejecutivo deberá garantizarse en todo mo-
mento el principio de máxima publicidad. 

Nota

1 http://pactopormexico.org

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los siete días del mes de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica) 

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 104 Y 189 DEL REGLA-
MENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, A CARGO DEL DI-
PUTADO ÁLVARO IBARRA HINOJOSA, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado federal Álvaro Ibarra Hinojosa,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; numeral 1, fracción I, del ar-
tículo 6; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados; y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los artículos 104 y 189
del Reglamento de la Cámara de Diputados, al tenor
de la siguiente

Exposición de motivos

Las Cámaras del Congreso de la Unión, en su funcio-
namiento, se rigen conforme a lo dispuesto por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el Reglamento de la Cámara
de Diputados, o el Reglamento del Senado de la Re-
pública, según corresponda, el Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
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Unidos Mexicanos en el periodo de receso, y las prác-
ticas parlamentarias, como principales fuentes norma-
tivas del derecho parlamentario mexicano federal.

Sin duda, la dinámica diaria en la búsqueda de un me-
jor funcionamiento y cumplimiento de las atribuciones
del Poder Legislativo nos hace buscar nuevas formas y
mecanismos de privilegiar los consensos, superar for-
malismos, e interpretar la normatividad aplicable, en
aras de generar más y mejores acuerdos parlamenta-
rios.

Ejemplo de lo anterior han sido las conocidas “aden-
das” o propuestas de modificación a los dictámenes
con proyectos de decreto, que, como práctica parla-
mentaria, son cada vez más común emplearlos en la
Cámara de Diputados, para lograr agilizar y facilitar la
discusión, ya sea en el pleno o en el trabajo de comi-
siones.

Esta figura ha sido usada desde la LXII Legislatura,
tanto en el pleno como en comisión, y en esta LXIII
Legislatura también hemos hecho uso de ella, privile-
giando siempre las coincidencias por encima de las di-
ferencias, para lograr, previo a la discusión en lo ge-
neral, acuerdos que permitan lograr mejores reformas
dentro de la Cámara de Diputados.

Sin embargo, hoy en día, la figura de las propuestas de
modificación previas a la discusión en lo general no se
encuentra regulada dentro de nuestro marco normati-
vo, lo cual podría implicar que en legislaturas poste-
riores quede en desuso la misma, por falta de conoci-
miento de los nuevos legisladores.

Ante ello, es necesario insertar y regular las propues-
tas de modificación a los dictámenes dentro de nuestro
Reglamento de la Cámara de Diputados, dentro de las
disposiciones del artículo 104 que regulan las discu-
siones en lo general de los dictámenes de los proyec-
tos de ley o decreto, que actualmente señala:

Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 104. 

1. Las discusiones en lo general de los dictámenes

con proyecto de ley o de decreto, se sujetarán a lo

siguiente: 

I. Se discutirán y votarán en lo general y después en

lo particular; 

II. El presidente de la Junta Directiva podrá expo-

ner los fundamentos del dictamen hasta por diez

minutos; si declina hacerlo, podrá fundamentarlo

un integrante nombrado por la mayoría de la comi-

sión correspondiente; 

III. Si hubiera voto particular, su autor o uno de sus

autores podrán exponer los motivos y el contenido

del mismo hasta por cinco minutos, siempre que se

deseche el dictamen aprobado por la comisión; 

IV. Un integrante de cada grupo, en orden crecien-

te, de acuerdo a su representatividad en la Cámara,

y un diputado o diputada independiente propuesto

entre ellos podrán disponer de hasta cinco minutos

para exponer su postura. El orador no podrá ser in-

terrumpido por moción de cuestionamiento; 

V. A continuación, el presidente formulará una lista

de oradores en contra y otra a favor; 

VI. Los oradores hablarán alternadamente en con-

tra y a favor, hasta por cinco minutos, comenzando

por el primero de la lista de intervenciones en con-

tra; 

VII. Una vez que hayan intervenido hasta seis ora-

dores en contra y hasta seis a favor, el presidente

preguntará si el asunto se encuentra suficientemen-

te discutido, después de leer la lista de los oradores

aún inscritos en ambos sentidos. Si la respuesta fue-

ra negativa, continuará la discusión, sólo si hubie-

ra oradores inscritos, pero el Presidente repetirá la

pregunta cuando hubieran intervenido tres orado-

res más de cada lista, y así en lo sucesivo. Si el ple-

no decide que se encuentra suficientemente discuti-

do, el presidente anunciará el inicio de la votación

nominal; 

VIII. Cuando en las listas a las que hace referencia

la fracción V de este artículo, se inscriban oradores

únicamente para argumentar en un solo sentido, ya

sea a favor o en contra, se admitirán hasta tres ora-

dores que podrán hablar hasta por cinco minutos y

agotada esa ronda, el presidente preguntará si el

asunto se encuentra suficientemente discutido. 
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IX. Cada vez que se pregunte al pleno si el punto es-

tá suficientemente discutido, el presidente leerá la

lista de las diputadas y de los diputados que hayan

solicitado la palabra; 

X. Si el orador no se encuentra en el salón de se-

siones, perderá su turno;

XI. Cuando ninguna diputada o diputado pida la

palabra para argumentar a favor o en contra del

dictamen a discusión, y una vez que algún inte-

grante de la comisión explique los motivos que és-

ta tuvo para dictaminar, se procederá a la votación

nominal, y 

XII. Cuando el titular de alguna dependencia o en-

tidad de la Administración Pública Federal sea in-

vitado a la discusión de un asunto de su competen-

cia, se le concederá, hasta el mismo tiempo que a

los integrantes de la Cámara. 

2. Las discusiones de los dictámenes en sentido ne-

gativo de iniciativas, que contienen un proyecto de

acuerdo, se sujetarán a lo siguiente: 

I. El presidente de la Junta Directiva o un inte-

grante nombrado por la mayoría de la comisión,

podrá exponer los fundamentos del dictamen hasta

por tres minutos; 

II. Una vez fundamentado el dictamen, podrá inter-

venir un orador en contra hasta por tres minutos; 

III. En el caso de que no se inscriba orador para la

discusión, el presidente propondrá su votación de

inmediato; 

IV. El presidente someterá en votación económica si

se acepta desecharlo o se devuelve a la comisión; 

V. En caso afirmativo, procederá su archivo como

asunto total y definitivamente concluido, y 

VI. En caso negativo, se devolverá a la comisión

para que elabore un nuevo dictamen. 

De igual manera, en la regulación de las discusiones
en comisión, debe regularse dicha figura, que en el
texto vigente se dispone:

Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 189. 

1. Las comisiones podrán acordar el tiempo de las

intervenciones de los diputados y diputadas, en la

discusión de un asunto. El presidente de la Junta

Directiva o quien modere la discusión procurará

que las mismas se den en un marco de equilibrio y

que los oradores se conduzcan con moderación,

prudencia y respeto. 

2. Tratándose de predictámenes, el diputado o di-

putada que lo presente, en nombre de la subcomi-

sión, podrá hacer una intervención inicial y, cuan-

do así corresponda, el diputado o diputada

iniciante tendrá derecho de voz con la finalidad de

ampliar la información. Si éste no asistiere conti-

nuará el proceso. 

3. Cuando hayan tomado la palabra todos los ora-

dores, el presidente de la comisión preguntará si el

asunto está suficientemente discutido. Si la res-

puesta fuera negativa, se continuará la discusión.

Si la respuesta es positiva, se procederá a la vota-

ción. 

4. Los diputados y diputadas podrán reservar artí-

culos de un dictamen para su discusión en lo parti-

cular, pero el tiempo máximo de cada intervención

no será mayor de cinco minutos, observándose la

regla del numeral anterior. 

5. Los diputados y diputadas que no sean integran-

tes de la comisión tendrán voz, pero no voto y po-

drán intervenir, en los trabajos de la comisión, ape-

gándose a los tiempos y formas acordadas. 

En ese sentido, se proponen realizar las siguientes mo-
dificaciones al texto reglamentario:
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Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforman los artículos 104 y 189 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, para quedar como
sigue:

Artículo 104. 

1. Las discusiones en lo general de los dictámenes con
proyecto de ley o de decreto se sujetarán a lo siguien-
te: 

I. Se discutirán y votarán en lo general y después en lo
particular; 

II. El presidente de la Junta Directiva podrá exponer
los fundamentos del dictamen hasta por diez minutos;
si declina hacerlo, podrá fundamentarlo un integrante
nombrado por la mayoría de la comisión correspon-
diente; al finalizar la fundamentación podrá pre-
sentar propuesta de modificación al dictamen con
proyecto de ley o decreto, para ser sometido a vota-
ción del pleno, la propuesta de modificación debe-
rá estar firmada por la mayoría de los integrantes
de la Junta Directiva;

…

Artículo 189. 

1. Las comisiones podrán acordar el tiempo de las in-
tervenciones de los diputados y diputadas, en la discu-
sión de un asunto. El presidente de la Junta Directiva
o quien modere la discusión procurará que las mismas
se den en un marco de equilibrio y que los oradores se
conduzcan con moderación, prudencia y respeto. El
presidente de la Junta podrá presentar propuesta de
modificación al dictamen con proyecto de ley o de-
creto para ser sometido a votación; la propuesta de
modificación deberá estar firmada por la mayoría
de los integrantes de la Junta Directiva.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los siete días del mes de diciembre del 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica) 
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO

DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA HINOJOSA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado federal Álvaro Ibarra Hinojosa,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; numeral 1, fracción I, del ar-
tículo 6; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados; y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 21 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de delimitación entre las competencias funcionales de
ministerios públicos y policías en la etapa de investi-
gación, al tenor de la siguiente:

Exposición de motivos

Desde la reforma constitucional de 2008, pasando por
un largo periodo de transición e implementación gra-
dual, el sistema penal mexicano comienza a consoli-
darse como un modelo garantista, anclado en un com-
plejo normativo y una estructura institucional con
mecanismos para garantizar, entre otros, los derechos
humanos de las partes involucradas en un procedi-
miento penal, a la par de hacer eficiente la labor del
Estado en la prevención, investigación persecución y
sanción de los hechos constitutivos de delitos.

La operatividad y eficacia del sistema depende en gran
medida de dos piezas medulares en las primeras etapas
de los procedimientos penales: La policía y el Minis-
terio Público. Ambas, instituciones con naturalezas,
estructuras, capacidades técnicas y atribuciones dife-
renciadas, pero que dentro de la lógica del sistema pe-
nal de corte acusatorio, se complementan dentro en la
instrumentación de la investigación, con el fin de con-
seguir un objetivo común.

De la lectura aislada del artículo 102 constitucional,1 se
colige que al Ministerio Público le corresponde la per-
secución de los delitos, sin embargo, tanto en dicho ar-
tículo, como en el 21 de la propia Constitución General,
se especifica que, además, le corresponde buscar y pre-
sentar las pruebas que acrediten la participación de im-
putados en hechos que las leyes señalen como delito. 

Por su parte, el referido artículo 21 de la Carta Magna
fue modificado con la reforma de 2008 para establecer
que la investigación de los delitos corresponde al Mi-
nisterio Público y a las policías, las cuales actuarán ba-
jo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de
esta función. 

El espíritu de la reforma constitucional fue reafirmar
el carácter investigador del Ministerio Público, pero
también vinculando expresamente a la policía, ya que
a esta institución le corresponde realizar tareas funda-
mentales en esta etapa, como conservar de la escena
del crimen, la recopilación de datos o evidencias que
servirán para asegurar un proceso penal exitoso, etcé-
tera. 

De lo anterior, destaca que si bien el constituyente fue
sensible en establecer en la redacción del artículo 21
constitucional la facultad genérica de ambas institu-
ciones para participar en esta etapa investigadora, el
nuevo texto constitucional no ha cumplido completa-
mente con el objetivo de dotar de plena certeza jurídi-
ca a los operadores del sistema para identificar desde
el marco constitucional el ámbito de competencias de
ambos entes públicos, es decir, cuáles son los límites y
alcances de la relación de “conducción y mando” que
tiene el Ministerio Público respecto a las policías.

Lo anterior se torna especialmente importante en el
periodo de implementación real del sistema penal, la-
mentablemente aun inacabado, en el cual, con inde-
pendencia del cumplimiento del término constitucio-
nal para la implementación del mismo, se comienzan a
revelar las limitaciones o problemáticas fácticas que
trae aparejadas el diseño institucional del sistema.

Un de esas problemáticas, puestas en evidencia por
ciertos sectores especializados de la academia, se pre-
senta en los hechos cuando es difícil establecer los al-
cances de la relación de conducción y mando del Mi-
nisterio Público sobre las policías, especialmente en
cuanto a la especialización técnica con la que cada una
de esas entidades cuenta para instrumentar actos con-
cretos dentro de la investigación.

Por ello se ha puesto de relieve la importancia que, por
su especial naturaleza, sea desde el texto constitucio-
nal donde se incorpore el concepto de “dirección fun-
cional”,2 para referirse al tipo de relación que existe
entre el Ministerio Público y las policías durante la
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etapa de la investigación, evitando confusiones en el
diseño reglamentario del sistema que puedan derivar
en subordinar orgánicamente una institución a la otra,
o bien, que precisamente por dicha circunstancia, en
los hechos se actualicen traslapes o invasiones de fa-
cultades y capacidades técnicas especializadas, entor-
peciendo con ello la investigación y, por ende, la efi-
ciencia del sistema.

La lógica funcional y no de subordinación entre ambas
instituciones ya permeaba en el proceso de reforma
constitucional en materia penal de 2008, donde pode-
mos identificar indiciariamente la voluntad del consti-
tuyente3 para establecer un marco de relación de coor-
dinación funcional entre Ministerio Público y policías
en la etapa de investigación:

“La tesis sostenida por el constituyente permanente
para aprobar estos cambios implica la necesidad ab-
soluta de coordinarse para los fines de la seguridad
pública entre los agentes del ministerio público y
los elementos de policías. Coordinarse para lograr
la investigación, significa que cada uno de ellos de-
berá ejercitar sus atribuciones de manera tal que se
logre el objetivo de la investigación pero siempre
cuando se trata de la investigación de delitos bajo la
conducción y mando del ministerio público en ejer-
cicio de la función.” 

(…)

Esta dirección y mando de la investigación por parte
del ministerio público representa una dirección fun-
cional de las labores de investigación y es indepen-
diente de la jerarquía de la cual depende la policía, pu-
diendo estar administrativamente asignada a otros
órganos, secretarías o incluso municipios o bien como
en las agencias de investigación de delitos, policías
ministeriales o judiciales, según corresponda, de las
procuradurías estatal o federal. Esto significa que será
el legislador estatal o federal el que determinará como
será esta relación.”

No obstante, como ya se ha referido, fueron los con-
ceptos de “conducción y mando” los utilizados por el
constituyente para establecer la relación entre Ministe-
rio Público y policías, para el caso de la investigación,
sin que al menos se incorpore una plano de relación
funcional, lo que permitiría al legislador ordinario fi-
jar de mejor manera una política criminal adecuada,

mediante la distribución competencial que permitiera
fortalecer mecanismos de planeación y colaboración
entre ambas instituciones, y no así el choque que en
los hechos se llega a presentar entre ambas figuras.

“Para que exista una adecuada dirección del Minis-
terio Público sobre la policía y se aclaren los alcan-
ces de la subordinación funcional de esta a aquel y
no se creen en la relación dificultades operativas
que redunden negativamente en el combate a la cri-
minalidad, es necesario una adecuada planificación,
“la toma de conciencia sobre la necesidad de esta
subordinación funcional y su razón de ser” y deci-
siones de muy alto nivel que permitan articularla de
tal forma que se impida, en el trabajo diario de po-
licías y fiscales, que surjan malos entendidos que
sean obstáculos para la investigación de los deli-
tos”.4

Por lo dicho, la presente iniciativa tiene como objetivo
coadyuvar en el fortalecimiento del diseño normativo e
institucional del sistema penal mexicano mediante mo-
dificaciones conceptuales que permitan dilucidar en el
ámbito operativo y de interpretación, el contenido y al-
cance de instituciones torales para el funcionamiento
del sistema jurídico penal nacional, ya que como se ha
expresado anteriormente, la no incorporación de refe-
rencias o aclaraciones conceptuales en el primer párra-
fo del artículo 21 constitucional, en los hechos ha traí-
do consigo nichos de incertidumbre para los
operadores jurídicos que muchas veces no han sido su-
perados por las técnicas de interpretación jurídica.

Para mejor comprensión de las modificaciones que se
proponen, se ofrece el siguiente cuadro comparativo:

En razón de lo dicho, se somete a esa honorable sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 21 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:
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Artículo 21. La investigación de los delitos corres-
ponde de manera coordinada y en el ámbito de sus
respectivas competencias al Ministerio Público y a
las policías; éstas actuarán bajo dirección funcional
de aquél en el ejercicio de esta función.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de los 180 días posteriores a la pu-
blicación del presente decreto, el Congreso de la Unión
deberá realizar las modificaciones correspondientes al
Código Nacional de Procedimientos Penales.

Notas

1 Artículo 102 CPEUM: 

Corresponde al Ministerio Público de la Federación la persecu-

ción, ante los tribunales, de todos los delitos del orden federal; y,

por lo mismo, solicitará las medidas cautelares contra los imputa-

dos; buscará y presentará las pruebas que acrediten la participación

de éstos en hechos que las leyes señalen como delito; procurará

que los juicios federales en materia penal se sigan con toda regu-

laridad para que la impartición de justicia sea pronta y expedita;

pedirá la aplicación de las penas, e intervendrá en todos los asun-

tos que la ley determine.

2 La dirección funcional de la investigación implica que el órgano

titular de la acción penal, quien conoce los extremos normativos

que serán probados en virtud del delito que se persigue y posee los

conocimientos técnicos para elaborar estrategias jurídicas que lle-

ven a la resolución de los casos, determine su contenido y modo de

realizarla y, por tanto, la de na, oriente, coordine y supervise. 

Reforma procesal penal y Ministerio Público. Serie Juicios Orales,

núm. 22, Consultado en: 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3680/7.pdf

3 Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales

y de Justicia, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y de-

roga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos Consultable en: 

http://www.diputados.gob.mx/sedia/biblio/archivo/SAD-07-

08.pdf

4 González Álvarez, Daniel, Actividades iniciales y diligencias

preliminares. Consultado en

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3680/7.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los siete días del mes de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY DE LA POLICÍA

FEDERAL, A CARGO DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA HI-
NOJOSA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; numeral 1 fracción I del artículo 6; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
la presente, iniciativa con proyecto de decreto por el
que se modifican las fracciones XXXVIII, XXXIX y
XL del artículo 8 de la Ley de la Policía Federal, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En México durante muchos años la migración estuvo
regulada mediante la Ley General de Población, la
cual establecía las prerrogativas específicas para abor-
dar los temas migratorios en territorio nacional. Sin
embargo, con el paso del tiempo y el incremento de los
flujos migratorios en nuestro país, se hizo necesario
crear una ley específica en la materia.
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Por lo tanto, después arduo trabajo en ambas Cámaras
del honorable Congreso de la Unión, la Ley de Migra-
ción entró en vigencia el 26 de mayo de 2011, dero-
gándose de la Ley General de Población las prerroga-
tivas para atender las situaciones migratorias en
México, incluyendo la colaboración del Instituto Na-
cional de Migración con otras dependencias, como la
Policía Federal.

Incluso la nueva Ley de Migración trajo consigo im-
portantes reformas al respecto, entre estas vale la pena
mencionar los siguientes artículos:

Artículo 81. Son acciones de control migratorio, la
revisión de documentación de personas que preten-
dan internarse o salir del país, así como la inspec-
ción de los medios de transporte utilizados para ta-
les fines. En dichas acciones, la Policía Federal
actuará en auxilio y coordinación con el Instituto.

Artículo 96. Las autoridades colaborarán con el
Instituto para el ejercicio de sus funciones, cuando
éste así lo solicite, sin que ello implique que puedan
realizar de forma independiente funciones de con-
trol, verificación y revisión migratoria.

Artículo 105. En los traslados de extranjeros pre-
sentados o en proceso de retorno voluntario, el Ins-
tituto podrá solicitar el apoyo de la Policía Federal
de conformidad con el artículo 96 de esta ley y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

De los artículos anteriormente transcritos se puede ob-
servar que el Instituto Nacional de Migración (INM)
se podrá valer del apoyo de diversas autoridades,
siempre y cuando éste así lo requiera, ya que única-
mente el INM es la institución facultada para llevará
cabo tareas de control y regulación migratoria, como
bien lo dice el artículo 19:

El instituto es un órgano administrativo desconcentra-
do de la secretaría, que tiene por objeto la ejecución,
control y supervisión de los actos realizados por las au-
toridades migratorias en territorio nacional, así como la
instrumentación de políticas en la materia, con base en
los lineamientos que expida la misma secretaría.

Es de apreciarse que una de las autoridades de las cua-
les se puede valer el INM para llevar a cabo sus fun-
ciones es la Policía Federal, la cual se encuentra regu-

lada mediante la Ley de la Policía Federal. Sin embar-
go, se observa en el articulado de dicha Ley que se si-
gue haciendo alusión a la Ley General de Población en
lo tocante a los temas migratorios, cuando en realidad
debería hacerse referencia a la actual Ley de Migra-
ción.

Por lo tanto, la intención de esta iniciativa es reformar
la Ley de la Policía Federal para dar certeza jurídica en
la actuación de la Policía Federal en lo concerniente a
su apoyo al INM, cuando éste así lo solicite según los
preceptos de la Ley de Migración.

Para efecto de entender mejor la iniciativa se anexa el
siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se modifican las fracciones
XXXVIII, XXXIX y XL del artículo 8 de la Ley de
la Policía Federal

Único. Modifican las fracciones XXXVIII, XXXIX y
XL del artículo 8 de la Ley de la Policía Federal, para
quedar como sigue:

Artículo 8. La Policía Federal tendrá las atribuciones
y obligaciones siguientes:

I. a XXXVII. …

XXXVIII. Ejercer en el ámbito de su competencia,
y en coordinación con el Instituto Nacional de Mi-
gración, las facultades que en materia migratoria se
establezcan en la Ley de Migración, su Regla-
mento y demás disposiciones legales;

XXXIX. Prestar apoyo al Instituto Nacional de Mi-
gración para verificar que los extranjeros residentes
en territorio nacional cumplan con las obligaciones,
siempre que así sea solicitado por el Instituto Na-
cional de Migración acorde con la Ley de Mi-
gración y su reglamento;

XL. Apoyar el aseguramiento que realice el Institu-
to Nacional de Migración y, en su caso, resguardar
a las estaciones migratorias a los extranjeros que
violen la Ley de Migración, siempre y cuando
exista solicitud expresa del Instituto Nacional de
Migración fundamentada en la Ley de Migra-
ción y su reglamento;

XLI. a XLVII. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 7 días del mes de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DE LA POLI-
CÍA FEDERAL, A CARGO DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA

HINOJOSA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; numeral 1, fracción I del artículo 6; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
la presente, iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona una fracción al artículo 10 de la Ley de
la Policía Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de motivos

Para que los funcionarios encargados de hacer cumplir
la ley puedan desempeñar sus funciones de mantener
la ley, la seguridad y el orden público y prevenir y de-
tectar el delito, se les confieren diversas facultades,
entre ellas la de usar la fuerza y armas de fuego.

Esta facultad suele recibir el nombre de “monopolio
de la fuerza por parte del Estado, es decir que, en la
medida en que se conceda a los funcionarios encarga-
dos de hacer cumplir la ley la facultad de usar la fuer-
za y armas de fuego, se les confiere para el desempe-
ño de sus funciones de aplicación de la ley”.1

Por lo tanto es lógico entender que dicha facultad trae
aparejada consigo una serie de obligaciones y respon-
sabilidades, particularmente en relación con los dere-
chos humanos que puedan verse afectados por el ejer-
cicio de la misma y que el Estado y sus agentes están
obligados a respetar y proteger. En definitiva, la legi-
timidad de la autoridad encargada de hacer cumplir la
ley y del Estado en su conjunto y la confianza que re-
ciben de la población corren peligro cuando se hace
uso de la fuerza y de armas de fuego de manera exce-
siva, arbitraria, abusiva o ilícita de algún otro modo.
Deben respetarse los derechos humanos siempre que
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley
ejerzan su facultad de hacer uso de la fuerza y de ar-
mas de fuego.

Estas importantes responsabilidades y obligaciones re-
lacionadas con el uso correcto de la fuerza, tienen co-
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mo consecuencia que la creación de un marco jurídico
adecuado y de protocolos de actuación efectivos que
garanticen una actuación policial eficaz, basada en la
Ley y respetuosa de los derechos de todas las perso-
nas. 

Lo anterior incluso ha sido recogido por la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos,2 que ha establecido
que:

Esta Corte ha establecido con anterioridad que existe
un deber del Estado de adecuar su legislación na-
cional y de ‘vigilar que sus cuerpos de seguridad, a
quienes les está atribuido el uso de la fuerza legíti-
ma, respeten el derecho a la vida de quienes se en-
cuentren bajo su jurisdicción.’ El Estado debe ser
claro al momento de demarcar las políticas internas
tratándose del uso de la fuerza y buscar estrategias
para implementar los Principios sobre empleo de la
fuerza y Código de conducta. En este sentido debe
dotar a los agentes de distintos tipos de armas, muni-
ciones y equipos de protección que le permitan ade-
cuar materialmente su reacción de forma proporcional
a los hechos en que deban intervenir, restringiendo en
la mayor medida el uso de armas letales que puedan
ocasionar lesión o muerte. (Negritas son propias) 

Al respecto es importante mencionar que los Princi-
pios mencionados en la sentencia son un instrumento
importante para el uso correcto de la fuerza por parte
de las autoridades, y además son ampliamente acepta-
dos como doctrina jurídica autorizada. Incluso su uso
es habitual como referencia en tribunales internacio-
nales y otros organismos internacionales de derechos
humanos. 

Dichos Principios tienen como finalidad3 ofrecer una
exposición completa de los aspectos que las autorida-
des nacionales deben tener en cuenta para establecer un
marco conforme con los Principios Básicos, que abar-
can tanto la indispensable base jurídica que ha de esta-
blecerse en el ámbito nacional como la amplia variedad
de instrucciones operativas y medidas prácticas que
han de adoptar los organismos encargados de hacer
cumplir la ley para garantizar que la práctica diaria de
la aplicación de la ley se lleva a cabo de manera lícita,
respetuosa con los derechos humanos y profesional.

A su vez, el Estado debe realizar capacitaciones a sus
agentes con la finalidad de que conozcan las disposi-

ciones legales que permiten el uso de las armas de fue-
go y que tengan el entrenamiento adecuado para que
en el evento en que deban decidir acerca de su uso po-
sean los elementos de juicio para hacerlo.

Por todos los argumentos anteriores es que se conside-
ra importante que la Policía Federal cuente con proto-
colos de actuación en la materia, los cuales deberán ser
enseñados a todos sus elementos para garantizar su
implementación adecuada.  

Para efecto de entender mejor la iniciativa se anexa el
siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que adiciona una fracción al artícu-
lo 10 de la Ley de la Policía Federal, recorriéndose
las subsecuentes en su orden 

Único. Se adiciona una fracción al artículo 10, de la
Ley de la Policía Federal, recorriéndose las subse-
cuentes en su orden, para quedar como sigue:
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Artículo 10. Son atribuciones del Comisionado Gene-
ral de la Policía Federal:

I. a XVIII. ...

XIX. Crear, en coordinación con instituciones
académicas, personas expertas y organizaciones
nacionales e internacionales especializas en la
materia, protocolos de uso de la fuerza para la
Policía Federal, para lo cual se implementaran
capacitaciones periódicas a todos los agentes de
la Policía Federal a fin de que conozcan y pue-
dan usar correctamente los protocolos a que se
refiere esta fracción;

XX. Presentar un informe anual de las activida-
des realizadas en cumplimiento del programa
operativo anual de la Policía Federal, ante las
Comisiones del Congreso de la Unión en la ma-
teria; y

XXI. Las demás que expresamente las leyes fe-
derales le confieran.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Amnistía Internacional, disponible en línea en: https://www.am-

nesty.nl/content/uploads/2015/09/uso_de_la_fuerza_vc.pdf?x5464

9

2 CorteIDH, Sentencia del Caso Nadege Dorzema y otros vs. Re-

pública Dominicana (Serie C No. 251), (2012), párrafos 80 y 81.

3 Principios Básicos sobre el Uso de la Fuerza, disponibles en:

http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/UseOfForce-

AndFirearms.aspx

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY DE LA POLI-
CÍA FEDERAL, A CARGO DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA

HINOJOSA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; numeral 1 fracción I del artículo 6; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
la presente, iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 14 de la Ley de la Policía
Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los derechos humanos han sido definidos muchas ma-
neras, algunos autores o autoras incluso han señalado
que más allá de definir qué son los derechos humanos,
es necesario establecer para qué sirven los mismos. En
tal sentido es importante mencionar que de acuerdo
con múltiples académicos e instituciones nacionales e
internacionales, los derechos humanos sirven para que
las personas puedan alcanzar un desarrollo integral co-
mo seres humanos.

Dentro de la gran variedad de derechos necesarios pa-
ra que una persona pueda alcanzar dicho desarrollo in-
tegral se encuentran los derechos humanos laborales.
El derecho al trabajo es un derecho humano esencial y
está reconocido nuestra Constitución, así como en
múltiples instrumentos del derecho internacional de
los derechos humanos (DIDH).

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales1 (PIDESC) en su artículo 6 es uno
de los instrumentos que aborda con mayor claridad el
derecho al trabajo. Este artículo textualmente estable-
ce que el derecho al trabajo:

Comprende el derecho de toda persona a tener la opor-
tunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libre-
mente escogido o aceptado, y tomarán medidas ade-
cuadas para garantizar este derecho.

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de
los Estados parte en el presente pacto para lograr la
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plena efectividad de este derecho deberá figurar la
orientación y formación técnicoprofesional, la prepa-
ración de programas, normas y técnicas encaminadas a
conseguir un desarrollo económico, social y cultural
constante y la ocupación plena y productiva, en condi-
ciones que garanticen las libertades políticas y econó-
micas fundamentales de la persona humana.

Más adelante, en el artículo 7 del PIDESC se constitu-
yen las condiciones que deben cumplirse en el trabajo,
por ejemplo, que sean condiciones equitativas y satis-
factorias, especialmente las de seguridad laboral; y en
el artículo 8 se instaura la dimensión colectiva del mis-
mo, reconociendo los derechos sindicales.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales de Naciones Unidas (Comité DESC)2, ha elabo-
rado una interpretación de este derecho en su Obser-
vación General número 183, estableciéndolo como
inseparable de la dignidad humana y esencial para la
supervivencia de las personas y sus familias, contribu-
yendo a su plena realización y su reconocimiento en la
comunidad.

En la Observación General, el Comité DESC, señala
que el derecho al trabajo, amparado en el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, obliga a los Estados parte a garantizar a
las personas su derecho al trabajo libremente elegido
o aceptado, en particular el derecho a no ser pri-
vado de trabajo de forma injusta. En la misma Ob-
servación General se menciona el Convenio número
158 de la Organización Internacional del Trabajo, so-
bre la terminación de la relación de trabajo (1982); ya
que éste impone la necesidad de ofrecer motivos vá-
lidos para el despido, así como el derecho a recursos
jurídicos y de otro tipo en caso de despido improce-
dente.

En tal sentido el Comité DESC determina que cual-
quier persona o grupo de personas que sea víctima de
una violación a sus derechos humanos laborales, por
ejemplo, a través del despido injustificado debe tener
acceso a recursos judiciales adecuados que garanticen
una reparación integral, la cual debería contener cuan-
do menos una restitución, una indemnización, una
compensación o garantías de no repetición. Así, el Co-
mité deja en claro que cuando una persona es despedi-
da de forma injustificada y esto es determinado por
una autoridad competente, la persona que fue despedi-

da, podría tener, entre otros derechos, el de ser reins-
talada en su posición. 

En el mismo sentido, pero dentro del Sistema Inter-
americano de Protección a Derechos Humanos, el artí-
culo 7 inciso d) del Protocolo Adicional a la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos en materia
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Pro-
tocolo de San Salvador”4 establece que:

La estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de
acuerdo con las características de las industrias y pro-
fesiones y con las causas de justa separación. En los
casos de despido injustificado, el trabajador tendrá
derecho a una indemnización o a la readmisión en
el empleo o a cualesquiera otra prestación prevista
por la legislación nacional. (Subrayado es propio.)

Ahora bien, se considera importante considerar que el
artículo 14 de la Ley de la Policía Federal violenta di-
cho derecho humano. Para entender mejor esto se co-
pia textualmente dicho artículo:

Artículo 14. ...

Los integrantes podrán ser separados de su cargo
si no cumplen con los requisitos que esta ley se-
ñala para permanecer en la institución, o removi-
dos por incurrir en responsabilidad en el desem-
peño de sus funciones, sin que proceda su
reinstalación o restitución, cualquiera que sea el
juicio o medio de defensa para combatir la sepa-
ración o la remoción.

Si la autoridad jurisdiccional resuelve que la separa-
ción, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de
terminación del servicio fue injustificada, la secretaría
sólo estará obligada a pagar la indemnización y demás
prestaciones señaladas en la resolución respectiva, sin
que en ningún caso proceda su reincorporación o
reinstalación a la Policía Federal.

Al analizar dicho precepto es claro que existe una cla-
ra distinción en las garantías judiciales en materia la-
boral que tienen todas las personas y las que están con-
templadas para las y los Policías Federales; éstos
últimos no tienen derecho a la reinstalación, aún y
cuando se demuestre por medio de un proceso juris-
diccional que su despido fue injustificado.

Jueves 7 de diciembre de 2017 Gaceta Parlamentaria103



Esta cuestión genera una discrepancia con lo estable-
cido en el artículo primero constitucional, ya que se en
la primera parte del mismo se determina que todas las
personas en el territorio mexicano tienen derecho a los
derechos humanos reconocidos por la Constitución
mexicana y los tratados internacionales de los que Mé-
xico es parte, lo cual se complementa con el último pá-
rrafo en donde se prohíbe la discriminación que, por
cualquier motivo, vulnere la dignidad humana y tenga
por objeto anular o menoscabar los derechos y liberta-
des de las personas.

En otras palabras, los derechos humanos contenidos
en la Constitución y en los tratados internacionales ra-
tificados por el Estado mexicano son aplicables a to-
das las personas, sin discriminación. Por lo tanto, la
prohibición de que personal ministerial o policial no
pueda ser reinstalado después de demostrar que su
despido habría sido injustificado, es una transgresión
clara al artículo primero de la Constitución mexicana
y a los derechos fundamentales reconocidos en ésta.

Lo anterior incluso ha sido sostenido por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación al mencionar que la pro-
hibición de reinstalación debería interpretarse necesa-
riamente en el sentido de que sí deberían ser reinstala-
dos aquellos elementos que cumplan con las
condiciones para realizar el trabajo, pues “de no esti-
marlo así se propiciaría no sólo que se den remociones
arbitrarias e injustas, sino también que pudieran que-
dar fuera de las instituciones los buenos elementos.”5

Es por las razones anteriores que se ha considerado
importante eliminar dicha restricción ya que se consi-
dera discriminatoria, cambiando el texto de la Ley de
la Policía Federal por uno más garantista en favor de
las servidoras y servidores públicos ya mencionados.

Para clarificar la intención de esta reforma al artículo
14 de la Ley de la Policía Federal, se presenta el si-
guiente cuadro comparativo con el texto vigente y el
texto propuesto:

Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 14 de la
Ley de la Policía Federal

Único. Se reforma el artículo 14 de la Ley de la Poli-
cía Federal, para quedar como sigue:

Artículo 14. ...

Los integrantes podrán ser separados de su cargo si no
cumplen con los requisitos que esta ley señala para
permanecer en la institución, o removidos por incurrir
en responsabilidad en el desempeño de sus funciones.

Si la autoridad jurisdiccional resuelve que la separa-
ción, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de
terminación del servicio fue injustificada, la secretaría
estará obligada a pagar la indemnización y demás
prestaciones señaladas en la resolución respectiva, así
como la  reincorporación o reinstalación a la Policía
Federal, según corresponda.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 El Tratado fue ratificado por el Estado mexicano el 12 de mayo

de 1981, por lo cual es de observancia y aplicación obligatoria pa-

ra todas las autoridades mexicanas. 

2 El Comité DESC es el órgano de Naciones Unidas autorizado pa-

ra interpretar el PIDESC y evaluar el cumplimiento de los Estados

parte (como México) de dicho tratado. 

3 ONU. Comité DESC. Observación General número 18. Suiza.

2005. Párrafo 1.

4 El Tratado fue ratificado por el Estado mexicano, publicado en

el DOF el 1 de septiembre de 1998, por lo cual es de observancia

y aplicación obligatoria para todas las autoridades mexicanas.

5 SCJN, Contradicción de Tesis 28/2001, de fecha 21 de junio de

2002.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 7 días del mes de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1655 DEL CÓDIGO CIVIL FE-
DERAL, A CARGO DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA HINO-
JOSA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; numeral 1, fracción I, del artículo 6, y artículos
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y
artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto, por el que se reforma el artículo 1655 del Có-
digo Civil Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en el último párrafo del artículo 1o., prohíbe la
discriminación motivada por razones de género. Asi-
mismo, el artículo 4o. establece la igualdad entre el
hombre y la mujer.

Dicho derecho fundamental está además reconocido
en otros instrumentos internacionales firmados y rati-
ficados por México, entre los cuales figuran los si-
guientes:

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos,1 artículos 2, 3 y 26.

• Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales,2 artículo 3.

• Convención sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer (Ce-
daw),3 artículos 1, 2, 3, 4 y 10, entre otros.

• Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer,4 Con-
vención de Belém Do Pará, artículos 4 y 5.

Queda claro que en nuestro país está prohibida la dis-
criminación motivada por el género (artículo primero
constitucional). La configuración constitucional de de-
rechos en México implica que todas las personas go-
zamos de los mismos derechos, sin distinción. Sin em-
bargo, históricamente han existido en nuestro país y el
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mundo, leyes que han atentado en contra del principio
de igualdad y no discriminación, especialmente hacia
las mujeres.

Lo anterior ha traído como consecuencia que, con el
paso del tiempo y gracias a diversos movimientos so-
ciales, se generaran mecanismos jurídicos e institucio-
nales para salvaguardar los derechos de las mujeres
desde una visión de igualdad y no discriminación, es-
pecialmente a través de configuraciones legislativas
que reconocieran la igualdad de derechos entre hom-
bres y mujeres.

Es obligación de los legisladores realizar nuestra fun-
ción constitucional a la luz de lo establecido en el ar-
tículo cuarto de nuestro máximo ordenamiento y de
los demás instrumentos internacionales ratificados por
el por nuestro país en uso de su soberanía.

De acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN),5 el artículo 4o. constitucional establece
una prohibición para el legislador de discriminar por
razón de género. Esto es, que las leyes que se impul-
sen desde la función legislativa deben garantizar la
igualdad de oportunidades para que las mujeres pue-
dan intervenir activamente en la vida social, económi-
ca, política y jurídica del país, sin distinción alguna
por causa de su sexo, dada su calidad de persona.

Al analizar el artículo que se busca reformar con esta
Iniciativa, el 1655 del Código Civil Federal, nos en-
contramos con que se hace referencia a que la mujer
podrá ejercer determinado derecho sin la necesidad de
contar con la autorización de su esposo. Los artículos
que indican que la mujer casada, mayor de edad, podrá
ejercer cierto derecho sin el consentimiento de su es-
poso, resultan innecesarios y revelan que, en un tiem-
po, tal autorización sí era necesaria o que aún es nece-
saria para otros supuestos.

La SCJN en diversas ocasiones se ha pronunciado so-
bre la inconstitucionalidad de las normas que establez-
can que las mujeres necesiten autorización de su mari-
do para ejercer determinado derecho. Por ejemplo es
interesante analizar la tesis siguiente:

Compraventa. Los artículos 170 y 2131 del Có-
digo Civil de Michoacán, vigentes hasta el vein-
tidós de septiembre de dos mil cuatro al exigir a
la mujer casada autorización judicial para con-

tratar con su cónyuge, violan la garantía de
igualdad jurídica.

Los referidos preceptos, al establecer el primero que la
mujer necesita autorización judicial para contratar con
su marido y el segundo, que los consortes no pueden
celebrar entre sí el contrato de compraventa, sino de
acuerdo con los artículos 170 y 171 del mencionado
Código Civil, violan la garantía de igualdad jurídica
prevista por los numerales 1o. y 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el
citado artículo 170 coloca a la mujer en un plano de
desigualdad, al impedirle ejercer un derecho que el
hombre sí puede accionar, sin que éste requiera de au-
torización judicial, y por lo que ve al precepto 2131, si
bien inicialmente al señalar que los consortes no pue-
den celebrar entre sí el contrato de compraventa, apa-
rentemente da un trato igual al marido y la mujer ca-
sada, al referirse a la imposibilidad de que puedan
ambos consortes celebrar entre sí el contrato de com-
praventa; sin embargo, a continuación determina que
tal impedimento se supera de acuerdo con los artículos
170 y 171 de dicho código, el primero de los cuales, al
establecer como requisito que se obtenga autorización
judicial, sólo impone esa exigencia a la mujer, mas no
al hombre, lo que conlleva implícito un trato discrimi-
natorio en detrimento de la mujer casada, pues la co-
loca en un plano desigual con relación a su cónyuge,
al impedirle ejercer un derecho que éste sí puede ac-
cionar, menoscabando con ello la esfera jurídica de
una, para favorecer la de otro, sin que tal diferencia de
trato tenga alguna base objetiva.

La anterior tesis asilada demuestra que la legislación
en México en ciertos casos ha violentado el derecho a
la igualdad jurídica de la mujer dentro del matrimonio
ya que no se le permitía ejercer ciertos derechos más
que con el aval de su cónyuge.

La Organización de las Naciones Unidas, a través del
Comité para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer (Comité Cedaw),6 en la recomendación
general número 21 ha asentado:

Cuando la mujer no puede celebrar un contrato en ab-
soluto, ni pedir créditos, o sólo puede hacerlo con el
consentimiento o el aval del marido o un pariente va-
rón, se le niega su autonomía jurídica. Toda restricción
de este género le impide poseer bienes como propieta-
ria exclusiva y le imposibilita la administración legal
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de sus propios negocios o la celebración de cualquier
otro tipo de contrato. Las restricciones de esta índole
limitan seriamente su capacidad de proveer a sus ne-
cesidades o las de sus familiares a cargo.

En algunos países, el derecho de la mujer a litigar es-
tá limitado por la ley o por su acceso al asesoramiento
jurídico y su capacidad de obtener una reparación en
los tribunales. En otros países, se respeta o da menos
importancia a las mujeres en calidad de testigos o las
pruebas que presenten que a los varones. Tales leyes o
costumbres coartan efectivamente el derecho de la
mujer a tratar de obtener o conservar una parte igual
del patrimonio y menoscaban su posición de miembro
independiente, responsable y valioso de la colectivi-
dad a que pertenece. Cuando los países limitan la ca-
pacidad jurídica de una mujer mediante sus leyes, o
permiten que los individuos o las instituciones hagan
otro tanto, le están negando su derecho a la igualdad
con el hombre y limitan su capacidad de proveer a sus
necesidades y las de sus familiares a cargo.

Por tanto, es de entenderse que el artículo que se pre-
tende reformar en su momento pudo representar un
avance en el reconocimiento de los derechos de las
mujeres. Sin embargo, como su mera permanencia en
el Código Civil Federal se interpreta como lacerante
para la dignidad de las mujeres.

Quitar del Código Civil Federal el texto que establece
que las mujeres no necesitan autorización del esposo
para ejercer cierto derecho es una obviedad, en razón
del conjunto de derechos reconocidos para las mujeres
a escalas nacional e internacional.

Es necesario que la legislación, como resultado del
consenso democrático y representativo de un país, sea
incluyente y respetuosa en la forma en cómo se pro-
nuncia; ya que aún y cuando una disposición no vio-
lente un derecho directamente, la forma en como esté
redactada podría incidir de manera negativa en la per-
cepción social y por lo tanto perpetuar estereotipos de
género u otras acciones discriminatorias.

Por todos los motivos aquí argumentados se propone
reformar el artículo 1655 del Código Civil Federal, y a
efecto de entender mejor la iniciativa se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 1655 del
Código Civil Federal

Único. Se reforma el artículo 1655 del Código Civil
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 1655. La herencia común será aceptada o re-
pudiada por los dos cónyuges, y en caso de discrepan-
cia, resolverá el juez.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Ratificada por el Estado mexicano el 23 de marzo de 1981.

2 Ratificada por el Estado mexicano el 23 de marzo de 1981.

3 Ratificada por el Estado mexicano el 23 de marzo de 1981.

4 Ratificada por el Estado mexicano el 19 de junio de 1998.

5 SCJN, jurisprudencia 1a./J. 30/2017 (10a.), Gaceta del Semana-

rio Judicial de la Federación, décima época, registro 2014099, Pri-

mera Sala, abril de 2017, página 789, rubro Derecho humano a la

igualdad entre el varón y la mujer. Su alcance conforme a lo pre-
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visto en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales.

6 El Comité Cedaw vigila la aplicación de la Convención sobre la

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mu-

jer por los Estados miembros. Es el único órgano encargado de in-

terpretar dicho tratado internacional. El Estado mexicano ha acep-

tado la competencia del Comité Cedaw desde 1981.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 3O. DEL CÓDIGO NACIONAL

DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DEL DIPUTADO

ÁLVARO IBARRA HINOJOSA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; numeral 1, fracción I, del artículo 6;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y
55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta so-
beranía la presente, iniciativa con proyecto de decreto
por la que se adiciona una fracción XI al artículo 3 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, reco-
rriéndose las subsecuentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La regulación relacionada con las personas jurídicas se
ha ido perfeccionando con el tiempo, su avance ha to-

mado en cuenta la importancia e impacto de las mis-
mas en la sociedad contemporánea. Esto ha traído apa-
rejados cambios normativos que se han materializado
en diversas latitudes del mundo, a nivel internacional,
regional y nacional.

Desde diversos foros se ha generado el interés de, por
medio de las leyes y la acción del Estado, imputar res-
ponsabilidad penal para las personas jurídicas, ya que
como se ha comprobado éstas podrían, en determina-
dos supuestos, violentar bienes jurídicos protegidos de
las personas físicas o de otras personas jurídicas. Lo
anterior se volvió una necesidad apremiante debido al
gran impacto que tienen las empresas en el mundo ac-
tual, en donde éstas son piezas claves en áreas como la
ciencia, industria, comercio, alimentación, telecomu-
nicaciones, y muchas otras. 

Desde la doctrina, el penalista alemán Klaus Tiede-
mann es uno de los referentes más conocidos sobre la
idea de hacer penalmente responsables a las personas
jurídicas, su argumento principal consiste en que la em-
presa tiene una “posición de garante” sobre los actos y
omisiones de quienes sean sus empleados, estando con-
secuentemente obligada a una organización correcta
que, en caso de infringirse, ocasionaría responsabilidad
penal, considerando la culpabilidad de las personas ju-
rídicas como un defecto de su organización.1

A nivel internacional uno de los avances más signifi-
cativos al respecto se gestó desde el seno de Naciones
Unidas en el año 2011, a través de los “Principios Rec-
tores sobre las empresas y los derechos humanos:
puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas
para ‘proteger, respetar y remediar’”2 (en adelante
Principios de Ruggie), éstos fueron elaborados por el
Representante Especial del Secretario General de la
ONU para la cuestión de los derechos humanos y las
empresas transnacionales y otras empresas. El Conse-
jo de Derechos Humanos de Naciones Unidas hizo su-
yos los Principios Rectores en su Resolución 17/4, de
16 de junio de 2011. Estos principios rectores se basan
en el reconocimiento de:

a) Las actuales obligaciones de los Estados de res-
petar, proteger y cumplir los derechos humanos y
las libertades fundamentales; 

b) El papel de las empresas como órganos especia-
lizados de la sociedad que desempeñan funciones
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específicas y que deben cumplir todas las leyes
aplicables y respetando los derechos de las perso-
nas; 

c) La necesidad de que los derechos y obligaciones
vayan acompañados de recursos adecuados y efec-
tivos en caso de incumplimiento.

Entre los Principios de Ruggie se recuerda la obliga-
ción de protección que tienen los Estados; especial-
mente en lo relacionado con las personas jurídicas,
asentándose que se tienen que cumplir las leyes que
tengan por objeto, o por efecto, hacer respetar los de-
rechos humanos a las empresas, evaluando periódica-
mente si tales leyes resultan adecuadas y en caso de
que no sea así, remediar eventuales carencias.3

En el mismo documento se menciona que para tal
efecto, el Estado debe identificar, prevenir, mitigar y
responder de las consecuencias negativas de las activi-
dades de las personas jurídicas sobre los derechos hu-
manos, especialmente si se ha cometido algún delito.4

Lo anterior se acentúa ya que los Principios de Ruggie
han sido reconocidos en la jurisprudencia contenciosa
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En
la sentencia del Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Su-
rinam,5 la Corte Interamericana asentó lo siguiente:

(…) la Corte toma nota de los “Principios Rectores
sobre las empresas y los derechos humanos”, ava-
lados por el Consejo de Derechos Humanos de la
Naciones Unidas, mediante los cuales se ha esta-
blecido que las empresas deben actuar de confor-
midad con el respeto y la protección de los dere-
chos humanos, así como prevenir, mitigar y
hacerse responsables por las consecuencias negati-
vas de sus actividades sobre los derechos humanos.
En este sentido, tal como lo reiteran dichos princi-
pios, los Estados tienen la responsabilidad de
proteger los derechos humanos de las personas
contra las violaciones cometidas en su territorio
y/o su jurisdicción por terceros, incluidas las
empresas. Para tal efecto los Estados deben
adoptar las medidas apropiadas para prevenir,
investigar, castigar y reparar (…) los abusos que
aquellas puedan cometer, actividades de regla-
mentación y sometimiento a la justicia. (El resal-
tado es propio)

En dicha sentencia el Tribunal Interamericano recono-
ció la importancia de los Principios de Ruggie, delimi-
tando de manera clara la obligación de los Estados pa-
ra prevenir, investigar, castigar y reparar los abusos de
las personas jurídicas, mediante diversas acciones, en-
tre estas la regulación normativa y el acceso a la justi-
cia.6

En concordancia con lo anterior vale la pena mencio-
nar que diversos países en el mundo han establecido
interesantes modelos para imputar responsabilidad pe-
nal a las personas jurídicas. Algunos ejemplos los en-
contramos en naciones como Estados Unidos,7 Espa-
ña8 y Colombia,9 entro otros. 

El caso de España es particularmente pertinente para
esta Iniciativa ya que se ha elaborado una configura-
ción legislativa que se considera efectiva para poder
imputar responsabilidad penal a las personas jurídicas,
dicho modelo se analizará más adelante. 

En nuestro país también se han dado avances impor-
tantes al respecto, el más relevante hasta la fecha se
dio a través de la miscelánea penal aprobada en la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión en ju-
nio de 2016. Uno de los cambios de esta reforma obe-
dece a la implementación de sanciones penales para
las personas jurídicas en el Código Nacional de Proce-
dimientos Penales (CNPP)10 y en el Código Penal Fe-
deral.11

Este cambio de paradigma se ha materializado en otros
ámbitos además del penal. Por ejemplo, con la refor-
ma constitucional en materia de combate a la corrup-
ción publicada en el Diario Oficial de la Federación el
27de mayo de 2015, se asentó en el artículo 109 cons-
titucional que las “personas morales serán sanciona-

das en los términos de esta fracción cuando los actos

vinculados con faltas administrativas graves sean re-

alizados por personas físicas que actúen a nombre o

representación de la persona moral y en beneficio de

ella”.

De lo anterior se derivó la obligación de crear una ley
general para regular la responsabilidad administrativa,
por lo que el 18 de julio de 2016 se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, en ésta se establecen
claramente las pautas para la responsabilidad adminis-
trativa de las personas morales.
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Si bien es cierto que la legislación mexicana cuenta
actualmente en el Código Nacional de Procedimientos
Penales con el Procedimiento para Personas Jurídicas
establecido del artículo 421 al 425, se han detectado
áreas de oportunidad importantes para la correcta apli-
cación de la ley.

Al respecto es importante observar que, si bien es cier-
to que persona jurídica hace alusión o se induce a
aquellas personas no físicas, y que en la tradición jurí-
dica mexicana aquellas son conocidas comúnmente
como “personas morales”, cierto también es que la in-
tención lógica, no es sancionar penalmente a toda per-
sona moral.

Lo anterior es así ya que, debemos tener presente, por
mencionar algunas del amplio espectro de tipos de
personas que pueden encuadrar en la denominación de
persona moral, como lo son todas aquellas que señala
el artículo 25 del Código Civil Federal que a letra se-
ñala:

Código Civil Federal:

Artículo 25.- Son personas morales:

I. La Nación, los Estados y los Municipios;

II. Las demás corporaciones de carácter público re-
conocidas por la ley;

III. Las sociedades civiles o mercantiles;

IV. Los sindicatos, las asociaciones profesionales y
las demás a que se refiere la fracción XVI del artí-
culo 123 de la Constitución Federal;

V. Las sociedades cooperativas y mutualistas;

VI. Las asociaciones distintas de las enumeradas
que se propongan fines políticos, científicos, artísti-
cos, de recreo o cualquiera otro fin lícito, siempre
que no fueren desconocidas por la ley.

VII. Las personas morales extranjeras de naturaleza
privada, en los términos del artículo 2736.

Como es notorio de la porción normativa transcrita, la
persona moral es una gran variedad de personas no físi-
cas, pero que sin duda, no se pretende que todas las an-

teriores mencionadas en el artículo 25 del Código Civil
Federal sean las que se busque sancionar penalmente.

Es menester tener claro que el principio de taxatividad
de la materia penal que la Suprema Corte de Justicia de
la Nación ha reiteradamente puntualizado, corresponde
a la exacta aplicación de la ley en materia penal que nos
obliga como legisladores a señalar con claridad y pre-
cisión las conductas típicas y las penas aplicables.

Taxatividad en materia penal. Sólo obliga al legis-
lador a una determinación suficiente de los concep-
tos contenidos en las normas penales y no a la ma-
yor precisión imaginable.12

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
sostenido que la exacta aplicación de la ley en
materia penal obliga al legislador a señalar con
claridad y precisión las conductas típicas y las pe-
nas aplicables. Asimismo, esta Primera Sala ha re-
conocido que una disposición normativa no necesa-
riamente es inconstitucional si el legislador no
define cada vocablo o locución que utiliza, ya que
ello tornaría imposible la función legislativa. Es por
eso que el mandato de taxatividad sólo puede obli-
gar al legislador penal a una determinación suficien-
te y no a la mayor precisión imaginable. Desde esta
perspectiva, la taxatividad tiene un matiz que re-
quiere que los textos legales que contienen normas
penales únicamente describan, con suficiente preci-
sión, qué conductas están prohibidas y qué sancio-
nes se impondrán a quienes incurran en ellas, por lo
que la exigencia en cuanto a la claridad y precisión
es gradual. En este sentido, puede esclarecerse una
cierta tensión estructural en el mandato de la taxati-
vidad: alcanzar el punto adecuado entre precisión
(claridad) y flexibilidad de una disposición normati-
va para que, en una sana colaboración con las auto-
ridades judiciales, dichas disposiciones puedan ser
interpretadas para adquirir mejores determinaciones.
Ahora bien, como la legislación penal no puede re-
nunciar a la utilización de expresiones, conceptos ju-
rídicos, términos técnicos, vocablos propios de un
sector o profesión (y por ello necesitados de concre-
ción), entonces el legislador y las autoridades judi-
ciales se reparten el trabajo para alcanzar, de inicio,
una suficiente determinación y, posteriormente, una
mayor concreción; de ahí que para analizar el grado
de suficiencia en la claridad y precisión de una ex-
presión no debe tenerse en cuenta sólo el texto de la
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ley, sino que puede acudirse tanto a la gramática, co-
mo a su contraste en relación con otras expresiones
contenidas en la misma (u otra) disposición norma-
tiva, al contexto en el cual se desenvuelven las nor-
mas y a sus posibles destinatarios.

Amparo directo en revisión 3266/2012. 6 de febre-
ro de 2013. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodrí-
guez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia
1a./J. 24/2016 (10a.), publicada el viernes 27 de
mayo de 2016, a las 10:27 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y en la Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Li-
bro 30, Tomo II, mayo de 2016, página 802, de tí-
tulo y subtítulo: “Taxatividad en materia penal.
Sólo obliga al legislador a una determinación su-
ficiente de los conceptos contenidos en las nor-
mas penales y no a la mayor precisión imagina-
ble.”

Por esta razón, toda norma penal, al ser de exacta apli-
cación, tenemos la responsabilidad como legisladores
de procurar regular con precisión descriptiva tanto
aquellas normas sustantivas como adjetivas.

En el caso de las personas jurídicas, nos encontramos
ante este actual vacío legal, por el que se vuelve nece-
sario describir qué se entenderá por este tipo de perso-
nas en el ámbito penal, a fin que tengan una responsa-
bilidad exigible, y dar certeza a aquellas personas
jurídicas que no se pretende sean sancionadas penal-
mente, a fin de que aquellas que sí, procuren observar
el debido control de organización contenido en el artí-
culo 421 del CNPP que a letra dice:  

Las personas jurídicas serán penalmente responsables,
de los delitos cometidos a su nombre, por su cuenta, en
su beneficio o a través de los medios que ellas propor-
cionen, cuando se haya determinado que además
existió inobservancia del debido control en su orga-
nización. Lo anterior con independencia de la respon-
sabilidad penal en que puedan incurrir sus represen-
tantes o administradores de hecho o de derecho. 

Por lo tanto, se estima que el artículo 3 del mismo Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales, referente al glo-
sario del mismo Código, sea el que regule el concepto. 

Para efecto de entender mejor la iniciativa se anexa el
siguiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XI al
artículo 3o. del Código Nacional de Procedimientos
Penales.

Único. Se Adiciona una fracción XI al artículo 3 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, reco-
rriéndose las subsecuentes, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Glosario

Para los efectos de este Código, según corresponda, se
entenderá por:

I. Asesor jurídico: Los asesores jurídicos de las
víctimas, federales y de las Entidades federativas;

II. Código: El Código Nacional de Procedimientos
Penales;

III. Consejo: El Consejo de la Judicatura Federal,
los Consejos de las Judicaturas de las Entidades fe-
derativas o el órgano judicial, con funciones propias
del Consejo o su equivalente, que realice las fun-
ciones de administración, vigilancia y disciplina;

IV. Constitución: La Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos;

V. Defensor: El defensor público federal, defensor
público o de oficio de las Entidades federativas, o
defensor particular;

VI. Entidades federativas: Las partes integrantes
de la Federación a que se refiere el artículo 43 de la
Constitución;

VII. Juez de control: El Órgano jurisdiccional del
fuero federal o del fuero común que interviene des-
de el principio del procedimiento y hasta el dictado
del auto de apertura a juicio, ya sea local o federal;

VIII. Ley Orgánica: La Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación o la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de cada Entidad federativa;

IX. Ministerio Público: El Ministerio Público de la
Federación o al Ministerio Público de las Entidades fe-
derativas;

X. Órgano jurisdiccional: El Juez de control, el
Tribunal de enjuiciamiento o el Tribunal de alzada
ya sea del fuero federal o común;

XI. Persona jurídica: La persona moral sujeta a
responsabilidad penal, siendo estas: las socieda-
des civiles, en términos de los Códigos Civiles Fe-
deral o locales; las sociedades mercantiles nacio-
nales o extranjeras; los sindicatos; las
asociaciones profesionales; y, las sociedades coo-
perativas y mutualistas

XII. Policía: Los cuerpos de Policía especializados
en la investigación de delitos del fuero federal o del
fuero común, así como los cuerpos de seguridad pú-
blica de los fueros federal o común, que en el ám-
bito de sus respectivas competencias actúan todos
bajo el mando y la conducción del Ministerio Pú-
blico para efectos de la investigación, en términos
de lo que disponen la Constitución, este Código y
demás disposiciones aplicables;

XIII. Procurador: El titular del Ministerio Público
de la Federación o del Ministerio Público de las En-
tidades federativas o los Fiscales Generales en las
Entidades federativas;

XIV. Procuraduría: La Procuraduría General de la
República, las Procuradurías Generales de Justicia
y Fiscalías Generales de las Entidades federativas;

XV. Tratados: Los Tratados Internacionales en los
que el Estado mexicano sea parte;

XVI. Tribunal de enjuiciamiento: El Órgano ju-
risdiccional del fuero federal o del fuero común in-
tegrado por uno o tres juzgadores, que interviene
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después del auto de apertura a juicio oral, hasta el
dictado y explicación de sentencia, y

XVII. Tribunal de alzada: El Órgano jurisdiccio-
nal integrado por uno o tres magistrados, que re-
suelve la apelación, federal o de las Entidades fede-
rativas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Gómez-Jara Díez, Carlos, Fundamentos Modernos de la Culpa-

bilidad Empresarial, Ed. Ara, Perú, 2010, p. 396.

2 ONU, Principios Rectores sobre las empresas y los derechos hu-

manos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para

“proteger, respetar y remediar”. 2011. Disponible en:

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/GuidingPrinciples-

BusinessHR_SP.pdf, y http://www.ohchr.org/EN/Issues/Transna-

tionalCorporations/Pages/Reports.aspx.

3 Principio 3, inciso a) de los Principios de Ruggie.

4 Principios de Ruggie comentados por la Oficina del Alto Comi-

sionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Dispo-

nible en línea en: http://www.ohchr.org/Documents/Publica-

tions/GuidingPrinciplesBusinessHR_SP.pdf

5 Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo,

Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2015. Se-

rie C No. 309, párrafo 224

6 Dicho argumento es relevante para las autoridades mexicanas ya
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de junio y actualizada por la Ley Orgánica 1/2015.
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Capítulo Único, Artículo 29

10 Código Nacional de Procedimientos Penales, Titulo X, Capítu-

lo II. (Última reforma 17 de junio de 2016)

11 Artículo 11 bis del Código Penal Federal. 

12 Época: Décima Época; Registro: 2003897; Instancia: Primera

Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Fe-

deración y su Gaceta; Libro XXI, Junio de 2013, Tomo 1; Mate-
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 7 de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 3 DE LA LEY GENERAL DE

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, A CARGO DEL

DIPUTADO ÁLVARO IBARRA HINOJOSA, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; numeral 1, fracción I del artículo 6; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto por la
que se adiciona una fracción XXII de la Ley General
de Responsabilidades Administrativas, recorriéndose
las subsecuentes, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

La regulación relacionada con las personas jurídicas se
ha ido perfeccionando con el tiempo, su avance ha to-
mando en cuenta la importancia e impacto de las mis-
mas en la sociedad contemporánea. Esto ha traído apa-
rejados cambios normativos que se han materializado
en diversas latitudes del mundo, a nivel internacional,
regional y nacional.

Desde diversos foros se ha generado el interés de, por
medio de las leyes y la acción del Estado, imputar res-
ponsabilidad penal para las personas jurídicas, ya que
como se ha comprobado éstas podrían, en determina-
dos supuestos, violentar bienes jurídicos protegidos de
las personas físicas o de otras personas jurídicas. Lo
anterior se volvió una necesidad apremiante debido al
gran impacto que tienen las empresas en el mundo ac-
tual, en donde éstas son piezas claves en áreas como la
ciencia, industria, comercio, alimentación, telecomu-
nicaciones, y muchas otras. 

Desde la doctrina, el penalista alemán Klaus Tiede-
mann es uno de los referentes más conocidos sobre la
idea de hacer penalmente responsables a las personas
jurídicas, su argumento principal consiste en que la em-
presa tiene una “posición de garante” sobre los actos y
omisiones de quienes sean sus empleados, estando con-
secuentemente obligada a una organización correcta
que, en caso de infringirse, ocasionaría responsabilidad
penal, considerando la culpabilidad de las personas ju-
rídicas como un defecto de su organización.1

A nivel internacional uno de los avances más signifi-
cativos al respecto se gestó desde el seno de Naciones
Unidas en el año 2011, a través de los “Principios Rec-
tores sobre las empresas y los derechos humanos:
puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas
para ‘proteger, respetar y remediar’”2 (en adelante
Principios de Ruggie), éstos fueron elaborados por el
Representante Especial del Secretario General de la
ONU para la cuestión de los derechos humanos y las
empresas transnacionales y otras empresas. El Conse-
jo de Derechos Humanos de Naciones Unidas hizo su-
yos los Principios Rectores en su Resolución 17/4, de
16 de junio de 2011. Estos principios rectores se basan
en el reconocimiento de:

a) Las actuales obligaciones de los Estados de res-
petar, proteger y cumplir los derechos humanos y

las libertades fundamentales; 

b) El papel de las empresas como órganos especia-
lizados de la sociedad que desempeñan funciones
específicas y que deben cumplir todas las leyes
aplicables y respetando los derechos de las perso-
nas; 

c) La necesidad de que los derechos y obligaciones
vayan acompañados de recursos adecuados y efec-
tivos en caso de incumplimiento.

Entre los Principios de Ruggie se recuerda la obliga-
ción de protección que tienen los Estados; especial-
mente en lo relacionado con las personas jurídicas,
asentándose que se tienen que cumplir las leyes que
tengan por objeto, o por efecto, hacer respetar los de-
rechos humanos a las empresas, evaluando periódica-
mente si tales leyes resultan adecuadas y en caso de
que no sea así, remediar eventuales carencias.3

En el mismo documento se menciona que para tal
efecto, el Estado debe identificar, prevenir, mitigar y
responder de las consecuencias negativas de las activi-
dades de las personas jurídicas sobre los derechos hu-
manos, especialmente si se ha cometido algún delito.4

Lo anterior se acentúa ya que los Principios de Ruggie
han sido reconocidos en la jurisprudencia contenciosa
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En
la sentencia del Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs.
Surinam,5 la Corte Interamericana asentó lo siguien-
te:

(…) la Corte toma nota de los “Principios Rectores
sobre las empresas y los derechos humanos”, avala-
dos por el Consejo de Derechos Humanos de la Na-
ciones Unidas, mediante los cuales se ha estableci-
do que las empresas deben actuar de conformidad
con el respeto y la protección de los derechos hu-
manos, así como prevenir, mitigar y hacerse res-
ponsables por las consecuencias negativas de sus
actividades sobre los derechos humanos. En este
sentido, tal como lo reiteran dichos principios, los
Estados tienen la responsabilidad de proteger los
derechos humanos de las personas contra las
violaciones cometidas en su territorio y/o su ju-
risdicción por terceros, incluidas las empresas.
Para tal efecto los Estados deben adoptar las me-
didas apropiadas para prevenir, investigar, casti-
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gar y reparar (…) los abusos que aquellas pue-
dan cometer, actividades de reglamentación y so-
metimiento a la justicia. (El resaltado es propio)

En dicha sentencia el Tribunal Interamericano recono-
ció la importancia de los Principios de Ruggie, delimi-
tando de manera clara la obligación de los Estados pa-
ra prevenir, investigar, castigar y reparar los abusos de
las personas jurídicas, mediante diversas acciones, en-
tre estas la regulación normativa y el acceso a la justi-
cia.6

Este cambio de paradigma se ha materializado en di-
versos ámbitos y materias en la evolución reciente del
derecho mexicano, como lo es la materia penal, que se
dio a través de la miscelánea penal aprobada en la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión en ju-
nio de 2016. Uno de los cambios de esta reforma obe-
dece a la implementación de sanciones penales para
las personas jurídicas en el Código Nacional de Proce-
dimientos Penales7 y en el Código Penal Federal.8 E
igualmente, para el caso que nos ocupa, en materia ad-
ministrativa y penal anticorrupción, con la reforma
constitucional en materia de combate a la corrupción
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27de
mayo de 2015, que se asentó en el artículo 109 consti-
tucional que las “personas morales serán sancionadas

en los términos de esta fracción cuando los actos vin-

culados con faltas administrativas graves sean reali-

zados por personas físicas que actúen a nombre o re-

presentación de la persona moral y en beneficio de

ella”.

De lo anterior se derivó la obligación de crear una ley
general para regular la responsabilidad administrativa,
por lo que el 18 de julio de 2016 se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, en ésta se establecen
claramente las pautas para la responsabilidad adminis-
trativa de las personas morales.

Sin embargo, es importante observar que, si bien es
cierto el concepto persona moral hace alusión o se in-
duce a aquellas personas no físicas, y que en la tradi-
ción jurídica, cierto también es que la intención lógi-
ca, no es sancionar penalmente a toda persona moral.

Lo anterior es así ya que, debemos tener presente, por
mencionar algunas del amplio espectro de tipos de
personas que pueden encuadrar en la denominación de

persona moral, como lo son todas aquellas que señala
el artículo 25 del Código Civil Federal que a letra se-
ñala:

Código Civil Federal:

Artículo 25.- Son personas morales:

I. La Nación, los Estados y los Municipios;

II. Las demás corporaciones de carácter público re-
conocidas por la ley;

III. Las sociedades civiles o mercantiles;

IV. Los sindicatos, las asociaciones profesionales y
las demás a que se refiere la fracción XVI del artí-
culo 123 de la Constitución Federal;

V. Las sociedades cooperativas y mutualistas;

VI. Las asociaciones distintas de las enumeradas
que se propongan fines políticos, científicos, artísti-
cos, de recreo o cualquiera otro fin lícito, siempre
que no fueren desconocidas por la ley.

VII. Las personas morales extranjeras de naturaleza
privada, en los términos del artículo 2736.

Como es notorio de la porción normativa transcrita, la
persona moral es una gran variedad de personas no fí-
sicas, pero que sin duda, no se pretende que todas las
anterior mencionadas en el artículo 25 del Código Ci-
vil Federal sean las que se busque sancionar penal-
mente.

Es menester tener claro que el principio de taxatividad,
no aplica únicamente en materia penal, sino también
en la materia administrativa sancionadora, entendida
como la exacta aplicación de la ley que nos obliga co-
mo legisladores a señalar con claridad y precisión las
conductas típicas y las penas aplicables en ambas ma-
terias.

Así lo ha dejado claro la Suprema Corte de Justicia de
la Nación en el siguiente criterio:

Sanciones administrativas. El artículo 171 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente al delegar a la autoridad ad-
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ministrativa la función de tipificar la infracción
de la que dependa su aplicación, viola la garan-
tía de exacta aplicación de la ley.

El artículo 171 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente señala cuáles son
las sanciones administrativas que se pueden imponer
por violaciones a la propia ley, a sus reglamentos y de-
más disposiciones que de ella emanen; sin embargo,
no contiene el supuesto sancionado o tipo, es decir, la
descripción de la conducta o hecho infractor de los que
dependa la sanción. Es así que el legislador delega su
función -tipificar la infracción- a la autoridad ad-
ministrativa en detrimento de la garantía de exacta
aplicación de la ley (nullum crimen, nulla poena si-
ne lege) consagrada en el párrafo tercero del artí-
culo 14 constitucional (aplicable tratándose de in-
fracciones y sanciones administrativas dada su
identidad ontológica con la materia penal). Efecti-
vamente, el precepto en cuestión, por lo dicho, crea
una situación de incertidumbre jurídica y estado de in-
defensión para el gobernado porque la autoridad que
aplica la ley, al contar con la posibilidad de determinar
la infracción ante la omisión destacada, será proclive a
la arbitrariedad y no al ejercicio reglado, máxime que
el legislador tampoco especifica los fines o valores
que den cauce a la discrecionalidad de aquélla.

Respecto al principio de taxatividad, la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación ha señalado que: 

Taxatividad en materia penal. Sólo obliga al le-
gislador a una determinación suficiente de los
conceptos contenidos en las normas penales y no
a la mayor precisión imaginable.9

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
sostenido que la exacta aplicación de la ley en
materia penal obliga al legislador a señalar con
claridad y precisión las conductas típicas y las
penas aplicables. Asimismo, esta Primera Sala ha
reconocido que una disposición normativa no nece-
sariamente es inconstitucional si el legislador no
define cada vocablo o locución que utiliza, ya que
ello tornaría imposible la función legislativa. Es por
eso que el mandato de taxatividad sólo puede obli-
gar al legislador penal a una determinación sufi-
ciente y no a la mayor precisión imaginable. Desde
esta perspectiva, la taxatividad tiene un matiz que
requiere que los textos legales que contienen nor-

mas penales únicamente describan, con suficiente
precisión, qué conductas están prohibidas y qué
sanciones se impondrán a quienes incurran en ellas,
por lo que la exigencia en cuanto a la claridad y
precisión es gradual. En este sentido, puede escla-
recerse una cierta tensión estructural en el mandato
de la taxatividad: alcanzar el punto adecuado entre
precisión (claridad) y flexibilidad de una disposi-
ción normativa para que, en una sana colaboración
con las autoridades judiciales, dichas disposiciones
puedan ser interpretadas para adquirir mejores de-
terminaciones. Ahora bien, como la legislación pe-
nal no puede renunciar a la utilización de expresio-
nes, conceptos jurídicos, términos técnicos,
vocablos propios de un sector o profesión (y por
ello necesitados de concreción), entonces el legisla-
dor y las autoridades judiciales se reparten el traba-
jo para alcanzar, de inicio, una suficiente determi-
nación y, posteriormente, una mayor concreción; de
ahí que para analizar el grado de suficiencia en la
claridad y precisión de una expresión no debe te-
nerse en cuenta sólo el texto de la ley, sino que pue-
de acudirse tanto a la gramática, como a su contras-
te en relación con otras expresiones contenidas en la
misma (u otra) disposición normativa, al contexto
en el cual se desenvuelven las normas y a sus posi-
bles destinatarios.

Amparo directo en revisión 3266/2012. 6 de febre-
ro de 2013. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodrí-
guez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia
1a./J. 24/2016 (10a.), publicada el viernes 27 de
mayo de 2016, a las 10:27 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y en la Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Li-
bro 30, Tomo II, mayo de 2016, página 802, de tí-
tulo y subtítulo: “Taxatividad en materia penal.
Sólo obliga al legislador a una determinación sufi-
ciente de los conceptos contenidos en las normas
penales y no a la mayor precisión imaginable.”

Por esta razón, toda norma administrativa sancionado-
ra, al ser de exacta aplicación, tenemos la responsabi-
lidad como legisladores de procurar regular con preci-
sión descriptiva tanto aquellas normas sustantivas
como adjetivas.
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En el caso de las personas morales, nos encontramos
ante este actual vacío legal, por el que se vuelve nece-
sario describir qué se entenderá por este tipo de perso-
nas en el ámbito administrativo sancionador antico-
rrupción, a fin que tengan una responsabilidad
exigible, y dar certeza a aquellas personas morales que
no se pretende sean sancionadas en este nuevo siste-
ma, a fin de que aquellas que sí, procuren observar la
política de integridad contenida en el artículo 25 de la
Ley General de Responsabilidades Administrativas,
que a letra dice:  

Artículo 25. En la determinación de la responsabili-
dad de las personas morales a que se refiere la pre-
sente Ley, se valorara? si cuentan con una política
de integridad. Para los efectos de esta Ley, se con-
siderara? una política de integridad aquella que
cuenta con, al menos, los siguientes elementos: 

I. Un manual de organización y procedimientos que
sea claro y completo, en el que se delimiten las fun-
ciones y responsabilidades de cada una de sus áreas,
y que especifique claramente las distintas cadenas
de mando y de liderazgo en toda la estructura; 

II. Un código de conducta debidamente publicado y
socializado entre todos los miembros de la organi-
zación, que cuente con sistemas y mecanismos de
aplicación real; 

III. Sistemas adecuados y eficaces de control, vigi-
lancia y auditoria, que examinen de manera cons-
tante y periódica el cumplimiento de los estándares
de integridad en toda la organización; 

IV. Sistemas adecuados de denuncia, tanto al inte-
rior de la organización como hacia las autoridades
competentes, así? como procesos disciplinarios y
consecuencias concretas respecto de quienes actúan
de forma contraria a las normas internas o a la le-
gislación mexicana; 

V. Sistemas y procesos adecuados de entrenamien-
to y capacitación respecto de las medidas de inte-
gridad que contiene este artículo; 

VI. Políticas de recursos humanos tendientes a evi-
tar la incorporación de personas que puedan gene-
rar un riesgo a la integridad de la corporación. Es-
tas políticas en ningún caso autorizarán la

discriminación de persona alguna motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social, las condiciones de
salud, la religión, las opiniones, las preferencias se-
xuales, el estado civil o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las
personas, y 

VII. Mecanismos que aseguren en todo momento la
transparencia y publicidad de sus intereses.

Por lo tanto, se estima que el artículo 3 de la citada ley,
referente al glosario de la misma, sea el que regule el
concepto. 

Para efecto de entender mejor la iniciativa se anexa el
siguiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto, se somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XXII al
artículo 3 de la Ley General de Responsabilidades
Administrativas.

Único. Se adiciona una fracción XXII al artículo 3 de
la Ley General de Responsabilidades Administrativas,
recorriéndose las subsecuentes, para quedar como si-
gue:

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Auditoría Superior: La Auditoría Superior de la
Federación;

II. Autoridad investigadora: La autoridad en las
Secretarías, los Órganos internos de control, la Au-
ditoría Superior de la Federación y las entidades de
fiscalización superior de las entidades federativas,
así como las unidades de responsabilidades de las
Empresas productivas del Estado, encargada de la
investigación de Faltas administrativas;

III. Autoridad substanciadora: La autoridad en
las Secretarías, los Órganos internos de control, la
Auditoría Superior y sus homólogas en las entida-
des federativas, así como las unidades de responsa-
bilidades de las Empresas productivas del Estado
que, en el ámbito de su competencia, dirigen y con-
ducen el procedimiento de responsabilidades admi-
nistrativas desde la admisión del Informe de pre-

sunta responsabilidad administrativa y hasta la con-
clusión de la audiencia inicial. La función de la Au-
toridad substanciadora, en ningún caso podrá ser
ejercida por una Autoridad investigadora;

IV. Autoridad resolutora: Tratándose de Faltas ad-
ministrativas no graves lo será la unidad de respon-
sabilidades administrativas o el servidor público
asignado en los Órganos internos de control. Para las
Faltas administrativas graves, así como para las Fal-
tas de particulares, lo será el Tribunal competente;

V. Comité Coordinador: Instancia a la que hace
referencia el artículo 113 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, encargada de
la coordinación y eficacia del Sistema Nacional An-
ticorrupción;

VI. Conflicto de Interés: La posible afectación del
desempeño imparcial y objetivo de las funciones de
los Servidores Públicos en razón de intereses perso-
nales, familiares o de negocios;

VII. Constitución: La Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos;

VIII. Declarante: El Servidor Público obligado a
presentar declaración de situación patrimonial, de
intereses y fiscal, en los términos de esta Ley;

IX. Denunciante: La persona física o moral, o el
Servidor Público que acude ante las Autoridades in-
vestigadoras a que se refiere la presente Ley, con el
fin de denunciar actos u omisiones que pudieran
constituir o vincularse con Faltas administrativas,
en términos de los artículos 91 y 93 de esta Ley;

X. Ente público: Los Poderes Legislativo y Judi-
cial, los órganos constitucionales autónomos, las
dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, y sus homólogos de las entidades fe-
derativas, los municipios y alcaldías de la Ciudad
de México y sus dependencias y entidades, la Pro-
curaduría General de la República y las fiscalías o
procuradurías locales, los órganos jurisdiccionales
que no formen parte de los poderes judiciales, las
Empresas productivas del Estado, así como cual-
quier otro ente sobre el que tenga control cualquie-
ra de los poderes y órganos públicos citados de los
tres órdenes de gobierno;
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XI. Entidades: Los organismos públicos descentra-
lizados, las empresas de participación estatal mayo-
ritaria y los fideicomisos públicos que tengan el ca-
rácter de entidad paraestatal a que se refieren los
artículos 3, 45, 46 y 47 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal y sus correlativas en
las entidades federativas y municipios;

XII. Entidades de fiscalización superior de las
entidades federativas: Los órganos a los que hacen
referencian el sexto párrafo de la fracción segunda
del artículo 116 y el sexto párrafo de la fracción II
del Apartado A del artículo 122, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

XIII. Expediente de presunta responsabilidad
administrativa: El expediente derivado de la in-
vestigación que las Autoridades Investigadoras rea-
lizan en sede administrativa, al tener conocimiento
de un acto u omisión posiblemente constitutivo de
Faltas administrativas;

XIV. Faltas administrativas: Las Faltas adminis-
trativas graves, las Faltas administrativas no graves;
así como las Faltas de particulares, conforme a lo
dispuesto en esta Ley;

XV. Falta administrativa no grave: Las faltas ad-
ministrativas de los Servidores Públicos en los tér-
minos de la presente Ley, cuya sanción corresponde
a las Secretarías y a los Órganos internos de control;

XVI. Falta administrativa grave: Las faltas admi-
nistrativas de los Servidores Públicos catalogadas
como graves en los términos de la presente Ley, cu-
ya sanción corresponde al Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa y sus homólogos en las entida-
des federativas;

XVII. Faltas de particulares: Los actos de perso-
nas físicas o morales privadas que estén vinculados
con faltas administrativas graves a que se refieren
los Capítulos III y IV del Título Tercero de esta Ley,
cuya sanción corresponde al Tribunal en los térmi-
nos de la misma;

XVIII. Informe de Presunta Responsabilidad
Administrativa: El instrumento en el que las auto-
ridades investigadoras describen los hechos relacio-
nados con alguna de las faltas señaladas en la pre-

sente Ley, exponiendo de forma documentada con
las pruebas y fundamentos, los motivos y presunta
responsabilidad del Servidor Público o de un parti-
cular en la comisión de Faltas administrativas;

XIX. Magistrado: El Titular o integrante de la sec-
ción competente en materia de responsabilidades
administrativas, de la Sala Superior del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa o de las salas espe-
cializadas que, en su caso, se establezcan en dicha
materia, así como sus homólogos en las entidades
federativas;

XX. Órganos constitucionales autónomos: Orga-
nismos a los que la Constitución otorga expresa-
mente autonomía técnica y de gestión, personalidad
jurídica y patrimonio propio, incluidos aquellos cre-
ados con tal carácter en las constituciones de las en-
tidades federativas;

XXI. Órganos internos de control: Las unidades
administrativas a cargo de promover, evaluar y for-
talecer el buen funcionamiento del control interno
en los entes públicos, así como aquellas otras ins-
tancias de los Órganos constitucionales autónomos
que, conforme a sus respectivas leyes, sean compe-
tentes para aplicar las leyes en materia de responsa-
bilidades de  Servidores Públicos;

XXII. Persona moral: La persona sujeta a res-
ponsabilidad administrativa en términos de esta
ley, siendo estas: las sociedades civiles, en térmi-
nos de los Códigos Civiles Federal o locales; las
sociedades mercantiles nacionales o extranjeras;
los sindicatos; las asociaciones profesionales; y,
las sociedades cooperativas y mutualistas

XXIII. Plataforma digital nacional: La platafor-
ma a que se refiere la Ley General del Sistema Na-
cional Anticorrupción, que contará con los sistemas
que establece la referida ley, así como los conteni-
dos previstos en la presente Ley;

XXIV. Secretaría: La Secretaría de la Función Pú-
blica en el Poder Ejecutivo Federal;

XXV. Secretarías: La Secretaría de la Función Pú-
blica en el Poder Ejecutivo Federal y sus homólo-
gos en las entidades federativas;
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XXVI. Servidores Públicos: Las personas que des-
empeñan un empleo, cargo o comisión en los entes
públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo
dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos;

XXVII. Sistema Nacional Anticorrupción: La
instancia de coordinación entre las autoridades de
todos los órdenes de gobierno competentes en la
prevención, detección y sanción de responsabilida-
des administrativas y hechos de corrupción, así co-
mo en la fiscalización y control de recursos públi-
cos, y

XXVIII. Tribunal: La Sección competente en ma-
teria de responsabilidades administrativas, de la Sa-
la Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa o las salas especializadas que, en su caso,
se establezcan en dicha materia, así como sus ho-
mólogos en las entidades federativas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Gómez-Jara Díez, Carlos, Fundamentos Modernos de la Culpa-

bilidad Empresarial, Ed. Ara, Perú, 2010, p. 396.

2 ONU, Principios Rectores sobre las empresas y los derechos hu-

manos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para

“proteger, respetar y remediar”. 2011. Disponible en: 

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/GuidingPrinciples-

BusinessHR_SP.pdf, y http://www.ohchr.org/EN/Issues/Transna-

tionalCorporations/Pages/Reports.aspx.

3 Principio 3, inciso a) de los Principios de Ruggie.

4 Principios de Ruggie comentados por la Oficina del Alto Comi-

sionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Dispo-

nible en línea en: http://www.ohchr.org/Documents/Publica-

tions/GuidingPrinciplesBusinessHR_SP.pdf

5 Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo,

Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2015. Se-

rie C No. 309, párrafo 224

6 Dicho argumento es relevante para las autoridades mexicanas ya

que la Suprema Corte de Justicia en la Contradicción de Tesis

293/2011 asentó que la jurisprudencia de la Corte Interamericana

es de observancia obligatoria. La resolución se puede consultar en

línea en: http://207.249.17.176/Transparencia/Epocas/Pleno/Deci-

maEpoca/293-2011-PL%20CT%20Ejecutoria.pdf

7 Código Nacional de Procedimientos Penales, Titulo X, Capítulo

II. (Última reforma 17 de junio de 2016)

8 Artículo 11 bis del Código Penal Federal. 

9 Época: Décima Época; Registro: 2003897; Instancia: Primera

Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Fe-

deración y su Gaceta; Libro XXI, Junio de 2013, Tomo 1; Mate-

ria(s): Constitucional; Tesis: 1a. CXCII/2013 (10a.); Página: 605

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 7 días del mes de diciembre de 2017.

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 97 BIS DEL CÓDIGO PENAL

FEDERAL, A CARGO DEL DIPUTADO ÁLVARO IBARRA HI-
NOJOSA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado federal Álvaro Ibarra Hinojosa,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; numeral 1, fracción I del ar-
tículo 6; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados; y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por la que se reforma el artículo 97 Bis del Có-
digo Penal Federal, en materia de determinación de
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violaciones graves a derechos humanos en el procedi-
miento para declarar indulto a favor de sentenciados,
al tenor de la siguiente

Exposición de motivos

El 30 de octubre de 2013, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto por el que se adicionó
un artículo 97 Bis al Código Penal Federal; enmienda
legislativa que tuvo como origen y finalidad inmedia-
ta el responder a un reclamo específico por parte de or-
ganizaciones civiles y diversos sectores protectores de
derechos humanos para encontrar de justicia a favor
del profesor chiapaneco Alberto Patishtàn, condenado
en 2002 a 60 años de prisión, al haber sido declarado
responsable de los delitos de lesiones y homicidio ca-
lificado, robo calificado y daños; portación de arma de
fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza
Aérea; todo ello sustentando en acusaciones y pruebas
falsas y, en donde entre otras irregularidades en el pro-
cedimiento, no se le proporcionó al acusado un intér-
prete para conocer la acusación en su contra y así es-
tar en condiciones de preparar su defensa.

En el momento en que este asunto se hizo del conoci-
miento público, se habían agotado ya las instancias le-
gales de impugnación que permitieran liberar al profe-
sor Patishtàn de prisión, incluso mediante el
reconocimiento de inocencia, razón que llevó a los in-
teresados a buscar vías alternativas al proceso penal
para encontrar justicia. 

Sensibles a ello, el Poder Legislativo federal, en ejerci-
cio de sus facultades, reformó el Código Penal Federal,
con el objetivo de encontrar una solución a la proble-
mática del profesor Patishtán y de todos aquellos que
pudieran encontrarse en el mismo supuesto, para lo
cual adicionó un artículo 97 bis al Código Penal Fede-
ral, para incorporar una excepción a la procedencia del
indulto que puede decretar el Poder Ejecutivo federal.

Lo anterior, dado que la figura del indulto, contenida
en el artículo 89, fracción XIV de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y regulado en
los artículos 94 y 97 del Código Penal Federal, en su
redacción previa a la referida reforma de 2013 vedaba
la procedencia del indulto para ciertos delitos, por lo
que tampoco permitía una solución satisfactoria para
supuestos como en el que se encontraba el profesor
Patishtàn. 

Para ello, se creó un mecanismo de excepción para que
el Poder Ejecutivo Federal, por si? o a petición del Ple-
no de alguna de las Cámaras del Congreso de la
Unión, pudiera conceder el indulto, por cualquier deli-
to del orden federal o común en el Distrito Federal, y
previo dictamen del órgano ejecutor de la sanción en
el que se demuestre que la persona sentenciada no re-
presenta un peligro para la tranquilidad y seguridad
públicas, expresando sus razones y fundamentos,
cuando existan indicios consistentes de violaciones
graves a los derechos humanos de la persona senten-
ciada.

De esa forma, la legislación penal sustantiva a nivel
federal cuenta ahora con una hipótesis genérica que, a
manera de excepción, permite sea activada válidamen-
te la facultad discrecional del poder Ejecutivo Federal
para otorgar indulto, aún y cuando la condena a una
persona haya sido por delitos como traición a la Patria,
espionaje, terrorismo, sabotaje, genocidio, delitos con-
tra la salud, violación, delito intencional contra la vida
y secuestro, desaparición forzada, tortura y trata de
personas, ni de reincidente por delito intencional, en
términos del artículo 97 del Código Penal Federal.

Más allá de lo plausible y eficaz que resultó esta mo-
dificación legal para brindar justicia a Alberto Patis-
htàn y para dejar un marco jurídico para casos simila-
res, para efectos de la presente iniciativa es importante
resaltar que el legislador federal incorporó, como uno
de los elementos que deben colmarse para hacer pro-
cedente la nueva hipótesis de excepción para el otor-
gamiento del indulto, la existencia de indicios consis-
tentes en violaciones graves a los derechos humanos
de la persona sentenciada. 

Elemento no menor dentro de un sistema de protec-
ción de derechos humanos, que por esa condición, de
no ser abordado adecuadamente, podría llevar a hacer
nugatorios los efectos que tiene cifrada la reforma al
artículo 97 bis de referencia, que es precisamente otor-
gar un medio de acceso a la justicia a un sentenciado,
aun y cuando el sistema penal no permita mayores ins-
tancias de revisión y, sobre todo, la condena derive de
violaciones, no solamente al debido proceso, sino
aquellas de tipo grave a los derechos humanos.

Esto es, si la violación grave a derechos humanos del
sentenciado no se acredita, así sea indiciariamente,
sencillamente no será posible que aun y cuando exis-
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tan violaciones al debido proceso, el sentenciado pue-
da beneficiarse del indulto.

Es aquí donde cobran relevancia los criterios y la au-
toridad que tiene a su cargo el acreditar si en cada ca-
so sometido a un procedimiento para obtener indulto
existieron o no violaciones graves a los derechos hu-
manos del sentenciado, cuestión que por su especial
complejidad no puede quedar al arbitrio de autorida-
des que no cuentan con la capacidad técnica para ello,
ya que de otro modo, podría llegarse al extremo de que
la autoridad encargada de determinar esta condición
pudiera realizar interpretaciones restrictivas en perjui-
cio de un sentenciado que reúna las condiciones para
acceder al beneficio del indulto.

De ahí que la incorporación de “violaciones graves a
derechos humanos” que realizó el legislador ordinario
en el proceso de dictaminación de la iniciativa,1 más
que cumplir con un supuesto objetivo de extender la
protección a todo tipo de afectación grave a derechos
humanos, y no solamente cuando se acreditaran viola-
ciones al debido proceso o de acceso a una defensa
adecuada, generó un marco de incertidumbre jurídica
respecto a la autoridad que debería determinar si exis-
te aquél tipo de violación grave.

Por esas razones, la propuesta que me permito some-
ter a la consideración de esa Soberanía tiene como ob-
jetivo vincular expresamente en la redacción del cita-
do artículo 97 Bis del Código Penal, a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, al ser el órgano
que constitucionalmente cuenta con las atribuciones
para investigar violaciones graves a los derechos hu-
manos y, por esa razón, quien goza de la capacidad
técnica para determinar bajo qué criterios y en qué ca-
sos debe considerarse que existen indicios de ese tipo
de violaciones trascendentales.

En efecto, es la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos es la institución encargada de investigar vio-
laciones graves a los derechos humanos, tal y como lo
establece el último párrafo del aparado B del artículo
102 constitucional, reformado en junio de 2011:

El artículo de mérito, a la letra, señala:

Artículo 102. 

B. …

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos
podrá investigar hechos que constituyan violacio-
nes graves de derechos humanos, cuando así lo juz-
gue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal,
alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión,
los titulares de los poderes ejecutivos de las entida-
des federativas o las Legislaturas de éstas. 

Como se ve, una de los numerosos avances legislati-
vos que trajo consigo la magna reforma en materia de
derechos humanos de junio de 2011, fue el posicionar
a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos co-
mo el órgano fundamental dentro del sistema no juris-
diccional de protección de los derechos humanos, do-
tándolo de la atribución para investigar violaciones
graves a los derechos humanos, de oficio o petición de
los Poderes Ejecutivo y Legislativo federal o de sus
homólogos en las entidades federativas, sustrayendo a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación del conoci-
miento de este tipo de asuntos no jurisdiccionales.

Si bien el trámite de este tipo de procedimientos ad-
ministrativos no tiene que cumplir con los formalis-
mos que caracterizan a un proceso de carácter judicial,
lo cierto es que aun y cuando la admisión de la solici-
tud está claramente delimitada para aquellas realizadas
por los órganos legislativos y ejecutivos, tanto federa-
les como locales (lo que de suyo ya es una condición
de legitimación), no existe plena claridad sobre los
elementos que debe tomar en cuenta la CNDH para
valorar si está o no efectivamente frente a hechos que
constituyan violaciones graves a derechos humanos.

Tan es así, que durante el tiempo en que la Suprema
Corte de Justicia de la Nación fue titular de esta facul-
tad de investigación, no se careció de incertidumbre
sobre lo que debería entenderse por “violaciones gra-
ves”, acudiendo a criterios de carácter cuantitativo y
cualitativo para poder tener una aproximación a sus al-
cances.2

Cabe destacar que apenas en mayo del presente año, la
Segunda Sala de la Suprema Corte, en el Amparo en
Revisión 38/2017, resolvió que la propia naturaleza
funcional de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, como órgano estatal que debe velar por la
protección, observancia, promoción, estudio y divul-
gación de los derechos humanos que ampara el orden
jurídico mexicano, permitía que aquella estuviera en
posibilidad para calificar cuando se está? frente a vio-
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laciones graves a los derechos humanos, en aquel ca-
so, para los efectos de acceso a la información,3 al tra-
tarse del asunto en concreto que se dilucidó.

Por último, se propone eliminar la atribución del Eje-
cutivo federal para conceder el indulto en casos de de-
litos del fuero común en el Distrito Federal, ahora Ciu-
dad de México, al ya contar el jefe de gobierno de esta
ahora entidad federativa con facultades homologadas a
las de los gobernadores de los estados en materia pe-
nal, dentro del ámbito de sus competencias.

En ese orden de ideas, las modificaciones que se plan-
tean son las siguientes:

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 97 Bis
del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 97 Bis. De manera excepcional, por si? o a
petición del Pleno de alguna de las Cámaras del Con-
greso de la Unión, el Titular del Poder Ejecutivo Fe-
deral podrá conceder el indulto, por cualquier delito
del orden federal, y previo dictamen del órgano ejecu-
tor de la sanción en el que se demuestre que la perso-
na sentenciada no representa un peligro para la tran-
quilidad y seguridad públicas, expresando sus razones
y fundamentos, cuando la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos determine que existieron viola-
ciones graves a los derechos humanos de la persona
sentenciada.

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Cabe mencionar que en el dictamen de las Comisiones Unidas de

Justicia y de Estudios Legislativos, segunda, de la Cámara de Di-

putados, se tomó la decisión de cambiar el sentido de la iniciativa

y sustituir las causales originarias, como la ausencia de acceso a

una defensa adecuada y al debido proceso, por la referencia gené-

rica de “violaciones graves a derechos humanos”. Consultable en

http://www.diputados.gob.mx/sedia/biblio/prog_leg/088_DOF_30

oct13.pdf

2 Violaciones graves a derechos humanos. Su concepto para

efectos del derecho de acceso a la información de la averigua-

ción previa que las investiga. De conformidad con el artículo 14

de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pú-

blica Gubernamental, no puede alegarse el carácter de reservado

cuando la averiguación previa investigue hechos constitutivos de

graves violaciones a derechos humanos o delitos de lesa humani-

dad. A fin de que el intérprete determine si un caso concreto se ubi-

ca en el supuesto de excepción relativo a las violaciones graves a

derechos humanos y deba dar acceso a la averiguación previa co-

rrespondiente, es necesario que atienda a los lineamientos sentados

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por la Corte Inter-

americana de Derechos Humanos en esta materia. Siguiendo los li-

neamientos establecidos por este alto tribunal, para determinar que

una violación a derechos humanos es “grave” se requiere compro-

bar la trascendencia social de las violaciones, lo cual se podrá de-

terminar a través de criterios cuantitativos o cualitativos. El crite-

rio cuantitativo determina la gravedad de las violaciones

demostrando que tienen una trascendencia social en función de as-

pectos medibles o cuantificables, tales como el número, la intensi-

dad, la amplitud, la generalidad, la frecuencia o su prolongación en

el tiempo, así como, evidentemente, la combinación de varios de

estos aspectos. Es lógico que el criterio anterior no haya podido

aplicarse a todos los casos, razón por la cual esta Suprema Corte

también ha entendido que en algunos supuestos la trascendencia

social de las violaciones se puede demostrar mediante un criterio

cualitativo, determinando si éstas presentan alguna característica o

cualidad que les dé una dimensión específica. En lo que respecta a

la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Huma-

nos, ese tribunal ha determinado que la “gravedad” radica, esen-

cialmente, en que se presenten las siguientes características: mul-

tiplicidad de violaciones comprendidas dentro del fenómeno

delictivo; especial magnitud de las violaciones en relación a la na-
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turaleza de los derechos afectados; y una participación importante

del Estado, al ser los actos cometidos por agentes estatales o con

la aquiescencia, tolerancia o apoyo del Estado.

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y

Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 de noviem-

bre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.

Secretario: Javier Mijangos y González.

3 La SCJN determinó que la CNDH se encontraba en plena apti-

tud jurídica y técnica para poder determinar si la información que

le es solicitada por los particulares, se relacionaba con violaciones

graves a los derechos humanos y, en esa medida, si esos datos se

encontraban regidos por el principio de máxima publicidad, en tér-

minos del precepto antes referido. 

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 7 de diciembre de 2017

Diputado Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica)
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